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Introducción  
El positivismo jurídico constituye un referente obligado para los estudiantes que inician el programa de derecho. 
Bien sea en las asignaturas de Introducción, Teoría o Filosofía del derecho, la obra más representativa de esta 
corriente, la Teoría Pura del Derecho de Hans Kelsen
1
, conserva un protagonismo evidente
2
. Muestra de ello es la 
presencia en los programas de estas materias de por lo menos un capítulo que explora las características del 
sistema jurídico y/o el pensamiento positivista-kelseniano
3
. La influencia de la teoría kelseniana en la formación 
de los estudiantes también ha significado el desarrollo de una producción de textos escritos por los docentes o 
investigadores nacionales que se toman como material de referencia en las facultades de derecho del país.   
 
Tales textos además de cumplir con la función de desarrollar contenidos específicos en torno a las preguntas que 
se consideran fundamentales en la teoría del derecho, son portadores de determinadas ideas, valores y conceptos 
respecto al fenómeno jurídico, y por tal razón deben ser observados también como insumos que aportan a la 
formación de una conciencia jurídica específica de los futuros abogados en torno a lo que el derecho en general 
significa
4
. En ese sentido, también puede decirse que la recepción de Kelsen en ámbitos académicos colombianos 
a través de textos y cursos de Introducción o Teoría del Derecho han incidido en la configuración de una cultura 
jurídica portadora de valores e ideas que no necesariamente coinciden con lo que en su estado original la 
propuesta del autor sugería.  
 
En ese marco, se abre un espectro de reflexiones sobre las implicaciones culturales de la producción iusteórica 
señalada. Por ejemplo, Diego López analiza esta recepción “académica” como una ruptura con la conciencia 
jurídica clásica por parte de los iusteóricos que luchan por estar conectados a  los círculos de la teoría trasnacional 
del derecho
5, mientras que otra posibilidad de recepción la constituyó “la recepción pop” que permitió preservar la 
conciencia jurídica clásica más  acorde con la cultura de la exégesis y el conceptualismo del siglo XIX que con los 
                                                             
1
 KELSEN, Hans, “El fundamento de validez de un orden normativo: la norma fundante básica” en  Teoría Pura del Derecho, México: Porrúa, 2009.  
2
 Un panorama general del Positivismo Jurídico puede encontrarse en SCHMILL Ulises, “El Positivismo Jurídico”, en Ernesto Garzón y Francisco Laporta (Eds) El 
derecho y la justicia, Madrid: Trotta, 1996, pp. 65-77 y BOBBIO, Norberto, El Problema del Positivismo Jurídico, México, Fontamara, 2006.  
3
  Esta continuidad fue verificada gracias a la revisión realizada en el mes de enero de 2011 de los programas de Introducción y Teoría del Derecho de las facultades de 
derecho más reconocidas de la ciudad. Llama la atención cómo la mayoría de los docentes de estas áreas implícitamente asumen que la mejor manera de definir el 
derecho es bajo la forma de un sistema de normas y este modelo es aplicado al ordenamiento jurídico colombiano al  que se le atribuyen características como plenitud y 
coherencia. Ver: SQUELLA Agustín (Ed). La Cultura Jurídica Chilena Chile. Corporación de Promoción Universitaria. 1992. Pp. 40.  
4
 Ver entre otros TARELLO, Giovanni. Cultura Jurídica y Política del Derecho. Primera edición. México, FCE, 1995, pp. 11 y LÓPEZ MEDINA Diego. Teoría Impura 
del Derecho, Bogotá, Legis, 2004, pp.  51 y 87. 
5
 LÓPEZ MEDINA, Diego,  Teoría Impura del Derecho. Op cit. Pp. 349 
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aportes del positivismo de Kelsen. Esta diversidad se explica porque la justificación suministrada por Kelsen 
acerca de la naturaleza del derecho, le permitió tanto a teóricos como a litigantes en Colombia, constituirla en una 
razón suficiente para creer en los elementos positivistas de la conciencia jurídica clásica como explicación casi 
necesaria de la naturaleza del derecho
6
. 
 
Desde esta lectura, las interpretaciones académicas de Kelsen en Colombia han permitido reforzar una noción de 
derecho la mayoría de las veces formalista que se desarrolla a través de un eclecticismo teórico, en la medida que 
los autores nacionales retoman y en ocasiones exageran aquellos elementos de la propuesta kelseniana que mejor 
alimentan un concepto formal sobre el derecho. Dichas cualidades armonizan con un entorno académico 
compuesto muchas veces por profesores-litigantes que gravitan entre el formalismo y el legocentrismo de un lado, 
y una aspiración  iusnaturalista de generar justicia –en alguno de sus significados- desde la norma misma.  
Otra interpretación de la recepción de Kelsen en Colombia y sus relaciones con la cultura jurídica la ofrece Oscar 
Mejía
7
 quien  reconoce que la recepción nacional y andina no desarrolla la propuesta original de Kelsen, encausa 
su diagnóstico reconociendo el peso que tuvieron los paradigmas hispánicos en tal situación, para los cuales es 
irrenunciable la vinculación práctica y conceptual entre moral y derecho. De este modo, la persistencia de tales 
tradiciones se amalgama con el positivismo kelseniano apoyando ambas  el propósito de legitimar a un Estado y a 
una sociedad de corte premoderno sin cambios culturales concretos. Para Mejía de los procesos de recepción y 
desarrollos teóricos sobre Kelsen es fundamental reconocer su apoyo iusfilosófico a proyectos con unas 
pretensiones de legitimación especificas
8
, mientras que las características en sí de la producción local tienen un 
carácter secundario.  
A pesar de las diversas lecturas sobre la recepción de Kelsen este tipo de preguntas no son una constante. Al 
contrario, existe un desentendimiento del carácter sociológico y cultural del derecho que no ha permitido el 
desarrollo de estudios concretos sobre el fenómeno de la cultura jurídica, sus componentes, sus relaciones con 
                                                             
6
 Así las cosas, la teoría de Kelsen proporcionó una teoría sólida que volvía a legitimar los elementos formalistas de la cultura pre-kelseniana tal como estaban 
condensados en la conciencia jurídica clásica. LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, Teoría Impura del Derecho. op.  cit, pp. 343 
7
 MEJÍA QUINTANA  Oscar, “El iuspositivismo kelseniano y su recepción en Colombia y la región andina” en: Derecho, Legitimidad y Democracia Deliberativa. 
Desarrollo jurídico político de los paradigmas en las sociedades en transición. Bogotá. Temis. 1998. Pp. 57-73.  
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otros ámbitos y sus aportes al análisis del derecho
9
. Y de acuerdo a lo expuesto, un intento de caracterización de la 
cultura jurídica colombiana no debe ignorar de qué manera las lecturas académicas nacionales sobre Kelsen 
aportan insumos para dicha labor.  
De hecho, la pregunta en cuestión podría ser aparentemente contradictoria e innecesaria si aceptamos que una de 
las consecuencias epistemológicas del auge del positivismo es el posicionamiento de la validez formal como 
elemento definitorio de las normas; es decir, si las normas son el objeto de estudio por ser ellas el único derecho 
posible no sería necesario ampliar las indagaciones a campos sociológicos o culturales
10
.  
 No obstante, este trabajo pretende mostrar que cualquier teoría jurídico-filosófica tiene un sustrato material, un 
contexto y unos fines determinados de los cuales si bien no se desprende una obligación de explicar otras áreas 
relacionadas con la suya, si se desprende, en este caso para el positivismo jurídico kelseniano,  por lo menos el 
deber de reconocer su influencia y el papel que históricamente ha podido desempeñar en la cultura jurídica a 
pesar de sus supuestas pretensiones de independencia y neutralidad. 
De lo dicho debe resaltarse que la adopción de una teoría o paradigma jurídico específico no constituye un simple 
ejercicio científico-académico. Es posible, -desde los supuestos y definiciones que ofrece un modelo teórico-, 
inferir operaciones culturales, reacciones y actitudes frente al derecho que además de poner en evidencia las 
relaciones entre teoría y filosofía del derecho con la cultura jurídica
11
, nos sugieren indagar sobre las 
implicaciones que pueden presentarse por el uso de ciertas escuelas del derecho en países de recepción como un 
proceso que obedece a unos intereses de legitimación concretos
12
. Estas teorías son interpretadas y reproducidas 
de diversas maneras, - v.g. a través de la producción de textos de teoría  del derecho-, por lo cual la educación 
                                                             
9
 A pesar de la omisión comentada es innegable que las relaciones entre derecho y cultura son múltiples. Puede decirse que amba s nociones comparten muchas 
características comunes: ambas son fenómenos sociales, las dos se debaten entre el descubrimiento social y la imposición de los factores reales de poder, entre la 
artificialidad y la naturalidad. Ver: NARVÁEZ José Ramón. Cultura Jurídica Ideas e Imágenes. México. Ed. Porrúa. 2009. Pp. 7. 
10
 Posteriormente en el campo de la teoría del derecho la obra de Robert Alexy replanteó el dominio de la validez jurídica. Para Alexy son tres los elementos del concepto 
de derecho: la eficacia social o  validez sociológica; la corrección material o validez ético – moral y la legalidad o validez jurídica.  Ver entre otros, ALEXY Robert. “La 
validez del derecho” En: El concepto y la validez del derecho. Barcelona, Ed Gedisa, 2004, pp. 86 a 130. 
11
 Tanto la propuesta de investigación como su implementación aluden a textos de  filosofía y  teoría del derecho que aborden el positivismo kelseniana. Sin embargo, en 
el desarrollo del marco teórico veremos que por ser la validez la cuestión fundamental que despliega el positivismo kelseniano abordaremos y comentaremos 
especialmente textos de teoría y no de filosofía del derecho.  
12
 Un análisis de los procesos de producción, recepción y transformación de la teoría del derecho puede encontrarse en LÓPEZ Diego “Producción, recepción y 
transformación de la teoría del derecho” en Teoría Impura del Derecho, op. cit. pp. 1-61. 
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jurídica entendida como proceso de formación constituiría un rasgo indispensable para definir a los juristas y para 
analizar las implicaciones a nivel político y social de los perfiles ideológicos de los profesionales
13
. 
i) Presentación del problema 
El derecho en general proviene de la sociedad y de la cultura. A pesar de la percepción de los juristas 
convencionales
14
, el derecho no tiene un desarrollo autónomo que pueda explicarse completamente desde su 
lógica interna; es indudable la influencia  las fuerzas sociales, intereses económicos y  necesidades del poder 
político en la configuración del fenómeno jurídico
15
. Los hechos propios de la conducta humana y las obras 
producidas por los hombres  tienen una peculiaridad que no poseen los hechos de la naturaleza:  tienen un sentido 
o una significación. De este modo, el Derecho, junto a otras obras culturales tiene siempre una vinculación 
circunstancial: un sentido que alude a las situaciones específicas en las que apareció la necesidad, la conveniencia 
del objetivo y la idoneidad y eficacia de los medios a utilizar para conseguirlo
16
.  
Pese a dicha realidad o gracias a ella, el positivismo jurídico en general, y el positivismo normativista kelseniano 
en particular pretendieron hacer del derecho una ciencia independiente del contexto donde se aplique. Gracias a 
esto puede decirse que hasta bien entrado el siglo XX, la reflexión acerca de los tres ejes estructurantes del 
fenómeno jurídico, -justicia/legitimidad, validez y eficacia
17
-, fue desarrollada solo en torno a la validez jurídica  
por las distintas escuelas adscritas al positivismo siendo sus pretensiones estrictamente “jurídicas” o sistémicas y 
provocando una ruptura de la filosofía del derecho con su tarea primigenia: dar cuenta de la totalidad del 
fenómeno jurídico superando la tensión entre legalidad y legitimidad en el derecho
18
. Esta situación se afianzó con 
el auge del Kelsen, y postergó más aún el pendiente normativo de la teoría del derecho principalmente porque las 
                                                             
13
 SILVA GARCÍA Germán.”Educación Jurídica y Profesión de Abogado”. En: PÉREZ PERDOMO Rogelio y RODRÍGUEZ Julia (Comp.). La Formación Jurídica en 
América Latina. Tensiones e Innovaciones en Tiempos de la Globalización. Bogotá. Universidad Externado. 2006. pp. 34  
14
 Para una caracterización de las formas convenciones de entender el derecho véase formalismo y conciencia jurídica clásica en Colombia en  textos como la Teoría 
Impura del Derecho. Desarrollaremos este punto en el momento de referirnos al formalismo como un rasgo dominante de la cultura jurídica en Colombia.  
15
 Bien sabemos que las tensionen entre el derecho y la realidad social son tan persistentes y antiguas como las definiciones sobre el derecho y las  posiciones sobre la 
interpretación judicial.  Ver por ejemplo: PÉREZ LLEDÓ, Juan A., “Teorías críticas del derecho”, en El Derecho y la justicia. Madrid, Trotta, 1996 o COTERRELL, 
Roger. Introducción a la sociología del derecho. Ariel Derecho, Barcelona, 1991. 
16
 ROBLES María Elodia. “Tres perspectivas de integralismo iusfilosófico” En: Derecho y Cultura jurídica. 450 Años de la Enseñanza Universitaria del Derecho en 
América. México, 2007, Ed. Porrúa. Facultad de derecho UNAM. Pp.36  
17
 Esta tripartición de problemas es hoy generalmente reconocida por los filósofos del derecho. Ver por ejemplo  BOBBIO Norberto. “Justicia, validez y eficacia” en: 
Teoría General del Derecho, Bogotá, Temis, 2000, op.  cit. pp. 25.  
18
Ver Elías Díaz. Relaciones y reducciones. En: Curso de Filosofía del Derecho. Ed.  Marcial Pons. Madrid.1998.  
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dimensiones de eficacia y legitimidad no pudieron subsumirse en la validez
19
, perdiendo de esta manera las 
reflexiones su dimensión crítica y amplia del fenómeno jurídico
20
.  
Junto a los cambios que se configuraron para la filosofía y la teoría del derecho
21
 a partir del dominio de las 
propuestas positivistas, también debe analizarse con especial interés las operaciones culturales realizadas a través 
del concepto de derecho imperante
22
. Al respecto afirma Tarello que Kelsen acepta dogmas del siglo XIX como el 
carácter positivo del derecho, la existencia de normas como normas coercitivas, el enlazamiento de normas dentro 
de un sistema coherente y completo, la coincidencia entre Estado y Derecho. Tales premisas son además  
mecanismos concretos  desde los cuales los dogmas positivistas del siglo XIX se reformulan con el fin de 
mantener durante periodos de crisis la cohesión estatal y la unidad del derecho. Por lo anterior, ante la evidencia 
de que las lagunas del ordenamiento y las fuerzas  centrifugas ponían en crisis las ideas propias del siglo XIX 
sobre el sistema, la visión dinámica del sistema kelseniano responde a dicha situación con la concepción 
formalista de la validez. 
Sin embargo, los escasos análisis sobre las relaciones entre iusteoría kelseniana en Colombia y la cultura jurídica 
que la acompaña, parecieran ignorar las relaciones que entre ambas se han señalado y que se desarrollarán a 
continuación. Las caracterizaciones de la cultura jurídica colombiana nos ubican en un escenario en el que 
posiblemente tampoco existan desarrollos significativos de las posibles relaciones entre un paradigma jurídico 
concreto, en nuestro caso el positivismo normativo, con la cultura jurídica en general y con una cultura jurídica 
dominante en particular. 
Por lo anterior, el referente iusteórico que se utilizará para explorar la cultura jurídica colombiana será el 
positivismo kelseniano. Dicho paradigma constituye  un pensamiento sistemático sobre el derecho desde una 
perspectiva que en lo esencial se estructura de manera intrasistémica: el eje se desplaza del entorno ya sea moral o 
político al derecho como sistema
23
 y, en el marco de las preguntas por el objeto de la filosofía del derecho va 
surgiendo y consolidándose la Teoría Pura del Derecho de Kelsen. “Kelsen define la validez como un problema 
                                                             
19
  Ver al respecto MEJÍA QUINTANA  Oscar, “La norma básica como problema iusfilosófico. Tensiones y aporías del positivismo y las apuestas pospositivistas de 
superación” en GIL Numas (compilador), Memorias Tercer Congreso Nacional de Filosofía del Derecho y Filosofía Social, Bogotá D.C.: Grupo Editorial Ibáñez, 2006  
20
 Posteriormente veremos de qué manera intervino la cultura política en el desarrollo de diagnósticos frente a este vacío.  
21
 Ver: BOBBIO Norberto , “Justicia, validez y eficacia”, en: Teoría General del Derecho, op cit.  
22
 TARELLO, Giovanni. Cultura Jurídica y Política del Derecho. primera  edición.  México, FCE, 1995, pp. 175. 
23
 MEJÍA QUINTANA  Oscar, “Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía del derecho”, op cit. pp. 8. 
  
11 
 
exclusivo de la teoría jurídica precisamente para deslindarlo de dos problemas que a su modo de ver no tenían, al 
menos directamente, que ver con su campo de conocimiento: el de la legitimidad y el de la eficacia”24. 
La cuestión de la validez es la pregunta fundante del positivismo, sin embargo, su recepción y reproducción en el 
ámbito académico colombiano presenta  particularidades. Esto significa que su abordaje no es el mismo que la 
teoría jurídica propuso en los espacios donde la misma se originó
25
, no por lo menos durante la primera recepción 
de la obra de Kelsen que paradójicamente coincide con el proceso de normalización de la filosofía en Colombia
26
. 
Nuestra producción académica tienen un carácter  híbrido que no podrá desconocerse y será visto como 
consecuencia de la realidad social, y como punto de partida para acercarse a la cuestión de la cultura jurídica 
colombiana que antes de facilitar el rastreo de la relación cultura jurídica –teoría del derecho  lo dificulta.   
Se asumirá que las lecturas nacionales sobre Kelsen abren una diversidad de criterios y de interpretaciones por 
fuera de las lecturas normalizadas que no apoyaron decididamente la apuesta por la diferenciación epistemológica 
del derecho promovida por el austriaco y sus discípulos de la Escuela de Viena, y sí postergaron tanto las 
implicaciones que un proceso de derivación funcional del derecho consistente en lo teórico y en lo práctico 
hubiera podido provocar,  como  los cambios en la cultura jurídica que  pudieran derivarse ante la persistencia de 
los rasgos culturales decimonónicos y coloniales. En consecuencia, pese a los destellos de pureza metodológica en 
algunos de los desarrollos nacionales
27
, la producción en general se unió a la amalgama de ideas y a las formas 
tradicionales de enseñanza y de vivencia del derecho pre existentes.  
A pesar de las dificultades que ofrece una caracterización de la cultura jurídica desde el positivismo, la producción 
académica acompañó diversos procesos vinculados con la realidad jurídica colombiana que desbordan el entorno 
académico o iusfilosófico. La iusteoría elaborada alrededor de la obra de Kelsen coadyuva en la consolidación 
de dos situaciones concretas que desbordan el ámbito de lo normativo: la consolidación de un discurso 
modernizador utilizado por los gobiernos liberales desde la década del treinta que legitima las acciones 
                                                             
24
 MEJÍA QUINTANA Oscar , “Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía del derecho”, op cit. pp. 9.  
25
 Las características de la producción académica en Colombia sobre Kelsen volverán a analizarse en el marco teórico teniendo la propuesta de los trasplantes jurídicos, y 
los análisis sobre el positivísimo jurídico el Colombia de López y Mejía. 
26
 Existe un consenso al afirmar que la filosofía colombiana “sale de la minoría de edad” o inicia su proceso de normalización en la década del 40 gracias a la fundación 
del Instituto de Filosofía adscrito a la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Nacional. Ver entre otros: TOVAR Leonardo, “La normalización 
filosófica en Colombia. Ensayo de crónica de las ideas” En: La Filosofía del siglo XX Balance y Perspectivas. Ed. Miguel Gusti. Lima. Pontifica Universidad Católica 
del Perú. Fondo Editorial 2000.. Pp 622 y ss.  
27
 La obra en general de Luis Villar Borda  es la más cercana a esta caracterización. 
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estatales
28
, y el posicionamiento de una élite jurídica al servicio de dicho discurso, pero no parece ilustrar con 
igual decisión a la cultura jurídica nacional.  
 Esta situación puede explicarse por dos razones. De una parte, a pesar de que el estado del arte en general 
reconozca la existencia de relaciones de influencia entre la cultura  y la teoría jurídica, la cultura jurídica en 
Colombia no se describe con base en paradigmas iusteóricos y sí desde comportamientos concretos o rasgos 
persistentes del sistema jurídico-político tales como el incumplimiento de normas, el formalismo, y la 
excepcionalidad legal-constitucional. De otro lado, a pesar del posicionamiento de la validez como problema 
fundamental del positivismo que podría darle identidad a la teoría jurídica, , el abordaje académico de las ideas 
nacionales sobre Kelsen ha estado marcado por interpretaciones híbridas propias de las necesidades y/o 
intereses de los teóricos locales. En ese contexto, y teniendo en cuenta que las situaciones señaladas desbordan el 
espacio de lo propiamente jurídico, el carácter hibrido estructural de la sociedad colombiana y la cultura política 
que configura, deben reconocerse como realidades que alimentan las particularidades de la cultura jurídica y desde 
las cuales esta se puede comprender como problema poco explorado. 
Es el contexto anteriormente mencionado el que provee las razones de esta investigación. Por un lado tenemos la 
teoría del positivismo kelseniano, y por otro, la constatación de que el estado del arte reconoce la influencia de las 
reflexiones sobre el derecho en las actitudes, los símbolos y los valores que sobre el mismo puedan tener todos 
aquellos que reciben tales lecturas por medios de textos de teoría o filosofía del derecho.  En consecuencia, resulta 
necesario partir de la influencia atribuida por el estado del arte al positivismo en la configuración de la cultura 
jurídica y conocer su alcance real. 
Es pertinente señalar que esta investigación no pretende ser un manual de teoría o filosofía del derecho kelseniana 
o una reivindicación del valor per se del pensamiento jurídico colombiano. Los objetivos no van de la mano de 
demostrar cuáles han sido las equivocaciones de los académicos colombianos a la hora de leer a Kelsen. No es mi 
propósito aportar a la construcción de una teoría jurídica alternativa, ni estudiar detenidamente las ventajas o las 
desventajas, las potencialidades o las limitaciones de lo que se conoce como trasplantes legales, -aunque como se 
                                                             
28
 Si bien las caracterizaciones prevalentes de los partidos tradicionales en Colombia pasan por vincular al partido liberal con el librecambismo, la modernización y la 
secularización, y al partido conservador con los valores antagónicos esta repartición admite otras interpretaciones que contrastan dichas asociaciones por lo menos hasta 
el año 2002. Ver por ejemplo GUTIÉRREZ SANÍN , Francisco. Lo Que el Viento Se Llevó?  Los Partidos Políticos y la Democracia en Colombia, 1958-2002. Bogotá. 
Editorial Norma. 2007.   
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desarrollará en el marco teórico los trasplantes jurídicos serán una referencia para analizar el carácter híbrido de la 
producción académica sobre Kelsen- .  
Tampoco constituye un objetivo  evidenciar las prácticas interpretativas concretas que se desprenden de los textos 
académicos y que implementan los operadores jurídicos ya que esto superaría los alcances de la presente 
propuesta
29
. Sin embargo, no pueden ignorarse las relaciones que se presentan entre académicos y prácticos del 
derecho
30
.Además, debe advertirse, que esta investigación se abordará desde la cultura jurídica y no desde los 
estudios sobre conciencia jurídica por varias razones. La primera es que los estudios sobre conciencia jurídica se 
concentran en representaciones mentales y prácticas sociales sobre el derecho, especialmente de grupos 
socialmente marginados,  y, no se ocupan directamente de temas tales como la educación en las facultades de 
derecho y el funcionamiento de las instituciones jurídicas que si se incluyen en la cultura jurídica y que son 
señalados en este trabajo. De otra, los estudios desde la conciencia jurídica se realizan desde estudios etnográficos 
y narrativas individuales
31
 que no son parte de esta propuesta. Por lo tanto, las referencias en el texto sobre 
conciencia jurídica se vinculan a los valores y actitudes frente al derecho de los abogados y estudiantes de la 
disciplina en general. 
El aporte que espero lograr con esta tesis de maestría investigativa es, -teniendo como punto de partida la primera 
recepción de la Teoría Pura del Derecho de Kelsen y su posible influencia en la cultura jurídica en Colombia-, 
ofrecer un estado del arte acerca de las caracterizaciones del fenómeno apuntando a la necesidad de construir 
marcos de análisis más amplios y críticos de la misma, toda vez que las definiciones encontradas se centran en 
comportamientos concretos desprovistos a pesar de la influencia persistente del positivismo jurídico. 
Este intento puede constituir un aporte en un tema que no ha sido ampliamente explorado
32
. Si se revisa el estado 
del arte en Colombia sobre las características de su cultura jurídica que se refuerzan o que se constituyen gracias a 
                                                             
29
 La traducción y recepción de Kelsen produjo modificaciones en la dogmática del derecho privado. Un análisis concreto de la interpretación kelseniana en una obra ya 
clásica de la dogmática jurídica, el Tratado de Derecho Civil de Arturo Valencia Zea se encuentra en Diego López, Teoría Impura del Derecho, op cit. Pp. 357 y ss.  
30
 Para una definición de campo jurídico ver GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y RODRÍGUEZ, César: “Derecho y sociedad en América Latina: propuesta para la 
consolidación de los estudios jurídicos críticos”. En: Derecho y Sociedad en América Latina: Un debate sobre los estudios jurídicos críticos. Bogotá, Universidad 
Nacional. ILSA. 2003,  Pp. 15-65. Una  aplicación de las categorías anteriores en el ámbito colombiano se desarrolla en “Kelsen en Bogotá: lecturas y usos locales de la 
Teoría Pura del Derecho”, en: Teoría Impura del Derecho, op cit..  
31
 Ver por ejemplo, EWIK Patricia y SILBEY, Susan. “Conformismo, oposición y resistencia: un estudio sobre conciencia jurídica”. En: Sociología Jurídica. GARCÍA 
VILLEGAS, Mauricio (ed). Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. 2001. Pp. 269 – 294. 
32
 El abogado y filósofo Andrés Botero Bernal es uno de los investigadores que recientemente ha explorado el tema de la Cultura Jurídica, sin embargo sus 
investigaciones son más de carácter histórico y no se proponen analizar las implicaciones culturales de un  paradigma concreto. Ver al respecto su trabajo: La cultura 
jurídica en la Antioquia del siglo XIX. Investigación financiada por Colciencias.  
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la influencia del positivismo kelseniano o de otra teoría del derecho  no se encuentra un desarrollo significativo
33
, 
por lo que dicha relación no constituye un vínculo inexorable y esta propuesta de investigación solo busca 
explorar posibles conexiones entre ambas. Y en este espacio se justifican las preguntas sobre los cambios o las 
continuidades de la cultura jurídica previa y posterior a Kelsen,  ya que  entre los analistas del tema, no existe un 
consenso a la hora de diagnosticar las características de la recepción kelseniana en Colombia, a pesar de las 
evidentes implicaciones culturales del fenómeno.  
 
Considero fundamental ampliar el análisis sobre  la cultura jurídica en Colombia ya que a pesar de las relaciones 
aceptadas entre cultura y producción iusteórica mencionadas, el abordaje de aquella han privilegiado 
caracterizaciones que se centran en comportamientos concretos o en rasgos persistentes del sistema jurídico-
político, pero no en lo que la recepción académica pueda aportar a pesar del reconocimiento  de las relaciones 
entre ambas.  Esta posible influencia es la que esta investigación pretende analizar ofreciendo explicaciones que 
buscan ampliar las miradas sobre la cultura jurídica en Colombia, pero también con la intención de ofrecer una 
salida que vincule a la cultura política en el diagnóstico resultante,  puesto que los rasgos dominantes de la cultura 
jurídica identificados por los estudiosos del fenómeno: formalismo, incumplimiento de normas y excepcionalidad 
tienen antes que una explicación iusteórica un sustrato sociopolítico que puede rastrearse desde los marcos 
analíticos de la cultura política. 
En ese orden de ideas, la hipótesis de trabajo que esta tesis buscará desarrollar es la siguiente:  Si bien el estado 
del arte reconoce las relaciones entre teoría y cultura jurídica, para el caso colombiano existen dificultades para 
abordar la cultura jurídica en relación con la primera producción académica sobre Kelsen, toda vez que esta  no 
se describe con base en paradigmas iusteóricos y sí desde comportamientos concretos o rasgos invariables del 
sistema jurídico-político tales como el incumplimiento de normas, el formalismo, y la excepcionalidad. A pesar de 
esta situación, la recepción académica del positivismo jurídico coadyuvó en la consolidación de dos situaciones : 
la formación y consolidación de un discurso modernizador que legitimó las acciones del reformismo liberal y la 
consolidación de la profesión jurídica como élite al servicio de dicho discurso. Sin embargo, es posible actualizar 
la cultura jurídica y hacerla operativa a través de dos vías : En primer lugar retomando algunas categorías de la 
cultura política que al reconocer el carácter híbrido-tradicional de la sociedad colombiana, permiten analizar los 
                                                             
33
  Si bien son escasas las reflexiones en ese sentido de lo anterior no se concluye que un paradigma iusteórico no tenga como pu nto de partida las condiciones culturales 
de creación, aplicación o interpretación de las normas jurídicas, este es el caso de las propuestas del Multiculturalismo y el Pluralismo Jurídico que sí cuentan con 
desarrollos concretos en Colombia.  
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cierres autoritarios del sistema jurídico-político desde el código de la excepcionalidad, a través del cual el propio 
Estado introduce excepciones a las normas alimentando una cultura antijurídica, fortalecida desde el 
incumplimiento y el formalismo reformista. En segundo lugar, a partir de la teoría de los trasplantes jurídicos y 
de las lecturas actuales sobre la influencia kelseniana es posible asumir que la producción académica es más un 
producto o un rasgo de la cultura jurídica que un elemento que decididamente la caracterice. 
En ese orden de ideas el objetivo general de esta investigación será presentar las principales descripciones de la 
cultura jurídica en Colombia teniendo como punto de partida la posible influencia del iuspositivismo local en tales 
definiciones, y al reconocer la dificultad de dicha caracterización, se ofrecerán alternativas que podrían hacer más 
operativo el concepto de cultura jurídica teniendo en cuenta las particularidades de la realidad nacional. Como se 
verá , la producción académica tiene una influencia limitada en el fenómeno, por lo tanto el objetivo se transforma 
ante esta carencia, y el trabajo buscará actualizar las discusiones sobre la cultura jurídica en Colombia presentando 
la pertinencia de otros marcos analíticos como la cultura política que doten a las explicaciones sobre la cultura 
jurídica de una dimension más crítica integral y menos centrada en describir rasgos concretos. 
ii) Metodología  
En esta tesis para optar el titulo de Maestría Investigativa en Derecho, se adoptará un enfoque de investigación 
cuya orientación será eminentemente cualitativa y teórica. Este atributo explica que se aborde el problema objeto 
de la investigación partiendo de aproximaciones teórico-críticas deseosas de ser exploradas e interpretadas en sus 
aspectos relacionales más significativos. Se ha mencionado que la naturaleza de la propuesta es exploratoria, es 
decir, se plantea como punto de partida las posibles relaciones entre la producción académica sobre Kelsen en 
Colombia con la cultura jurídica y por esa vía se desarrollarán algunas relaciones que permitan ofrecer un 
concepto de la cultura jurídica más operativo, sin que se haya llegado a afirmar que existe una relación clara entre 
ambos elementos. El punto de partida, es una proposición tentativa acerca de las relaciones entre ambas variables 
que se ampliará al resolver la pregunta por los contenidos de la cultura jurídica en Colombia y las vías para 
hacerla operativa. 
 
En consecuencia, este escrito no desarrolla técnicas de medición y/o cuantificación aunque esto no le resta 
rigurosidad científica a la propuesta. Los métodos cualitativos son más abiertos y flexibles y consideran todas las 
observaciones anotadas como datos potenciales que se deben decantar.  Además, se intenta un acercamiento al 
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enfoque de investigación genealógico-analítico. La cualidad genealógica hace referencia a la renuncia de un 
acercamiento lineal a la historia, a pesar de que la revisión tiene un sentido tiene una delimitación espacial esta no 
necesariamente se realizará de manera cronológica. Por tal razón, si bien el punto de partida es la década del 30 y 
la recepción del primer Kelsen en Colombia, se aludirá en ocasiones a acontecimientos futuros para así poder 
destacar los momentos y las definiciones que caracterizan la configuración de la cultura jurídica dominante.  
iii) Itinerario 
La estructura de este trabajo es la siguiente: La presentación del problema se realizará en el primer capitulo 
presentado inicia con un “llamado de atención” sobre la importancia de la obra de Hans Kelsen en la teoría del 
derecho y en los espacios académicos, sugiriendo que la recepción de la Teoría Pura del Derecho podría tener 
implicaciones en la caracterización de la cultura jurídica. Asimismo, se ofrecerán algunas definiciones de la 
cultura jurídica que presentan relaciones entre la formación de los futuros abogados y los supuestos culturales del 
positivismo jurídico.  
 
En un segundo capítulo, se explorarán los estudios sobre cultura jurídica en Colombia, se encontrará que los 
mismos giran en torno a comportamientos concretos desafiando la relación planteada en el capitulo primero. Se 
caracterizará la cultura jurídica desde rasgos tales como el incumplimiento, la excepcionalidad y el formalismo, y 
se reiterará que no existen análisis sobre la cultura jurídica que en función de un solo paradigma, en este caso el 
positivismo kelseniano pretendan definirla a pesar de la influencia que se le reconoce. Surgiendo en su lugar 
explicaciones desde comportamientos o situaciones históricas verificables que no dialogan con el positivismo 
kelseniano o con otra iusteoría de manera exclusiva. 
En un tercer capítulo, se revisará la primera producción académica sobre Kelsen en Colombia rescatando el hecho 
de que a pesar de las dificultades que impone la caracterización desde la producción iusteórica de la cultura 
jurídica, tal producción no fue una convidada de piedra de cara a otros fenómenos importantes tales como la 
consolidación de un discurso modernizador funcional a los intereses de las repúblicas liberales reformistas y la 
elitización de la profesión jurídica hasta la década del 50 del siglo pasado. En este marco, se pretende rescatar la 
importancia de la producción académica no en sí misma, sino como un catalizador de las situaciones extrajurídicas 
que fueron funcionales a la clase de los juristas y a los intereses reformistas en el siglo XX. 
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Posteriormente el marco teórico –capítulos cuarto y quinto-, ante la escasez de estudios descrita, planteará algunas 
vías a través de las cuales puede hacerse más operativa la cultura jurídica y más actualizados los términos de su 
discusión. Teniendo en cuenta que los rasgos señalados desbordan lo propiamente normativo constituyendo 
comportamientos y actitudes hacia el derecho con un trasfondo político, y  con el fin de que el análisis de la 
cultura jurídica no se reduzca solo a advertir sus rasgos o síntomas visibles; en el capítulo cuarto se analizarán 
dichos rasgos desde los marcos que ofrece la cultura política en Colombia a los que se apuesta como referencias 
para abordar los síntomas analizados, entre ellos, el carácter híbrido de la sociedad colombiana, la ausencia de un 
mito fundacional, el autoritarismo y la excepcionalidad. 
El capítulo quinto, bajo la premisa de que no hay consenso sobre las características de la recepción de Kelsen se 
propone aceptar que dicha producción antes que influir en la cultura jurídica, es un producto de ella y que en esos 
términos debe revisarse su incidencia en la caracterización del fenómeno. Además, a la luz de las realidades de la 
cultura política se presentará un binomio interpretativo –formalismo y Constitución del 91- que involucra 
fenómenos de la cultura política y de la cultura jurídica analizables como rasgos de una misma realidad. Este 
binomio, junto a la excepcionalidad como “bisagra” entre cultura política y cultura jurídica permiten una mejor 
valoración de ambos fenómenos. La segunda parte del capítulo  se desarrollará desde análisis actuales de tres 
autores –Villar Borda, Diego López y Oscar Mejía- quienes indagan de manera directa por el aporte del 
pensamiento kelseniano en el país. Por último, en un intento por definir la cultura jurídica en Colombia se 
retomará la cuestión de la hibridez de la sociedad colombiana y revisarán algunos planteamientos de la teoría de 
los trasplantes jurídicos. 
 
 
I. El concepto de cultura jurídica y la relación con la teoría del derecho 
El derecho es un fenómeno asociado a la cultura e incluso una creación cultural en sí misma. Reflexionar en torno 
a las formas creadas por los hombres con el fin de organizar su vida en sociedad nos aboca necesariamente a 
poner de relieve las limitaciones y problemas que desde sus inicios ha implicado este quehacer. En efecto, y pese a 
algunos intentos racionalistas por explicar la condición humana, las pulsiones y los conflictos constituyen 
elementos inherentes a la misma, que no pueden ni deben simplificarse. “Es posible entonces imaginar que el 
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proceso cultural más arduo y contradictorio que ha vivido el ser humano es aquel mediante el cual trata de 
construir las normas para regular sus relaciones sociales”34. Desde las múltiples preguntas que genera el concepto 
de derecho se perfilan subdisciplinas  que pretenden dar cuenta del fenómeno jurídico, y en ese marco se inscriben 
los análisis de la cultura jurídica. Por lo tanto, esta noción depende en gran medida de la noción de derecho que la 
identifica – y este a su vez es analizado desde la teoría del derecho-. Desde esta lectura, ambas nociones, cultura y 
derecho, comparten muchas características comunes: las dos son fenómenos sociales, las dos se debaten entre el 
descubrimiento social y la imposición de los factores reales de poder, entre la artificialidad y la naturalidad
35
.  
En ese marco, el objetivo de este capítulo será presentar algunas definiciones  de la cultura jurídica, cuáles son sus 
unidades de análisis y sus elementos constitutivos. Se destacará el hecho de que existen distintos significados para 
la expresión. De manera que puede definirse de maneras diversas: como un conjunto de interpretaciones que se 
ocupan del derecho en sus esferas prácticas o teóricas; también se alude a la cultura jurídica en un sentido amplio 
para referirse a la clase de los juristas o como un conjunto de doctrinas elaboradas por dichos juristas para aplicar 
nociones a casos concretos que pueden verse en ocasiones como las interpretaciones correctas.   
Dentro de los diversos significados de la expresión, y teniendo en cuenta que el problema de esta investigación es 
la escasa presencia de estudios que analicen la cultura jurídica colombiana desde un paradigma iusteórico 
concreto, -a pesar de la  influencia  de Kelsen en los procesos de formación de los estudiantes de derecho-, se 
sugerirá que la recepción académica del austriaco,, podría constituir un factor de influencia en la configuración de 
la cultura jurídica colombiana. Sin embargo, solo se planteará en este capítulo la relación entre teoría del derecho 
y cultura jurídica con el fin de verificar en los capítulos anteriores la fortaleza la relación mencionada. En ese 
marco, la subhipótesis de trabajo es que no existen indicios claros de que las relaciones entre teoría y cultura 
jurídica tengan la misma fuerza en Colombia que el estado del arte le atribuye en otros espacios, toda vez que 
existen dificultades para derivar los rasgos de la cultura jurídica de un solo paradigma como el kelseniano
36
. 
                                                             
34
 PINILLA CAMPOS, ERNESTO. ¿Es viable el Estado Social de Derecho en la sociedad colombiana? En: Revista Pensamiento Jurídico No 15. Bogotá. Universidad 
Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. 2002. 
35
 Ver: NARVÁEZ José Ramón, Cultura Jurídica Ideas e Imágenes. México. Editorial Porrúa. 2009. Pp. 7.   
36
 En su lugar, análisis como el de Agustín Squella  para el caso chileno presentan a la cultura jurídica desde ocho hipótesis en que se refiere con más frecuencia al 
formalismo que a un positivismo concreto como el kelseniano. 
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En el presente capitulo se abordarán los planteamientos de autores como Lawrence Friedman y Giovani Tarello. 
Posteriormente, desde las lecturas de Squella se precisarán algunos componentes de la cultura jurídica para el 
contexto latinoamericano. El objetivo de este capítulo es poner de relieve un punto en común entre estos 
desarrollos teóricos: la cultura jurídica es un conjunto de técnicas expositivas e interpretativas de quienes se 
ocupan del derecho en sus esferas prácticas o teóricas y el conjunto de las ideologías referentes a la función del 
derecho que tales técnicas suponen. Como consecuencia de lo anterior, debe reconocerse que la adopción de una 
teoría o paradigma jurídico especifico no constituye un simple ejercicio científico-académico, y que es posible 
desde las definiciones que ofrece el modelo del positivismo jurídico inferir operaciones culturales, reacciones y 
actitudes frente al derecho, que hacen pertinente la pregunta por las relaciones entre la teoría del derecho 
producida sobre Kelsen con la cultura jurídica, ubicando por lo menos esta relación en los círculos de estudiantes, 
abogados y profesores que debieron conocer -con o sin rigor- esta teoría. 
1. Definiciones de la cultura jurídica 
El concepto de cultura jurídica empieza a figurar en la década del setenta del siglo XX a partir de los estudios de 
Lawrence Friedman que la definió como una interpretación del derecho bien sea oficial, popular o mixta y de sus 
instituciones que constituye junto a los componentes legal y sustancial el sistema legal
37
. Veinte años después 
David Nelken
38
, la redefinió como un conjunto de patrones de comportamiento y actitudes relacionados con la 
legalidad
39
. De acuerdo a este autor los elementos que se identifican dentro de la gama de cultura jurídica pueden 
ser hechos concretos acerca de instituciones tales como el número y el papel de abogados litigantes en prisiones,  
incluso pueden abordar diversas formas de comportamiento más nebulosos tales como ideas, valores, aspiraciones 
y mentalidades frente al derecho. Nelken señala que los hallazgos  relacionados con el concepto de cultura jurídica 
pueden tener implicaciones políticas y, en términos inmediatos el mismo permite entender de qué manera la ley es 
realmente vivida en los lugares de su aplicación. Asimismo, Nelken reconoce que no existe un único concepto de 
cultura jurídica y que este tiene detractores que incluso han sugerido que se abandone su análisis
40
.  
                                                             
37
 FRIEDMAN, Lawrence. Legal Culture and Social Development. Law & Society Review, Vol. 4, No. 1. (Aug., 1969), pp. 29-44.  (Archivo electrónico). Articulo 
traducido por Lina María Mápura. 
38
 NELKEN, David, Using the concept of legal culture, Forthcoming in the Australian Journal of Legal Philosop.  2004. (Archivo electrónico) Articulo traducido por 
Lina María Mápura.  
39
 Otros de los textos donde se aborda este tema son los siguientes: FRIEDMAN, Lawrence; Harry N. Scheiber Legal Cultures and the Legal Profession en: Bulletin of 
the American Academy of Arts and Sciences, Vol. 48, No. 5. (Feb., 1995), pp. 6-13 y, AUSTIN, Sarat ,Studying American Legal Culture: An Assessment of Survey 
Evidence en: Law & Society Review, Vol. 11, No. 3. (Winter, 1977), pp. 427-488. 
40
 NELKEN, David, Using the concept of legal cultura, op.  cit, pp. 2. 
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Nelken resalta el hecho de que el término “cultura jurídica”, al igual que otros, como "sistema jurídico" o "proceso 
legal", debe tenerse por algo más que una abreviatura académica y señalar con él un conjunto de actividades o 
problemas. Para ello debe tenerse en cuenta que la cultura es un concepto particularmente difícil de definir. En ese 
contexto, y frente a la crítica de Roger Cotterrell respecto a que el término cultura jurídica es demasiado vago, 
Friedman, afirma que no es peor que otros conceptos generales de las ciencias sociales
41
. Incluso, aunque el 
concepto no es medible permite abordar una amplia gama de fenómenos tales como el tipo de cambios legales que 
se siguen de las transformaciones sociales.  
Existe una distinción entre cultura jurídica interna y cultura jurídica externa  inicialmente elaborada por 
Friedman
42
. Para este autor, "la cultura jurídica interna" se refiere a las ideas y prácticas de los profesionales del 
Derecho o de todo aquel que ha tenido un entrenamiento oficial en el derecho; mientras que la “cultura jurídica 
externa” alude a las opiniones, expectativas, creencias, intereses y presiones que se tienen o se ejercen  a través 
del derecho por parte de grupos sociales amplios
43
.  
De otro lado, la cultura jurídica es un fenómeno de especial para interés para Tarello quien distintos describe 
distintos significados para la expresión
44
: 
 Como el conjunto de técnicas expositivas e interpretativas de los que se ocupan del derecho en sus esferas 
prácticas o teóricas y el conjunto de las ideologías referentes a la función del derecho que tales técnicas suponen.  
 Como el conjunto de sistemas conceptuales y doctrinas elaborados por los juristas con el objetivo de generalizar 
y aplicar nociones que se encuentran dispersas en varios textos normativos. Serían las representaciones 
conceptuales de la dogmática acerca de conceptos generales recurrentes como la voluntad general. 
 Como el conjunto de interpretaciones relacionadas con lo que deberían considerarse las aplicaciones correctas de 
textos normativos suministradas sobre todo por operadores jurídicos. 
 Como el conjunto de los modelos de razonamiento utilizados por los juristas, tanto en función doctrinal como 
jurisprudencial. Aquí se incluyen todas las técnicas estandarizadas para justificar decisiones o para generar 
asentimientos. 
                                                             
41
 NELKEN, David, Using the concept of legal culture, op.  cit, pp. 7-8 
42
 La distinción entre cultura jurídica externa y cultura jurídica interna es tomada de Friedman  quien se refiere a la cultura jurídica externa como aquella propia de toda la 
población y, a la cultura jurídica interna como aquella propia de aquellos miembros de la sociedad que cumplen actividades jurídicas especializadas. Citado por 
TARELLO, op. cit. Pp 417  
43
 NELKEN, David, Using the concept of legal culture, op.  cit, pp. 8. (Cursiva fuera del texto) 
44
 TARELLO. Op. cit. pp. 22 y ss. 
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  En un sentido amplio como la clase de los juristas45 como grupo profesional, donde se resaltan las 
particularidades de sus intereses, y la forma en que dichos intereses se materializan en sus operaciones prácticas, 
interpretativas o aplicativas cotidianas logrando su condicionamiento. 
De las anteriores definiciones se desprende que todas las operaciones realizadas por el grupo profesional de los 
abogados o juristas, independientemente si son de corte sistematizador, descriptivo o reconstructivo no son 
simplemente descriptivas, y constituyen un factor creativo de normas o de percepciones sobre esta. En ese orden, 
la producción académica formaría parte de la cultura jurídica al ofrecer interpretaciones  de lo que debe ser el 
fenómeno jurídico. Además, para nuestros fines, la asunción de la cultura jurídica interna como un conjunto de 
ideas, actitudes y mentalidades de los profesionales del derecho sobre su disciplina, será útil para abordar sus 
posibles relaciones con los textos académicos sobre el positivismo kelseniano en la producción  colombiana.  
Los rasgos de la cultura jurídica presentados son útiles porque  como lo enuncia Ricardo Guastini y Giorgio 
Rebuffa, en la Introducción del  texto “Cultura Jurídica y Política del Derecho” de Tarello, la determinación de los 
cambios de paradigmas en las ciencias jurídicas. Para tal fin, y a través de dicha noción, se establece un nexo entre 
los datos culturales, es decir, las actitudes profesionales de los juristas y su manera de tratar las fuentes, y datos 
estructurales, es decir, los cambios institucionales en sentido estricto
46
. Tarello utiliza el concepto de cultura 
jurídica con el fin de reconstruir los condicionamientos ideológicos de los intérpretes y de los órganos que aplican 
el derecho, así como su capacidad de decidir sobre posibles transformaciones normativas. De otro lado, la noción 
de cultura jurídica sirve para poner de relieve las opciones de política del derecho que presiden las operaciones de 
interpretación y de aplicación. 
Además de señalar los rasgos de la cultura jurídica, Tarello enuncia cuáles son las convicciones propias de la 
cultura jurídica moderna resaltando entre ellas la creencia de que existe un significado propio o verdadero de las 
normas, que se constituye de manera previa y totalmente independiente de los procesos a través de los que se 
emplean. Esta convicción pretendida por la cultura jurídica de univocidad de los significados también es 
compartido por un amplio sector en Colombia, por esta razón nos referiremos al mismo como formalismo y será 
abordado posteriormente. 
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 Cursivas por fuera del texto. 
46
 TARELLO, op. . Cit. pp. 23. Una opción interesante en tal sentido la constituye la posición dominante respecto al legocentrismo como la fuente por excelencia del 
derecho y la pregunta por el lugar del precedente o de otro tipo de fuentes en el ordenamiento jurídico colombiano. Esto se refleja en sentencias tales como C-083 de 
1995 en la cual la Corte Constitucional analiza la constitucionalidad de la analogía como fuente de interpretación judicial.  
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Para Tarello por lo general juristas y filósofos del derecho configuran la interpretación como una actividad 
cognoscitiva que se ejerce sobre normas y que produce conocimiento de las mismas. Tal comprensión se reforzará 
por el uso de cánones o reglas orientadas a garantizar una interpretación verdadera o no equivocada de la norma
47
. 
Mientras que según el autor, la elección de atribuir un significado a cierto enunciado es un acto de voluntad y no 
de mero conocimiento. En un sentido similar definido como discrecionalidad propone Kelsen su teoría de la 
interpretación
48
.  
La cultura jurídica y las actitudes de los juristas frente al derecho es un tema que Tarello analiza en concreto para 
el caso italiano. El autor sugiere que existe una relación entre los cambios en la doctrina italiana y la actitud de los 
juristas al considerar su propio papel en la organización política
49
. Por ejemplo, entre finales de los sesenta y 
principios de los setenta se desarrolló una actitud según la cual el jurista y el juez deben tener un papel 
protagónico en el ámbito de la organización. Lo anterior puede explicarse por el auge del movimiento de la 
“Magistratura Democrática”, liderado por Luigi Ferrajoli50 para quien los jueces del mencionado movimiento 
tomaron una posición radicalmente distinta de la habitual en los de su grupo, al “romper la complicidad haciendo 
política abiertamente, profesando hacia el exterior sus convicciones”51, y por ende, haciendo visible el ejercicio de 
su función frente al pueblo que podrá controlar democráticamente su poder
52
.  
2. La cultura jurídica latinoamericana 
 El trabajo de Agustín Squella es importante para abordar la cultura jurídica en Latinoamérica, quien parte de la 
distinción ofrecida por Friedman y desarrollada por Tarello entre cultura jurídica interna y cultura jurídica 
externa
53
. Squella se refiere al significado común que se le otorga a la palabra cultura, como aquello directamente 
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 Los artículos 25 al 32 del Código Civil y la ley 153 de 1887 fueron los primeros en desarrollar este propósito  en la legislación colombiana. 
48
 Ver al respecto: KELSEN, Hans, “La Interpretación” en  Teoría Pura del Derecho, México, Ed. Porrúa. 2003. Pp. 349 y ss. UPRIMNY, Rodrigo y  RODRÍGUEZ, 
Andrés Abel, Entre deductivismo y activismo: hacia un intento de recapitulación de los grandes modelos teóricos de la interpretación jurídica. En: Interpretación Judicial. 
Módulo de Autoformación. Bogotá. Escuela Judicial Rodrigo Lara. Consejo Superior de la Judicatura. Universidad Nacional, 2006.pp. 149-153. 
49
 TARELLO, op. . Cit. pp. 304 
50
 Ver al respecto: FERRAJOLI Luigi,  “Magistratura democrática y el ejercicio alternativo de la función judicial”, en: IBÁÑEZ Andrés, Política y Justicia en el Estado 
Capitalista, Barcelona, Ed. Fontanella, 1978, pp. 197-216. 
51
 FERRAJOLI, Luigi, op.  cit, pp. 204-205. 
52
 FERRAJOLI, Luigi, op.  cit, pp. 204. Posteriormente se mostrará la manera en que el rol de la cultura jurídica y las actitudes de los juristas colombianos frente al 
derecho y su papel en la sociedad durante gran parte del siglo XX ha estado marcado por el apoyo al discurso jurídico dada la confianza que se depositó en el derecho 
como vehículo para lograr la modernización del Estado. 
53
 Los aportes para analizar la cultura jurídica interna en el caso chileno serán útiles el presente estado del arte en la medida que reproduce tensiones y características 
compartidas con el caso colombiano tales como la congestión judicial o el culto a la ley escrita,  que incluso hoy permiten seguir hablando de proyectos de reforma en el 
campo de la justicia atendiendo a debilidades similares. Ver: Introducción. En: En Busca de una Justicia Distinta. Experiencias de Reforma en América Latina. 
PÁSARA, Luis Compilador. México. UNAM. 2004.Pp. 2. Ver: http://www.bibliojuridica.org/libros/4/1509/pl1509.htm. Consultado en agosto de 2011. 
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producido por el hombre cuando este actúa según fines valorados. Entre todo aquello que el hombre produce y al 
mismo tiempo modifica basándose en fines deseables próximos o históricamente condicionados, se encuentra 
desde luego el derecho  En tal sentido el derecho es un objeto cultural, obra o producto de la actividad humana del 
que puede predicarse un sentido. En consecuencia, si el derecho es un objeto cultural, hay también una “cultura 
jurídica”, una cultura del derecho, que se entiende forma parte de lo que suele denominarse como sistema legal54. 
Para hablar de la cultura jurídica Squella retoma una clasificación de Friedman respecto de la composición 
tripartita del sistema legal el cual se constituye de un elemento jurídico estructural (instituciones jurídicas, la 
forma y organización que adopta y los procedimientos que se diseñan para su actividad); un elemento sustantivo 
que se articula por medio de las normas jurídicas, válidas normativamente y operativamente eficaces en el sistema 
social; y, un elemento cultural como componente estructural del sistema legal, que relaciona el conjunto de 
valores y actitudes relacionados con el derecho (que prevalecen en una comunidad jurídica dada). Esos tres 
elementos constituyen un todo que  es el derecho viviente de una sociedad, el derecho en su forma real donde la 
cultura jurídica tiene un carácter derivado y explicativo: proviene del sistema, pero simultáneamente es parte de él 
y contribuye a explicarlo pudiendo incluso movilizar el sistema y así facilitar su preservación o cambio. 
Squella reconstruye la propuesta de Friedman y define la cultura jurídica interna entendiéndola como el conjunto 
de concepciones, creencias, valores, modos de pensar y de sentir, prejuicios y hábitos de trabajo más ampliamente 
compartidos y con evidente permanencia entre las personas que desempeñan las funciones y profesiones  
mencionadas, y que, precisamente, por estar firmemente arraigados al interior  de los grupos que tales personas 
forman, tienden a traducirse o expresarse en formas de comportamiento más o menos estables y regulares. No 
obstante, la cultura jurídica interna descrita como predominante no excluye la presencia de subculturas activas en 
las que se viven otros valores que tratan de abrirse paso
55
.  
Posteriormente el autor inicia su indagación acerca de los posibles elementos que caracterizan  el caso chileno. 
Esta exposición es útil porque es una elaboración conceptual que reconstruye posibles hipótesis y escenarios 
concretos para pensar el fenómeno de la cultura jurídica en un país de la región con una tradición jurídica similar a 
la colombiana
56
. Además, profundiza el fenómeno al referirse a este como cultura jurídica implícita y explicita. La 
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 SQUELLA, AGUSTÍN Agustín , “La cultura jurídica chilena”, op cit. Pp 28. 
55
  Ver: SQUELLA, AGUSTÍN Agustín , Cultura Jurídica Chilena, op cit. Pp. 30 y ss. 
56
 Las siguientes hipótesis por ser identificaciones anticipadas de las concepciones, creencias, actitudes, valoraciones, modos de pensar y de sentir, posiblemente 
prejuicios y hábitos de trabajo, que predominarían  en la  profesión jurídica y que admitirían ser ulteriormente verificados,  tienen solo un carácter descriptivo  y por lo 
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primera, alude a las creencias, convicciones y valores no propiamente reconocidos, y que por lo menos 
parcialmente, podrían ser distintos, y, la segunda sugiere las creencias, convicciones y valores que dicen los 
actores compartir comúnmente sobre la función jurisdiccional y su ejercicio
57
.  
Bajo la premisa de que las características que exhibe la cultura en un lugar y tiempo determinados, repercutirán en 
el modo como el derecho correspondiente cumple sus funciones; y de que la cultura jurídica interna se puede 
apreciar en los valores y actitudes frente al concepto de derecho, sus fuentes, a la relación entre validez y eficacia 
del derecho o a la naturaleza de la función jurisdiccional, Squella plantea las siguientes hipótesis
58
: 
Primera hipótesis: En relación con la idea o el concepto de derecho en el campo de la cultura jurídica interna 
predomina una comprensión del derecho “en términos de una realidad específica y exclusivamente normativa, lo 
cual se expresa en el convencimiento, ampliamente compartido y con signos de evidente estabilidad- de que el 
derecho es el conjunto de las normas jurídicas vigentes en un lugar y tiempo determinados y en la idea – además- 
de que estas normas constituyen algo así como imperativos o mandatos, esto es, órdenes que unos seres humanos 
(en sentido amplio, los legisladores) dirigen a otros seres humanos (los súbditos o sujetos imperados)
59”. 
Segunda hipótesis: En relación a las fuentes de producción del derecho se explica la prevalencia de   la ley como  
suprema fuente de derecho. En consecuencia, las demás fuentes se subordinan a la forma en que la ley las 
reconozca. Esta concepción tiende a identificar la voluntad productora del derecho con aquella que detenta el 
poder político, reduciendo el derecho, al derecho estatal. 
Tercera hipótesis: En relación con el poder del Estado para producir normas jurídicas. Entendiendo que en la 
cultura jurídica interna prevalece el mito de la omnipotencia del legislador. Lo anterior se puede apreciar en la 
actitud común ante la ley, entendida en sentido amplio como sinónimo de legislación. 
Cuarta hipótesis: En relación con el criterio de validez normativa. El criterio de identificación y de creación de las 
leyes es más formal que sustantivo. Para acordar la validez de una ley, es decir, su existencia y pretensión de 
                                                                                                                                                                                                                                    
tanto identificarlas no supone ni rechazo ni aprobación. El autor enfatiza en que sería necesario llevar a cabo en actividades posteriores una completa identificación de 
causas, de antecedentes o un rastreo  de los efectos positivos o adversos de los escenarios.  
57
 Por ejemplo, lo formal y lo explicito (el derecho se aplica y no se crea por los jueces mediante deducciones) vs otro tipo de actitudes, por ejemplo, frente a como en la 
práctica de adoptan tales decisiones. 
58
 El análisis de Squella presenta doce hipótesis, este escrito solamente desarrolla las que guardan relación más estrecha con las principales tesis del positivismo jurídico 
y con el formalismo como rasgo general reconocido por el estado del arte respecto a la cultura jurídica nacional. 
59
 SQUELLA, AGUSTÍN Agustín, op. Cit., pp. 34. 
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obligatoriedad
60
, los actores jurídicos constriñen su análisis a la cuestión de si la ley ha sido instituida por 
autoridad competente y dentro del procedimiento establecido. Este modo de pensar se traduce en una cierta 
convicción, de que es derecho todo lo que bajo su nombre produce la autoridad, sin importar mayormente su 
contenido.  
Quinta hipótesis: Acerca de la relación entre validez y eficacia. Lo anterior quiere decir, -teniendo en cuenta lo 
planteado en la tercera hipótesis-, que el fundamento de validez de una norma se regula en la norma jurídica que 
regula su creación: para ser válida toda norma requiere nada más ser producida por quien, dentro del 
procedimiento que hubiere preestablecido la correspondiente norma jurídica superior, tuviera la competencia. De 
modo que la validez de las normas, es algo enteramente independiente de su eficacia, o sea, del hecho de que tales 
normas sean obedecidas y aplicadas regularmente como tales en el curso efectivo de la vida social, y, además, que 
la pérdida de eficacia de una norma, no traería ningún efecto para su validez
61
.  
Sexta hipótesis: Con referencia al modo en que se comprende el Ordenamiento Jurídico. La concepción que se 
encuentra implícita en los razonamientos más frecuentes de la cultura jurídica interna es la de que las normas 
jurídicas vigentes están estructuradas de acuerdo a una unidad jerárquicamente organizada, -el ordenamiento 
jurídico-, al que se le atribuyen características de completud y coherencia.  
Séptima hipótesis: En relación con el modo de entender el objeto y las finalidades del conocimiento jurídico se 
establece: 
a. Es propio de la cultura jurídica interna el uso de la palabra derecho para referirse sin distinción a un 
objeto de saber (las normas jurídicas), como el saber mismo que los juristas obtienen acerca de ese saber (ciencia 
jurídica, dogmática jurídica). 
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 Desde las caracterizaciones prevalentes sobre la cultura jurídica en Colombia, la ley es solo obligatoria para el que no puede evadirla. Esta forma de asumir la 
obligatoriedad de la norma acompaña la cultura de incumplimiento y de la excepcionalidad que desarrollaremos en el punto sobre descripciones de la cultura jurídica 
colombiana. 
61
 Inversamente a la recta acogida que tuvo algunos puntos de la obra kelseniana tales como el de la pureza en el método del derecho,  las relaciones entre validez y 
eficacia en la teoría de Kelsen e incluso en la de Hart si se acogen a un criterio de mínima correspondencia entre ambos aspectos de la norma que fueron soslayados en 
las culturas jurídicas chilena y colombiana. La conexión entre validez y eficacia de una norma es sumamente importante para una teoría del derecho positivo y “la 
eficacia del orden jurídico, como un todo, y la eficacia de una norma jurídica aislada son, junto con el acto de instauración normativa, condición de la validez; y la 
eficacia es condición en el sentido de que un orden jurídico como un todo, y una norma jurídica aislada, no es considerada ya  valida, cuando ha cesado de ser eficaz”. 
Ver: KELSEN, Hans. “Dinámica jurídica” En: Teoría Pura del Derecho. 16va Edición. México. Editorial Porrúa. 2009. Pp. 223.   
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b. Se expresa de manera ciertamente esquemática en qué consiste la dogmática jurídica o el conocimiento  
jurídico en sentido estricto y se argumenta que dado su objeto, - las normas concretas-  es un saber que intenta 
llevar a cabo respecto de su objeto tareas de localización, interpretación y reconstrucción de normas con miras a 
ser aplicadas a casos de la vida social. Esta es una dimensión práctica antes que una de reconstrucción sistemática 
y comprehensiva de normas. 
c. La idea de que está plenamente justificado que los juristas analicen las normas jurídicas vigentes, 
separando esto de tareas históricas, sobre el origen, o sociológicas, sobre los efectos, y también de las pesquisas de 
corte critico o evaluativo. Lo anterior implica aislamiento de la dogmática de otras subdisciplinas o disciplinas. 
Octava hipótesis: Acerca de la enseñanza, el modo de entender y practicar la enseñanza del derecho en Chile. 
Antes de presentar la hipótesis Squella se refiere a lo anterior como un evidente reflejo de las convicciones, puntos 
de vista, valores y  actitudes prevalentes en el medio chileno respecto a cuestiones como  el concepto de derecho, 
las fuentes, las relaciones entre validez y eficacia. Además, los contenidos y la metodología de trabajo 
generalmente magistral en el aula coadyuvan en la proyección y consolidación de determinadas convicciones, 
puntos de vista y orientaciones
62
.  
El modo de entender y practicar la enseñanza en las facultades de derecho ocupa un lugar importante a la hora de 
caracterizar la cultura jurídica
63
. Para Squella las ideas que determinan qué se enseña, cómo se enseña y para qué 
se enseña derecho en las respectivas Facultades, así como los criterios y prácticas efectivas que se observan  en el 
proceso de enseñanza, pueden ser  determinantes en relación con la permanencia o la movilidad de los restantes 
elementos de la cultura jurídica nacional, es decir, los elementos referidos en las hipótesis anteriores. Por ejemplo, 
las actitudes inmovilísticas  o conservadoras  sobre cómo y para qué se enseña derecho, serán desde luego aliadas 
a favor de la permanencia, sino de la franca agudización, de muchos de los elementos actuales de la cultura 
jurídica. De ahí la importancia que tienen los profesores o investigadores dell derecho para la cultura jurídica de 
un país. 
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 SQUELLA, Agustín op, cit. pp. 47. 
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 En un sentido similar Jorge Moreno Collado y Carlos Francisco Quintana en su artículo “La enseñanza de la sociología en la Fa cultad de Derecho,  se refieren a las 
relaciones entre el derecho como disciplina y cultura; en el sentido de reconocer que las profesiones que surgen de la  ciencia son exponentes de la cultura y por ello de la  
sociedad. Las profesiones son hijas a la vez de la cultura y de la sociedad. Ver: MORENO COLLADO, Jorge  y QUINTANA, Carlos Francisco “La enseñanza de la 
sociología en la Facultad de Derecho” en Derecho y Cultura Jurídica. 450 Años de la Enseñanza Universitaria del Derecho en América. Op.  cit., pp. 400. 
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Los rasgos dominantes de la comprensión y práctica de la enseñanza son desarrollados por el autor en tres 
apartados. El primero se refiere al contenido, luego se refiere a la enseñanza del derecho desde la metodología y 
finaliza con las características de la evaluación. Los contenidos estudiados en las facultades de derecho, de manera 
similar  a lo planteado por Dunkan Kennedy, son en su mayoría las asignaturas que regulan sectores específicos 
del derecho, ya que la tendencia es a considerar que sobre cada sector de regulación jurídica relativamente 
autónomo es siempre preciso constituir una asignatura. De otro lado, la enseñanza del derecho se caracteriza por 
ser un comentario de las respectivas normas, esto implica, siguiendo a Squella, un desplazamiento de las 
dimensiones históricas, sociales y éticas del derecho a “un conjunto de asignaturas generales desprovistas de 
suficiente presencia y gravitación en los correspondientes planes de estudio”64. El método dominante en las clases 
es la exposición, mediante la que se intenta transmitir oralmente a los alumnos la totalidad de un material que ha 
sido previa y completamente elaborado por el docente para que sus oyentes tomen nota atenta de las definiciones 
y comentarios que aquel realiza
65
. Los medios utilizados son los propios continentes normativos del derecho 
(códigos, leyes, reglamentos, etc.), proporcionándole a los estudiantes una lógica normativa y un pensamiento 
positivista.  
El último tópico se refiere a  la evaluación. Esta actividad demanda de los alumnos memoria jurídica, - retención 
de la información proporcionada acerca de las normas jurídicas, sus contenidos, y concordancias-, antes que 
capacidad de interpretar, proponer o analizar críticamente contenidos o  reconocer problemas jurídicos
66
. 
Finalmente el autor recalca en que la naturaleza de los contenidos, el método y la evaluación en las facultades de 
derecho han seguido principalmente estas orientaciones y los cambios en la enseñanza del derecho producidos en 
el país han estado ligados a dos aspectos fundamentales: - la concepción y contenidos del derecho y – el contexto  
social y político vigente
67
.  
Teniendo en cuenta que los autores mencionados defienden la tesis de que todas las operaciones realizadas por e l 
grupo profesional de los abogados o juristas, independientemente si son de corte sistematizador, descriptivo o 
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 SQUELLA, Agustín op, cit. pp. 52.  
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A pesar de la persistencia de dicho método de enseñanza existe una tendencia a diversificar las metodologías de enseñanza por diversas razones tales como el relevo 
generacional de los docentes o la presencia de indicadores de evaluación y acreditación por parte de las instituciones que regulan la educación superior universitaria en el  
país. 
66
 En la docencia prima básicamente la clase magistral. La evaluación de los alumnos se hace por la capacidad de éstos para repetir, lo que se le ha enseñado. Hay 
preeminencia de la cátedra, que son el elemento fundamental de la estructura universitaria. La vinculación de las cátedras solo se da a través de los exámenes comunes. 
Ver: LAVADOS Iván, “El conocimiento jurídico y su cultivo y difusión en las facultades de derecho”. En La Cultura Jurídica Chilena. SQUELLA, Agustín, (ed.). Op 
cit., pp. 120.  
67
 LAVADOS Iván, “El conocimiento jurídico y su cultivo y difusión en las facultades de derecho”. Op cit., pp. 121.  
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reconstructivo no son simplemente enunciativas, y que por lo tanto,  constituyen un factor creativo de normas o de 
percepciones sobre esta; tanto la producción académica, como el modo de entender y practicar la enseñanza en las 
facultades de derecho ocupan un lugar importante a la hora de caracterizar la cultura jurídica
. 
En el siguiente 
apartado se expondrán las propuestas de Tarello, Berman y Barcellona sobre las relaciones concretas entre la 
producción de los juristas vista como teoría del derecho y la cultura jurídica.  
3. Las relaciones entre cultura jurídica y teoría del derecho 
De acuerdo a lo planteado, existen posiciones particulares sobre las relaciones entre cultura jurídica y teoría del 
derecho que comparten para el caso del positivismo jurídico la tesis de Tarello acerca de que la cultura jurídica 
moderna, especialmente la de los sistemas de derecho codificado, se encuentra dominada por “esa variante 
ingenua del positivismo jurídico que define el derecho como el conjunto de las leyes emanadas de un legislador 
soberano
68”. Y es dentro de este universo de conceptos que se usan  los términos norma y derecho para referirse a 
aquello que es objeto y no producto de interpretación. A pesar de su desacreditación creciente, este modo de 
pensar se encuentra vigente.  
Sin embargo, de cara a la pregunta sobre la influencia de la producción académica en la cultura jurídica  de 
acuerdo a lo expuesto hasta ahora no existen elementos suficientes para tomar una posición definitiva.. A 
continuación   se presentarán las propuestas de Tarello, Friedman y Barcellona respecto a las implicaciones 
culturales del positivismo jurídico y su incidencia en la cultura jurídica, que en el siguiente capítulo se 
confrontarán con el estado del arte en Colombia sobre el tema con el fin de hacer un diagnóstico sobre la 
situación. 
Es necesario aclarar que para los efectos de esta propuesta se aludirá a los textos de filosofía y teoría del derecho y 
sus posibles relaciones con la cultura jurídica dominante, partiendo del hecho de que si bien teoría y filosofía del 
derecho tienen para varios autores objetos de conocimiento específicos
69
, siendo la filosofía y no la teoría del 
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 Sobre este aspecto Norberto Bobbio afirma que el estudio de la norma jurídica en general pasa por preguntarse hacer acerca de la justicia, la validez y la eficacia de la 
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jurídica en: Teoría General del Derecho, Bogotá, Temis, 2000, op cit. pp. 25. De otro lado, la propuesta por estudiar el derecho como norma, como hecho y como valor  
también se encuentra en ROBLES, María Elodia en su artículo “Tres perspectivas de integralismo iusfilosófico”  en Derecho y cultura jurídica. 450 años de la enseñanza 
universitaria del derecho en América. México, 2007, Ed. Porrúa. Facultad de derecho UNAM. En Colombia, Oscar Mejía  ha desarrollado también esta pregunta en 
textos como, “Elementos para la reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía del derecho”, material de clase del curso Teoría del Derecho, Universidad 
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derecho la que busca dar cuenta de la totalidad del fenómeno jurídico, es un hecho también que la pregunta por la 
validez del derecho, pregunta inherente al positivismo jurídico, ha sido desarrollada por la teoría del derecho y por 
tal razón en general se hará más referencia a estos.  
Giovanni Tarello
70
 afirma que frente a las posibles relaciones entre teoría jurídica y derecho, el derecho vigente 
nace no de la ley ni de las reformas que por medio de ella pretenden introducirse, sino de las construcciones 
conceptuales de los juristas
71
. En consecuencia, la doctrina jurídica interviene en el proceso de creación del 
derecho: lo que los juristas hacen pasar por “teoría” es más bien “ideología” lo que pretenden presentar como 
“ciencia” jurídica es política del derecho.  
Una de las acepciones del derecho como sistema se encuentra relacionada con la derivación formal común. De 
acuerdo a este criterio de vinculación, forman un sistema todas las normas que pueden derivarse de una norma 
única. En este caso, la derivación no atañe al contenido de las normas creadas, sino a su producción por medio de 
esquemas y procedimientos reconocidos. Esta concepción del derecho como un sistema dinámico de normas se ha 
difundido en la cultura jurídica con la obra de Hans Kelsen.  Para Tarello el formalismo kelseniano y sus 
derivaciones aceptaron los conceptos elaborados durante el siglo XIX de norma y sistema. Es decir, en términos 
generales para Tarello, Kelsen acepta los presupuestos, también formalistas, de la vieja teoría general del derecho 
del siglo XIX
72
. Por lo tanto, no abandona dicha tradición sino que incluye en ella el concepto de validez, lo que 
refuerza el formalismo.  
Para Tarello una de las principales características del positivismo es suponer acríticamente que las formas en que 
se concibe el derecho pueden de alguna forma ser determinadas de manera exclusiva por normas jurídicas 
positivas. A su juicio, la iusteoría, contrario a lo que piensa el positivismo, es un conjunto de ideas que incluyen 
formas de argumentación, fines políticos, actitudes morales, percepciones generacionales, prácticas educacionales, 
etc., estructuradas a través de una lenta construcción cultural y en cercano contacto con los desarrollos culturales 
más notorios que se dan en otras jurisdicciones. 
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Tarello citando a Scarpelli
73
, se refiere a la aplicabilidad de un concepto y a las elaboraciones que analíticamente 
resultan del mismo vistas como subordinación. Luego también la elección realizada inicialmente por la teoría se 
subordina a criterios de hecho y a criterios de legitimidad: criterios de hecho constituidos por aquellos relativos a 
la aplicabilidad del hecho de la determinación conceptual; y criterios de legitimidad constituidos por aquellos 
relativos a la utilidad y a la oportunidad cultural (en sentido amplio), de la misma determinación conceptual. En 
consecuencia para Scarpelli no es posible una definición puramente formal del derecho, de modo que es posible 
“permanecer en relación con los discursos y las actividades de la cultura jurídica constituida”74. 
Tarello también analiza el concepto de ordenamiento que se desprende de la doctrina pura del derecho y se refiere 
al sentido de las operaciones culturales que se han realizado con esta doctrina
75
. Afirma que Kelsen acepta 
dogmas del siglo XIX como el carácter positivo del derecho, la existencia de normas como normas coercitivas, el 
enlazamiento de normas dentro de un sistema coherente y la coincidencia entre Estado y Derecho. De otro lado, 
como una operación cultural concreta, -en uso de los criterios de utilidad y legitimación-, los dogmas positivistas 
del siglo XIX se vuelven a formular con el fin de mantener durante periodos de crisis la cohesión estatal y la 
unidad del derecho. Ante la evidencia de que las lagunas del sistema y las fuerzas centrifugas ponían en crisis las 
ideas propias del siglo XIX sobre el sistema, la visión dinámica del sistema kelseniano responde a dicha situación 
con la concepción formalista de la validez
76
. 
Para Tarello la doctrina kelseniana tiene una limitación especial, y es que se queda en la concepción según la cual 
el derecho es un aparato sancionador, olvidando que la función del derecho no es reprimir comportamientos 
socialmente peligrosos, sino también asignar bienes y servicios individuales y colectivos e instituir poderes 
públicos en la sociedad
77
. Por tal razón concluye  que la teoría de Kelsen no constituye un instrumento confiable 
ya que no corresponde a las condiciones mínimas de representación de todo el fenómeno jurídico
78
. Sin embargo, 
esta crítica no es completamente cierta. La conducta de un hombre es exigida por una norma objetivamente valida, 
es decir el hombre está obligado con respecto de esa conducta, pero el contenido de esa obligación también puede 
ser facultar o permitir.   
                                                             
73
 TARELLO, Giovanni. Cultura Jurídica y Política del Derecho.  México, FCE, 1995, primera  edición en español. Pp. 342 
74
 TARELLO, Giovanni. Cultura Jurídica y Política del Derecho.  México, FCE, 1995, primera  edición en español. Pp. 342 (Cursiva  por fuera del texto) 
75
 TARELLO, op cit., pp. 175. 
76
 TARELLO, op cit., pp. 175. 
77
 TARELLO, op cit., pp. . 133 y ss. 
78Ver: KELSEN, Hans “Derecho y Naturaleza”. En: Teoría Pura del Derecho. México. Editorial Porrúa. 16va  edición, 2009, pp. 28.-29. 
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En las culturas modernas el derecho se conoce como sistema al conjunto de reglas normativas que componen una 
organización política. Para Tarello reconocer en la organización jurídica un sistema significa adherirse a 
determinadas doctrinas jurídicas que son elaboradas y acogidas por operadores jurídicos. El hecho de que la 
cultura dominante conciba a las organizaciones jurídicas como sistemas, puede indicar por un lado la dependencia 
de las reglas normativas al lenguaje, y por otro, la dependencia de las mismas a la cultura. Lo anterior significa 
que en las organizaciones modernas se ha determinado sobre una base cultural determinada estructura para la cual 
no pueden existir contradicciones entre dos reglas, o de existir tal conflicto solo será aparente ya que el mismo 
sistema provee las formulas para su solución
79
; con lo cual se garantizan los ideales que desde el siglo XIX a 
través de la codificación se asumen como necesarios para la consolidación de las relaciones sociales y sobre todo 
económicas reguladas a través del derecho
80
.   
Por su parte Berman
81
 reconoce que los sistemas jurídicos son hechos históricos que se han enraizado gracias a la 
asunción de ciertas convicciones y postulados tales como la integridad estructural del derecho, su continuidad o 
sus cualidades trascendentes, tales cualidades también  permean la cultura de las sociedades donde se reconocen 
tales sistemas. No obstante, en la actualidad la consistencia y la permanencia de los valores propios de los 
paradigmas arquetípicos de los sistemas de derecho convencionales vive una crisis: que se encuentra acompañada 
por una crisis de la filosofía jurídica, y por supuesto de uno de los paradigmas dominantes: el positivismo. En 
consecuencia, también en este autor encontramos relaciones entre cultura y teoría jurídica positivista pero en el 
marco de una crisis general.  
Las relaciones entre la cultura jurídica y la ciencia jurídica tradicional -de corte positivista-, son abordadas por 
Pietro Barcellona para quien la ciencia jurídica no se detiene en la base económica ni en los modelos culturales
82
. 
El método de las abstracciones indeterminadas impide tomar conciencia real de los condicionamientos 
económicos, culturales, históricos de las categorías e instituciones jurídicas, es decir, las implicaciones culturales 
de adoptar un modelo teórico como el de la ciencia jurídica tradicional no dialoga de manera frontal con la cultura 
donde se desarrolla. Los tópicos característicos de la cultura jurídica asociados a la ciencia jurídica tradicional o 
                                                             
79
 TARELLO, op cit., pp. 146. 
80
 El primer sistema de normas con pretensión de completud en el siglo XIX fue el código civil napoleónico. El código, además de tener una organización lógica a partir 
de capítulos y títulos organizados, pretendía regular por completo las relaciones sociales, sobre todo las relaciones económicas de los nuevos actores quienes se guiaban a 
través del principio de la autonomía de la voluntad y de la maximización de las libertades individuales.  
81
 BERMAN, Harold, La Formación de la Tradición Jurídica de Occidente, primera reimpresión. FCE, México, 2001, pp. 50.  El texto de Berman reseñado en esta 
investigación fue  editado por primera vez en México en 1983 y, la primera reimpresión corresponde al año 2001. 
82
 BARCELLONA, Pietro, La formación del jurista. Capitalismo monopólico y cultura jurídica, Primera  edición- Cuadernos Civitas, 1977,  pp. 41. 
  
32 
 
dominante  son los siguientes
83
: la convicción de que la ciencia jurídica es una ciencia autónoma que no tiene 
relaciones con otras disciplinas como la economía política o las ciencias humanas; la convicción de que el jurista 
es puramente un técnico que desarrolla operaciones lógicas; la convicción de que el intérprete está subordinado a 
la ley y de que su función consiste en subsumir hechos en normas
84
. 
La orientación de Barcellona, de una manera similar a las críticas hechas por el primer Ferrajoli, aluden a la 
ciencia jurídica tradicional englobando en la misma diversos modelos de interpretación  y corrientes de la teoría 
jurídica, tales como la exégesis y el positivismo. De hecho, no existe en su escrito, como tampoco en la 
Magistratura Democrática de Ferrajoli, una diferenciación entre este y aquella.  No obstante, no puede decirse que 
el autor cae en una excesiva ortodoxia marxista, de hecho, aboga por tomar conciencia de que los mecanismos de 
mediación tradicionales – abstracción/ subsunción dentro de las categorías del derecho formal- ni siquiera son 
idóneos respecto de las necesidades del capitalismo más avanzado
85
. En conclusión, se refiere a las consecuencias 
culturales y sociales de la adopción de modelos y teorías jurídicas concretas, esto se explica en gran medida por su 
proveniencia del movimiento “Magistratura Democrática”, y denuncia las implicaciones culturales de adoptar un 
modelo teórico tradicional como el positivismo que no dialoga de manera frontal con la cultura donde se 
desarrolla y en su lugar opera como un mecanismo de dominación. 
Se ha advertido en este capítulo que el concepto de cultura jurídica es un fenómeno que requiere ser analizado 
ante la desatención que los análisis tradicionales del derecho han mostrado respecto a sus características 
sociológicas o culturales. Desde este enfoque la cultura jurídica aparece como un problema que en términos 
generales hace referencia a los símbolos, valores o actitudes hacia el fenómeno jurídico (Friedman y Nelken), que 
puede analizarse respecto a lo que grupos específicos relacionados con el derecho aprecien como tales -cultura 
jurídica interna-.  
 
Dichas posturas enriquecen el concepto de cultura jurídica porque ponen de relieve la influencia de la enseñanza 
del derecho, de los contenidos que forman parte de la formación, en nuestro caso, la obra de Kelsen, en la 
construcción de la cultura jurídica. En ese marco, Squella enriquece el concepto de cultura jurídica interna con dos 
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precisiones: esta puede tener un carácter implícito o explicito, asimismo reconoce la posibilidad de que existan 
varias “subculturas activas” que tratan de abrirse paso en un contexto concreto. Estas hipótesis sobre la cultura 
jurídica  si bien requerirían de verificaciones en nuestro medio, son útiles para una elaboración conceptual 
teniendo como referente la posible influencia de un paradigma iusteórico concreto. Es importante rescatar las tesis 
de Tarello, acerca de la continuidad entre los dogmas del positivismo de los siglos XIX y XX.  
 
En efecto, Kelsen no niega en su teoría algunos dogmas previos de las escuelas formalistas -deductivistas -, entre 
ellos se encuentran la defensa del Estado como medio para garantizar la unidad entre los asociados,  la aceptación 
de los conceptos de norma y sistema elaborados durante el siglo XIX. Es decir, Kelsen acepta los presupuestos, 
también formalistas, de la vieja teoría general del derecho del siglo XIX.
 
 Por lo tanto, en términos generales no 
abandona dicha tradición sino que incluye en ella el concepto de validez jurídico-formal. La Teoría Pura del 
Derecho si refuerza el formalismo existente ya que este fue el uso que le dio la comunidad jurídica que se apropió 
del discurso en ocasiones con fines mas estratégicos que intelectualizantes, pero se diferencia de dicho formalismo 
a través de diversas y valiosas propuestas teóricas soslayadas por los propósitos de las escuelas tradicionales del 
derecho. Por lo anterior, si bien la propuesta de Kelsen sigue moviéndose dentro del formalismo existen matices 
que no deben desconocerse si se trata de pensar al autor y sus aportes en la teoría del derecho.  
 
II.  Caracterizaciones de la cultura jurídica en Colombia  
Teniendo en cuenta que el primer capítulo parte de la tesis de que todas las operaciones realizadas por el grupo 
profesional de los abogados no son simplemente descriptivas, y que por lo tanto, constituyen un factor creativo de 
normas o de percepciones sobre esta, se genera una expectativa respecto la manera que en las teorías del derecho 
en Colombia desarrollan esta relación. Como se mencionó anteriormente, el positivismo kelseniano es uno de los 
paradigmas más representativos en el ámbito académico  y con el fin de analizar su incidencia en la cultura 
jurídica es necesario adentrarnos en los intentos por definir el fenómeno en el país. Sin embargo, a pesar de la 
seguridad de los autores  revisados en el capitulo anterior, si bien Kelsen es un referente obligado en la formación 
de los próximos profesionales del derecho y esto constituye un factor de influencia en las ideas, valores y prácticas 
sobre el derecho –cultura jurídica-, esa “vitalidad” no se encuentra con claridad en las definiciones existentes 
sobre el mismo fenómeno. 
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Ante la carencia de conceptualizaciones sobre la cultura jurídica, han sido la historiografía y la sociología jurídica 
las subdisciplinas que se han concentrado en su estudio, junto a la historia constitucional, esta última con el fin de 
caracterizar el derecho en América Latina en el siglo XIX, pero no en el siglo XX, donde se supone 
implícitamente que la pregunta por la naturaleza de las instituciones republicanas ya se superó. En ese orden, se 
comienzan a perfilar dos situaciones: la dificultad para caracterizar a la cultura jurídica exclusivamente desde la 
influencia del positivismo kelseniano y los escasos análisis sobre las consecuencias culturales de su positivismo en 
la cultura jurídica (interna o externa). Por lo tanto, el objetivo de este capítulo es demostrar que no se encontraron 
estudios o referencias a las relaciones entre teoría del derecho y cultura jurídica para el caso Colombia y que 
nuestras caracterizaciones de la cultura jurídica giran en torno a comportamientos o rasgos concretos que no la 
definen de manera directa. 
De esta manera, la subhipotesis de este capítulo es  que los estudios sobre la cultura jurídica en Colombia se han 
realizado en su mayoría a partir del reconocimiento de comportamientos concretos o de rasgos persistentes del 
sistema jurídico-político tales como el incumplimiento de normas, el formalismo, y la excepcionalidad
86
 en un 
contexto general de hibridez teórica y social. Se percibe que la producción  nacional sobre el tema se aleja de la 
relación reconocida  por el estado del arte entre cultura jurídica y producción iusteórica y también del papel 
esencial de la educación como insumo de la cultura jurídica. Esta aparente distancia será tomada como un 
indicador de la existencia de dificultades para caracterizar la cultura jurídica a partir de la influencia del 
positivismo kelseniano y la producción académica que de él se desprende.  
Para abordar estas caracterizaciones en un primer momento se presentarán las descripciones de la cultura jurídica 
en términos de excepcionalidad, posteriormente aquellas que la describen como formalista, y, luego a las 
descripciones desee el incumplimiento. Finalmente, se presentarán algunas reflexiones sobre la cultura de la 
legalidad como una aspiración  ante la persistencia de los rasgos anteriores. El objetivo de este apartado es resaltar 
que no existen definiciones en sí de la cultura jurídica, sino caracterizaciones de los rasgos que los investigadores 
han encontrado más significativos sobre la misma. 
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1. La cultura jurídica colombiana y la excepcionalidad 
La cuestión de la excepcionalidad es de suma importancia en esta propuesta por dos razones. En primer lugar, 
porque partiendo de este rasgo se describe la cultura jurídica de un modo concreto, y, en segundo lugar, porque 
este  concepto junto al de hibridez son asumidos como una oportunidad para pensar las relaciones entre la política 
y el derecho, y, por lo tanto, las relaciones entre cultura jurídica y cultura política.. El problema de la 
excepcionalidad se abordará en el estado del arte inicialmente como un rasgo identificado por las 
caracterizaciones de la cultura jurídica desde una perspectiva generalmente histórico-constitucional y, 
posteriormente, como problema compartido de la teoría del derecho y de la teoría política. El objetivo es resaltar 
el peso de los estados de excepción y de otras instituciones atípicas del ordenamiento jurídico en nuestra historia 
constitucional y su incidencia en la caracterización del fenómeno que nos convoca.  
Este apartado se desarrolla de la siguiente manera. En un primer momento presentaremos la propuesta de 
Mauricio García Villegas
87
 y Jorge Carvajal Martínez
88
, así como una reflexión desde las implicaciones de la 
figura desde la interpretación constitucional a partir del análisis del salvamento de voto de Ciro Angarita Barón a 
la sentencia C-004 de 1992. Luego se presentarán unos breves apuntes sobre los indultos, las amnistías y el 
caudullismo desde la historia política y constitucional de acuerdo a los análisis de Mario Aguilera
89
, Gonzalo 
Sánchez
90
 y otros autores.  
1.1. Excepcionalidad constitucional y cultura jurídica 
En el Caleidoscopio de las Justicias en Colombia, Mauricio García Villegas describe la cultura jurídica 
colombiana en términos de excepcionalidad. El autor afirma que el estado de excepción ha inculcado una cultura 
jurídica que gravita en los límites ente lo posible y lo imposible, entre lo legal y lo ilegal, y por esta vía ha 
facilitado el salto hacia el no-derecho, no sólo de particulares sino de funcionarios del Estado. Entre tanto, se ha 
gestado un desengaño de las vías institucionales ante la ineficacia de los objetivos de paz y orden trazados por las 
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medidas de excepción
91
, así como una cultura antijurídica que es en parte responsable de la búsqueda social y 
estatal de mecanismos alternativos y la mayor parte del tiempo ilegales destinados a conseguir tales objetivos
92
. 
Este tipo de cultura jurídica se ha visto influenciada por el historial violento del país; debido a la necesidad de 
garantizar el orden público, son evidentes el peso de la fuerza pública y sus funciones crecientes en la historia 
constitucional
93
, tal participación se ha consolidado a través de la utilización casi permanente de los estados de 
excepción desde 1949
94
 tanto así que durante la segunda mitad del siglo veinte se utilizó el recurso por 36 años
95
. 
Esta anormalidad constitucional ha moldeado un tipo especial de Estado que se vale de la figura dada su ubicación 
entre los contornos del constitucionalismo y el autoritarismo para controlar los múltiples conflictos presentados en 
la historia política y social del país
96
.  
En su texto “La normalización de la excepción constitucional”97 García Villegas reconoce que el estado de 
excepción se convirtió en un instrumento ordinario de política de gobierno por lo menos hasta 1991. Los 
indicadores de esta anomalía son para el autor los siguientes: 1) La presencia casi permanente de la excepción, así 
por ejemplo durante los 21 años previos a la Constitución actual, el país vivió durante 206 meses bajo estado de 
excepción, es decir, 17 años – el 82% del tiempo transcurrido98-, entre 1949 y 1991 hubo más de treinta años en 
estado de sitio. 2) El ejecutivo se ha convertido en un legislador de hecho gracias a que el Congreso (legislador 
natural) ha terminado legalizando las normas de excepción. 3) La historia político-constitucional presenta 
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 Existe numerosa bibliografía al respecto. Entre muchas otras podemos citar: Revista de Derecho Público No. 4. Bogotá. Universidad de los Andes. Noviembre de 1993 
y MÚNERA, Leopoldo (editor), Normalidad y Excepcionalidad en la Política. Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, UNIBIBLOS, 2008. 
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 Incluso ha sido un comportamiento recurrente en la historia constitucional de América Latina. El gran jurista argentino Genaro Carrió  cuenta que, en cierta ocasión, 
algunos generales del ejército acudieron a él para preguntarle cómo podían derrocar legalmente el régimen constitucional. Para muchos gobernantes en América Latina, 
como los generales argentinos que hablaron con Carrió, el derecho ha sido un instrumento de poder antes que un límite a este.  Ver: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio 
“Ineficacia del derecho y cultura del incumplimiento”.  En: RODRÍGUEZ, César  Garavito El derecho en América Latina .Un mapa para el Pensamiento Jurídico del 
Siglo XXI. Buenos Aires. Colección Derecho y Política. Siglo XXI Editores. 2011. Pp. 172.   
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Bogotá. Siglo del Hombre Editores. 2009. Pp-. 227-237. 
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periodos donde han sido recortadas las libertades públicas básicas, por ejemplo, mediante el juzgamiento de 
civiles por parte de la justicia penal militar
99
. 4) Ante la total ausencia de control jurídico y político, la declaratoria 
y el manejo de la excepción desvirtuaban el sentido y alcance de las normas constitucionales sobre la materia.  
Para García, el abuso de la figura del estado de excepción en la historia constitucional es un caso típico de 
incumplimiento de normas por parte del Estado. La normalización de lo excepcional, al convertirse casi que en 
una decisión de política pública desconoce la Constitución. Tanto el incumplimiento generalizado de normas por 
particulares y del Estado como la excepcionalidad son dos de los rasgos más importantes o reconocidos a la 
cultura jurídica nacional por los analistas y validan lo planteado en esta investigación: la dificultad de rastrear la 
influencia de elementos iusteóricos  en el fenómeno de la cultura jurídica.  
Jorge Carvajal Martínez también reconoce la larga tradición en el uso de medidas de excepción. Para el autor esto 
constituyó una situación rutinaria desde 1948 hasta la Constitución de 1991 donde los gobiernos amparados en el 
Estado de Sitio crearon numerosas medidas que restringieron la libertad y los derechos civiles y políticos, sin 
existir el mayor control por parte del poder legislativo y el poder judicial. 
La Constitución de 1991 quiso poner límites a los Estados de excepción o conmoción interior y con ello evitar 
abusos del poder y las violaciones a los Derechos Humanos
100
. Se esperaba que con un límite temporal y con un 
control por parte de los otros dos poderes se pudiera evitar cualquier abuso del gobierno, el cual tendría solo las 
facultades necesarias para conjurar las causas de la perturbación e impedir la extensión de sus efectos
101
. En ese 
marco, cada decreto de excepción debería ser motivado con claridad y el Congreso estudiaría la situación y las 
razones expuestas por el ejecutivo No obstante, la violencia y la desprotección de los derechos se agravaron 
porque las reformas democráticas introducidas, así como los procesos de paz fueron percibidos por algunos 
militares y funcionarios del Estado como una traba para vencer militarmente en la guerra, y por tal razón 
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decidieron abandonar el manejo legal del orden público con las implicaciones en cuanto a violaciones de derechos 
humanos. En palabras de García Villegas “de la cultura de la excepción se pasó a la cultura de la guerra sucia”102.  
Así las cosas, durante los años noventa la lucha contra la subversión cambia su método y no se realiza solamente a 
través de los mecanismos propios del estado de excepción, sino mediante una confrontación abiertamente ilegal 
valiéndose de ejércitos paramilitares apoyados por amplios sectores del Estado y de la sociedad que se manifestó 
en un desplazamiento de la anormalidad constitucional, - como resultado de la persistencia de los estados de 
excepción-, a la proliferación incontrolada de grupos armados que en muchas ocasiones sustituyeron al Estado
103
. 
En ese contexto, a pesar de reconocerse como un Pacto de Paz, la Constitución de 1991 tampoco morigeró la 
anormalidad constitucional, de hecho el estado de conmoción interior ha sido decretado en más de seis 
oportunidades
104
, cuatro de las cuales fueron respaldadas por la Corte Constitucional. 
La  continuidad de la figura se mantiene hasta el último de los periodos presidenciales cumplidos: para el caso del 
primer mandato de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006), se expidió el Decreto de Conmoción Interior No. 1837 de 
2002. En la exposición de motivos se estableció una caracterización de la guerra sostenida y sus implicaciones 
para el desarrollo económico. Además, se señalaba la existencia de un vínculo entre los grupos irregulares y el 
fenómeno del narcotráfico, que debilitaba el carácter ideológico del conflicto armado
105
. 
Si bien el control jurídico sobre los decretos que el Presidente expide en el curso de los estados de excepción 
precisado en la Constitución de 1991 representó un límite a la discrecionalidad del Ejecutivo, la figura del siguió 
utilizándose por razones diferentes al orden público y de tal manera persistió la configuración de una cultura 
jurídica basada en la excepcionalidad como remedio contra los problemas sociales, económicos o ambientales del 
país. En ese contexto, resalta de manera afortunada  el salvamento de voto del entonces magistrado Ciro Angarita 
Barón a la sentencia C-004 de 1992 mediante la cual se revisa  el Decreto 333 de febrero 24 de 1992 "Por el cual 
se declara el Estado de Emergencia Social". A continuación me referiré a algunas consideraciones de este 
salvamento. 
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Para Angarita la declaratoria del estado de excepción no puede ser un medio a través del cual se puedan 
desarrollar los postulados de compromiso y solidaridad social del poder ejecutivo
106
 , ya que la  figura debe usarse 
en situaciones verdaderamente graves. Sin embargo, reconoce que esta exigencia es difícil de cumplir para la 
mayoría de los juristas quienes se ven tentados a confundir el término norma con el de normalidad
107
 y piensan 
que siempre que el derecho regula una situación, en sentido jurídico, la normaliza, en sentido sociológico
108
. Esta 
confusión ha sido favorecida por el positivismo jurídico al desconocer la separación entre legalidad y legitimidad. 
La decisión tomada por la Corte de declarar exequible la norma acusada se vale de dicha confusión para 
minimizar la gravedad de la decisión gubernamental de recurrir al estado de excepción, argumentando que al estar 
previsto por el texto constitucional se trata de una solución jurídica y por lo tanto de una solución válida. De esta 
manera, por su origen jurídico, el concepto de régimen de excepción constitucional "se normaliza", se torna banal 
y termina paradójicamente convirtiéndose la excepcionalidad en un estado poco excepcional. Al eliminar las 
fronteras semánticas que separan lo normal de lo anormal se desvanecen las fronteras jurídicas que separan la 
regla de la excepción de la regla y la opción entre lo uno y lo otro queda en manos de la voluntad política y no de 
la interpretación jurídica. Dicho de otra manera: la norma constitucional que define la excepción se convierte en 
una norma política que define la regla
109
. 
Si bien son numerosos los fallos de revisión de constitucionalidad de los estados de excepción declarados durante 
la vigencia de la Constitución de 1991, el salvamento de voto de Angarita es indicativo por ser el primero de su 
naturaleza y por ilustrar desde la interpretación constitucional la descripción de García enunciada. En palabras del 
magistrado: “es frustrante en alto grado, por decir lo menos, que sea precisamente la Corte, vale decir la guardiana 
de la integridad y supremacía de la Constitución, la misma que en su primer fallo declare a todos los vientos que 
las aspiraciones de millones de colombianos a un normal funcionamiento de sus instituciones jurídicas y dentro de 
los marcos propios de la nueva legalidad, están aún lejanas; que debemos resignarnos todavía a hacer uso de 
instrumentos que prolongan, reproducen y refuerzan la anormalidad a través de los denominados estados de 
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excepción, defendidos en la sentencia de la cual me aparto con la cobertura de un conceptualismo jurídico 
aparentemente inocuo”110. 
El salvamento fue una solitaria posición frente a la recurrencia y la peligrosidad de la figura que minimizaron los 
grandes juristas de la primera Corte que no escaparon de los errores históricos. Los magistrados del momento 
tampoco valoraron los beneficios de una idea de anormalidad constitucional realmente excepcional. Para Angarita 
es grave que sus colegas continuaran interpretando con ligereza y complacencia el recurso a los estados de 
excepción desconociendo la separación cualitativa de tipo axiológico entre la normalidad y la anormalidad, “que 
consiste simple y llanamente en que lo primero es un beneficio y lo segundo un mal necesario”111. Afirmar que el 
estado de excepción no sólo es un mal necesario para épocas calamitosas, sino también un bien conveniente para 
tiempos difíciles constituye y claro indicador de esta situación y una señal de alarma y desencanto anunciada por 
el valioso magistrado Angarita
112
. 
A manera de balance los efectos perversos del uso recurrente del estado de excepción
113
 se manifestaron en la 
disminución de la capacidad para resolver conflictos del aparato de justicia dado el marcado énfasis en la 
reconstrucción militar antes que civil de la sociedad travesada por al conflicto. Hubo un crecimiento 
desproporcionado de la justicia de excepción frente a los resultados obtenidos en las luchas contra el narcotráfico 
y las guerrillas. La dificultad para romper el círculo vicioso que esto configuró se explica en el hecho de que son 
concomitantes el incremento del uso de la figura y la ineficiencia estatal, y al mismo tiempo justifican las razones 
aducidas por los gobiernos para mantener su uso. Otro efecto perverso consiste en la fragmentación del poder 
institucional: el Estado no logra controlar la pugna entre poderes armados en la que participan sus propios agentes 
y los intentos por constitucionalizar el poder excepcional del Estado le dieron paso al debilitamiento del Estado 
constitucional. 
1.2.  Indultos, amnistías y caudillismos 
Otras figuras que se enmarcan dentro de la excepcionalidad de la cultura jurídica son las amnistías y los indultos. 
Describiré brevemente los rasgos más sobresalientes de dicha historia con el fin de recabar en un hecho 
                                                             
110
 Ciro Angarita Barón. Salvamento de voto, sentencia C-004 de 1992. Pp. 45. 
111
 De acuerdo con esto y con la decisión de la Corte, no fue suficiente la promulgación de una nueva constitución para que los colombianos pudiésemos disfrutar de los 
beneficios de una idea de anormalidad constitucional realmente excepcional. Ciro Angarita Barón. Salvamento de voto, sentencia C-004 de 1992. Pp. 45 
112
 Angarita, Op. cit., pp. 46.  
113
 GARCÍA VILLEGAS, MAURICIO, Mauricio, La normalización de la excepción constitucional. Op. Cit. Pp 231. 
  
41 
 
importante para la excepcionalidad o la anormalidad legal-constitucional imperante en nuestro ordenamiento 
jurídico: la frecuencia en el uso de este tipo de recursos que impiden el normal funcionamiento de las instituciones 
del derecho y la política y sus implicaciones en la caracterización de la cultura jurídica.  
Una caracterización del fenómeno de las amnistías e indultos en Colombia puede encontrarse en el trabajo Mario 
Aguilera
114
. Para el historiador, estas instituciones
115
 han sido usadas frecuentemente por el poder ejecutivo 
central para descriminalizar, olvidar, despenalizar o anular  penas y/o delitos a pesar de que su naturaleza jurídico- 
política tiende a asumirlas como figuras límite
116
 en cualquier ordenamiento. El autor afirma que la amnistía y el 
indulto han sido dos instrumentos jurídicos de uso corriente a lo largo de nuestra agitada historia republicana
117
; y 
señala sin pretensión de exhaustividad que se han expedido 63 indultos y 25 amnistías, desde 1820 hasta 1995
118
.  
Para Aguilera tales figuras han sido aplicadas en forma autónoma y deliberada al delito común, es decir, que la 
relación inicialmente planteada entre delitos políticos y los delitos comunes conexos desaparece. En consecuencia, 
ambos se han aplicado a “delitos comunes graves, como el homicidio o el desfalco de las rentas públicas, y para 
delitos leves, como la injuria, la calumnia o la deserción
119”. Entre los motivos que indujeron a las autoridades a 
amnistiar o indultar a delincuentes comunes Aguilera resalta la liberación de presos para servir en las guerras 
durante el siglo XIX. Hubo también perdones fundamentados en la buena conducta de los delincuentes comunes, 
“como en el caso de la liberación de presos en Panamá en 1850 o del perdón en 1908 al autor del "crimen del 
Aguacatal”120. 
Aguilera concluye que en momentos claves de la vida política del país, las dos figuras se usan simultáneamente, 
tanto para delitos políticos como comunes. “Esa coincidencia parece surgir en la conclusión de procesos de guerra 
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o de violencia y como preámbulo o finalización de importantes eventos constitucionales que le han cambiado el 
rumbo al país
121”.  
Gonzalo Sánchez
122
 también aborda el fenómeno de las amnistías recurrentes y lo explica por dos razones, la 
primera, el hecho de que Colombia sea un país que desde sus inicios republicanos haya vivido un estado de guerra 
permanente y la segunda, la inexistencia de victorias decisivas por parte de los contendientes en las mismas 
permiten comprender a la amnistía como un mecanismo de intervención jurídico-política de larga data y 
permanentes cambios en la historia política nacional que siempre se ha encontrado presente a la hora de poner 
formalmente términos a los conflictos políticos y armados del país
123
. 
Sánchez periodiza la vida republicana colombiana en tres etapas que retratan lo que ha sido la lucha guerrillera. 
Cada etapa presenta sus propios elementos definitorios entre ellos el contexto general en el que las guerras se 
producen,  el carácter de sus actores protagónicos y las razones que las han suscitado. En ese marco las etapas de 
la lucha guerrillera identificadas son, en primer lugar, las guerras civiles decimonónicas que pretendían saldar 
rivalidades internas de la clase dominante recién liberada del colonialismo español. En segundo lugar, otro tipo de 
guerra se ubica en lo que se conoce como el periodo de la Violencia y; la tercera y última etapa  consiste en el 
conflicto entre las guerrillas y el pacto frentenacionalista que las suscitó. Atendiendo a estas “grandes líneas de 
evolución
124
 ” es posible determinar históricamente el carácter de la amnistía, entendiéndola como un recurso 
extremo ante la imposibilidad de lograr un equilibrio que militar o políticamente no se obtuvo por ninguno de los 
contendientes que termina “rutinizando” la guerra. 
La pregunta por el caudillismo político y su comprensión como un fenómeno típicamente latinoamericano 
también da cuenta de los rasgos autoritarios y del carácter subordinado del derecho a las decisiones políticas. Para 
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tal fin se realizarán algunos comentarios desde la obra del historiador venezolano Laureano Vallenilla Lanz
125
 
titulada “Cesarismo democrático” en la que postuló su polémico concepto de Gendarme Necesario.  No resulta 
muy difícil encontrar en cada pueblo durante la historia formas de autoridad personalista según los usos y 
costumbres, los “señores de la guerra” en oriente,  los “padrecitos” en Rusia, y a los “führer” en Alemania126,  se 
pueden mostrar como ejemplos de gobiernos personalistas.  El caudillismo latinoamericano heredó, según Suárez 
Molano, las formas personalistas del ejercicio del poder propias de la herencia española: los criollos no podían 
inventar tradiciones de la noche a la mañana, lo que finalmente tuvo que reproducirse en  las formas de la 
tradición en el marco de las nacientes repúblicas, por ello los intereses personalistas e ideológicos apostaron por la 
continuidad de las formas de dominación tradicional para los nuevos gobernantes
127
.  
Puede encontrarse además en la herencia católico-española un espacio propicio para el florecimiento de formas de 
legitimidad, desde la tipología weberiana, de corte tradicional en las cuales los líderes, asumen misiones 
redentoras que les permiten constituir un discurso de salvación y reconocimiento, que de manera similar en 
Schmitt alimentan sentimientos de unidad entre gobernantes-gobernados y exclusión de minorías y disidencias. El 
caudillo encarna las diversas formas de la redención colectiva, la salvación nacional, la justicia social y en no 
pocos casos hasta la venganza histórica o la realización política de un proyecto inacabado o traicionado que 
demanda su plena realización. En Latinoamérica desde el inicio de las instituciones republicanas han sido 
abundantes los ejemplos de esta forma de legitimidad. 
Siguiendo a Vallenilla, es posible afirmar que en Latinoamérica los gobiernos personalistas concretados en 
caudillismo y los gobiernos dictatoriales son el producto de la supervaloración del desempeño del ejecutivo y de 
las personalidades fuertes que deben tomar a la manera del padre, las riendas del gobierno y el destino de sus 
gobernados; y de otra parte, desde Suarez Molano, es aceptable reconocer que tras el legalismo jurídico se 
esconde una forma de legitimidad tradicional que en ocasiones se amalgama con proyectos modernizantes en 
América Latina. 
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&f=false . Fecha de consulta. Noviembre de 2011. 
126
 SUÁREZ MOLANO, José Olimpo. Caudillismo político latinoamericano: legitimación o aberración?.  Instituto de Filosofía Universidad de Antioquia Área de 
Ciencias Políticas Universidad Pontificia Bolivariana. Medellín (versión electrónica), pp. 2. 
127
 SUÁREZ MOLANO, José Olimpo. Caudillismo político latinoamericano: legitimación o aberración? Óp. cit. pp. 3 
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Es necesario referirse a un indulto reciente de la historia nacional, aquel concedido mediante la Ley 975 de 2005 
durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. El análisis del profesor Evaristo Rodríguez
128
 se desarrolla en torno a 
la idea de que este es un indulto disfrazado que se creó para garantizar la impunidad y lavar los crímenes de los 
paramilitares. El autor defiende la  idea de que esta Ley fue un indulto encubierto a los paramilitares que ya tenían 
condenas previas contenidas en sentencias ejecutoriadas
129
. De esta manera el Congreso, valiéndose de su libertad 
de configuración normativa y la Corte Constitucional, al no pronunciarse sobre la libertad referida, desconocieron 
las prohibiciones impuestas por la Constitución. 
El artículo de Rodríguez ofrece una lectura crítica del derecho constitucional y de las instituciones jurídicas 
colombianas similar a la planteada por James Buchanan para quien las constituciones son antes que nada pactos 
hechos por los vencedores donde a los vencidos no les queda otra opción diferente al sometimiento
130
. En ese 
sentido, podría decirse que la Ley 975 de 2005 es resultado de un proceso donde los vencedores (el 
paramilitarismo protegido por el gobierno nacional) reciben inmensas garantías y perdones por sus actos de 
barbarie y atrocidad gracias a su poder
131
; mientras que las victimas en su condición de vencidos no encuentran 
semejantes favorecimientos
132
. De manera similar, las constituciones y las reformas legales son, como afirma 
Valencia Villa, “Cartas de Batalla”, capitulaciones que guardan la confusa pero arraigada esperanza de que las 
formas jurídicas puedan cambiar realidades político – sociales y desconocer la historia. 
Puede decirse que en Colombia los estados de excepción, los indultos y las amnistías, propiciaron un 
desvanecimiento de la frontera entre lo legal y lo ilegal, facilitando un salto hacia el “no derecho” de particulares 
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 RODRÍGUEZ FELIZZOLA, Evaristo: Indulto encubierto  a paramilitares y capitulación de la corte constitucional. En: Revista Pensamiento Jurídico. No 17 
Noviembre-diciembre de 2007. pp. 191-209. 
129
 RODRÍGUEZ FELIZZOLA, Evaristo. Indulto encubierto  a paramilitares y capitulación de la corte constitucional. Op. Cit. pp. 191 
130
  Buchanan sigue el modelo hobbesiano en el cual el contrato constitucional, de donde surge el orden estatal, sólo puede convalidar lo que los actores ya han adquirido 
de hecho –por la fuerza o por su capacidad competitiva– en el estado de naturaleza, optimizando futuros beneficios por medio del marco derechos que establecen en su 
condición de vencedores. Ver: BUCHANAN, James. The Limits of Liberty. University of Chicago Press. 1975. 
131
El gobierno de Álvaro Uribe Vélez constituye un caso paradigmático de cierre autoritario del sistema jurídico político ante los fracasos y  la inoperatividad de la 
cultura jurídica nacional supuestamente renovada a partir de la Constitución de 1991. Nos referiremos posteriormente a este fenómeno.  
132
 Aunque no es el objeto de este documento, debe citarse la  Ley 1448 de 2011 o Ley de Victimas y Restitución de Tierras  “Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia   y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno”. Su objeto es el establecimiento de un conjunto de medidas judiciales, administrativas, 
sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y 
manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 
1985. 
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y funcionarios del Estado
133
. El no cumplimiento de los objetivos de paz trazados por medio de las medidas de 
excepción  ha agudizado el desencanto respecto de las vías institucionales y una cultura antijurídica parcialmente 
responsable de la búsqueda de medios ilegales para ganar la guerra por parte de quienes intervienen en ella
134
. 
Puede decirse que el uso de la figura de los estados de excepción ha tenido por objeto intentar maniobrar a los 
conflictos sociales, económicos y políticos del país. Esta situación fue descrita desde la sociología jurídica, la 
historia política y  constitucional resaltando la aguda persistencia de la práctica y su ineficacia para conjurar los 
males que pensaba combatir. No obstante, a pesar de la recurrencia de la figura, no se han desarrollado suficientes 
análisis desde el derecho que se acerquen a la historia de los estados de excepción desde la excepcionalidad como 
categoría política y su relación con la cultura jurídica. Dada su importancia para este trabajo, esta inquietud será 
presentada en el capítulo IV de este escrito. 
Finalmente, resalto que la vaguedad de los límites entre lo posible y lo imposible, entre lo legal y lo ilegal se 
profundizan en su ambivalencia gracias a la recurrencia de estas figuras en nuestra historia constitucional, que en 
ocasiones no permiten distinguir la normalidad de la anormalidad o excepcionalidad
135
.En Colombia, la función 
limite unificadora que propicia el código de la excepcionalidad (que ya Schmitt había anticipado), permite superar 
en términos políticos autoritarios la disfuncionalidad jurídica.. “Esto significa que el principio democrático de la 
división de poderes ha desaparecido en la actualidad, y que el poder ejecutivo ha absorbido de hecho, al menos 
parcialmente, a legislativo
136”. Lo anterior válida que la tesis de que los cierres autoritarios evidencian la conexión 
estructural entre derecho y política. 
2. Cultura jurídica colombiana y formalismo 
Otro de los rasgos fundamentales de la cultura jurídica lo constituye el formalismo. Este entenderse como un 
entusiasmo desmedido y una esperanza desbordada -real o ficta-, en que las normas jurídicas modifiquen 
situaciones concretas de manera espontanea sin tener que cultivar cambios materiales o tangibles. El espíritu 
                                                             
133
 Posteriormente, al referirnos al concepto de excepcionalidad como concepto limite que permitiría analizar las relaciones entre política y derecho y entre cultura 
jurídica y cultura política, desarrollaremos la excepcionalidad vista como un umbral que une y separa ambos campos, y no necesariamente como la frontera que 
solamente separa a la que se refiere García. 
134
 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, La normalización de la excepción constitucional. Op. Cit. Pp 232. Cursivas por fuera del texto.  
135
 Desde una tesis similar, Agamben realiza un examen de la situación del estado de excepción en las tradiciones jurídicas occidentales. El estado de excepción,  día a 
día se populariza mas gracias a la imparable progresión de lo que ha sido definido como una guerra civil mundial.  Ver: AGAMBEN, Giorgio, “El estado de excepción 
como nuevo paradigma de gobierno” en Estado de Excepción, Valencia: Pretextos, 2004, pp. 9-50. 
136
 Anormalidad y excepcionalidad. Op cit.  
  
46 
 
formalista en Colombia se manifiesta de diversas formas: desde la exacerbación de los procedimientos, pasando 
por el aderezamiento del discurso y las prácticas jurídicas y llegando hasta la veneración de las instituciones 
jurídicas.  
También es un mecanismo que valida la combinación sincrética de conceptos
 
e instituciones que a la vez 
coexisten con este peculiar rasgo: un formalismo perfecto pero inefectivo que permite concebir legislaciones pero 
escasamente eficaces. En ese marco, el derecho se dota de contenidos provenientes de todo tipo de ideologías 
tanto progresistas como retardatarias que no reflexionan sobre su utilidad o sus condiciones de aplicación. El 
paradigma kelseniano durante el periodo de la Republica Liberal y en general las teorías del derecho que se 
reciben con entusiasmo tampoco escapan a este fenómeno. Así las cosas, el objetivo de este apartado es describir 
los principales rasgos del formalismo a partir de una posición crítica del constitucionalismo tradicional y dada su 
importancia presentarlo como otro rasgo -visto como comportamiento concreto y persistente- de la cultura 
jurídica. 
 A continuación presentaré algunas características del formalismo entendido como uno de los principales rasgos 
de la cultura jurídica  pre y poskelseniana basándome en los trabajos de Oscar Mejía
137
, Diego López
138
 y Diana 
Quintero
139
. Posteriormente me referiré al formalismo desde el constitucionalismo crítico de Valencia Villa
140
 y 
desde la filosofía de la cultura colombiana de Rubén Jaramillo
141
 y Rafael Gutiérrez Girardot
142
.   
2.1. Caracterizaciones del formalismo en el derecho 
El formalismo es un rasgo propio en la cultura jurídica que de acuerdo a López se refleja en la elaboración de 
textos y conceptos jurídicos
143
. Se caracteriza por la aceptación de que al interior del derecho no existe una 
dimensión independiente de justicia, equidad o aceptación efectiva, es decir, el derecho es solo norma, nunca un 
hecho o un valor; también es una actitud que asume el derecho como actividad encaminada a examinar textos 
                                                             
137
 MEJÍA QUINTANA, Oscar. “Aproximaciones a una historia de la cultura jurídica en América Latina”. Libro en Memoria de Luis Villar Borda. AAVV. Universidad 
Externado. Bogotá. 2008.  
138
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit 
139
 QUINTERO MOSQUERA, Diana Patricia “La seguridad jurídica: entre la tradición y la renovación del derecho” En Revista Precedente. Universidad ICESI, Cali, 
2001.  Texto completo en: http://www.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/415/1/cap3c-dpquintero-seguridad_juridica.pdf. fecha de consulta: octubre 14  de 
2009. 
140
 VALENCIA VILLA, HERNANDO, Cartas de Batalla: Una Crítica del Constitucionalismo Colombiano, Bogotá: CEREC, 1991. 
141
 De este autor abordaremos el texto Colombia: La Modernidad Postergada, Bogotá: Argumentos/Temis, 1994. 
142
 Se tomará para tal fin: GUTIÉRREZ GIRARDOT, Rafael, “La cultura de viñeta” en Manual de Historia de Colombia (T.III), Bogotá, D.C.: Colcultura, 1980. 
143
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Bogotá, Legis, 2004 (segunda edición), pp. 129 y ss. 
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preexistentes por oposición a realidades, intereses o necesidades.
144
. A pesar de las diferencias existentes el 
positivismo es solo una de las especies del género formalismo
145
, de ahí la necesidad de precisarlo y distinguirlo 
del conceptualismo que también es un formalismo “antipositivista”. 
Para López, la recepción latinoamericana del formalismo, también conocida como clasicismo local, puede 
considerarse como expresión de una teoría legal formalista que trasplanta, transforma y mezcla, en un contexto de 
recepción, los dogmas iusteóricos de la exégesis francesa y la jurisprudencia de conceptos alemana
146
. El 
clasicismo se constituirá en una teoría del derecho especialmente interesada en resolver los problemas prácticos 
que genera la aplicación del nuevo código civil. Por esta vía será aceptada como la estructura evidente de la 
comunidad jurídica que se organizan en torno a códigos que para ese momento constituían el grueso del material 
normativo
147
. Por estas razones, aunque pueda analizarse como una iusteoría, el clasicismo ejerció y ejerce aun 
hoy un impacto en la cultura jurídica de la región
148”. En otras palabras, la exégesis, el conceptualismo alemán y 
el kelsenianismo son tres expresiones del formalismo que dieron forma a las estructuras teóricas de la conciencia 
jurídica clásica y llegaron a asociarse en las mentes de los operadores jurídicos hasta constituir un continuo, una 
plataforma que explica la persistencia del clasicismo como la conciencia jurídica dominante durante todo el siglo 
XX. Pese a sus asimetrías internas, esta amalgama sigue siendo por mucho, la más importante, potente y natural 
de las teorías subyacentes a la conciencia jurídica local
149
.  
 De hecho, el clasicismo como expresión del formalismo en el siglo XIX y principios del XX  no fue visto como 
una “teoría” del derecho, ya que se presentó desde el inicio, como la manera práctica de aplicar e interpretar el 
Código Civil. Era un tipo de teoría práctica que se enseñaba en cursos de “Introducción al Derecho Civil”, 
                                                             
144
 Una de las diferencias fundamentales entre formalismo y positivismo alude al concepto de interpretación. Los formalistas asumen que la interpretación del derecho es 
un proceso cognitivo, mientras que para Kelsen la interpretación es una actividad donde interviene tanto el componente cognitivo como un componente volitivo. Sin 
embargo, no ha sido claro que los operadores jurídicos, la doctrina o la literatura reconozcan esta situación. Ver al respecto: UPRIMNY Rodrigo y RODRÍGUEZ Abel: 
“Entre deductivismo y activismo: hacia un intento de recapitulación de los grandes modelos teóricos de la interpretación jurídica” en: Interpretación Judicial. Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Consejo Superior de la Judicatura. Universidad Nacional. 2006 (segunda edición), pp. 162 y ss.  
145
 También existen diferencias entre el formalismo y la exegesis. El clasicismo jurídico en América Latina, es decir, la jurisprudencia formalista básica de la región, ha 
estado mayormente dedicado a la explicación de principios, teorías y conceptos de derecho, y no solamente a la exposición exegética de textos positivos. Por tal razón, el 
formalismo clásico local no debe confundirse, sin más con exégesis linear. LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit., pp. 170.  
146
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 218. 
147
 La influencia de la exégesis dentro del clasicismo no fue contundente ni homogénea. Si bien se convirtió en la forma de análisis jurídico exigido por la teoría francesa 
de la legalidad y se expandió del código civil a cualquier otra modalidad de derecho legislado. El mito roussoniano de la perfección legislativa se socava y la producción 
local así lo reconoce. La conciencia jurídica dominante comienza a formarse en un momento “en que la exposición lineal del código, al estilo de la exégesis, está siendo 
criticada en Europa por su falta de sistematicidad y cientificidad”. La exegesis se mantiene por las prácticas en las aulas de clase donde los profesores quizá siguieron 
usando un riguroso comentario del texto. LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 185.  
148
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 133. 
149
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 130. 
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usualmente contenidos en los primeros tomos de las obras de la materia y que empezó a diferenciarse de los 
argumentos que se enseñaban en cursos más abstractos y eruditos de “Filosofía del Derecho”. Con el tiempo su 
presencia se “naturalizó”  de tal manera que llegó a constituir la manera inevitable de comprender el derecho. El 
clasicismo llegó a constituir la conciencia jurídica dominante de la mayor parte de los operadores jurídicos de la 
región, pero, cada vez que se le sometía a un escrutinio sofisticado fue duramente juzgado como una iusteoría 
débil y quizá incoherente.  
Las críticas al clasicismo y a los modelos deductivos de interpretación que representan son de corte político y 
jurídico y entre ellas resaltan: la pretensión de aparente neutralidad y completud del derecho no se compadece con 
los cambios sociales permanentes, la idea de un juez que produce silogismos ignora que en muchas oportunidades 
las decisiones implican elecciones que sobrepasan los procesos lógico-deductivos. No obstante, a pesar de lo 
profundas que son tales objeciones
150
, es menester reconocer que el formalismo mantiene su lugar en la cultura 
jurídica colombiana como método para interpretar los problemas jurídicos concretos por la magistratura y como 
“filosofía” respecto a las relaciones entre el derecho y la realidad social. 
Una muestra del triunfo del formalismo en la cultura jurídica nacional y por lo tanto en la persistencia del rasgo 
desde los inicios del derecho colombiano, lo constituye el fracaso de la crítica al clasicismo que atacaba al 
fetichismo de la ley y la codificación. Para los antiformalistas locales el derecho se había fosilizado en una forma 
social ya parcialmente caduca y las crecientes necesidades de legitimación del naciente Estado de bienestar 
nacional no eran recogidas por la ideología proliberal del clasicismo
151
. Estas críticas las apropiaron los 
magistrados antiformalistas de la llamada Corte de Oro
152
, quienes inspirados en la moralización y relativización 
de los derechos como vías de expresión del cambio ideológico -motivado por la amenaza comunista-, hacen eco 
de cómo las democracias occidentales se apresuraron a reformar su derecho de manera que fuera más sensible a 
los efectos que el ejercicio individualista de los derechos tiene sobre la legitimidad (moral y política) de su 
sistema de producción
153
. 
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 Un recuento de los límites de los modelos cognoscitivos o deductivos se encuentra en a primera parte del texto: UPRIMNY, Rodrigo y RODRÍGUEZ, Andrés Abel.  
“Entre deductivismo y activismo: hacia un intento de recapitulación de los grandes modelos teóricos de la interpretación judicial”. En: Interpretación Judicial. Módulo de 
Autoformación. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Universidad Nacional.  Bogotá. 2006.  
151
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 309. 
152
 Se alude a la Corte Suprema de Justicia Colombiana de la década del treinta. 
153
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 324. 
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A pesar de la radicalidad de la crítica y de que esta proviniera de la Corte Suprema de Justicia,  la mayoría de los 
litigantes, jueces y profesores siguieron siendo juristas tradicionales y siguieron masivamente dentro de la 
comprensión clásica del derecho
154
. Para ellos el espíritu de los nuevos tiempos iba demasiado lejos y demasiado 
rápido. Los juristas tradicionales asociaban el cambio a la presencia de un gobierno liberal-socialista: el primer 
mandato de López Pumarejo que concentró sus esfuerzos reformistas en el campo jurídico
155
. Esta nueva 
orientación para comprender las funciones del derecho y de la interpretación se alejaban de los postulados del 
formalismo jurídico y una crítica al ejercicio individualista de los derechos no tendría cabida por tener, según los 
formalistas un sesgo ideológico
156
.  
La experiencia nacional con el antiformalismo fue desafortunadamente breve y no permitió dotar a los juristas 
locales de las herramientas requeridas para leer en paralelo el derecho y la realidad, ahondando el formalismo de 
las prácticas cotidianas
157
. Para López, este fracaso temprano anuncia una etapa de normalización del derecho 
civil que denomina neo-clasicismo. “El positivismo se hará casi inatacable a través de la recepción del muy 
poderoso refuerzo kelseniano. Sobre los hombros portentosos de Kelsen los legocentristas nacionales harán pasar 
al olvido el impasse originado por los antiformalistas”158. 
Pese a las diferencias entre positivismo y formalismo, este último parece girar de manera exclusiva alrededor de la 
teoría pura de Hans Kelsen. Algunos autores consideran que la teoría de Kelsen le da forma a todo el positivismo 
regional formalizándolo de manera definitiva
159
. Sin embargo, para López las formas jurídicas ya estaban en la 
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 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 326. 
155
 La Corte de entonces, conocida como la Corte de Oro,  se encontraba  relativamente preocupada por reducir algunas de las potestades tradicionales del propietario por 
medo de la doctrina de abuso del derecho. Muchas de estas doctrinas eran muy amenazantes para los juristas más tradicionales cuya teoría clásica del derecho parecía 
coincidir ampliamente con las exigencias de los capitalistas locales quienes también constituían su clientela tradicional. LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del 
Derecho, Op. Cit, pp. 328. 
156
 A pesar de que Ferrajoli critique el derecho dominante asumiendo como un todo indiferenciado a todo el positivismo, continua siendo vigente su crítica a la supuesta 
objetividad de la interpretación por parte del juez cuando afirma que al adoptar  La mayoría de los jueces  la aplicación del método clásico de la subsunción formalista, el 
poder judicial se aislaba de la sociedad y apoyaba los intereses de las clases dominantes bajo ese halo supuesto de neutralidad interpretativa. No es posible seguir 
sosteniendo que el juez no es más que la boca que pronuncia las palabras de la ley; cuando es evidente la inevitable apertura de la decisión judicial a opciones 
valorativas de corte ético, ideológico o generalmente político que invalidan por completo el dogma formalista. Ver: FERRAJOLI, Luigi. “Magistratura democrática y el 
ejercicio alternativo de la función judicial”, en: IBÁÑEZ Andrés, Política y Justicia en el Estado Capitalista, BARCELONA Pietro, Ed. Fontanella, 1978, pp. 197-216.  
157
 Citando a un magistrado de la época, - Eduardo Zuleta Ángel -, refiere la siguiente critica concreta “es absolutamente absurdo pensar que pueda hacerse, en materia de 
bienes, como institución legislativa suficiente, una mala adaptación del libro correspondiente del Código de Napoleón. Cuando allá no se sabe que son baldíos, no se 
concibe el caso del colono que nosotros vemos todos los días en las haciendas del Valle del Cauca”. LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 
335. 
158
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 333. 
159
 De acuerdo a Rubén Vélez esta formalización no era una realidad indiscutible, más bien duda de ello: “el formalismo de Kelsen busca explicitar el aspecto puramente 
lógico—formal de la norma jurídica., prescindiendo de todo contenido ético, político  o sociológico  para caracterizarla y para llegar desde una forma lógica a una 
definición de derecho. De  ahí que la teoría pura que bien puede calificarse de formalista, si bien de ninguna manera en el sentido peyorativo q suele dársele a esta 
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articulación teórica que tuvieron las teorías prekelsenianas del siglo XIX y que ya estaban dotadas de muy altos 
niveles de penetración en la cultura jurídica y en los imaginarios locales. 
Mejía también reconoce que el formalismo de la cultura jurídica colombiana no se debe a la obra de Kelsen y su 
recepción de manera exclusiva. El paradigma formalista no es esencialmente el producto de la recepción 
kelseniana aunque tampoco fue formalizada por esta, solo existió previamente. Si bien el kelsenianismo 
contradice los rastros del iusnaturalismo del siglo XIX, la cultura jurídica de ese momento ya era 
predominantemente formalista
160
.  
Bajo la premisa de que la idiosincrasia cultural y las similitudes sociopolíticas permitían la periodización de los 
paradigmas jurídicos que a partir de la Colonia se fueron concibiendo y desarrollando en América Latina, 
especialmente en el área andina, Mejía
161
 se refiere a los siguientes paradigmas: 
1) Paradigma hispano tradicional. Inicia a finales de la conquista y culmina a finales de la colonia y, 2) Paradigma 
presidencialista. Este es dividido en dos momentos:  
2.1. Proyecto modernizador abortado. En él se refiere a Mutis quien introduce a finales del siglo XVIII un 
proyecto radicalmente innovador que se trunca por la reconquista
162
. Por un momento se estuvo cerca de concebir 
al derecho como un instrumento al servicio del hombre. La discusión se reinicia culminada la independencia , pero 
no desde los avances que pudo brindar la forma mutisiana, sino que la discusión se polariza, “entre el 
tradicionalismo por un lado y el utilitarismo y el positivismo por el otro
163”. 
2.2.  Presidencialismo híbrido en Latinoamérica. La figura del presidencialismo emerge la necesidad de consolidar 
el estado nacional ante los embates de las regiones y sus caudillos. Este se sirvió de toda una amalgama de 
ideologías: positivismo, utilitarismo, y cualquier doctrina que le sirviera en su objetivo de fortalecer el proyecto 
                                                                                                                                                                                                                                    
palabra. Por lo demás, habría q ver si efectivamente los iusfilósofos nacionales hicieron una interpretación axiológica o formalista de la teoría de Kelsen”. Ver: AAVV 
“Entrevista a Jaime Vélez Sáenz”. En: Del derecho a la filosofía. Universidad Santo Tomás. Bogotá. 1989. pp. 83 y 28. 
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar. “Aproximaciones a una historia de la cultura jurídica en América Latina”. Op. Cit. 
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 Ver: MEJÍA QUINTANA, Oscar. “Aproximaciones a una historia de la cultura jurídica en América Latina”. Op. cit. pp 327  
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 De manera similar Julio Gaitán afirma que ante el fracaso al intentar revivir la obra científica de la Expedición Botánica y de sustentar la formación de estudios no 
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juristas en los comienzos del Estado colombiano. Universidad del Rosario. Bogotá. 2002. pp. 17  
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar. “Aproximaciones a una historia de la cultura jurídica en América Latina”. Op. Cit. Pp 338. 
  
51 
 
del Estado Nación. Por tanto, la combinación de los conceptos
164
 de bien común (de corte hispano tradicionalista) 
con el de eficiencia (de tipo utilitarista) y transformación social (propio del positivismo), logró la convergencia en 
un rasgo propio de nuestra idiosincrasia jurídica: “un formalismo perfecto pero inefectivo que permitía concebir 
legislaciones con muy poca o ninguna efectividad práctica”165. Este sincretismo del presidencialismo termina 
“convirtiéndose” en una nueva manifestación de la escolástica e identificando moral, política y Estado como 
cualquier sociedad premoderna
166
. En la cultura jurídica del periodo persistieron el procedimentalismo y el hecho 
de que los contenidos del derecho continuaran alimentados por todo tipo de ideologías. 
2.3 El paradigma kelseniano que durante el periodo de la Republica Liberal (1930-1946) pretendió inspirarse en la 
obra más nombrada del austriaco: la Teoría Pura del Derecho, con el fin de  animar los procesos de cambio que 
empezaban a propiciarse y de mostrar al Estado como un agente de modernización. Sin embargo, esta intención 
para Mejía terminará subsumiendo al positivismo kelseniano desde el procedimentalismo imperante
167
, -propio de 
las sociedades tradicionales-, desarmándolo de los elementos innovadores que hubieran logrado desligar al 
derecho tanto del patronazgo ius-neotomista como de la amalgama de doctrinas que buscaban inspirar los nuevos 
replanteamientos socio-estatales
168
.  
Retomando, de las discusiones sobre el formalismo como rasgo persistente en la cultura jurídica, se puede afirmar 
lo siguiente: El clasicismo local puede considerarse como expresión de una teoría legal formalista que trasplanta, 
transforma y mezcla, en un contexto de recepción, los dogmas iusteóricos de la exégesis francesa y de la 
jurisprudencia de conceptos alemana. Este espectro de corrientes que el positivismo de Kelsen posteriormente 
solidifica y termina de perfilar constituye el rasgo dominante de nuestra cultura jurídica. Esto ocurre para López 
especialmente porque el clasicismo y su forma de explicar el derecho fue protagonista desde las aulas donde se 
impulsaba el Código Civil, como la línea más antigua y verdaderamente operativa donde comienzan los materiales 
jurídicos relevantes en la conciencia del abogado latinoamericano.  
                                                             
164
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A su vez para Mejía, el formalismo no es tanto el producto de un trasplante de teorías y su recepción en las aulas o 
en los espacios judiciales, como una actitud de marcada despreocupación ante las consecuencias que el 
sincretismo de las ideologías usadas para consolidar el estado nación podía ocasionar en la aplicación de las 
normas construidas. La combinación de conceptos tan distantes consolidó un formalismo perfecto y equiparó 
moral, política y estado como cualquier sociedad premoderna
169
. Desde estas explicaciones no hubo una 
intervención contundente de la iusteoría kelseniana en la configuración de este rasgo persistente de la cultura 
jurídica. 
Diana Patricia Quintero Mosquera, en su artículo “La seguridad jurídica: entre la tradición y la renovación del 
derecho”170, busca identificar las razones que han servido de justificación a la concepción formalista en Colombia, 
y, para tal fin, parte del nacimiento de las instituciones republicanas reconociendo como unas de las fuentes de 
nuestra tradición el liberalismo utópico y el benthamismo jurídico
171
, teniendo lugar a partir de este último la 
consolidación de un concepto de derecho visto como todas aquellas normas de  carácter coactivo, general y 
abstracto, creadas por el Estado o poder político. Dichas normas se denominan “ley”, y su cumplimiento es 
asegurado por la fuerza física ejercida por el poder político sobre los ciudadanos.  La concepción normativa a 
partir de la cual el derecho se agota en la ley positiva, fue incorporada a nuestra tradición en el siglo XIX
172
.  En 
ese marco, el respeto del principio democrático de generalidad de la ley positiva adoptado por los benthamistas 
desde el siglo XIX garantizaba la seguridad jurídica y contribuyó al fortalecimiento del formalismo. Así, la 
tradición jurídica instaurada por este camino se concretó en una concepción formalista para la cual la coacción y 
la voluntad del poder político tenían un lugar fundamental como elementos que distinguen a la ciencia del 
Derecho, de otras expresiones normativas como la moral. No obstante, en el diseño de las instituciones 
colombianas no se asumieron todas las ideas de Bentham
173
. 
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Para Quintero, el influjo del jurista Hans Kelsen, formuló una concepción formalista y positivista del derecho 
similar a la existente y no provocó rupturas considerables con la tradición anterior. La tradición dominante en 
Colombia hasta la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 estaba compuesta por un formalismo reforzado 
desde sus inicios por la tradición benthamista, por ciertas lecturas de la propuesta kelseniana y por el principio 
planteado por Montesquieu de que el juez “es la boca que pronuncia las palabras de la ley”174. Todas de manera 
ecléctica, alimentaron la asunción de la ciencia jurídica como dogmática jurídica; caracterizada como un saber 
científico y descriptivo
175
. Sin embargo, reconoce que durante estos años hemos asistido a una profundización de 
la influencia de la cultura anglosajona sobre el resto del mundo y en particular sobre los países 
latinoamericanos
176
. De dicha cultura forma parte esencial la tradición jurídica del common law, para la cual los 
precedentes judiciales, son considerados como elemento esencial del derecho. Incluso hoy se reconoce que existe 
una mezcla positiva de fuentes del derecho que debilita la separación entre el sistema del common law basado en 
el precedente y el sistema de derecho continental basado en la ley
177
. 
2.2. Critica al formalismo  
A continuación se presentarán las caracterizaciones de la cultura jurídica formalista desde la historia 
constitucional y la filosofía crítica. Se considerará el proceso de formación de la Nación en Colombia y su 
relación con los textos constitucionales para lo cual es fundamental el trabajo de Hernando Valencia Villa. A su 
juicio resulta notable la manera en que la historiografía tradicional se ha dedicado casi por entero “a cantar las 
hazañas militares y las obras gubernamentales dentro de una visión conmemorativa y conservadora de la 
evolución nacional”178.  No obstante, esta indulgente interpretación de la historia político-constitucional es 
evidentemente limitada ya que al otorgarle a  la realidad  nacional un carácter apacible, se está ignorando toda la 
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rica textura de los conflictos socio-culturales, las diferencias regionales, las contiendas políticas e ideológicas que 
la habitan
179
. Al mismo tiempo esta forma de presentar la historia obedece a un esquema formalista en el cual las 
palabras anteceden y adornan a las realidades, bajo la fé de que sean las constituciones y las normas jurídicas 
logren las transformaciones materiales que no se han alcanzado. Las formas historiográficas convencionales 
relativas a la construcción de la Nación en Colombia tomando como referente la incidencia de las constituciones 
políticas, no permiten una aproximación crítica y compleja a dicho proceso que desde otros enfoques o disciplinas 
se considera conflictivo y contradictorio
180
. Valencia Villa, citando a Fernando de Trazegnies, afirma que “el 
derecho no es una “cosa” sino un “espacio” donde suceden cosas, no es una trascripción estática del Gran Poder 
sino un lugar donde se definen los poderes a través de múltiples escaramuzas, (…) el Derecho es la batalla misma, 
una batalla que no termina nunca”181. La constitución debe entenderse como un texto material y sensible que 
posee una contingencia histórica propia; en el que es posible visualizar ordenes, jerarquías, relaciones de 
similitud, distanciamiento y diferencia entre sectores sociales diversos. La constitución no es un espacio de 
representación social sincrónico y homogéneo, por el contrario, ambas nociones como aparatos de poder 
simbólico que son, se alzan como artefactos de inscripción cultural diferenciales 
Las primeras constituciones políticas son presentadas de una manera descriptiva, mecanicista y apologética en la 
que se resalta con entusiasmo la evolución pacífica de la historia colombiana hacia formas republicanas, sin  
analizar sus  implicaciones culturales y esta situación contribuye, en términos de García Villegas, a alimentar la 
eficacia simbólica del derecho
182
, es decir, a fomentar una actitud de aceptación que las formas jurídicas, las 
reformas, las definiciones y las instituciones modifican las realidades existentes en el país independientemente de 
los procesos reales vividos. 
En ese orden, la historiografía y el derecho constitucional no logran ofrecer interpretaciones apropiadas de la 
realidad política y social, ya que los momentos constitucionales se presentan, siguiendo a Valencia Villa, como 
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“una secuencia de reformas redentoras y soluciones providenciales a los complejos problemas del país”183 creadas 
por el ingenio legal de los políticos. Por ejemplo, Tascón y Uribe Vargas, al igual que prácticamente todos los 
autores ubicados en la academia tradicional se han dedicado a embellecer y mistificar  el proceso de formación del 
Estado nacional, y para ello han utilizado a las Constituciones como instrumento. Incluso Tascón alude a la  
creencia de que las constituciones son fuente de felicidad pública, y por ello era natural que se aspirase a otorgarle 
una al nuevo Estado surgido de la revolución y que requería su pacto social, conforme a los principios de la 
escuela contractual prevaleciente en ese momento
184
.   
También se presentan reflexiones críticas del formalismo desde la obra de Rafael Gutiérrez Girardot
185
 y Rubén 
Jaramillo
186
. Aunque estas no privilegian la cultura jurídica si destacan el formalismo como rasgo de nuestra 
idiosincrasia. Para Gutiérrez a través de la filosofía se representa el formalismo colombiano desde lo que a su 
juicio constituyó la recepción del humanismo en el país: un simple lenguaje de la monótona legislación 
eclesiástica o un ejercicio escolar en seminarios, sin altura científica alguna que se vio neutralizado en su 
dimensión renovadora
187
.  
Continuando con su idea, para el autor el carácter provincial de las ciencias sociales y la literatura alimentaron tal 
situación. Por ejemplo, la obra de Guillermo Valencia trivializó la cultura cosmopolita. De su parte, las páginas 
castizas de Tomás Rueda Vargas sobre la Sabana o las de Tomas Carrasquilla acerca de la cultura antioqueña 
hicieron lo propio. En una línea similar a la de Valencia Villa el autor reconoce que la historia de Colombia 
trivializó el significado de la región, de los grupos sociales mayoritarios y de su cultura a través de las 
instituciones formalmente creadas. Tanto que al comenzar el siglo presente, la literatura colombiana se fundaba en 
artificios: “el de la cultura de viñeta y el de una visión de la historia del país que, contemplada tras los lentes seño-
riales, era tan parroquial como la cultura de viñeta”188. Las ficciones se sostuvieron mediante un sistema de 
artificios. Por ejemplo, mediante la oratoria parlamentaria supuestamente se cumplía el postulado de la 
representación democrática
189
. 
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A pesar de esta evidencia, para Jaramillo no fueron los escritores más prominentes del primer cuarto de siglo los 
que tuvieron conciencia de estos hechos, sino algunos de los primeros economistas, como Alejandro López
190
. En 
sus análisis  se comprueban las primeras transformaciones concretas del capitalismo y a la vez la resistencia a las 
posibilidades de progreso que se mostraban bajo un pertinaz irracionalismo de la sociedad colombiana y la falta de 
voluntad de sus gobernantes de introducir formas racionales de vida, o, que es lo mismo, una concepción moderna 
del trabajo
191
. 
Era cierto que a pesar de la trasformación de la sociedad señorial colombiana, que se había anunciado por las 
primeras huelgas y acelerado por el florecimiento del comercio cafetero, se carecía de los presupuestos culturales 
más elementales para aceptar y cultivar una ciencia rigurosa. En la cuna universitaria de la República, en el 
Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, se seguía comentando el tomismo con un fervor y fanatismo tan 
anacrónicos que daban la justificada impresión de que en la Colombia liberada por el rousseauniano Bolívar y 
organizada legal y leguleyamente por el benthamista Santander se seguía librando la batalla jesuítica de la 
Contrarreforma española
192
. Citando a Antonio García Nossa, "los de arriba", querían ser como los capitalistas sin 
modificar el statu quo señorial
193
. 
Las caracterizaciones de la cultura como formalista se han presentado desde ámbitos tan diversos como la 
filosofía, el constitucionalismo y la literatura. De  los autores citados se puede decir que comparten dos posiciones 
sobre el tema. La primera es el percatarse de que en todos los ordenamientos jurídicos y en todos los países, la 
aplicación de las normas jurídicas implica cierta negociación con la cultura y la estructura de poder dominante. En 
Colombia este supuesto fue superficial y el derecho, las constituciones y el análisis de nuestra historia jurídico–
política pareció algo más bien sincrético, adornado y conmemorativo, que en consecuencia prefirieron no 
reconocer las complejidades y los conflictos que la relación del derecho con la sociedad suponen.  
Por lo anterior, y como segunda apreciación compartida, se observa que los cambios concretos son difíciles 
cuando se intentan solamente a través del derecho, que por encontrarse e en la capa más superficial de la 
estructura social, no logra modificar comportamientos culturales o estructuras políticas, arraigadas a pesar de que 
las normas ordenen tales variaciones y se mantenga la confianza en su supuesto poder transformador. Bajo este 
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estado de cosas es necesario reconocer que el ambiente formalista de nuestra cultura jurídica es anterior a Kelsen 
y su influencia a través del positivismo jurídico supuso un reforzamiento de aquel pero no su origen. 
3. El  incumplimiento generalizado de reglas 
La eficacia del derecho alude al cumplimiento de las normas jurídicas por parte de sus destinatarios. Esta admite 
diversos grados que pueden ir desde el cumplimiento de las normas por motivación propia independientemente de 
las consecuencias de su inobservancia, hasta su acatamiento mediante la utilización de la sanción 
institucionalizada que acompaña a la norma. De acuerdo a la búsqueda realizada se encontró que una de las 
cuestiones más problemáticas y complejas es la relación de los ciudadanos con las normas y que contrario al deber 
ser -el cumplimiento-, existen más trabajos y explicaciones sobre el desacato, la informalidad y el alejamiento de 
las instituciones, incluso, el Estado a través de excepciones es el principal incumplidor de normas. Ante el peso 
del incumplimiento como comportamiento generalizado, el estado del arte sobre el tema se ha encargado de darle 
un lugar en las descripciones de las actitudes de las personas frente a las normas y por tal razón, es pertinente 
incluirlo en los análisis sobre cultura jurídica porque la dota de un necesario trasfondo sociológico. 
En este apartado se describirán los trabajos de Mauricio García Villegas sobre el incumplimiento de reglas desde 
fenómenos concretos con el objetivo de conocer las diversas manifestaciones y sobre todo explicaciones que 
desde distintos enfoques se ofrecen. En general estas explicaciones provienen de la sociología del derecho. Sin 
embargo, también se encuentran algunas reflexiones desde otras disciplinas agrupadas alrededor de los estudios 
conocidos como “quiénes somos”. Por último, se hará una breve alusión a la cultura de la legalidad como fin que 
busca contrarrestar el incumplimiento generalizado. 
3.1. Lecturas sobre el incumplimiento 
El último rasgo de la cultura jurídica descrito en este capítulo es el del incumplimiento de reglas. Para tal fin se 
presentarán algunas de las tesis desarrolladas por Mauricio García Villegas quien ha estudiado desde la sociología 
diversas manifestaciones del fenómeno desde la época de la Colonia a la actualidad. Dentro de estos análisis se 
resaltará el aspecto de las mentalidades incumplidoras, con el fin de reconocer que la no observancia de las reglas 
proviene de dinámicas colectivas e individuales que históricamente han adquirido diversas manifestaciones y que 
siempre han estado acompañadas de una actitud comisiva o cómplice del propio Estado que también es un 
incumplidor del derecho a pesar de su obligación de observarlo. De manera similar a los apartados anteriores, el 
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objetivo de este acápite es revisar las diversas explicaciones sobre el incumplimiento de reglas defendiendo la 
necesidad de incluir este rasgo como un elemento definitorio de la cultura jurídica. 
La cultura del incumplimiento se remonta a los tiempos de las colonias española y portuguesa
194
. Para García 
Villegas
195
 el abuso del poder y la manipulación de los valores familiares, religiosos y culturales por parte de las 
élites han dificultado la formación del Estado y de lo público en América Latina. El menosprecio de estas por el 
derecho, por lo público y, en líneas generales, por las reglas sociales distintas a las propias, suele traducirse no 
sólo en una justificación del incumplimiento del derecho sino también en una justificación del abuso del derecho. 
Las élites negocian la aplicación de la ley hablando con las autoridades correspondientes y modulando los efectos 
concretos de las normas a sus propias necesidades. 
Desde esa época investigadores, gobernantes y escritores se han referido a la inobservancia de reglas a lo largo del 
continente. García citando a Keith Rossen
196
 afirma que “la diversidad de medios destinados a trasmitir la 
voluntad del rey hacia las colonias  estaba casi duplicada por la diversidad de medios utilizados por los 
administradores de las colonias para frustrar esa voluntad
197”. La vida colonial estaba muy alejada de las órdenes 
de los virreinatos. En la independencia aunque las normas cambiaron, la brecha entre el derecho y la realidad se 
mantuvo constante. La visión personalista del catolicismo español no propiciaba la construcción de una estructura 
social fundada en reglas de juego claras y universalmente aplicadas como sucedió en los países de cultura 
protestante. El honor, la familia y la fe estaban siempre por encima de estos valores sociales y justificaban la 
introducción permanente de excepciones a las reglas del derecho
198
. Posteriormente, el incumplimiento fue 
asumido como un reflejo de la cultura de la Colonia que pasó casi intacta por las instituciones republicanas 
“incapaces de desterrar la imagen popular de que el poder estaba en manos de usurpadores y de que los individuos 
tenían un derecho natural a defenderse y de sacarle el quite a  las imposiciones de los gobernantes”199. 
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 Para una amplia reseña sobre las ilegalidades más notorias del mundo ver: NAIM. Moisés, Traficantes, Contrabandistas y Piratas. España. Editorial Debate.  2005.  
195
 Ver: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio “Ineficacia del derecho y cultura del incumplimiento”.  Op cit. Pp. 171. 
196
 García menciona la siguiente referencia: “Brazil´s Legal Culture: The Jeito Revisited”, en Florida International Law Journal I. No. 1 : 1-43. 
197
 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 14-15 
198
 Ver: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio “Ineficacia del derecho y cultura del incumplimiento”.  Op cit. Pp. 168. 
199
 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio “No solo de mercado vive la democracia. El fenómeno del (in)cumplimiento del derecho y su relación con el desarrollo, la justicia y 
la democracia”. En: Revista de Economía Institucional, primer semestre, año/volumen 6. Número 010. Universidad Externado de Colombia. Bogotá. Colombia, pp. 95-
134. Tomado de: http://redalyc.uaemex.mx/pdf/419/41901005.pdf. Fecha de consulta: 1 de marzo de 2011.  
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A pesar de que el derecho liberal que acompañó el ideario de la revolución francesa se fundaba en la asunción del 
carácter general y abstracto de la ley
200
, y de que este fue adoptado desde la lucha por la independencia, no se 
pudo abolir “una larga tradición jurídica basada en la costumbre y los pactos entre fuerzas políticas en pugna”201. 
A ese periodo debe remontarse la concepción flexible de la ley que hoy persiste en la mayoría de los ámbitos. 
 En general, los orígenes de esa tradición de incumplimiento se encuentran ligados a la vieja tradición 
iusnaturalista, de acuerdo a la cual el criterio de validez de la ley es  la justicia
202
. Tal dependencia a la justicia 
suscitó en los jueces y administradores locales un tipo de práctica que respaldaba la maleabilidad del derecho de 
acuerdo a ese criterio definitorio de la ley y debilitó la institucionalidad supeditando el derecho a la política y a la 
guerra
203
. A pesar de las pretensiones de universalidad y generalidad que acompañaba el discurso codificador 
liberal, el nuevo lenguaje que fue adoptado no logro desterrar la estructura de poder señorial que operaba en los 
pueblos, entendidos como la unidad básica de legitimación política caracterizado como pactista por el autor
204
.   
Al mismo tiempo, García encuentra en el lenguaje popular una clara muestra del arraigo constante de la cultura 
del desacato. Son frecuentes expresiones  como “hecha la ley hecha la trampa”, “la ley es para los de ruana”, “se 
acata pero no se cumple”. Una expresión muy diciente es “para mis enemigos la ley, para mis amigos todo. Un 
sinnúmero de dichos o frases que constituyen representaciones de lo que es para el hombre el mundo del derecho 
que también encuentran manifestaciones en espacios como la literatura latinoamericana
205
 o la música popular
206
.  
                                                             
200
El carácter abstracto de la ley se apoyaba en que al ser esta la expresión de la voluntad general creada por el legislador sus contenidos representaban los valores de los 
pueblos antes ahogados en el absolutismo. Ver: UPRIMNY, Rodrigo y RODRÍGUEZ.  Andrés Abel. Interpretación Judicial.  “Entre deductivismo y activismo. Hacia un 
intento de recapitulación de los grandes modelos de interpretación judicial”. Bogotá. Universidad Nacional. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela Judicial Rodrigo 
Lara Bonilla. 2006. 
201
 “La flexibilidad de la ley” en: Normas de Papel. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Op. Cit. Pp. 258 y 283.  
202
 Desde el medioevo en España y durante la Colonia en ambos mundos,  la palabra derecho y la palabra ius, se utilizaron como sinónimos, contrastando claramente con 
la idea posterior de ley.  El derecho era el derecho justo. Esta axiología jurídica iusnaturalista tuvo expresión en múltiples textos de doctrina y legislación, “desde los 
pioneros de San Isidro (o Isidoro) de Sevilla, hasta los de Santo Tomás de Aquino, pasando por las Siete partidas de Alfonso el Sabio, las normas del derecho debían 
estar fundadas en la razón la ruda equidad y el bien común o de lo contrario perdían su naturaleza”. Ver: “La flexibilidad de la ley” en: GARCÍA VILLEGAS, 
MAURICIO. Mauricio,  Normas de Papel.. Op. Cit. Pp. 287. 
203
 La flexibilidad de la ley” en: Normas de Papel. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Op. Cit. Pp. 300.  
204
 La flexibilidad de la ley” en: Normas de Papel. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Op. Cit. Pp. 293. 
205
 Entre otras menciona novelas como  Martin Fierro, Don Segundo Sombra, Doña Bárbara y el Mundo es Ancho y Ajeno.  Relatos infantiles que resaltan la viveza y la 
astucia para salir de la adversidad de picaros que en algún momento de la historia estaban condenados o en apuros  o novelas que retratan el incumplimiento del Estado, 
por ejemplo, El Otoño del Patriarca o EL Coronel No Tiene Quien le Escriba. : GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 17-18. Este tipo de 
ejercicios fueron conocidos y disfrutados por la autora gracias a la labor del excelente profesor Juan Jaramillo (Q.E.P.D) 
206
 Ver al respecto: BENAVIDES, Farid Samir, CASTILLO Camilo y GARCÍA VILLEGAS, Mauricio: “La ley y la música popular”. En: Normas de Papel. Bogotá. 
Siglo del Hombre. 2009. Pp. 145-155. 
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García afirma que la actitud de los latinoamericanos frente al derecho es ambivalente. Por un lado, existe la idea 
de que el destino social está encadenado a decisiones legales cruciales sin las cuales la sociedad caería dentro de la 
anarquía y el caos. De otra parte, afirma que a estos les embarga un fuerte sentimiento de independencia frente al 
derecho oficial, lo cual ocasionalmente toma la forma de rebeldía, o de una reivindicación desde un “derecho 
natural", que justifica el hecho de emprender acciones contra, o al margen, de lo prescrito. Así, en América Latina 
el derecho suele ser percibido no sólo como un instrumento de dominación de clase sino también como una 
fórmula para la redención social.  
 
Tal disposición cultural ambivalente es con frecuencia evocada por escritores, políticos, y científicos sociales; sin 
embargo, su percepción por lo general no supera la simple evocación; poco o casi nada se ha hecho por analizar en 
detalle la cultura jurídica latinoamericana y menos aún por estudiar sus raíces en la historia del continente. Esas 
raíces parecen adentrarse hasta los tiempos de la Colonia pero quizás están particularmente arraigadas en el 
período de transición hacia la independencia cuando se recibieron e incubaron las ideas revolucionarias de 
mediados y finales del siglo XVIII provenientes de Europa y los Estados Unidos las cuales se unieron en 
intrincadas mezclas con la cultura jurídica española
207
.  
A pesar de su dimensión, el incumplimiento es un fenómeno que se mantuvo la mayor parte del tiempo poco 
estudiado dada la indiferencia de las ciencias sociales por los temas culturales y las creencias de las personas. Las 
respuestas a las preguntas por el poder y la sociedad se vinculaban a las estructuras económicas y no se indagaba 
por las percepciones de la gente del común. Otra razón que ofrece García para explicar tal vacío investigativo es la 
amplitud y la diversidad de aspectos de corte político, social, económico y moral que tales reflexiones involucran.  
García se propone reducir tal amplitud a través del análisis de algunos estudios o ideas escritas sobre la cultura del 
incumplimiento de reglas en Colombia y delimitar dicho concepto. De acuerdo a su exposición el tema tampoco 
ha sido estudiado detenidamente en el país. Por ejemplo, los historiadores se refieren con frecuencia al 
incumplimiento de reglas pero ni ellos, ni expertos de otras disciplinas han indagado sobre las raíces de tal 
comportamiento. Sin embargo, anota que la clase política ha reconocido esta actitud del colombiano hacia las 
normas, denunciando, como en el caso de José María Samper en el siglo XIX
208
 que en Colombia había dos 
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 GARCÍA VILLEGAS, MAURICIO, Mauricio, “Notas preliminares para la caracterización del derecho en América Latina”, en 
http://www.oas.org/Juridico/spanish/mauricio_garc%C3%ADa_villegas.htm consultado en septiembre de 2008. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 20. 
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países, uno legal y otro real. Desde entonces clase política y académicos han denunciado tal brecha sin hacer 
mucho para que decrezca.  
En ese contexto, para el autor solo hasta hace poco se ha despertado interés en el tema siendo los economistas 
desde la década del noventa
209
, quienes cuestionaron las explicaciones dominantes que afirmaban que la pobreza 
causaba el incumplimiento, al contrario, sus explicaciones anuncian que es la ausencia de instituciones eficientes y 
capaces las que causan la reproducción del delito. Desde esa lógica, la falta de sanciones es la causa del 
florecimiento continuo de la ilegalidad en el país. Los economistas ofrecieron explicaciones distintas a las más 
reconocidas hasta ese momento: el Informe de la Comisión de Estudios sobre la Violencia, realizada por 
Colciencias en el ochenta
210
. Estas nuevas ilustraciones del fenómeno se centran para Thoumi
211
,  en la naturaleza 
moral del colombiano, quien carece de solidaridad ante la imposibilidad del Estado de controlar todo el territorio y 
de construir tejido social, y por tal razón compite de manera individualista sin límite o respeto por el otro
212
. 
Los economistas también han mostrado que existen vínculos definitivos entre la cultura del incumplimiento y el 
desarrollo socioeconómico. Las sociedades donde más se cumplen las normas, son aquellas donde más se confía 
en que los demás también lo harán y por tal razón, argumentan que los negocios son más fáciles de realizar y los 
costos de la economía se reducen. Para García estos enfoques son una muestra de que el desarrollo económico va 
más allá de los pronósticos y los cálculos y pasa por las percepciones y los valores, ya que la manera en que los 
individuos y el Estado mismo se comportan frente al derecho tendrá repercusiones no solo jurídicas sino 
económicas. Por ejemplo, el soborno y la corrupción que afectan los costos iniciales de transacción, se sustentan 
en la percepción compartida de que las instituciones y sus leyes pueden ser engañadas. 
Otros intentos por captar la disposición cultural de los colombianos frente a las normas se encuentran en lo que 
García denomina el subgénero literario del ¿Quiénes somos?
213
 Estos son estudios que buscan captar el espíritu de 
los colombianos, - de ser esto posible -,  con el fin de explicar nuestros males, entre estos el incumplimiento de las 
normas y la corrupción. Desde ese enfoque las explicaciones son diversas, y en ellas el papel de la religión 
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 García menciona los estudios de Salomón Kalmanovitz, Santiago Montenegro y  Alejandro Gaviria, entre otros.  
210
 Recordemos que dicha Comisión sostuvo como causas fundamentales de la desigualdad, la pobreza, la precariedad de la estructura democrática y su cerrazón como 
explicativa de los altos índices de criminalidad y violencia. 
211
 Esta explicación se encuentra en una Conferencia titulada “Colombia necesita imponer el imperio de la ley” dictada por Francisco Thoumi en Medellín en el 2008 y 
que es citada por García en el texto. 
212
 Es necesario resaltar que el objetivo de este apartado no es esclarecer las causas que generan el incumplimiento de normas ya que el interés por esta caracterización 
radica en que destaca una actitud persistente de incumplimiento frente al derecho en el país.  
213
 Ver por ejemplo: YUNIS, Emilio “Sobre la formación de la mentalidad del colombiano” en Porqué Somos Así, Bogotá: Temis, 2003, pp. 103-138. 
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católica, el individualismo, la palabrería, la tendencia al robo y la mentira, entre otros, son tenidas en cuenta para 
elaborar pronósticos sobre el futuro de los colombianos
214
. 
En su texto “Jueces Sin Estado”215 aunque no se presenta una definición de incumplimiento, García reconoce que 
Colombia ha vivido la mayor parte de su historia bajo los rigores de la violencia, lo cual ha incidido, tanto en su 
estructura institucional como en su cultura jurídica
216
.  En su caracterización de la historia política e institucional 
de América Latina, le otorga un papel fundamental a la historia de la recepción infructuosa de instituciones 
foráneas que funcionan y producen buenos resultados en sus países de origen, pero que una vez implantadas en 
nuestras sociedades, o bien no sirven para nada, o bien producen efectos diferentes a los esperados
217
. 
¿Cómo se explica que esta situación no haya despertado más atención entre los políticos y diseñadores de 
instituciones en América Latina? Se entiende en gran medida como una estrategia política que consiste en crear 
instituciones para obtener los beneficios de legitimación política provenientes de la nueva institución, sin que ello 
implique aceptar los efectos prácticos de su puesta en funcionamiento
218
. Otra explicación proviene que lo más 
fácil – lo más eficaz en el corto plazo político – es copiar instituciones y traducirlas en reformas legales. 
La cultura jurídica para García ostenta como una característica fundamental: su pasado y presente signado por la 
violencia. Lo anterior contraviene los presupuestos de la teoría jurídica kelseniana en general, la cual supone que 
el Estado es una entidad creadora de derecho que tiene el poder de estar en todas partes, en este caso, en todo el 
territorio donde ejerce soberanía. Dicha cualidad es la que se conoce como el principio de territorialidad, según el 
cual un Estado ejerce su poder en el espacio que sus fronteras acotan, sin que exista interferencia de otros poderes 
o estados
219
. Este es el quehacer del Estado para la teoría jurídica propuesta por Kelsen
220
 para quien las normas 
deben tener ser en términos generales eficaces. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 25-30. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio director: Jueces Sin Estado. La Justicia Colombiana en Zonas de Conflicto Armado. Bogotá, Siglo del Hombre Editores. DeJusticia, 
2008. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio director: Jueces Sin Estado. Op.  cit., pp. 36. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio director: Jueces Sin Estado. Op.  cit., pp. 201. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio director: Jueces sin Estado. Op.  cit., pp.202. (Cursivas fuera del texto). El texto de VALENCIA VILLA, Hernando  Villa, “Cartas de 
Batalla” también desarrolla el tema y se abordará posteriormente. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio director: Jueces Sin Estado. La Justicia Colombiana en Zonas de Conflicto, op.  cit., pp. 13. 
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 Ver SCHMILL, Ulises. El positivismo jurídico. En El Derecho y la Justicia. (segunda edición.) Madrid. Ed. Trotta. 2000. pp. 69-70, 
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García afirma que una de las principales maneras en que el Estado incumple las normas es a través de la 
introducción de excepciones a las mismas
221
. El Estado de excepción es visto como un remedio para mantener el 
sistema constitucional, aprovechando sus ventajas de legitimacion política y omitiendo sus exigencias en cuanto a 
protección de derechos, lo resultante no es un Estado de Derecho sino más bien un engendro institucional
222
. 
En Colombia, las normas tienen poca autonomía respecto de las necesidades sociales que justificarían su 
obediencia y esta situación alimenta el incumplimiento. Las normas jurídicas son sopesadas con otras reglas
223
, -
morales o culturales- , en medio de un contexto generalmente complejo. Por tal razón, el derecho, como los demás 
sistemas normativos son ordenamientos porosos o flexibles sujetos a un sinnúmero de excepciones que 
corresponden a múltiples situaciones cambiantes. 
Para aproximarse a las prácticas incumplidoras en Colombia, García se refiere a tres puntos de vista: el 
estratégico, el político y el cultural
224
 que sin ser puros o estáticos
225
, ofrecen determinadas razones para explicar 
el incumplimiento
226
. Así, el estratégico incumple por razones de interés realizando previamente un cálculo de 
costos y beneficios; de su parte, el punto de vista político encuentra en la resistencia a la autoridad razones para 
incumplir; por último la perspectiva cultural asume que el no acatamiento de normas se debe a  que los valores 
que estas transmiten son menos importantes que otros más dignos de alcanzar. El estratégico es rotulado como 
“vivo”; aquel que se rebela contra la autoridad que encuentra ilegitima lo denomina el “rebelde” y el incumplidor 
por razones de valores, -como la religión o la familia-, el autor lo denomina el “arrogante”. Si bien, no son 
modelos ideales y por lo general el incumplidor es más bien un personaje de frontera cada una de estas 
mentalidades incumplidoras puede encontrarse en algún caso concreto de desacato de normas o una misma 
persona puede incumplir las normas siendo cada vez un tipo distinto de incumplidor.  
                                                             
221
 La cuestión de la excepcionalidad será abordada en el marco teórico, ya que dicha categoría permite entender los rasgos autoritarios de la cultura jurídica desde la 
cultura política. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 40.  
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 Aunque el libro reseñado no cubre todo el espectro de prácticas de incumplimiento, ni es un estudio globalizante de corte empírico, si llama la atención en el hecho de 
que a pesar de ser nuestra cultura de incumplidores, siguen siendo mas aquellos que cumplen que aquellos que incumplen, especialmente cuando hablamos de las normas 
necesarias para mantener el orden social, como aquellas que prohíben el homicidio o la invasión de la propiedad privada. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de 
Papel. Op. Cit. Pp. 39. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, “Los incumplidores de reglas”, en: “Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 237.  
225
 En la práctica existen combinaciones o mentalidades intermedias que constituyen un punto de partida para caracterizar el fenómeno. La primera combina viveza con 
rebeldía (incumplidor taimado); la segunda combina la viveza con la arrogancia (incumplidor déspota); y la tercera es una mezcla de rebeldía y arrogancia (incumplidor 
restaurador). Los seis personajes que resultan tienen relaciones especiales con otras dos variables: la clase social y la racionalidad. Ver: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, 
“Los incumplidores de reglas”, en: “Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 252 y 258. 
226
 De igual manera el autor se ocupa de los incumplidores no prosaicos, es decir de aquellos que incumplen desde razones que estarían dispuestos a defender, por 
considerarlas fuertes o bien fundadas. Ver: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel op cit,..  
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Pueden encontrarse mentalidades intermedias producto de la mezcla de los tipos puros mencionados cómo: el 
taimado: que es una mezcla entre el vivo (actitud estratégica) y el rebelde (desconocimiento de la autoridad). Su 
justificación es asumir a la autoridad es producto del clientelismo, de la astucia o la fatalidad, mas no del mérito 
de la ley, y por lo tanto es necesaria la defensa mediante la llamada malicia indígena, que ha permeado todas las 
clases sociales. Figura también el déspota: mezcla entre arrogante (creencia en valores supra legales) y vivo 
(actitud estratégica); el déspota abusa de su poder o autoridad, de manera inescrupulosa se aprovecha de su 
situación para obtener beneficios personales. Por último, está el incumplidor reformador, que resulta ser una 
mezcla entre arrogante (creencia en valores supra legales) y rebelde (desconocimiento de la autoridad); este 
incumplidor lucha por un mundo en el que los viejos valores y la tradición tenían su lugar. Es un incumplidor más 
radical, no cree en la ley o en la autoridad y está dispuesto a luchar por esos valores que cree superiores, 
sobrepone sus principios a sus intereses. 
A pesar de que la pregunta de García no es sobre la cultura jurídica colombiana, sí reconoce que la cultura del 
incumplimiento de reglas es de larga data en América Latina y ante tal evidencia se pregunta por las actitudes 
hacia el derecho de los latinoamericanos y específicamente los colombianos
227
. Por tal razón sus trabajos son 
pertinentes. Para los intereses de este trabajo será suficiente con resaltar el hecho de que las explicaciones de las 
prácticas de incumplimiento a las que recurre el autor son de índole estratégica, política y cultural. Los personajes 
incumplidores
228
, además de representar maneras de ver el poder, el derecho, las reglas sociales y las culturas, 
representan visiones, estructuras de clase relativamente estables y tipos de racionalidad concretos
229
. En suma, el 
incumplimiento de normas es caracterizado como un fenómeno complejo en el que intervienen diversos factores, 
lo cual explica la existencia de diversas miradas que comparten un trasfondo sociológico que no logran y tampoco 
se proponen explicar la totalidad del problema.  
Del trabajo de García Villegas pueden resaltarse cuatro aspectos. El primero es que al no ser su objetivo,  no 
existe una definición como tal de cultura jurídica. El segundo es su tesis sobre el Estado como incumplidor de 
normas: una de las principales maneras en que el Estado incumple las normas es a través de la introducción de 
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 Estas reflexiones están en las ciencias sociales , sobre todo en historia, sociología y economía, pero no en la ciencia polít ica a pesar de la importancia del discurso 
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excepciones con el fin de mantener el sistema constitucional y esto constituye un comportamiento casi que 
paradigmático en la historia constitucional que explica el incumplimiento.  
En tercer lugar, aunque Kelsen plantea que el derecho proviene del Estado, la cultura jurídica al encontrarse 
signada por la violencia “desafía” de manera clara los presupuestos relativos a la omnipresencia estatal, el 
presupuesto general de eficacia del derecho y la premisa de que no existen ordenamientos jurídicos paralelos o de 
otros mecanismos para el manejo de conflictos. Por último, del incumplimiento como “comportamiento nacional”, 
se desprende una producción significativa en términos de  historia constitucional que ha permitido rastrear los 
elementos definitorios de un momento especial de la cultura jurídica: la conciencia latinoamericana post 
independista y las preguntas que surgieron en el momento en que los países de Latinoamérica emprendieron la 
búsqueda de sus instituciones. 
Es posible ampliar los cuatro aspectos señalados resaltando que para García no existe una influencia directa del 
paradigma positivista en la caracterización de la cultura jurídica como una cultura del incumplimiento de reglas, 
en su lugar, la realidad desafía al paradigma. Las explicaciones sobre el incumplimiento tienen un trasfondo 
sociológico pero no iusteórico porque el problema remite a la relación del derecho con la sociedad que pretende 
regular y no a las reflexiones sobre la norma misma. De igual manera, la escasa legitimidad estatal y la violencia 
que esto implica son hechos que inciden en la configuración de la cultura jurídica nacional como una cultura 
incumplidora y formalista que gravita en los contornos de la normalidad y la excepcionalidad con la falsa 
conciencia de que las reformas legales modificarán los comportamientos concretos. Las relaciones son claras para 
el autor entre la cultura y las  instituciones introducidas por reformas legales en Colombia, pero no lo son de la 
misma manera, las relaciones entre una teoría acerca del derecho, como el positivismo kelseniano y la cultura
230
.  
Vale la pena anotar que como una reacción al comportamiento descrito se presentaron propuestas sobre todo a 
través del Estado mismo por avanzar en la construcción de una cultura de la legalidad
231
. Antanas Mockus ha 
intentado desarrollar tanto en lo teórico, como en lo el tema de la cultura de la legalidad. Para él, la sociedad 
colombiana vive un divorcio entre la regulación legal, la moral y la cultura, y esta situación es el origen de 
muchos de sus males. Como consecuencia de ello el incumplimiento de la ley no es visto como algo moral o 
                                                             
230
 A continuación exploraré esta posible relación en el marco de las implicaciones de la asunción académica del modelo kelseniano y sus funciones de legitimación del 
proyecto de estado iniciado por el partido liberal. 
231
 Sobre cultura de la legalidad ver: LAVEAGA, Gerardo. La Cultura de la Legalidad. Capitulo 4. México. UNAM. .2006 y PUTNAM Robert. (Ed) El declive del 
capital social: Un estudio internacional sobre la sociedad y sentido comunitarios. Barcelona, Círculo de Lectores, 1994. 
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socialmente reprochable
232
. Tal separación ha provocado la exacerbación de la violencia, la corrupción y la 
delincuencia, el desprestigio de las instituciones y el debilitamiento de las tradiciones,  problemas que se agudizan 
dado que son culturalmente aceptables  y moralmente tolerados. 
Para remediarlos Mockus invitó a practicar la formula habermasiana de incentivar la autorregulación, argumentar 
y discutir críticamente con miras a lograr acuerdos razonables, realmente consensuados y lograr imponer niveles 
mayores de cumplimiento de convivencia. Para tal fin, el alcalde Mockus creó una serie de estrategias ciudadanas 
que impactaron favorablemente a la ciudad en su momento
233
. Con una intención similar la Alcaldía de Cali en 
1992 impulsó la campaña del “vivo bobo” con el fin de generar cultura ciudadana. 
La cultura de la legalidad propone como remedio para que la ley sea respetada el rescate de la moralidad antes que 
el fortalecimiento de las sanciones legales
234
. La cultura de la legalidad debería ser preferentemente el 
comportamiento propio de la vida pública. Su propuesta busca lograr que las personas estén dispuestas a someter 
sus creencias, sus intereses y sus valores a las leyes que se asumen en términos generales legítimos. La cultura de 
la legalidad debe ser la cultura propia del ciudadano, es decir, la cultura de aquel que no negocia el cumplimiento 
de la ley- salvo casos extremos- con otros valores, y asume sus responsabilidades. Para tal fin es necesario que se 
mantenga una clara separación entre el ámbito público y privado
235
, y la conciencia de que en caso de un conflicto 
entre ambos, debe primar el ámbito público de la ley antes que el privado de la moral o de la cultura
236
. 
Algunas lecturas críticas sobre los propósitos de la cultura de la legalidad son expuestas por José  Ramón Narváez 
cuando afirma que identificar la cultura jurídica con la “cultura de la legalidad”  es una visión reduccionista y 
legalista, la cual supone la necesidad de infundir en todos los ciudadanos un temor reverencial hacia la ley, fruto 
de su conocimiento sistemático. Esta postura permitiría fomentar el conocimiento de las leyes pero no satisfaría la 
necesidad de cumplir por convicción, “cuestión más cercana a la validez del derecho que a su vigencia, a su 
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 Desde Kelsen es precisamente este divorcio el que se requiere para diferenciar al derecho de las demás ciencias sociales y de los sistemas normativos. 
233
 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 31. 
234
 La capacidad de imposición y de legitimación del Estado, junto a la cultura de la legalidad en cabeza de los ciudadanos  son los remedios que pueden complementarse 
para encarar el fenómeno del incumplimiento en Colombia. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 270- 274. 
235
 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Normas de Papel. Op. Cit. Pp. 274. 
236
 Una “especie” dentro del género de la cultura de la legalidad se encuentra en las actitudes y valores propios de la cultura de la descongestión judicial, en la cual 
siguiendo el “deber ser” los funcionarios administrativos de la rama cumplen su deber, al igual que los jueces y litigantes, sin faltar a la  ética profesional. Actualmente en 
el país, la cultura de la descongestión como objetivo es un tema que se figura en los programas del Ministerio de Justicia.  En entrevista en la W radio el 10 de julio de 
2012 a Ruth Stella Correa -Ministra de Justicia -  aludió  a esta necesidad como una responsabilidad de jueces, funcionarios y litigantes. 
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racionalidad más que a su razonabilidad
237”. De otro lado, García aduce la desconfianza en la existencia de 
razones contundentes para creer que el camino del fortalecimiento moral sea suficiente para evitar el 
incumplimiento, siendo la vía más razonable la efectividad de las sanciones prescritas antes que el cambio que 
propone la cultura de la legalidad. 
De lo expuesto en este capítulo se concluye que el incumplimiento al igual que el formalismo y en menor medida 
la excepcionalidad son rasgos de la cultura jurídica que preexisten de manera independiente a la estructura jurídica 
y política que se adopte. De ahí su innegable importancia, incluso puede decirse que el incumplimiento y el 
formalismo son rasgos dependientes que se justifican mutuamente en la medida que la mentalidad incumplidora 
para evadir el castigo o para justificar su proceder, asume la existencia del derecho como un acto meramente 
formal o por lo menos negociable y de esta forma lo despoja de su eficacia y obligatoriedad.  
De otro lado, la caracterización de la cultura jurídica como excepcionalidad arrojó que el propio Estado al 
introducir excepciones a las reglas se convierte en el primer incumplidor del derecho a pesar de su obligación de 
observarlo. En suma, los rasgos autoritarios propiciados por el código de la excepcionalidad fomentan el 
desarrollo de una cultura antijurídica que se extendió a todos los niveles de la sociedad. Otra reflexión sobre el 
tema es aceptar que en torno al incumplimiento de reglas se ha configurado el fenómeno de la cultura mafiosa 
como una realidad que permea tanto la cultura jurídica como la cultura política nacional. Dada su importancia, y 
que sus contornos sobrepasan el ámbito de lo normativo, nos referiremos a ella en el apartado de la cultura 
política. 
Por último desde el rasgo del incumplimiento de normas el problema planteado inicialmente: existe una especie de 
“insularización” de los estudios sobre la cultura jurídica en Colombia que no se refieren a la misma desde un 
paradigma teórico del derecho, sino desde comportamientos concretos de los destinatarios y/o creadores de las 
normas. También es necesario reiterar que el reconocimiento por parte del estado del arte de las relaciones entre 
cultura y teoría jurídica que se propuso como un punto de partida para analizar aquel fenómeno, -poco estudiado-, 
en Colombia, es meramente un punto de partida que quiere analizarse, y por tal razón, esta indagación es de 
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 NARVÁEZ, José Ramón.  Cultura Jurídica, Ideas e Imágenes, op cit. Pp. 8-9 
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carácter exploratorio
238
 y no niega que otros marcos explicativos, como el sociológico revisado por García para 
entender el fenómeno.  
III.  Primera recepción académica de la Teoría Pura del Derecho  
De acuerdo a las definiciones sobre la cultura jurídica, los analistas del tema confieren un papel especial a las 
elaboraciones teóricas sobre el derecho y a las formas en que estas ideas y producción son recibidas. En ese 
marco, de acuerdo a lo sugerido en el capítulo I la producción académica puede ser un elemento que influye en la 
caracterización de la cultura jurídica Tarello y Barcelona por ejemplo asumen que existen implicaciones culturales 
al adoptar un modelo iusteórico concreto. De acuerdo a lo expuesto, también adquieren importancia los métodos y 
los contenidos que se transmiten en las facultades de derecho donde los estudiantes de teoría del derecho deben 
conocer desde lecturas primarias o interpretaciones de segundo nivel a los autores más influyentes en la disciplina, 
de esta manera se configura de acuerdo a lo expuesto una relación entre la producción teórica y la cultura jurídica.  
 
En ese marco, el objetivo de este apartado es caracterizar la primera producción académica sobre Kelsen y 
reflexionar sobre su aporte a la cultura jurídica. Para ello se parte de lo reseñado en el segundo capítulo: es 
complejo rastrear dicha influencia ante la escasez de estudios sobre cultura jurídica. Sin embargo, la subhipotesis 
de este apartado es que a pesar de tal dificultad y de la hibridez de la producción iusteórica sobre Kelsen, los 
académicos de la época y su producción no fueron convidados de piedra y acompañaron otros procesos 
fundamentales apoyando dos proyectos: la consolidación de la elite de los abogados y el reforzamiento de la 
relación entre cierto tipo de discursos jurídicos con los cometidos estatales que necesitan legitimarse.  
 
 En este apartado inicialmente se recordarán los efectos de la conversión del positivismo en paradigma, ya que 
este “encumbramiento” como disciplina elite para comprender y aplicar el derecho es co-responsable del 
formalismo propio de nuestra cultura jurídica y de la producción híbrida que aparentemente busca desarrollarlo. 
Posteriormente, se describirán las características de la primera producción sobre Kelsen, y los fenómenos que 
acompañó: el posicionamiento de la profesión del derecho como una élite administrativa y la relación entre el 
discurso jurídico y la legitimacion de los proyectos de modernización nacional durante la segunda mitad del siglo 
XX con el fin de rastrear en estos la influencia del proyecto kelseniano. 
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 En la justificación del problema de investigación ya habíamos planteado ante el desentendimiento del  carácter sociológico y cultural del derecho, son escasas las 
lecturas que desde el mismo aborden el tema de la cultura jurídica. Y, que un intento de caracterización de la cultura jurídica colombiana, en una fase exploratoria, no 
debe ignorar de qué manera las lecturas académicas nacionales sobre Kelsen aportan insumos para dicha labor.  
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1. La primera producción sobre Kelsen en Colombia 
La presencia del pensamiento kelseniano en nuestro continente ha sido recogida en diversas publicaciones 
científicas, revistas, libros y publicaciones universitarias,  así como en la aplicación de su doctrina en juzgados y 
tribunales. Sin embargo, en Colombia el positivismo no fue tan vigoroso
239
, ni produjo personalidades tan 
notables como en Argentina o México lo cual no es extraño, dada la larga tradición escolástica colonial y el 
predominio del catolicismo en toda la América española
240
. A continuación se presentarán las principales 
características de la primera recepción desarrollada desde la década del 40 con el objetivo de resaltar las diversas 
formas en que Kelsen fue leído en el país sin que dichas interpretaciones guardaran una relación clara con la 
propuesta inicial de la Teoría Pura del Derecho.  
Gracias a la conversión de su teoría en paradigma
241
, la teoría jurídica kelseniana rompe con la filosofía del 
derecho, por un lado, y con la sociología del derecho por otro
242
. No obstante, y en términos de la relación  
legitimidad, validez y eficacia, la “victoria” de la Teoría Pura del Derecho y el correlativo abordaje exclusivo de 
la cuestión de la validez al interior del ordenamiento, provocó una ruptura de la filosofía del derecho con su tarea 
primigenia: dar cuenta de la totalidad del fenómeno jurídico y dejando  un pendiente teórico -normativo 
principalmente porque las dimensiones de eficacia y legitimidad no pudieron subsumirse en la validez-. De esta 
manera, se limitaron las posibilidades de ofrecer horizontes y explicaciones críticas desde la teoría del derecho al 
fenómeno jurídico y quedando pendientes respuestas a posiciones del primer Kelsen –más radical- sobre 
cuestiones como la independencia de la validez del contenido de las normas
243
.  
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 En parte porque  la producción que analiza Borda estaba precedida por un estancamiento de la cultura filosófica y jurídica que se explicaba por la creencia en la 
inamovilidad del derecho natural y no se pensaba en acercarse a las tendencias iusfilosóficas que ya venían conmoviendo a la filosofía del derecho, entre ellas la de 
Kelsen. VILLAR BORDA, Luis, Kelsen en Colombia, Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 2004. Pp. 11. 
240
 VILLAR BORDA, Luis, Kelsen en Colombia. Op. Cit. Pp. 22. 
241
 KHUN, T.S. La Estructura de las Revoluciones Científicas. México, FC.E.1992. 
242
 MEJÍA QUINTANA, Oscar, “Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía del derecho”, op cit. pp. 9-10. 
243
 “Una norma jurídica no vale por tener un contenido determinado, es decir, no vale porque su  contenido pueda inferirse, mediante un argumento deductivo de una 
norma fundante básica presupuesta, sino por haber sido producida de determinada manera, y, en última instancia,  por haber  sido producida de la manera determinada 
por una norma fundante básica  presupuesta. (…) De ahí que cualquier contenido que sea, puede ser  derecho. No hay comportamiento humano que, en cuanto tal, por lo 
que es como contenido, esté excluido de ser el contenido de una norma jurídica”. KELSEN, Hans “El fundamento de validez de un orden normativo: la norma fundante 
básica” en  Teoría Pura del Derecho, México: Porrúa, 1997 (1960), pp. 205. No obstante, al final de su obra Kelsen reconoce que la norma fundamental presupone un 
contenido axiológico. 
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Esta nueva situación que definió los rumbos de la teoría del derecho los países occidentales, no fue ajena a los 
intereses de las iusteóricos locales, y en ese marco, de nuevas y complejas exigencias se gestó la primera 
recepción académica en la cual es claro que los seguidores de Kelsen también imprimieron en sus interpretaciones 
un sello personal que desdibuja la propuesta del austriaco, que a la vez constituye una manifestación de nuestra 
cultura jurídica: una cultura donde coexisten diversos símbolos y lecturas sobre el derecho a veces incoherentes 
entre sí que intentan conciliarse para darle a la disciplina ese halo científico del que hasta el momento carecía e 
ignoran las implicaciones de dicho sincretismo. 
1.1. Filosofía moderna del derecho 
Ahora bien, la recepción del positivismo kelseniano en Colombia se realizó a través de autores argentinos como 
Carlos Cossio con quién Kelsen mantuvo una polémica personal muy publicitada o a través de Eduardo García 
Máynez.  De acuerdo a Villar Borda, solo hasta 1982 la segunda versión de la Teoría Pura del Derecho –su obra 
más emblemática-,  fue traducida al español por Roberto Vernengo
244
. No carecen de importancia las discusiones 
acerca de cuál edición de la Teoría Pura del Derecho fue la más significativa o en cual idioma los iusteóricos 
colombianos leyeron al austriaco. Sin embargo, para los objetivos de este trabajo solo destacaremos en este 
apartado el carácter híbrido de la producción académica sobre Kelsen, la escasa evidencia de esfuerzos por indicar 
las diferencias entre ambas versiones de la Teoría Pura, y el interés por introducir elementos axiológicos en una 
obra que decididamente se presentó originalmente como carente de ellos
245
 . 
Debe señalarse que este capítulo  no pretende constituirse en un manual de filosofía kelseniana y el interés de la 
misma no es evidenciar las buenas o malas lecturas, los errores, las exageraciones  y los “abusos” en que incurren 
los autores colombianos en su interpretación de Kelsen. Lo que este apartado pretende es describir las 
características generales de la primera recepción académica de Kelsen en Colombia
246
. Habrán puntos de 
encuentro con las preguntas propias de las teorías sobre trasplantes legales que se analizarán posteriormente, lo 
que ocurre, es que el destino de tales respuestas es otro: permitirá valorar hasta qué punto a partir de la 
introducción de la Teoría Pura del Derecho a los ámbitos académicos se presentaron cambios en la conciencia 
jurídica clásica o formalista. Para tal fin se harán algunos comentarios sobre el quehacer del filosofar en Colombia 
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 El texto se encuentra completo en el siguiente enlace http://www.pensamientopenal.com.ar/16092009/filosofia01.pdf. consultado el 27 de marzo de 2011. 
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 Ver: Hans Kelsen “Derecho y Naturaleza” y “Derecho y Moral”. En: Teoría Pura del Derecho. México. Editorial Porrúa. 16va  edición, 2009, pp. 15-82. 
246
 La cual si tiene puntos de contacto con los análisis sobre los trasplantes legales como tales. 
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en el temprano siglo XX y se aludirá a las interpretaciones sobre la obra de los lectores nacionales del primer 
Kelsen.  
Los autores desde los cuales se recibe a Kelsen son también, de acuerdo a Rubén Sierra
247
, los que fundan la 
filosofía moderna en Colombia. El origen de la filosofía moderna en Colombia fue durante la “República Liberal”, 
periodo que se conoce como “tentativa de revolución burguesa”, que inicia alrededor de 1930 y que termina con el 
gobierno conservador de Mariano Ospina Pérez en 1946. En Bogotá, concretamente, en la Universidad Nacional 
se fundó en 1946 La Casa de Estudios
248
, una institución oficial fortalecida bajo el gobierno de López 
Pumarejo
249
. En ese momento se encontraron estudiantes y maestros deseosos de renovar la cultura filosófica de 
corte premoderno, católico y reaccionario
250
. Así se inició en la segunda mitad del siglo XX por cuenta de estos 
filósofos autodidactas la “normalización” del filosofar moderno en Colombia251, dentro de la cual hacían la 
recepción de Kelsen y otros autores sobre todo alemanes que fueron conocidos gracias a la difusión de la Revista 
de Occidente
252
. 
La filosofía en la primera mitad del siglo XX y hasta la fundación del Instituto de Filosofía de la Universidad 
Nacional está marcada por el iusnaturalismo desde la figura de monseñor Rafael María Carrasquilla quien es 
considerado por Rubén Sierra como una figura nefasta para el desarrollo de la filosofía moderna. Debe tenerse en 
cuenta que en Colombia el iusnaturalismo premoderno se presenta en nuestro medio en dos versiones básicas: el 
derecho natural de orientación ontológica y el  derecho natural de orientación lógica
253
. El primero deriva sus 
principios de un orden divino preexistente y hace de aquellos principios algo inmutable y válido en todo tiempo y 
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 SIERRA, Rubén “Temas y corrientes de la filosofía colombiana  en El siglo XX” en  Ensayos Filosóficos. Bogotá, Colcultura, 1978, pp. 102 y 103. 
248
 Instituto que el Rector Molina quiso poner al cuidado de Luis Eduardo Nieto Arteta, sin haber logrado su aceptación debido a sus intereses burocráticos en la 
diplomacia y sus temores por los cambios que se avecinaban , bajo el gobierno conservador inaugurado en ese año. Gonzalo Cataño.”Nieto Arteta: esbozo intelectual” . 
En: ORTÍZ VIVAS, Hernán .Pioneros de la Filosofía Moderna en Colombia (Siglo XX). Serie Mayor volumen 1 Filosofía del Derecho y Filosofía Social. Grupo 
Editorial Ibáñez. Bogotá. 2008. Pp. 66. 
249
 Como tal la Casa de Estudios era un instituto adscrito a ls facultad de derecho. Rubén Vélez en entrevista a Roberto Salazar explica que los entusiastas de la filosofía 
tenían que estudiar derecho ante la ausencia de una facultad propiamente de filosofía. Ver: “Entrevista a Jaime Vélez Sáenz”. En: Del Derecho a la Filosofía. Bogotá. 
Universidad Santo Tomas. 1989 
250
 Ver: HOYOS, Guillermo “Medio siglo de filosofía moderna en Colombia: reflexiones de un participante” En: Discurso y Razón. Una Historia de las Ciencias 
Sociales en Colombia. Francisco Leal y Germán Rey (editores). Bogotá. Tercer Mundo Editores. 2000. Pp. 131. 
251
ORTÍZ VIVAS, Hernán .Pioneros de la Filosofía Moderna en Colombia (Siglo XX) Op. Cit. Pp- 11-12. 
252
 La Casa de Estudios nace como un lugar dedicado al cultivo de la filosofía. Sin embargo, y de acuerdo a lo planteado anteriormente, el encumbramiento de la validez 
como problema del resorte del derecho desde la consolidación del positivismo, acercó a los miembros kelsenianos de la Casa de Estudios más a la teoría jurídica que a la 
filosofía del derecho, sin alejarlos por completo de la primera, tal y como pareció ocurrir en la producción internacional. Todo esto como consecuencia del desdibuja 
miento del perfil epistemológico de la filosofía del derecho. Ver al respecto: MEJÍA QUINTANA, Oscar   “Elementos para una  reconstrucción del estatuto 
epistemológico de la filosofía del derecho”. En: Revista Pensamiento Jurídico No. 16. Bogotá. Universidad Nacional. 2008. Pp. 171-206. 
253
 MEJÍA QUINTANA  Oscar, Derecho, Legitimidad y Democracia Deliberativa. Desarrollo jurídico político de los paradigmas en las sociedades en transición. 
Bogotá. Temis. 1998. Pp. 26-27  
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lugar
254
. El segundo considera que el derecho es una ciencia demostrativa y que, como tal, se deriva de principios 
necesarios que, finalmente también remiten a principios universales válidos en todas las circunstancias
255
.  
Sin embargo, ante la inexistencia de una tradición filosófica en el país, el proceso que le permite salir a la filosofía 
colombiana de la minoría de edad es muy complejo y rara vez se acepta con optimismo como una certeza, o por lo 
menos sin apostarle al escepticismo sobre su situación. Es más, mucho antes de llegar al despertar a la modernidad 
y de evolucionar con el tiempo, la filosofía moderna ha sido caracterizada por los filósofos colombianos como de 
“anormalidad” o de “postergación de la modernidad”256.   
En esa línea se inscribe por ejemplo, Rafael Gutiérrez Girardot, quien afirma que se habían recibido las últimas 
corrientes de la filosofía europea, especialmente la alemana; se habían aceptado sin crítica, se las comentaba 
devotamente, pero no se pensaba, al parecer, que estas corrientes eran el resultado de un proceso histórico y de 
muy precisos hábitos y condiciones institucionales del trabajo intelectual, que no existían en América (…). A las 
nuevas corrientes se las recibió como se había recibido y practicado tradicionalmente el tomismo como autoridad 
que se comenta exegéticamente
257
. Por lo tanto, se hace necesario reconocer las dificultades para introducir la 
filosofía moderna ante el peso de la mentalidad confesional perfeccionada en la Regeneración, y de la educación 
universitaria que orientada de manera casi exclusiva por la Universidad del Rosario hasta mediados del siglo XIX 
en cabeza de Rafael María Carrasquilla impidió la libre circulación del pensamiento y la bibliografía secular
258
. 
1.2. Primera producción sobre Kelsen en Colombia  
A continuación se comentarán -sin pretensión de exhaustividad-,  los trabajos más significativos sobre doctrinas y 
personalidades más sobresalientes  dentro primeros “kelsenianos colombianos”. Estos han sido agrupados en dos 
bloques. En el primero, se encuentran aquellos que “axiologizan” la Teoría Pura del Derecho -Rafael Carrillo y 
Cayetano Betancur-; el segundo relaciona la obra con la lógica jurídica -Luis Eduardo Nieto Arteta-. Debe 
aclararse que esta revisión no introducirá extensas discusiones sobre contenidos desde fuentes primarias. Más 
bien, se acudirá a estas cuando expliciten desarrollos teóricos que le otorguen a la validez contenidos o valores, y 
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 Ver: NOGUERA, Rodrigo Derecho Natural, Bogotá, Universidad Sergio Arboleda, 1992. 
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 Ver: HERRERA, Francisco Filosofía del Derecho, Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 1994. 
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 HOYOS. Guillermo Medio Siglo de Filosofía en Colombia. Op. Cit. Pp 133. 
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  “Ver: GUTIÉRREZ GIRARDOT, Rafael. La cultura de viñeta” en Manual de Historia de Colombia (T.III), Bogotá, D.C.: Colcultura, 1980, pp. 447-536. 
258
 Monseñor Rafael Rivera Carrasquilla fue Ministro de Educación de Miguel Antonio Caro, incidiendo en la deformación de la filosofía moderna. ORTÍZ VIVAS, 
Hernán. Pioneros de la Filosofía Moderna. En Colombia (Siglo XX), Op. Cit. pp. 241. 
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por lo tanto, divergen de las aspiraciones de pureza metodológica defendidos por Kelsen
259
. Por último, se hará 
una breve referencia a esta producción desde los análisis de Diego López, Oscar Mejía y Alberto Cárdenas.  
Tampoco el eje de la discusión serán las falencias o supuestas equivocaciones al leer a Kelsen o los antecedentes 
personales de los autores
260
. Entre otras razones porque la cuestión de la hibridez en la producción será abordada 
como otro rasgo de nuestra cultura jurídica. El objetivo de este apartado será demostrar que la primera producción 
académica sobre la Teoría Pura del Derecho es significativamente mixta o híbrida y que dicho rasgo dificulta 
rastrear la influencia directa del paradigma positivista en la cultura jurídica, a pesar de que en el apartado anterior 
se hayan presentado posiciones que si reconocen esta relación de influencia.  
Debe reconocerse cuando nos referimos a la relación entre la obra de Kelsen y alguna teoria de los valores en 
Colombia, que la fenomenología y la axiología tomaron fuerza en el pensamiento filosófico y jurídico colombiano 
a partir de la década del cuarenta, casi a la par con la inauguración del Instituto de Filosofía o Casa de Estudios. 
Dicha influencia también se tradujo en los esfuerzos de autores como Rafael Carillo para demostrar que la Teoría 
Pura del Derecho está referida a valores
261
.  
1.2.1 Rafael Carillo y la axiologización de Kelsen 
Carrillo encuentra la comprobación de sus tesis en la relación validez y eficacia y en la teoría de la norma 
fundamental, en esta última sobre todo porque el orden jurídico positivo se encuentra fundado sobre una norma de 
tipo metafísico. Así, la aspiración de Kelsen de eliminar cualquier instancia metajurídica no se ha cumplido. 
Carrillo se propone rodear a la teoría del derecho de un ambiente axiológico que refuerce desde su propuesta en el 
momento en que la trascendencia del derecho positivo inevitablemente se produce, es decir, cuando Kelsen se sale 
del ámbito del derecho positivo para entrar en una atmosfera que beneficia la equiparación de la norma fundante 
básica reconocida por Kelsen con el valor
262
. 
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 Rafael Carrillo es el autor que muestra de manera más decidida su interés por unir los valores a la Teoría Pura del 
Derecho. Empezó a conocerse a finales de la década del treinta en las páginas de “El Siglo”, diario marcadamente 
conservador, donde escribió regularmente en el año de 1939. Sus escritos se llamaban “Los Lunes de El Siglo” y 
no eran de filiación partidista sino de crítica filosófica  y a veces de crítica literaria
263
. Carrillo con su ensayo 
“Ambiente axiológico de la Teoría Pura del Derecho” expresa su propósito de “hacer ver como Teoría Pura del 
Derecho está rodeada de un ambiente axiológico y tal y como está expuesta en su autor, y que está a la vez 
buscando un fundamento en la teoría de los valores”264.Carrillo sustenta su tesis de manera especial en el carácter 
supuesto y trascendental de uno de los puntos más controvertidos de la obra de Kelsen. La teoría de la norma 
fundamental o norma fundante básica
265
. La norma, de acuerdo a Kelsen, establece como máxima de 
comportamiento universal el mandato de comportase siempre de acuerdo a lo establecido por el legislador 
originario. En esa máxima se encuentra el postulado de mayor valor dentro del ordenamiento jurídico de manera 
similar a lo que realiza el imperativo categórico kantiano en los ordenamientos morales. De tal forma que la 
naturaleza de dichos postulados tienen una naturaleza que se sale del marco de la positividad para entrar en el de 
la idealidad
266. Cuál es el modo de ser de esta norma originaria?, puede equipararse con algún valor? “si tal 
equiparación es posible, existe, sin proponérselo en un ambiente axiológico”267. Por tal razón, - ante la viabilidad 
de la equiparación-, es posible afirmar que la Teoría Pura no cumpla con los ideales de pureza que sostenía
268
.  
De acuerdo a Danilo Cruz, Carrillo se propone en esta obra demostrar que la Teoría Pura del Derecho necesita 
buscar sus fundamentos en una filosofía de los valores
269
. Kelsen fiel a la tradición positivista que imperaba en 
todas las ciencias, realizó un proceso de depuración que logró realizar las distinciones entre derecho y orden 
natural y del derecho frente a otros sistemas normativos. No obstante al explicar el fundamento de validez última 
del sistema jurídico no logra evitar darle un carácter trascendental a la norma última del sistema
270
. 
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En el prólogo del ensayo citado el autor destaca que cuando Kelsen presenta al derecho como un orden para 
promover la paz, indica claramente que el derecho está referido a valores, sin que tal planteamiento implique la 
existencia de otro derecho distinto del derecho positivo. Carrillo no discute que el derecho sea un sistema de 
normas para regular la existencia de los individuos en la sociedad. No obstante, aboga por la superación del 
derecho a través de una filosofía de la persona puesto que ella es en definitiva el centro de las normas jurídicas. La 
existencia de las personas y de estas con otros que existen constituyen la razón de ser del derecho y de su filosofía: 
“donde hay una sociedad, donde quiera que se dé una comunidad de personas, hay normas jurídicas llenas de 
valores”271. 
1.2.2. Cayetano Betancur: neotomismo y el neopositivismo 
Junto al trabajo de Carrillo figura el de Cayetano Betancur. De acuerdo a Villar Borda, es el más destacado 
representante de los intentos de aproximación entre el neotomismo y el neopositivismo, y en especial, de la 
intención de vincular el normativismo de Kelsen con el derecho natural. Betancur se dedicó a la Teoría Pura del 
Derecho en textos como Filosofía del Derecho o Introducción a la Ciencia del Derecho
272
. Una de sus tesis más 
fuertes y que recrea el carácter axiológico de buena parte de la producción sobre Kelsen es su  aceptación de que 
la naturaleza del derecho positivo exhibe una “faz sacra”273 que le permite ser derecho y distinguirse de la 
violencia. Postulando el valor de justiciabilidad del derecho señala que explícita o implícitamente estamos 
afirmando que el derecho tiene algo de sagrado, y cuando le negamos ese carácter, nos resistimos a llamarlo 
derecho
274
. 
De acuerdo a Betancur, lo menos objetable en Kelsen, aun para aquellos que no comparten las líneas generales de 
su filosofía es su posición positivista. En efecto, todo jurista, en cuanto científico del derecho, no está muy lejos 
de la estricta posición que Kelsen reclama como la propia de un trabajador intelectual en estos menesteres. Llega 
un momento en la vida de las normas jurídicas en que el derecho pertenece a los jueces, y Kelsen, también lo 
reconoce cuando acepta que estos no se limitan a aplicar normas
275. “Ello permite refutar a los críticos de Kelsen 
en cuanto al alejamiento entre normas y realidad, porque obviamente la vida del derecho se manifiesta 
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principalmente en las decisiones judiciales y desde el punto de vista de la teoría pura no hay nada de censurable en 
que el juez o la autoridad que dicte las normas obedezca a alguna ideología o concepción de mundo”276.  
En una línea similar se ubica su ensayo titulado “Para una lógica del pensamiento imperativo”, donde afirma que 
Kelsen no es incompatible con nuestra tradición teologista iusnaturalista y que la Teoría Pura
277
 solo se refiere a 
un momento necesario de la actividad jurídica, pues describe la actividad científica del jurista y no la del 
legislador ni la del juez
278
.Por último, vale anotar que entre los temas más recurrentes de la producción de 
Betancur encontramos la filosofía del derecho, la teoría kelseniana de los valores, la tensión fe y conocimiento, 
humanismo y técnica, educación y valores. 
1.2.3. Luis Eduardo Nieto Arteta y la lógica jurídica en Kelsen 
Las relaciones entre la Teoría Pura del Derecho y la lógica jurídica son desarrolladas por Luis Eduardo Nieto 
Arteta. En general, desde sus escritos juveniles Nieto Arteta dio muestras de su interés por instalar en Colombia 
visiones filosóficas modernas opuestas a la escolástica católica. Nieto Arteta se pregunta por las condiciones de 
posibilidad de una lógica jurídica y por la ontología de la experiencia jurídica apoyándose en la fenomenología de 
Husserl, la Teoría Pura del Derecho de Kelsen, la teoría egológica de Cossio
279
 y en algunas obras de Schrerier, 
Scheler, Lask, Recansens-Sichés, Legaz y Lacambra
280
. Recibió a través de la teoría egológica del argentino 
Carlos Cossio, a quien conoció cuando era diplomático
281
, el positivismo normativo de Kelsen. Según Walter y 
Verlag, su producción es dispersa pero tiene como punto de referencia al creador de la Teoría Pura del Derecho, 
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con lo cual, al igual que los demás autores colombianos, pretendieron “superar a Kelsen sin abandonarlo”282, lo 
anterior a partir de la Teoria Pura del Derecho como mera lógica jurídica
283
.  
Sobre el autor de la Teoría Pura del Derecho Nieto Arteta reconoce que su trabajo permite conocer la experiencia 
jurídica a través de unos pensamientos específicos llamados “normas jurídicas”. Para Kelsen el derecho es un 
sistema normativo, un ordenamiento, y esta tesis es aceptada por Nieto Arteta complementándola con la atribución 
de un carácter móvil de la norma planteado por Cossio. Es decir, la norma jurídica se mueve entre la libertad de 
Cossio y la necesidad de Kelsen. El decidir, es la libertad y el tener que decidir es la manifestación de la 
necesidad. Siguiendo a Cossio asume que la teoría de Kelsen es mera lógica jurídica, relacionada con el ámbito 
del “deber ser”, distinto del “ser” de la lógica tradicional.  
Otro punto en que toma distancia Nieto Arteta tiene que ver con la crítica al formalismo jurídico proveniente 
según Nieto, del kantianismo de Kelsen. Afirmará que “el formalismo rechaza toda justificación del orden 
jurídico. En la Teoría Pura del Derecho, el frenesí kantiano es extenso y enternecedor, la forma predomina sobre 
el contenido, tanto en la búsqueda de la pureza teórica, como en la construcción de ´la norma fundamental´ la 
creación de la ´ciencia jurídica´, la determinación de su objeto y definición del derecho, en fin, en todo el  mundo 
jurídico. La forma representada por la normatividad es la única y más importante realidad jurídica, sin que interese 
a la  ciencia del derecho el contenido social, político o económico que sustente esa normatividad”284. Nieto Arteta 
finaliza invitando a la superación del formalismo mediante un “humanismo jurídico” que no precisa a fondo. 
El texto más conocido de Nieto sobre Kelsen es una reseña titulada “La Teoría Pura del Derecho” prologada por 
Carlos Cossio. En esta obra afirma lo siguiente: 1. El carácter de la Teoría Pura del Derecho es de ruptura con la 
ciencia jurídica tradicional ya que mediante la pureza teórica se establecen diferencias con las disciplinas de la 
política y la sociología dado que la ciencia jurídica se funda en las normas provenientes del deber ser. 2. El orden 
jurídico no puede entenderse sin Estado, de esta manera Estado y orden jurídico forman una unidad de análisis que 
la ciencia jurídica tradicional no había logrado alcanzar
285
 3. La pirámide hipotética fundamental permite construir 
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todo el ordenamiento jurídico gracias al papel de la norma fundamental  como hipótesis que otorga unidad al 
orden jurídico.  
Uno de los momentos personales más citados de la vida de Nieto Arteta es su encuentro  con Kelsen en 1945
286
. 
Se refiere a este como “Diálogo”287 y trata sobre dos objetivos-problema de la Teoría Pura del Derecho. El 
primero, conocer sus reacciones sobre el planteamiento de que su teoría es simple “lógica jurídica”, tesis que 
Kelsen rechaza enérgicamente a pesar de los escritos de gratitud por el interés en su obra de Kelsen a Cossio que 
defiende Nieto
288. El segundo consistió en conocer su posición frente a “una relación entre la fenomenología y la 
Teoría Pura del Derecho” que había sido promovida por dos discípulos suyos, cuestión que Kelsen negó toda vez 
que su teoría no requiere apoyo de otras ciencias o filosofías ya que se basta por sí sola. Mientras tanto, Nieto no 
compartía los rechazos de su maestro.  
En 1932 con la introducción de la obra de Kelsen se cimentó la ruptura con la tradición iusfilosófica de corte 
iusnaturalista y neotomista dominante
289
 y favoreció como horizonte teórico el reformismo de la llamada 
Revolución en Marcha
290
. A pesar de las numerosas publicaciones y de la presencia de la obra de Kelsen en las 
aulas de las facultades de derecho, el interés de Nieto comienza a disminuir con el poder liberal. Algunos de los 
factores que explican este desencanto son para Cárdenas: la caída del liberalismo en 1946 y el retorno del 
conservatismo, la llegada de nuevas corrientes filosóficas o el prurito sociologista de la década del 60 que 
alimentó movimientos liberacionistas marxistas o la teología y la filosofía de la liberación. Lo que se sugiere es 
una relación de cercanía entre liberalismo lopista y  positivismo kelseniano que termina cuando inicia la 
hegemonía conservadora. Como señalé anteriormente, sería necesario consultar por ejemplo documentos de 
política pública de cada periodo partidista  para arribar a esta conclusión decididamente 
Por último, respecto a Nieto Arteta, Alberto Cárdenas Patiño resalta que su obra también refuerza una 
característica generalizada de la recepción de la iusteoría en Colombia: si bien Kelsen es el referente esencial de la 
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argumentación, los observadores complementaban sus desarrollos con referencias recurrentes a autores filosóficos 
de moda en el contexto en el que escriben. Esta artillería filosófica refuerza el carácter revisionista de la obra del 
austriaco en Colombia
291
.  
Del recorrido por los primeros kelsenianos en Colombia se resalta que la producción local abrió una diversidad de 
criterios y de lecturas por fuera de las lecturas normalizadas del positivismo que no lograron marcar un precedente 
de separación epistemológica, de perfilamiento decidido del derecho como sistema normativo, y así postergó las 
implicaciones que un proceso de derivación funcional del derecho serio en lo teórico y en lo práctico permitiría. 
Debido a la particularidad de las interpretaciones sobre Kelsen existe una dificultad para caracterizar la cultura 
jurídica en Colombia en torno a este paradigma iusteórico porque los primeros análisis sobre Kelsen se destacan 
por su hibridez y su variedad. 
A pesar de que la inclusión en la teoría kelseniana de valores ajenos a la propuesta inicial modifica el sentido de 
los textos mencionados, la producción académica nacional puede ser criticada por su formalismo. Así, el concepto 
de derecho propio del positivismo normativo y la cuestión de la validez jurídica en general, fortalecieron el 
alejamiento de los académicos del derecho de la necesidad de construir lecturas integrales y críticas logrando con 
dicha postura el alejamiento de otras disciplinas y el empobrecimiento analítico de la disciplina propia.  
2. El positivismo kelseniano y sus implicaciones prácticas  
Al inicio de este capítulo se planteó que existen dificultades para  caracterizar desde la producción iusteórica sobre 
Kelsen a la cultura jurídica. Sin embargo, a pesar de la heterogeneidad de las lecturas sobre el autor y de la 
dificultad de estandarizar su recepción, la producción académica no fue un convidado de piedra de cara a otros 
fenómenos importantes para la cultura jurídica en relación directa o indirecta con el pensamiento kelseniano en los 
que al mismo tiempo este influye. A continuación desarrollaré dos de ellos.: el inicial posicionamiento de la 
profesión del derecho como una élite de gobierno y administrativa que fue facilitado por la propuesta kelseniana y 
la legitimacion desde el positivismo de proyectos de modernización nacional en la segunda mitad del siglo XX. El 
desenvolvimiento de ambos fenómenos -son para los fines de este trabajo-, una muestra de la cercanía de los 
proyectos académicos con los intereses políticos y gremiales de los juristas lo que constituye al mismo tiempo otro 
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factor que dificulta la construcción de relaciones que expliquen la cultura jurídica desde una teoría jurídica de 
manera exclusiva. 
2.1 El posicionamiento del derecho como disciplina élite en Colombia. 
La profesión jurídica fue fundamental para al sistema jurídico-político con la sociedad colombiana. Ya desde la 
época del virreinato se pretendió organizar la recién descubierta la América a través de disposiciones legales que 
buscaron garantizar el dominio de la corona española. De hecho, el derecho siempre se ha construido en el saber 
organizativo de los sistemas sociales por excelencia. Gracias a ello, desde la época republicana el derecho se 
desarrolló no como una disciplina técnica prevista para litigantes, sino casi como un saber político, que acompañó 
a los distintos proyectos estatales. 
No obstante era necesario para garantizar su independencia del poder clerical que el derecho pudiera definirse a 
través de sí mismo, sin acudir a criterios ajenos a la lógica del propio ordenamiento.  La teoría del derecho 
presionada por dicha exigencia epistemológica solo a través del positivismo kelseniano logró su cometido y logró 
que el saber jurídico se consolidara como una disciplina élite, como un saber científico y neutral
292
. Los abogados 
encontraron en la propuesta de la Teoría Pura del Derecho la oportunidad de hacer una ciencia jurídica cuya 
función ya no fuera conciliar a las normas con determinados contenidos de justicia o moral sino legitimar 
relaciones hegemónicas y de jerarquía construidas y arbitradas por ellos mismos, partiendo de un concepto formal 
de validez y gracias a la creencia en la existencia de criterios neutrales para identificar y aplicar normas jurídicas  
A continuación me referiré desde algunos estudios históricos y socio jurídicos al predominio de la profesión del 
derecho en Colombia y el correlativo encumbramiento del derecho como disciplina-élite. La aproximación 
histórica la realizaré desde los trabajos de Rogelio Pérez Perdomo, Víctor Manuel Uribe Urán y Julio Gaitán. El 
proceso de consolidación de lo jurídico como élite y los cambios de las últimas décadas se abordarán desde 
Dezalay y Garth, Jairo Estrada y María Isabel Sánchez. El objetivo de este apartado es demostrar el 
posicionamiento de los abogados en el manejo de los asuntos del Estado y su gradual desvinculación de la toma de 
decisiones a partir de la década del 50 con la aparición de la profesión de la economía y sus propias redes de 
trabajo e influencia. 
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Deben realizarse dos precisiones. La primera es que no es fácil hablar de la profesión jurídica o del grupo de los 
abogados como un todo indiferenciado
293
. De hecho, la profesión jurídica se encuentra fuertemente jerarquizada. 
En Colombia esto se relaciona con la carencia de unidad en torno a la defensa de valores públicos y la 
dependencia al mercado y a los clientes. De otro lado, a pesar de su importancia y visibilidad en la historia social 
del país, no hay muchos estudios sobre la profesión jurídica. De hecho, el propio Estado ha tomado conciencia de 
la importancia de regulación del tema en tiempos recientes
294
.  
Para Dennys Lynch en su texto “Legal Roles in Colombia”295 a pesar del protagonismo de la profesión legal en 
Colombia son escasas las investigaciones sobre la organización de los roles legales y el cambio social en la región. 
Esto es sorprendente para Lynch dado que las personas con formación jurídica son las que más centralidad han 
tenido en los procesos políticos. Los estudiantes y los profesores de derecho inculcaron y formularon determinada 
ideología alrededor de la formación y el poder estatal. Sin embargo, hoy no debe sobredimensionarse el rol de los 
abogados como grupo ya que los mismos  son importantes por la clientela a la que ellos sirven y no por un tipo de 
conocimiento inherente. Así las cosas, el estado del arte que desarrolla la profesión jurídica, su diversificación y el 
mercado del litigio en general son más bien escasos y resultan prácticamente inexistentes aquellos relacionados 
directamente con un paradigma iusteórico concreto. En consecuencia, debe decirse que el tema de la profesión 
jurídica comparte con la cultura jurídica las escasas exploraciones a su alrededor.  
Una reflexión sobre los abogados en Colombia desde la Colonia hasta los inicios del periodo republicano la ofrece 
Víctor Manuel Uribe Urán
296
. El autor demuestra que poco antes de la independencia la mayoría de los abogados 
apoyaba al Estado y cuidadosamente evitaba cualquier riesgo para sus carreras burocráticas, no solo por el temor 
de ser castigados, sino por el deseo de asegurar privilegios individuales y familiares. Los clanes familiares 
trataban de ostentar una historia de servicio al rey y al hacerlo desarrollaron una relación simbiótica con el estado 
colonial
297
. 
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Frente al estudio de las sociedades latinoamericanas y las relaciones entre el Estado y la profesión jurídica durante 
el final de la Colonia y el inicio del republicanismo, Uribe Urán resalta que estas siempre han estado orientadas 
hacia el Estado y por tal razón los latinoamericanos siempre han buscado con avidez el patrocinio del gobierno y 
los puestos públicos (empleómanos)
298
. Los abogados y sus familias desempeñaron un papel fundamental en la 
formación del nuevo Estado y de las nuevas instituciones y espacios sociales, entre ellos la gradual liquidación del 
régimen de castas colonial, el surgimiento de una esfera pública de la sociedad civil, y la creación paralela de un 
sistema de partidos políticos. La ideología que alimentó dichos cambios no fue el positivismo sino el “criollismo” 
dado que la participación de la élite en la independencia (entre esta los abogados) fue más bien la respuesta a la 
crisis política y a la negativa de la corona de contemplar la formación de una coalición gobernante más amplia.   
 Dado que los abogados constituían una considerable proporción de la burocracia del Estado, la Corona y el estado 
colonial concedían mucha importancia a su educación. La forma en que estos eran educados para hacer y pensar 
afectaba directamente el funcionamiento del Estado. Fue básico para la corona y luego para los gobernantes 
nacionales asegurarse de que la educación jurídica estuviera libre de doctrinas políticas inconvenientes. Sin 
embargo a fines de la Colonia, la Corona pareció incapaz de traspasar a la iglesia el pleno control de la educación 
de los abogados, y, por otro lado, tampoco pudo contener su participación masiva en el movimiento de la 
independencia de la Nueva Granada
299
. 
Otro análisis sobre la profesión jurídica en el siglo XIX lo realizan Rogelio Pérez Perdomo y Julia Rodríguez
300
. 
Para los autores citados, los abogados eran los funcionarios de las Huestes del Estado. Los abogados tenían el 
saber político y administrativo por excelencia. “El derecho eran las ciencias políticas´”.  
Los abogados fueron muy importantes para comprender la articulación entre el Estado o sistema jurídico-político 
y la sociedad, era tal su poder que inicialmente descartaron los pequeños cargos burocráticos en la mayor parte de 
los países latinoamericanos
301
. De hecho, esta característica como hombres públicos pesa más que las ocupaciones 
                                                                                                                                                                                                                                    
social del pasado y selló aun más la unión entre aristocráticos y provincianos.  URIBE URÁN, Víctor Manuel. Vidas Honorables. Abogados, Familias y Política en 
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en el sistema jurídico, aunque estas se fueron haciendo más importantes con el paso del tiempo
302
. Los abogados 
se configuran como élite nacional, como un saber fundamentalmente nacional y como las personas a cargo de la 
elaboración e interpretación de las reglas del juego en la política nacional y en los negocios.  
El seguimiento histórico de la profesión jurídica lo terminamos con la obra de Julio Gaitán Bohórquez
303
quien 
presenta un trabajo de recuperación de fuentes de archivo a través de un interesante anexo documental
304
. En este 
se destacan los contenidos de las asignaturas de derecho que efectivamente fueron enseñados en las universidades 
bajo la influencia del Plan de Estudios de 1826
305
. Gaitán coincide con Uribe-Urán y Pérez Perdomo en que la 
atención preferente de la regulación estatal sobre estudios superiores recayó en la jurisprudencia
306
, y llama la 
atención sobre la necesidad de diversificar las fuentes sobre las que la historia del derecho ha trabajado: el uso 
preferencial de textos legales o constitucionales.  
Los abogados estuvieron presentes en el proceso de conciliar las viejas expectativas de orden con las aquellas que 
buscaron legitimar al Estado en su nueva fase republicana siendo neutralizados en su poder de oposición o de 
control al ejercicio del poder centralizado
307
. En ese nuevo diseño, ley y poder fueron identificadas, y la labor del 
jurista no pudo dirigirse a la defensa de derechos frente al legislador, al contrario, se les sometió a la única fuente 
de derecho admisible: la ley, para lo cual prestaría sus servicios desde los despachos del tercer poder, desde las 
disciplinadas oficinas administrativas o “desde un ejercicio de la abogacía decolorado de imaginación y por lo 
tanto de posibilidades emancipatorias”308.   
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La hipótesis defendida por Gaitán
309
 es que la cultura organizativa de las universidades y la disposición de los 
saberes sobredetermina la formación de los juristas. Es fundamental reconocer que el proyecto iluminista acogido 
en la Nueva Granada como modelo de organización de la educación asumía a la universidad como centro de 
forjamiento de proyectos de transformación social de envergadura, y por tal razón el Estado asumió el control y la 
organización del aparato universitario. De esta manera, desde la perspectiva del saber moderno, se fue 
construyendo una universidad que se concebía como la sede de una racionalidad coincidente con la racionalidad 
del Estado. 
La consolidación de la profesión jurídica como élite en el siglo XX
310
 se ha documentado a través de autores como 
Dezalay y Garth
311
 para quienes  no solo las ciencias económicas han utilizado estrategias de legitimación. El 
positivismo jurídico, - el que los autores caracterizan como la creencia en que el derecho y la política se 
encuentran separados y en la confianza en la existencia de criterios neutrales para identificar y aplicar normas 
jurídicas-, también ha cumplido tal fin para los abogados y para el derecho. Las instituciones jurídicas sirven para 
legitimar relaciones hegemónicas y de jerarquía, dependiendo de los contextos particulares, la autonomía relativa 
del derecho y de las instituciones jurídicas frente a los poderes político y económico ayuda a asegurar la 
legitimidad de dichas jerarquías
312
. 
Para Dezalay y Garth, el Estado fue mantenido por regla general a través de un patrón que requería que las élites 
cosmopolitas conformaran una serie de alianzas tácitas con las personas encargadas de hacer el trabajo menudo 
necesario para mantener un cierto tipo de poder político y económico, pero el rasgo estructural común fue la 
presencia de una fachada jurídica construida para evocar el estándar óptimo requerido en dicho momento en el 
contexto internacional, impulsado por el nivel superior, y un conjunto de prácticas locales que no podían ser 
representadas en términos de categorías aceptadas en el escenario internacional
313
. 
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Ante la falta de preparación para ejercer funciones que requerían conocimientos sustanciales de estadística o 
planificación y la necesidad de estos para la toma de decisiones, los economistas y otros profesionales empezaron 
a tomar importancia, -a pesar de los intentos por cambiar la educación jurídica y hacerla más práctica e 
interdisciplinaria
314
- , y el proceso de desplazamiento, se hizo más notorio, lo cual es paradójico si se tiene en 
cuenta que el grueso de los abogados eran renuentes a la innovación y no sentían que su posición estuviera en 
crisis
315
. Más bien, tanto estudiantes como profesores de derecho asumían que unos abogados más efectivos (en el 
sentido de lo que las reformas proponían) podían usar su entrenamiento para objetivos disimiles: oponerse a la 
redistribución del poder político y económico o alentar el cambio social. Junto a estas intenciones ambivalentes 
sobre el quehacer de las reformas lo que sí se mostró con claridad -de acuerdo a Lynch-, fue cómo la educación 
legal existente y las habilidades que habían sido desarrolladas a través de ella fueron influenciadas por el carácter 
político de la profesión y sus relaciones con los intereses económicos
316
. 
Iván Ortiz
317
 expone que la élite jurídica entendida como élite intelectual o portadora de un saber específico, es 
orgánica a un sector de la sociedad que requiere reproducir permanentemente sus intereses políticos. Al igual que 
los autores precedentes, Ortiz muestra que la profesión jurídica fue dominante hasta finales de la década del 
treinta, “luego son los científicos sociales los que adquieren un lugar importante y a finales de los años sesenta son 
los economistas los que adquieren protagonismo en la era de la globalización neoliberal” 318.  
A pesar de los cambios en las funciones del Estado, en la naturaleza de la función judicial, y del surgimiento de 
nuevos negocios jurídicos en los tiempos de la globalización que requieren un tipo de formación legal distinto
319
, 
Perdomo señala que en términos de análisis social la situación actual implica que los abogados mejor preparados 
asesoran y van a continuar asistiendo a los actores sociales con más poder político y económico. A su vez, los 
abogados que provienen de las universidades de garaje, -o galpones divididos en salones con profesores mal 
pagados como los que abundan en nuestro medio-, tendrán más dificultades para ingresar al mercado profesional, 
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asistirán a los clientes socioeconómicamente más vulnerables “prestándoles pésimos servicios y 
sobreexplotándolos”320. En consecuencia, se mantiene la relación entre la profesión jurídica y los sectores más 
poderosos de la sociedad aunque ya no sea exclusivamente a través del Estado, sino en términos de Marc Galanter 
las relaciones litigante-cliente se traban  los demandantes frecuentes, es decir, los “poseedores” de poder, riqueza, 
posición y los abogados exitosos
321
.  
Luz María Sánchez
322
 en su análisis de la transformación de la participación de los abogados en los altos cargos de 
la administración pública en Colombia
323
 alude al hecho de que estudiar derecho en Colombia era el mejor camino 
para no ser abogado. El título de abogado no hacía las veces de un certificado de idoneidad profesional, era más 
bien la única alternativa de formación para aquellos interesados en adelantar una carrera política. Así las cosas, se 
ingresaba a una facultad de Derecho y se salía de ella título en mano, no para ejercer la abogacía, sino para seguir 
el camino de la política, o quizás el de las artes literarias
324
. En la misma dirección que los autores precedentes, 
Sánchez reconoce que a partir de la década del cuarenta se presenta un “cambio en la mentalidad de las élites en 
relación con los escenarios de producción y adquisición de capital simbólico para acceder a los cargos de 
dirección estatal”325. Este se producirá en las facultades de economía, siendo el caso paradigmático la fundación 
de la Universidad de los Andes en 1948 que sin debutar con la carrera de derecho si lo hace con la carrera de 
economía. 
Por último, este traspaso de legitimidades fue muy claro en la década del noventa. Para Marco Palacios, en el 
contexto de la Constitución del 91, los economistas que ocupan altos cargos estatales libraron una lucha 
legitimadora cada vez más ardua y compleja  con los abogados que interpretaban el derecho en los altos tribunales 
de justicia del país
326
. Este conflicto podría entenderse como una lucha en la que ambos reclaman legitimidad de 
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jurisdicción profesional sobre el campo amplio de las políticas económicas y sociales. El origen institucional de 
tal disputa se encuentra en la afectación de la política de ajuste fiscal que puede producir las acciones 
constitucionales para la protección de los derechos fundamentales,  y los efectos fiscales que pueden generarse por 
el control de constitucionalidad que ejerce la Corte Constitucional
327
. Dentro de esa tensión, cuando esta 
corporación ha proferido fallos que a juicio de la élite económica afecten las políticas de reforma y ajuste las 
críticas son radicales y agudas. Por el contrario, si sus fallos se ajustan a los lineamientos de la producción 
política, se destaca su sensatez. En medio de esta polémica una de las más recientes discusiones inclinó la balanza 
hacia la interpretación de derechos con “responsabilidad fiscal” al haberse modificado el artículo 34 de la 
Constitución elevando a rango constitucional la sostenibilidad financiera del Estado
328
. 
2.1.1. La Republica Liberal y legitimación desde el positivismo kelseniano 
Los abogados de la primera mitad del siglo XX solidificaron su saber como una disciplina élite valiéndose de 
determinadas lecturas de la Teoría Pura del Derecho. Los académicos que recibieron a Kelsen en Colombia, 
entre ellos Nieto Arteta, son recordados como filósofos del derecho y  por sus carreras políticas. Era tal la fuerza 
del discurso kelseniano que reforzó el formalismo existente y lo sofisticó al punto que varios abogados lograron  
formar parte de las más altas esferas de gobierno sin abandonar su labor investigativa. En contraprestación, el 
poder político recibió justificaciones desde el recién adoptado discurso jurídico positivista a los proyectos que se 
comenzaban gestar después de 40 años de hegemonía conservadora, y esta situación se mantuvo con claridad por 
lo menos hasta la década del cincuenta cuando se comienza a presentar un desplazamiento de la élite jurídica por 
las ciencias económicas que se empezaron a considerar un saber más preciso.  
De este modo el segundo proyecto al que acompañó la producción iusteórica sobre Kelsen fue el desarrollo de 
propuestas de los gobiernos liberales del siglo XX por modernizar las estructuras sociales, económicas y políticas 
tuteladas desde el proyecto de la Regeneración. Se parte de la premisa de que las elaboraciones conceptuales más 
representativas Kelsen, si bien no fue apropiada por los analistas sobre Kelsen, ni desarrollada en sus textos, si fue 
utilizada, -de acuerdo a la revisión realizada-, como catapulta política para los proyectos liberales que encontraron 
en ella un resorte necesario para legitimar las decisiones de los gobiernos posteriores a la Republica 
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Conservadora. Por lo tanto, este acápite reitera el hecho de que el Derecho ha servido a los proyectos requeridos 
por el Estado no solo en la década del 30 a través del ideario kelseniano, sino en la década del 70 en la ola de lo 
que se denomina los programas de Derecho y Desarrollo fundados en una visión liberal favorable a la expansión 
de la economía capitalista, sin que el Estado haya asumido un papel que favoreciera las condiciones de un país 
moderno y no solo modernizado. 
Para los propósitos del análisis insistimos desde lo planteado por Valencia Villa, en que la ideología liberal y el 
derecho que la representa en Colombia, ha cumplido una función de legitimación con implicaciones concretas: 
desmovilizar al pueblo cono realidad histórica y cultural e incorporarlo al concepto de nación, mientras que la 
historiografía y el constitucionalismo tradicional ocultan la contradicciones y siembran la sensación de confianza 
en la eficacia del derecho y de las positivas transformaciones que permite.  
Dicha confianza en las transformaciones desde los cambios normativos encontraron durante el primer gobierno de 
López Pumarejo  una oportunidad política esperaba producir transformaciones tras más de 40 años de poder 
conservador. López Pumarejo tenía una moderna concepción del desarrollo capitalista que deseaba orientar al país 
desde los intereses de la burguesía progresista y a través de su programa de “Revolución en Marcha”, se  exigía 
intervención del Estado en diversos frentes: relaciones laborales y agrarias, educación, política internacional entre 
otros que rompieran las vértebras de la Carta Política de 1886, autoritaria y clerical
329
,y para tal fin era urgente 
contar con una plataforma de ideas que fundamentara el discurso del liberalismo en ascenso.  
De modo que la iusteoría positivista, -y los académicos que participaron en ella-, sirven a tales fines de 
modernización.De acuerdo con Gonzalo Cataño, -biógrafo de Nieto Arteta-, la vida y obra de este filósofo 
colombiano debe contextualizarse y entenderse como productos de la República Liberal y el ideario lopista. El 
momento histórico de la difusión en Colombia de la Teoría Pura del Derecho corresponde con el proyecto 
político-partidista antes mencionado. Lo anterior implica que la definición del Estado y del derecho triunfante es 
la reconocida por este partido y por quienes gravitan en el discurso liberal. Antes de la Republica Liberal las 
banderas políticas se fundaban en el iusnaturalismo católico de corte reaccionario, confesional, propio de la 
ideología del Conservatismo que renace con la caída de la República Liberal hasta llegar al llamado Frente 
Nacional
330
. También coinciden Ortiz Rivas, Villar Borda y Oscar Mejía en afirmar que la Teoría Pura del 
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Derecho difundida en Colombia fundamenta en gran parte el derrotero ideológico del reformismo burgués  que 
caracteriza la Revolución en Marcha. De esta manera, las pocas ideas kelsenianas conocidas se convierten en 
armas ideológicas del partido liberal al poder
331
. 
A pesar de la modernización que inició su camino en el país, el maridaje entre el pensamiento liberal reformista y 
el pensamiento jurídico dominante no modificaron las tensiones derivadas de las estructuras de propiedad y 
dominación propias de la sociedad tradicional. La modernización económica no condujo por sí sola a las 
transformaciones sociales y políticas propias de una sociedad moderna y produjo en su lugar una mayor 
profundización de la exclusión, la desigualdad y de la marginalidad de amplios grupos sociales y de las regiones 
periféricas. En suma, el modelo liberal de desarrollo seguido en Colombia ha permitido el avance de la 
modernización económica y la contención de la modernidad
332
. 
Para Consuelo Corredor en su texto Los Límites de la Modernización
333
, el desarrollo económico no puede 
prescindir de las condiciones sociales, culturales y políticas de la nación y de las regiones en que se pretende 
desarrollar. El Estado tiene un papel en la constitución de lo social que no ha asumido en Colombia, al contrario, 
quedó atrapado entre el liberalismo económico y el conservadurismo político, encontrando dificultades para 
configurarse como espacio público de resolución de conflictos y de gestión de intereses de la colectividad
334
. De 
esta manera, se convirtió en un agente de la modernización -entendida como la apropiación de la naturaleza 
material por el hombre y el desarrollo de las fuerzas productivas -, y abandonó la modernidad vista a rasgos 
generales como el proceso por el cual el hombre se apropia de su propia naturaleza y se convierte en sujeto de su 
propia transformación
335
. En ese contexto, el discurso formalista del positivismo junto al discurso modernizador 
propiciaron un imaginario desarrollista y cultivaron un culto hacia las palabras, las imágenes y los símbolos de lo 
moderno
336
, y, correlativamente se abandonó cualquier proyecto colectivo orientado a una cultura autónoma que 
superara la segregación persistente  
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2.1.2.  La educación jurídica y los proyectos de desarrollo 
El imaginario desarrollista de la época también se sirvió de la educación impartida en las facultades de derecho. 
La educación jurídica en distintos momentos de la historia ha procesado, creado, reforzado y desarrollado algunos 
de los paradigmas más notables en los procesos de construcción de individuos y sociedades a través de modelos 
de sistemas de participación, de derechos y de organización socio-política
337
. Incluso se siguen presentando 
debates en torno a modelos educativos, métodos y contenidos de enseñanza, como portadores de proyectos sobre 
reformas sociales con propósitos en campos como la economía o la política nacional y si bien esta situación no es 
exclusiva de determinado periodo de la historia, se considera pertinente mencionarla toda vez que permite desde 
otro ángulo reforzar las relaciones persistentes entre el pensamiento jurídico y los modelos de desarrollo. Para el 
caso colombiano, en las clases de jurisprudencia se desarrollaron los experimentos de introducción de doctrinas 
jurídicas, políticas o económicas, y en ese sentido las aulas fueron laboratorios de nuevos imaginarios y de 
reacciones tradicionalistas en un área del saber estratégica por su poder legitimador. Este intento de consolidar el 
mismo derecho en todo el territorio debió enfrentarse a las dificultades propias de un espacio nacional 
fragmentado geográfica y culturalmente alimentado por la persistencia de los caudillismos locales
338
. 
Después de la primera recepción de Kelsen, en la década del sesenta otra manera de compenetrar al derecho con 
los proyectos requeridos por el Estado se encontró en la ola de los programas de Derecho y Desarrollo
339
. 
Generalmente se considera que dicha corriente estuvo confinada a un periodo histórico preciso (de principios de 
los sesenta a mediados de los setenta) caracterizado por las circunstancias políticas de la guerra fría y el dominio 
ideológico de la teoría de la modernización. Los programas originados en Estados Unidos  fueron siempre 
controlados por instituciones de ese país y la estrategia que fue considerada apropiada para la modernización de la 
enseñanza del derecho fue el trasplante del modelo de educación de sus facultades. 
En opinión de César Rodríguez
340
, es necesario asumir de nuevo el estudio de las relaciones entre derecho y 
desarrollo en América Latina. Desde un punto de vista descriptivo, el autor sostiene que existen similitudes y 
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diferencias relevantes entre los programas de derecho y desarrollo en la región. De un lado, se muestra que los 
intentos por establecerlo se fundaron en una visión liberal, favorable a la expansión de la economía capitalista, de 
acuerdo con la cual es necesaria la construcción de un andamiaje jurídico que permita la operación libre de los 
mercados
341
. En este sentido, existe una clara continuidad entre la teoría de la modernización –que inspiró la 
primera generación de derecho y desarrollo– y las teorías neoliberales de la globalización sobre las que descansa 
la segunda generación. Sin embargo, esta relación no asegura en los tiempos de la globalización la recuperación 
del espacio de la profesión jurídica como dominante, como se presentó sin discusión hasta por los menos la 
primera mitad del siglo XX.   
El otro aspecto de los programas de Derecho y Desarrollo tiene que ver con sus ambiciosos objetivos en el terreno 
de la educación universitaria
342
. Por medio del programa se esperaba transmitir el método de enseñanza socrático, 
que debía reemplazar el método prevalente en América Latina, heredado de las culturas jurídicas europeas 
continentales y caracterizado por el predominio de la cátedra y el papel pasivo del alumno. Además, concebían 
como recurso pedagógico fundamental el análisis de casos concretos lo cual iba en clara contraposición con el 
estudio sistemático de reglas abstractas que ha dominado la enseñanza del derecho en la región.  Esto se 
acompañó por la difusión de una imagen instrumentalista del derecho, como herramienta para el logro de 
objetivos sociales. Esta concepción del derecho –que tiene clara afinidad con la del realismo jurídico 
estadounidense– contrastaba abiertamente con la heredada de los sistemas europeos, de acuerdo con la cual el 
derecho es un conjunto de reglas formales y unívocas que limitan la conducta de los actores privados y públicos. 
Por último, y en estrecha relación con el aspecto anterior, el modelo proponía una concepción del abogado como 
instrumento para el cambio social. 
El modelo que defiende las teorías de Derecho y Desarrollo no abordan explícitamente los presupuestos 
kelsenianos, pero, si se sirven de las premisas del liberalismo político y económico. Trubek y Dezalay ubican los 
supuestos en los que descansan y que permiten acercar el binomio derecho y desarrollo con el liberalismo. 
Primero, la sociedad está compuesta por individuos que aceptan el poder estatal porque consideran que éste 
protege sus intereses. Segundo, el derecho es a la vez un medio de control del individuo por parte del Estado y un 
mecanismo de control del Estado por parte de los individuos. Tercero, las normas jurídicas son diseñadas con el 
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fin de alcanzar objetivos comunes y son elaboradas mediante un proceso pluralista en el que están representados 
los intereses individuales de los miembros de la comunidad. Cuarto, las normas jurídicas son aplicadas por igual a 
todos los individuos. Quinto, los jueces son los principales actores del sistema jurídico y aplican imparcialmente 
las normas. Finalmente, en general, las personas obedecen las normas jurídicas vigentes
343
. 
Una conclusión sobre lo expuesto es que la primera producción académica sobre Kelsen, no fue un referente que 
decididamente haya influido en la cultura jurídica, y más bien resulta ser una expresión de la existente en la 
medida que las múltiples valoraciones de la obra del austriaco fue la regla. Sin embargo, fueron útiles para otro 
fin: brindar apoyo en la legitimación del proyecto del estado liberal que se inició con López Pumarejo y como 
secuela se produjo la consolidación de la élite jurídica en el país. Al respecto también se resaltó que son escasos 
los estudios que desarrollan la profesión jurídica en Colombia y, resultan prácticamente inexistentes, aquellos 
relacionados directamente con un paradigma iusteórico concreto y la forma en que este direcciona a los abogados 
en su quehacer teórico y práctico.  
Así las cosas, de la revisión de la producción académica se desprende que la axiologización de la Teoría Pura del 
Derecho exige antes problematizar los procesos de recepción y aceptar que no existen trasplantes o traslados 
teóricos en los cuales las ideas se dupliquen como gametos idénticos. Una vez se advierte lo anterior, es posible 
revisar las características de dicha producción no como elemento definitorio de la cultura jurídica, tal como lo 
sugiere el estado del arte previamente analizado, sino más bien como una manifestación de la misma
344
. Por lo 
tanto, en ella es posible verificar un núcleo de ideas híbridas, un conjunto de propuestas sincréticas que 
normalizan tal hibridez a través del formalismo que “domestica” las duras exigencias de la Teoría Pura del 
Derecho adaptándolas a las necesidades de la época. Esta situación confirma lo afirmado por Luis Villar Borda, 
“no solo la política juega un papel importante entre las naciones sino también de manera eminente la filosofía del 
derecho”345.   
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En segundo lugar, se concluye que los abogados tenían el saber político y administrativo por excelencia. El 
derecho eran ´las ciencias políticas´ y el saber nacional por excelencia. Los abogados se configuran como élite 
nacional, como un saber fundamentalmente nacional y como los profesionales a cargo de la elaboración e 
interpretación de las reglas del juego en la política y los negocios, lo cual resultó fundamental para las 
aspiraciones de las élites políticas.  Este saber nacional fue mejor identificado luego como el saber positivista del 
cual los profesionales del derecho se beneficiaron, pero que resultó insuficiente para mantener el control como 
disciplina en la dirección del Estado. Hoy los estudios que se ocupan de la relación entre perfiles profesionales y 
cargos estatales, coinciden en torno a la pérdida relativa de la preeminencia de los abogados en la dirección del 
Estado. 
En tercer lugar, el derecho y las ideas sobre la modernización se aliaron durante la segunda mitad del siglo XX. 
Lo anterior se puede apreciar por ejemplo en los Programas de Derecho y Desarrollo, donde es clara la persistente 
imagen instrumentalista del derecho, la relación entre el discurso jurídico y la legitimacion de los proyectos de 
modernización nacional por cuanto las dos generaciones del programa están fundadas en una visión liberal 
favorable a la expansión de la economía capitalista,  sin que el Estado haya asumido un papel decidido en la 
constitución de lo social viéndose atrapado entre el liberalismo económico y el conservadurismo político de las 
élites tradicionales. Por último, se resalta el hecho de que los rasgos formalistas persistentes de la cultura y la 
educación jurídica hayan sido parcialmente responsables del fracaso de dichos programas debido al peso de la 
estructura convencional de enseñanza basada en el estudio sistemático de reglas abstractas y la escasa voluntad 
política para hacer del ejercicio del derecho un vehículo transformador de relaciones sociales.  
De acuerdo a lo señalado en los 3 capítulos anteriores, a pesar de las relaciones señaladas en el estado del arte 
entre la teoría jurídica como configurador de la cultura jurídica, las características de esta última desbordan el 
espacio de lo propiamente teórico-normativo y se refieren a comportamientos o rasgos concretos de la sociedad 
colombiana. Por lo tanto, es pertinente formular opciones para actualizar las caracterizaciones existentes sobre la 
cultura jurídica y hacerla operativa a través de dos vías: En primer lugar retomando algunas categorías de la 
cultura política que al reconocer el carácter tradicional de la sociedad colombiana, la naturaleza súbdito parroquial 
de los gobernados y la hibridez de los valores  y proyectos políticos que la acompañan, permiten analizar los 
cierres autoritarios del sistema jurídico-político desde el código de la excepcionalidad, a través del cual el propio 
Estado introduce excepciones a las normas alimentando una cultura antijurídica, que se fortalece con el 
incumplimiento y el formalismo reformista nacional.  
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En segundo lugar, bajo la premisa de que no hay consenso sobre las características de la recepción académica 
nacional de Kelsen entre los autores que recientemente revisan la materia, y a la luz de la teoría de los trasplantes 
jurídicos, se propone que la producción sobre el autor antes que influir en la cultura jurídica, es un producto de 
ella. Por tal razón, antes que indagar sobre sus potencialidades debe reconocerse como resultado de sus 
circunstancias particulares, como una manifestación de las tensiones irresueltas en la producción académica y 
como un insumo para pensar la naturaleza de la cultura jurídica en la actualidad. 
Por lo tanto, se pretende actualizar las caracterizaciones existentes sobre la cultura jurídica y hacerla operativa a 
través de las dos vías señaladas. De este modo, en el capítulo cuarto se valorarán los hallazgos respecto a las 
caracterizaciones de la cultura jurídica en el marco más amplio y crítico de la cultura política. Este vinculo se 
justificará en atención a que algunas cuestiones fundamentales para la cultura política entre ellas la pregunta por la 
identidad, la cuestión de la construcción del estado nación, la inercia autoritaria de la cultura política y la 
excepcionalidad que la acompaña, favorecen un análisis más crítico y contextualizado de la cultura jurídica que 
aquel que solo se remite a los rasgos del incumplimiento, el formalismo y la excepcionalidad sin explicar sus 
causas. 
El capitulo quinto constituye un intento por hacer más operativa la cultura jurídica y finalizará con una definición 
tentativa de la cuestión que reconozca la importancia de incluir los problemas observados en las unidades 
anteriores. Para tal fin el capitulo se desarrolla en 3 partes. La primera presentará unos binomios interpretativos 
que involucran fenómenos de la cultura política y de la cultura jurídica analizables como rasgos de una misma 
realidad jurídica y política.  La segunda parte  se desarrollará desde análisis actuales de tres autores –Luis Villar 
Borda, Diego López y Oscar Mejía- quienes aluden al aporte del pensamiento kelseniano en el país, con el fin de 
presentar una opción final sobre su influencia en la cultura jurídica. En la tercera parte del capítulo, teniendo en 
cuenta el talante hibrido de la sociedad colombiana y de su producción sobre Kelsen, se revisarán algunos 
planteamientos de la teoría de los trasplantes jurídicos y se valorará la pertinencia de sus enfoques principales. 
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IV.  La cultura política marco analítico de la cultura jurídica. 
Las características de la cultura jurídica en Colombia se han determinado a partir de rasgos o comportamientos 
concretos y estructurales de la sociedad colombiana y difícilmente se ha logrado determinar una relación de 
influencia con el positivismo kelseniano. Tales rasgos concretos han denotado una específica relación frente a las 
reglas que regulan comportamientos -el derecho-, siendo algunos de estos el formalismo que soporta al mismo 
tiempo una conducta de incumplimiento de reglas amparada en lemas coloniales tales como “obedezco pero no 
cumplo” y la “la ley es para los de ruana”. 
Junto al formalismo y el incumplimiento de reglas, la excepcionalidad figura como  rasgo asumido en este trabajo 
como una condición fundamental para el análisis de la cultura jurídica y también para la cultura política. De 
hecho, la cultura jurídica colombiana puede ser descrita en términos de excepcionalidad. Retomando a Mauricio 
García, el estado de excepción en Colombia ha inculcado una cultura jurídica que gravita en los  límites ente lo 
posible y lo imposible, entre lo legal y lo ilegal, y por esta vía ha facilitado el salto hacia el no-derecho de 
ciudadanos y de servidores públicos con la justificación formal de la necesidad de utilizar los estados de 
excepción como un medio para terminar con el conflicto. Sin embargo, la eficacia de la figura de la 
excepcionalidad, -por lo menos para vencer militarmente a los grupos ilegales-, ha provocado la búsqueda de 
mecanismos por fuera de la ley destinados a conseguir tales objetivos por lo que es necesario ver en la cultura de 
lo excepcional no un recurso limite sino el fundamento de una cultura antijurídica en la cual el propio Estado 
tratar de mantener la institucionalidad introduciendo insistentemente excepciones a las reglas que en el marco del 
Estado de derecho le corresponde defender. 
Es claro que los rasgos señalados desbordan lo propiamente normativo y constituyen comportamientos y actitudes 
hacia el derecho que poseen un trasfondo político y denotan posiciones concretas de las personas sujetas a las 
normas respecto al poder y a la forma como este se ejerce que están muy atadas a cuestiones tales como la 
identidad y a la construcción del Estado nacional. Ante tal situación, con el fin de que el análisis de la cultura 
jurídica no se reduzca solo a advertir sus rasgos o síntomas visibles, resulta pertinente ubicar los hallazgos 
señalados en el marco que ofrecen las explicaciones del fenómeno de la(s) culturas políticas en Colombia, con el 
fin de conocer un poco mejor el origen de los síntomas reseñados.  
Por lo tanto, el objetivo de este capítulo es valorar los hallazgos respecto a los rasgos prevalentes de la cultura 
jurídica en el marco más amplio y crítico de la cultura política. Se acepta este vinculo teniendo en cuenta que 
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algunas cuestiones fundamentales para la cultura política entre ellas la pregunta por la identidad, la cuestión de la 
construcción del estado nación, la inercia autoritaria de la cultura política y la excepcionalidad jurídico-política,  
favorecen un análisis más crítico y amplio de la cultura jurídica. 
Para tal fin el presente capítulo abordará en un primer momento los conceptos de la cultura política desde sus 
orígenes funcionalistas-anglosajones y su posterior enriquecimiento desde paradigmas críticos y hermenéuticos 
que dotaron a la pregunta de la cultura política de un sustrato sociológico claro y más cercano a la realidad 
latinoamericana. En ese marco, se rescata la pertinencia de esas nuevas unidades de análisis que desbordan la 
lectura sistémica de lo político de los pioneros de este campo de estudio y lo redefinen a partir de consideraciones 
críticas de la cultura política.  
Teniendo en cuenta lo anterior, y de cara al contexto colombiano, el carácter hibrido de la sociedad colombiana, la 
pregunta por la identidad y los mitos fundacionales se constituyen en problemáticas que actúan como unidades de 
análisis crítico en la segunda parte del capítulo. En este punto se analizarán los mitos que sin haber logrado 
aportar en la construcción de un estado nación si catapultan unos rasgos definitorios de la cultura política. Del 
estudio de dichos mitos el análisis se dirige en la tercera parte al desarrollo de dos rasgos propios de nuestra 
cultura política que se entienden como consolidados: su inercia autoritaria y la presencia de la cultura mafiosa en 
la sociedad colombiana. En ese marco, se analizarán las dimensiones autoritarias de la cultura retomando la salida 
política que se produjo después del fracaso de los diálogos del Caguán – es decir el gobierno de Álvaro Uribe-. 
Por último, en un cuarto apartado desde la teoría política se abordará la categoría de la excepcionalidad como 
concepto “bisagra” entre la política y el derecho y por esa vía también como engranaje entre la cultura política y la 
cultura jurídica que permite ampliar los marcos de análisis de esta ultima yendo más allá de lo que su 
caracterización inicial sugirió. 
1. La conceptualización de la cultura política.  
El concepto de cultura política nace a la vida de las ciencias sociales a través de los trabajos de Almond y Verba  -
en adelante A&V-  quienes inicialmente analizan el contenido de la nueva cultura occidental de la segunda 
posguerra
 346
. Para A&V, “el carácter de la cultura mundial de la posguerra será político y participativo -ante la 
creencia de que el individuo corriente es políticamente importante- abriéndose dos opciones: la de ciudadano 
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influyente o la de súbdito participante
347
. Su preocupación por los factores que configuran una cultura democrática 
en países occidentales los lleva a ofrecer explicaciones sobre las condiciones que favorecen el desarrollo de esta 
forma de gobierno
348
, y para tal fin realizan un estudio comparativo de las culturas políticas de cinco sistemas 
democráticos en funcionamiento. 
Con tal objetivo los autores advierten las razones para utilizar el concepto de cultura política en sus análisis. En 
primer lugar, el término “se refiere a las orientaciones específicamente políticas, posturas relativas al sistema 
político y sus diferentes elementos, así como actitudes relacionadas con la función de uno mismo dentro del 
mismo sistema”349. Se habla de cultura política como se  podría hablar de cultura económica o religiosa, es decir, 
como un conjunto de orientaciones relacionadas con un sistema especial de objetos y procesos sociales y al 
referirnos a la cultura política aludimos al sistema político que informa los conocimientos, sentimientos y 
valoraciones de su población. En segundo lugar, el concepto cultura política permite más que cualquier otro 
utilizar el marco conceptual y los enfoques de la antropología, la sociología y la psicología
350
. De esta manera, el 
pensamiento sobre el fenómeno se enriquece. 
La cultura política de una nación consiste en la particular distribución entre sus miembros de las pautas de 
orientación hacia los objetos políticos. Los autores retoman los modos de orientación política sugeridos por 
Parsons y Shils
351
 y los relacionan con los aspectos internalizados de objetos y relaciones que incluyen: 1) la 
orientación cognitiva, es decir, los conocimientos y creencias del sistema político, de sus papeles y de los 
incumbentes de dichos papeles en sus aspectos políticos (inputs) y administrativos (outputs); 2)la orientación 
afectiva o sentimientos acerca del sistema político, sus funciones, personal y logros; y 3) la orientación evaluativa 
o los juicios y opiniones sobre objetos políticos que involucran típicamente la combinación de valor con la 
información y los sentimientos
352
. Las orientaciones específicamente políticas se dirigen hacia tres dimensiones 
esenciales en el sistema político. La primera es hacia el sistema político en general, la segunda hacia todas las 
instituciones que generan los inputs del sistema (partidos, parlamento), la tercera hacia los outputs del sistema (sus 
resultados). A estas tres dimensiones hay que añadir las orientaciones hacia uno mismo como sujeto participante 
en el sistema político. 
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En los casos en que prácticamente no hay orientación frecuente hacia el sistema político como objeto general, 
hacia  los objetos políticos y los objetos administrativos y hacia uno mismo como objeto dentro del sistema puede 
hablarse de una cultura política parroquial. Las culturas políticas tribales africanas entrarían en esta categoría. Las 
sociedades con una cultura política parroquial en su forma extrema o pura carecen de roles políticos 
especializados, los roles de liderazgo o dirección pueden ser de tipo político-religioso e incluso económico toda 
vez que las orientaciones políticas hacia dichos roles no están separadas de sus orientaciones religiosas o sociales. 
En estos casos el individuo no espera nada del sistema político y no existen programas de gobierno de gran escala 
con roles especializados para su ejecución. En esta clase de sistema político, los emisarios del gobierno central 
“apenas rozan la conciencia de los habitantes de ciudades y pueblos. (…) Sus orientaciones tenderían a ser 
indiscriminadamente de tipo político-económico-religioso, de acuerdo con las estructuras y operaciones, 
igualmente indiscriminadas de sus comunidades tribales, religiosas, profesionales y locales”353. Lo cual hace que 
predominen sentimientos afectivos de rechazo a cualquier organización social o política que vaya más allá del 
ámbito más cercano o familiar. 
El segundo tipo de cultura política encontrado es la cultura del súbdito. En esta categoría hay una gran frecuencia 
de orientaciones hacia un sistema político diferenciado y hacia aspectos administrativos del sistema. Sin embargo, 
las orientaciones respecto de objetos específicamente políticos y hacia uno mismo como participante activo son 
nulas
354
. El súbdito es consciente de la existencia de una autoridad gubernativa especializada e incluso la evalúa 
como legítima o ilegítima. Sin embargo, el súbdito solo se relaciona respecto al componente administrativo o a la 
corriente inferior del sistema a través de mandatos, directrices o políticas, por lo tanto su relación es pasiva. De 
acuerdo a Torcal, los sujetos de comunidades políticas con este tipo de cultura asumen la existencia de una 
autoridad política especializada que adopta decisiones que los afectan. Por lo tanto se generan afectos hacia el 
sistema en general con base en los resultados obtenidos, sin que se propicie la motivación de tomar parte activa en 
el proceso político adoptando un papel fundamentalmente pasivo con el sistema
355
.   
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La tercera clase o tipo puro de cultura política es la cultura participante. En esta los miembros de la sociedad 
tienden a estar explícitamente orientados hacia el sistema como un todo en términos de sus estructuras y procesos 
administrativos y políticos.  Los individuos de este sistema político de participación se orientan de manera 
favorable o desfavorable hacia las diversas clases de objetos políticos, son activos en su rol de persona en la 
política, aunque sus sentimientos y evaluación de semejante rol sean variables
356
. La comunidad política en la que 
predomina la cultura participante se caracteriza porque sus integrantes tienden a estar claramente orientados hacia 
el sistema en general adoptando un papel activo en la comunidad política, encaminando sus esfuerzos tanto hacia 
el input como al output del sistema
357
. 
A&V precisan tres situaciones. La primera es que esta triple clasificación de culturas políticas no supone que una 
orientación sustituya a la otra, por ejemplo, la cultura de súbdito no elimina orientaciones difusas hacia las 
estructuras primarias de la comunidad propias de la cultura política parroquial. De igual modo, la cultura de 
participación puede fusionarse con las otras dos culturas. En ese contexto, las orientaciones  -por ejemplo 
parroquiales- deben readaptarse cuando en el ambiente también se encuentran orientaciones nuevas y más 
especializadas. 
 La segunda precisión se refiere a que esta clasificación tripartita no supone homogeneidad en las culturas 
políticas, de hecho todas las culturas políticas exceptuando las culturas parroquiales puras son mixtas
358
 con base 
en dos dimensiones actitudinales básicas: la identificación con el sistema político y el compromiso participativo. 
De esta manera, “los sistemas políticos con culturas predominantemente de participación, incluirán aún en los 
casos concretos, culturas de súbdito y parroquialismo. Las imperfecciones de los procesos de socialización 
política, las preferencias personales y las limitaciones de la inteligencia o de las oportunidades para aprender 
continuarán dando paso a elementos súbditos o parroquiales, incluso en democracias bien aseguradas y 
estables”359.  
Por lo tanto pueden  presentarse categorías híbridas en los modelos de A&V. La cultura súbdito-parroquial se 
trata de un tipo de cultura política en que una parte sustancial de la población ha rechazado las pretensiones 
exclusivas de una difusa autoridad tribal, rural o feudal desarrollando una lealtad hacia un sistema político más 
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complejo con estructuras centrales de gobierno más especializadas
360
. En estos casos no siempre la transformación 
es unívoca, el impulso puede estabilizarse mucho antes de transformarse en una cultura de súbdito plena y, 
adicionalmente, el modo en que tiene lugar el paso de una cultura parroquial a otra de súbdito afecta la manera en 
que se transita de una cultura de súbdito a una de participación. Además, en este subtipo de cultura una parte de la 
población se orientara hacia autoridades tradicionales difusas  y otra  hacia la estructura especializada del sistema 
autoritario central
361
. 
La cultura del súbdito-participante se caracteriza porque una parte sustancial de la población ha adquirido 
orientaciones políticas especializadas y un conjunto activo de autoorientaciones, mientras que la mayoría de la 
población continúa orientada hacia una estructura gubernamental autoritaria
362
. En ese orden, las orientaciones de 
participación se han difundido solamente entre una parte de la población puesto que su legitimidad es puesta en 
tela de juicio por la persistente cultura del súbdito, por lo tanto los ciudadanos “tienden a permanecer como 
aspirantes a la democracia”363.          
De otra parte, la cultura parroquial-participante fue el rasgo fundamental de las naciones incipientes en la 
segunda posguerra. En la mayor parte de tales países la cultura política fue predominantemente parroquial y las 
normas estructurales que se introdujeron fueron de corte participativo por lo que se exigía una cultura de la 
participación
364
. Sin embargo, el balance sobre el desarrollo de culturas de participación en ese momento no fue 
desarrollado por los autores, solo se resalta el hecho de que la fragmentación parroquial en este tipo de sistemas 
siempre amenazó la consolidación de una cultura participativa y se presentaban inclinaciones hacia el 
autoritarismo o la democracia. 
1.1. Reformulación del concepto de cultura política 
La respuesta a las críticas anteriores se elaboró inicialmente por parte de los integrantes de este paradigma tales 
como Pye y Verba y su trabajo Culture and Political Development; Barnes, Kaase, Inglehart, Wildasky y 
Putnam
365
, sus contribuciones sirvieron para matizar, enriquecer y, en algunos casos, corregir aspectos 
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fundamentales del trabajo original de A&V
366
. De este modo, estas contribuciones no sólo han ayudado a la 
supervivencia de este paradigma, sino que han favorecido la creciente importancia que ha retomado en los últimos 
años para la ciencia política. 
Almond expone cuatro niveles relacionados con su actualización del significado de la cultura política de la 
siguiente manera: En primer lugar como un conjunto  de orientaciones políticas de una comunidad nacional o 
subnacional; en segundo lugar, como un objeto de estudios portadores de componentes cognitivos, afectivos y 
evaluativos, que incluyen conocimientos y creencias sobre la realidad política, los sentimientos políticos y los 
compromisos con los valores políticos; en tercer lugar, el contenido de la cultura política es el resultado de la 
socialización primaria, de la educación, de la exposición a los medios y de las experiencias adultas de las 
actuaciones gubernamentales, sociales y económicas; y, por último, “la cultura política afecta a la actuación 
gubernamental y a la estructura política, condicionándolas, aunque no determinándolas, porque su relación causal 
fluye en ambas direcciones"
367
. 
Para Leticia Heras es posible afirmar que como concepto, la cultura política ha sido muy útil para entender las 
actitudes de las personas hacia su sistema político, qué saben de él, cómo se identifican con él y cómo lo 
evalúan
368
. También es vista como el acervo de códigos que los hombres han construido históricamente acerca de 
su orden político vigente, donde la acción política es la objetivación de dicha cultura. Para Heras se requiere un 
estudio del grupo y una revisión histórica que recupere significados, códigos y tradiciones que las personas 
objetivan de su cultura política. Si se considera a la cultura política como un acervo desarrollado con el paso del 
tiempo, es claro que la imposición no va a eliminarla, ya que siempre habrá resistencias al nuevo acervo. Y si 
bien, una parte de éste puede negociarse, el proceso es paulatino, y no siempre responde a la inmediatez de las 
necesidades de implantación de un nuevo orden político En el cambio de regímenes puede ser relativamente fácil 
el cambio de las estructuras de poder o de instituciones, pero la cultura política previa puede obstaculizar los 
deseos de cambio
369
, por lo tanto, pueden coexistir diversos significados y tradiciones sobre la cultura política.  
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De su parte, Martha Cecilia Herrera
370
observa que debido a las objeciones al concepto de cultura cívica, Almond 
elaboró en la década del 90 un concepto más abierto y dinámico, con respecto al trabajo del 60, cotejando modelos 
ideales de cultura política y prácticas concretas. En este acercamiento persiste la conexión entre cultura política y 
nación, en donde esta ultima representa el marco referencial en el que opera aquella, al tiempo que se mantienen 
los tres componentes de la cultura política delimitados en la definición dada en la década del 60: el cognitivo, el 
afectivo y el evaluativo.  
De lo anotado se observa que el análisis de la cultura política ha tenido un intenso desarrollo no exento de 
conflictos y dificultades epistemológicas que gradualmente empezaron a definir la problemática. Ya desde el 
clásico de A&V se encontró que la tradición funcionalista pese a sus limitaciones permite independizar 
gradualmente la cuestión de la cultura política y ubicarla como cuestión fundamental al interior de la también 
reciente ciencia política. La investigación “logró tres avances indudables: primero, definir la cultura política como 
una subdisciplina estructural al interior de la ciencia política; segundo, señalar la importancia que la cultura 
política tienen en la comprensión de los sistemas políticos y las democracias en la medida en que constituye su 
base; y tercero,  explorar nuevas aproximaciones a la misma que superaron definitivamente su sesgo 
funcionalista”371. 
Después de las críticas al funcionalismo de A&V el concepto de cultura política fue adquiriendo su propio cuerpo 
conceptual. A continuación se expondrá este trasegar en el cual la hermenéutica crítica sirve como estructura para 
interpretar el fenómeno
372
. Para tal fin se planteará la redefinición de la cultura política orientándola hacia una 
interpretación menos etnocéntrica cuyos parámetros buscan aplicarse de manera más amplia a Latinoamérica
373
. 
Posteriormente, se explorarán las unidades de análisis y las problemáticas centrales de la cultura política en 
Colombia dada su importancia para analizar los rasgos descritos en la cultura jurídica. 
La redefinición del concepto de cultura política es para Mejía un proceso que requirió asumir ciertas 
problemáticas en la consideración general de la cultura que empiezan a concretarse a partir de la década de los 
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ochenta: “de una parte, la asunción de la tradición hermenéutica continental, de otra la problematización 
latinoamericana sobre su identidad cultural y, finalmente, la hermenéutica crítica contemporánea”374. Teniendo en 
cuenta que la creación y el funcionamiento de las instituciones jurídico-políticas  depende del contexto donde 
existan y que la cultura política y la cultura jurídica tienen un sustrato sociológico concreto se hará énfasis en la 
cuestión de la identidad cultural entendida como hibridez.  
Para el siglo XIX Leopoldo Zea advirtió la presencia de tres proyectos que influyeron en la identidad latinoamericana: 
el proyecto independentista, el proyecto conservador y el proyecto progresista
375
. También presentó un cuarto 
denominado proyecto asuntivo que implicaba una asimilación conciliadora de todo nuestro pasado (amerindio, 
hispano, independentista, conservador, moderno), que dejara de segmentar nuestra identidad para  lograr una 
conciencia histórica integral. La mirada de Zea a los cuatro proyectos es importante para este trabajo porque recaba en 
las diversas opciones o propuestas políticas que han intentado ser cultivadas en Latinoamérica sin que necesariamente 
prosperen. 
Sin haberse superado las tensiones sobre cuál proyecto asumir, en el siglo XX se presentaron tres posiciones en torno 
a la cultura, la identidad latinoamericana y la cultura popular que bien podrían resumirse en la identificación de la 
misma con la ideología, con los valores y con el símbolo y la tradición
376
.  La primera fue dominante a inicios del 
siglo XX como consecuencia  directa del análisis marxista sobre nuestra sociedad que consideró de forma un tanto 
mecánica a la cultura como una distorsión y una falsa conciencia que debía ser superada para terminar con el 
sometimiento de las élites. La cultura que se identifica con valores entendió la reivindicación de los valores propios 
frente a la clara simpatía e imposición de las elites latinoamericanas de valores extranjeros. Esta posición se catalizó a 
través de la narrativa del “Boom Latinoamericano”. Por último, como una profundización de la cultura asumida como 
valor, se encuentra la lectura de la cultura como símbolo y tradición que buscaba definir nuestra identidad cultural a 
partir de los símbolos reconocidos. Estas dos últimas lecturas facilitaron la cualificación del concepto en los términos 
convencionales, es decir, la cultura como ideología, restringida a procesos y productos intelectuales de “alta cultura” 
propia de las elites criollas, es reemplazada por una concepción de cultura crítica articulada a procesos materiales de 
producción simbólica, con roles de dominación y hegemonía pero también de contestación y resistencia
377
.  
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Gracias a esta exploración se presenta una nueva consideración integral de la cultura que la interpreta en términos de 
rescate de sus valores, sus símbolos y tradiciones, pero sin olvidar la necesaria postura crítica frente a la misma
378
. Y 
es a partir de estos consolidados que resulta útil reelaborar los procesos posteriores de reformulación de la cultura 
política, tanto a nivel universal como en América Latina y Colombia. 
De acuerdo a lo anterior, es pertinente irrumpir en las unidades de análisis y los problemas centrales de la cultura 
política desde una tradición crítica y contextualizada mas allá de las exigencias del funcionalismo advertidas que se 
facilitan desde las reflexiones sobre la cultura y la identidad para Latinoamérica. De este modo, el estudio de la(s) 
cultura(s) política(s), -que comienzan a ser referidas en plural-, requieren un análisis histórico principalmente en 
torno a la estructuración de los estados nacionales, las tensiones entre tradición y modernidad que alimentan 
nuestras dinámicas políticas, la apropiación privada de los instituciones del Estado y la conformación de élites 
nacionales
379
.  
Con la intención de analizar la cultura política acercándose a los factores señalados la Universidad Pedagógica
380
 
desarrolló un estudio para Latinoamérica que abordó el fenómeno desde las tensiones y contradicciones de los 
grupos sociales en conflicto, defendiendo un concepto relacional de acción social entre sujetos políticos, (…) 
concibiendo a la ciudadanía desde sus imaginarios y representaciones y al ámbito de la política y la democracia no 
en las instituciones formales sino en la trama social tejida en el marco de la crítica y el conflicto
381
.  
Bajo ese marco, la cultura política es definida como “el conjunto de prácticas y representaciones en torno al orden 
social establecido, a las relaciones de poder, a las modalidades de participación de los sujetos sociales, a las 
jerarquías que se establecen entre ellos y a las confrontaciones que tienen lugar en diferentes momentos históricos. 
Por lo tanto, las relaciones no giran solamente alrededor del Estado nacional, ni a las respuestas del sistema 
político como en el funcionalismo. Además, se hace posible identificar la existencia de diferentes culturas 
políticas dentro de las sociedades y simultáneamente considerar expresiones culturales no relacionadas de manera 
explícita con la esfera de la política pero que inciden en la constitución de modelos y pautas que repercuten sobre 
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 Ver: Ponencias del I Congreso Internacional de Filosofía Latinoamericana, Bogotá: USTA, 1980 y Ponencias, II Congreso Internacional de Filosofía Latinoamericana, 
Bogotá: USTA, 1982. En el último texto figura el trabajo de CÁRDENAS PATIÑO, Alberto  “Hans Kelsen y su influjo en el pensamiento jurídico colombiano” citado 
en la primera parte de este trabajo. 
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la cultura política,  aludiendo al trabajo de Fernando Calderón & 
Mario Dos Santos, “Movimientos sociales y gestación de cultura política”; 1987.  Op cit. Pp. 18 
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Ver HERRERA, Martha, PINILLA, INFANTE Alexis Raúl, DÍAZ, Carlos “Acercamientos teóricos y metodológicos al concepto de cultura política” en  La 
Construcción de la Cultura Política en Colombia, op cit, pp. 15-35.  
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ella. Así las cosas, el concepto de cultura política debe permitir ver la riqueza de los procesos de construcción 
cultural e indagar las dinámicas de las diferentes “subculturas políticas” que convergen en un momento histórico 
especifico”382. 
Tal apreciación compleja durante las últimas décadas del siglo XX continuó validando el análisis de factores 
como la estructuración de los estados nacionales o las tensiones entre tradición y modernidad  para definir el 
carácter de la cultura política. De manera que ante las críticas al funcionalismo de A&V y la aparición desde el 
contexto latinoamericano de reflexiones propias, resulta pertinente acercarse a los factores que ayudan a pensar en 
el fenómeno en el país desde un enfoque cualitativo
383
. Para tal fin se hará referencia a los problemas relacionados 
con el carácter híbrido de la cultura política y los diversos mitos de estado nación que han intentado constituirse 
como símbolos de unidad en el país.  
1.2. La sociedad híbrida y mitos fundacionales en Colombia.  
El carácter híbrido de la sociedad es fundamental porque constituye el sustrato concreto y una unidad de análisis 
crítico de la cultura política. De acuerdo a Mejía -sugerido al inicio de este apartado-, se presentan tres cuestiones 
al respecto: la primera, la pregunta por el carácter de nuestra identidad que sigue polarizada entre un talante 
conservador y otro progresista sin lograr contornos definidos. La segunda, ya desde una visión más práctica aunque 
no menos filosófica, la han presentado Rubén Jaramillo o Rafael Gutiérrez Girardot  en torno al carácter tradicional 
de la cultura colombiana y a la tensión no resuelta entre premodernidad, modernidad y postmodernidad, –-384,  
finalmente, desde la sociología de cultura, Néstor García Canclini, con su planteamiento de América Latina como una 
cultura híbrida
385
. A continuación se desarrollarán los principales argumentos desde las tendencias señaladas, 
sobre esta condición en la cultura política colombiana.  
La discusión sobre la “cuestión moderna” en América Latina y en Colombia advierte que histórica, económica, social 
y políticamente esta región puede enmarcarse en la categoría weberiana de sociedad tradicional
386
. Incuso, las 
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 Ver Martha Herrera, Alexis Pinilla, Raúl Infante, Carlos Díaz, “Acercamientos teóricos y metodológicos al concepto de cultura política” en  La Construcción de la 
Cultura Política en Colombia, op cit, p. 34. 
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 Vale la pena insistir en que el método utilizado en esta tesis de maestría investigativa es el enfoque cualitativo. 
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 Estas posturas ya se señalaron en el acápite de los rasgos formalistas de la cultura jurídica. Ver Gutiérrez Girardot, “La cultura de viñeta” Op cit y JARAMILLO, 
Rubén, Colombia: la Modernidad Postergada, Op cit. 
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 GARCÍA CANCLINI, Néstor, Culturas Híbridas, México: Grijalbo, 1990. 
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explicaciones sobre la naturaleza incumplidora  y formalista del colombiano entre otros estudios dan cuenta de ello
387
. 
Ahora bien, ¿Qué quiere decir esto? ¿Qué procesos han impedido entrar en el proceso de racionalización occidental 
descrito por Weber y han sostenido la persistencia de estructuras tradicionales?  
Desde Weber la sociedad tradicional se encuentra regida por un tipo mixto de dominación tradicional-carismática 
que, en términos generales, se caracteriza por una legitimación del poder a través de las tradiciones constituyentes y 
constitutivas de una comunidad, una estructura patriarcal-vertical obedecida devotamente sin ser susceptible de ser 
cuestionada y un reconocimiento emotivo de las condiciones de mando del líder. Desde Weber, la función del 
derecho en la sociedad tradicional es garantizar la dominación tradicional-carismática, es decir, la jerarquía y el 
sistema de privilegios sobre los que se fundamenta el orden social. En consecuencia, la obediencia al derecho se 
supedita al contexto ético-político
388
.   
En la sociedad tradicional, el poder es limitado por normas tradicionales y la autoridad se ejerce a discreción aunque 
pueda tener la forma de un mandato formalmente establecido. Con el fin de asegurar la obediencia, se acude a la 
figura del líder como factor de cohesión estructural, se prescinde de un cuadro administrativo profesional y se vale de 
seguidores y adeptos para el ejercicio de las funciones del estado. Dado que el equipo de colaboradores no se escoge 
por razones objetivas no se logra clara distinción de funciones y cargos y se reduce la función del Estado al 
cumplimiento de los mandatos personales del líder y la manutención de privilegios a través del cuadro de 
colaboradores.  
Durante tres siglos se produjo un remplazo de las imágenes tradicionales con un pensamiento crítico  alimentado por 
el Renacimiento humanista, la Reforma protestante y la Ilustración que disocia las normas, valores y tradiciones que 
hasta entonces regulaban las relaciones sociales, sometiendo a la sociedad a  nuevas lógicas y objetivos derivados de 
la dinámica del mercado. Este proceso de racionalización cultural tiene como consecuencia el surgimiento de un tipo 
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 En el ultimo capitulo se presentará la(s) Teoría(s) de los Trasplantes Jurídicos y su interpretación del fenómeno del fracaso de tendencias modernas  en el derecho y la 
persistencia de rasgos tradicionales.  Debe resaltarse que este enfoque no “se lamenta” de esta situación. En un sentido simi lar y rechazando el desarrollo lineal de las 
instituciones a la luz de esquemas modernos o racionales, se pronuncian por ejemplo las escuelas que se conocen como “Estudios Poscoloniales” que reconocen la 
diversidad que ha surgido, la marca de la fragmentariedad y  la destrucción de fronteras culturales y político-sociales. Ver por ejemplo, CASTRO Santiago “Ciencias 
sociales, violencia epistémica y el problema de la “invención del otro”. En: LANDER Edgardo (comp.) La Colonialidad del Saber: Eurocentrismo y Ciencias Sociales. 
Perspectivas Latinoamericanas. Buenos Aires: CLASCO-UNESCO. 2003. pp. 145-159. 
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de acción social diferente al tradicional, caracterizado por una "acción racional con arreglo a fines", propia de la 
sociedad capitalista
389
. 
En segundo lugar, la condición personalista, contextual y tradicional del derecho de la sociedad tradicional, cede su 
lugar a un proceso de racionalización del derecho que  deviene en "medio organizador" que posibilita la 
institucionalización de la acción racional individual en "sistemas de acción racional con arreglo a fines". Asimismo, el 
sistema jurídico se constituye en el instrumento que garantiza y legitima el cálculo racional-instrumental y la 
planeación estratégica, tanto de la sociedad como de los individuos, en lo que constituye el segundo momento de 
racionalización social del sistema capitalista. 
Los dos procesos señalados consolidan una nueva formación económico-social moderna caracterizada por una 
economía capitalista, un modelo de pensamiento cuyos pilares son la eliminación del pensamiento generalizante y la 
desacralización de la vida y de las explicaciones cotidianas. Esta nueva racionalidad formal determina un nuevo tipo 
de acción social orientada al cálculo racional y la planeación y realización estratégica de resultados: un Estado 
burocrático, conformado por funcionarios de carrera jerárquicamente organizados y estructurado a partir de una 
división especializada del trabajo que optimiza, en un primer momento de su desarrollo histórico el ámbito 
económico, surgiendo un nuevo tipo de dominación legal que impone a la sociedad un universo de reglas 
sistemáticas, abstractas e impersonales en el marco de un orden donde ciudadanos y funcionarios obedecen por igual 
el mismo ordenamiento. 
Sin embargo, esta transición no es lineal y no está exenta de conflictos. De un lado, se desarrolló una dicotomía entre 
la legitimación sustantiva basada en el contenido de las órdenes de la sociedad tradicional y una legitimación 
procedimental que se deriva del proceso de racionalización moderno. En las sociedades tradicionales en transición 
que intentan apropiarse del proceso de racionalización occidental referido, -como la colombiana-,  la situación en 
mucho más compleja porque unos siglos más adelante se reproducen no solo las dicotomías propias del conflicto 
entre las estructuras tradicionales y las modernas, sino que el proceso de globalización proyecta en la periferia las 
contradicciones que en el mismo sentido vive la sociedad capitalista avanzada en los centros del poder mundial, así 
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como el choque con otros modelos de legitimidad de corte postliberal que mantienen a las sociedades tradicionales en 
una situación de inestabilidad constante
390
.  
En consecuencia
391
, la cultura política latinoamericana en general, como colombiana en particular,  puede 
caracterizarse por el entrecruzamiento de las temporalidades premoderna, moderna y postmoderna, y sus 
correspondientes paradigmas políticos representativos sin que exista una relación lineal entre ellas, esta tensión 
evidencia el carácter híbrido estructural de nuestras sociedades. Ello genera tanto las contradicciones entre los valores 
tradicionales, modernos y posmodernos que se manifiestan en una identidad político-cultural difusa, como la 
dificultad de definir una conciencia política permanente y en su lugar, se alimenta una indiferencia y/o escepticismo 
políticos que se resuelve en la vuelta a formas de legitimación tradicional-carismáticas y, en el marco de lo anterior, a 
proyecciones autoritarias
392
. 
Bajo la misma premisa: -la coexistencia de temporalidades-, García Canclini
393
 describe las culturas 
latinoamericanas como culturas híbridas en las cuales coexisten paradigmas políticos. Los países latinoamericanos 
son el resultado de la sedimentación y entrecruzamiento de tradiciones coloniales, hispánicas y modernas que 
intentaron sustituir lo antiguo con lo moderno. Las distintas clases y fracciones de clase cuyos intereses 
antagónicos están lejos de conciliarse a través de los modelos de legitimacion que acompañan a las formas 
político–jurídicas, y se adolece de un consenso mínimo que apoye el avance hacia un proceso de modernización 
integral y participativo
394
. Por lo tanto, los múltiples proyectos en América Latina y entre ellos el proyecto 
modernizador que se valió del positivismo jurídico, responden a multiplicidad de actores y a diversas pretensiones 
de legitimidad no conciliadas en culturas  híbridas
395
. 
Es necesario señalar que la hibridez no es necesariamente un problema en las sociedades actuales. También puede 
significar pluralismo o coexistencia de lecturas distintas sobre el mundo por parte de los ciudadanos y no mera 
confusión resuelta a través de símbolos y prácticas autoritarias. Habermas
396
 por ejemplo, se refiere a las 
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condiciones para asegurar la legitimidad del derecho establecido mediante el procedimiento de la política 
deliberativa: toda sociedad que busque construir un sistema político-jurídico democrático deberá ser capaz de 
analizar sus momentos más sobresalientes y determinar cuáles han sido sus procesos deliberativos, y en 
consecuencia, en qué medida se ha logrado conocer el estado de la opinión pública (diversa en esencia), y su 
relación con la actividad legislativa y judicial, de manera particular cuando se consulta al constituyente primario 
con el propósito de auscultar la posibilidad de poner fin  a una carta política y construir un nuevo orden jurídico.  
Ahora bien, ¿qué define a la cultura política en momentos concretos en medio de esa indefinición aparentemente 
crónica? Mejía reconoce puntos de fuga que perfilan posiciones políticas. Entre estas se encuentran el surgimiento de 
una eticidad dominante de tipo autoritario que, catalizando el tipo de legitimación tradicional-carismática impone 
sobre el conjunto su orientación hegemónica. Un segundo punto de fuga es la posición de relativismo, 
escepticismo e indiferencia, propia de las nuevas subjetividades postmodernas, catalizando un tipo de legitimación 
autorreferencial sistémica ajena a las dinámicas y reclamos ciudadanos. De este modo, “la salida a mediano plazo 
siempre parecerá inclinarse hacia el autoritarismo en cualquiera de sus formas, como la única forma de imprimirle 
una dirección determinada a los procesos políticos, y superar las situaciones de inestabilidad y crisis políticas 
consecuentes”397. Frente a los puntos de fuga, la salida hacia el autoritarismo caracteriza a la cultura política 
contemporánea colombiana, y por tal razón se analizará el carácter de las democracias autoritarias basadas en el 
valor de la seguridad y la unidad nacional de corte schmittoniano que las sociedades liberales, en especial después 
del 11 de septiembre han adoptado
398
.  
Junto a la problemática de la hibridez y sus consecuencias en la caracterización de la cultura política, en los mitos 
del estado-nación se encuentra otra problemática estructural para abordar el fenómeno. De acuerdo al trabajo de 
Miguel Ángel Urrego
399
 se pueden establecer varios tipos de mitos del estado-nación: los mitos fundacionales, los 
mitos de combate y los mitos de finalidad que operarían en nuestro contexto nacional de la siguiente manera: 
En primer lugar tenemos los mitos fundacionales o mitos de origen sobre los que se funda el estado-nación 
entendida como esa comunidad imaginada de la que hacemos parte. Colombia se revela como carente de un mito 
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fundacional fuerte por la inexistencia misma de cultura amerindia única o dominante en nuestro territorio
400
. En 
segundo lugar se encuentran los mitos de combate, resistencia o conquista, donde también caben héroes 
nacionales o mártires que cohesionan su imaginario simbólico. En ese contexto, para Colombia, la guerra se va 
afianzando como mito estructural de la nación colombiana (nueve guerras civiles en siglo XIX) y, más tarde, la 
violencia misma que ha negado la posibilidad de construir un mito de trascendencia de carácter fundacional o de 
finalidad. La violencia se constituye en uno de los mitos por excelencia, con el claro propósito de justificar 
prácticas autoritarias y modelos de democracia restringida. En tercer lugar están los mitos de finalidad: la idea de 
un destino nacional predeterminado o por construir, como fuera el caso en Estados Unidos que junto al mito 
fundacional de la “tierra de libertad y oportunidades”, construyó, -con base en el protestantismo calvinista del 
colono- el mito del “destino manifiesto”. En Colombia tampoco se vislumbra un mito de finalidad vista como una 
idea de meta colectiva, salvo -para Mejía- el que las élites se empecinan en proyectar como aliado de Estados 
Unidos
401
. 
Si bien ninguno de los tres tipos de mitos han logrado consolidar el estado-nación en Colombia, resulta necesario 
referirse a algunos que “alcanzan determinados y esporádicos niveles de consistencia nacional, tanto histórica 
como míticamente, gravitando en esa conciencia fragmentada de la nacionalidad”402. Un breve recorrido nos 
permite detectar una serie de mitos que, sin lograr cohesionar a la nación fracturada que compone a Colombia, se 
convierten en mitos dominantes que implican un modelo de democracia restringido excluyente o incluyente, según 
el momento y las circunstancias históricas y políticas lo permitieran. 
Ciertamente, el mito de la Regeneración es el mito dominante en la historia del país que inicia siendo un mito que 
confronta política y militarmente al Mito del Olimpo Radical a finales del siglo XIX. En Colombia a través de este 
se definieron los rasgos identitarios más representativos de la cultura política: el tradicionalismo, el conservatismo 
y el autoritarismo que asfixiaba otros tipos de identidades. Para Urrego, es la Regeneración la que establece la 
institución del himno nacional, el  catolicismo y la hispanización como ideal nacional, los símbolos nacionales 
que hasta hoy se reivindican: la “patria”, el Sagrado Corazón, la etitización católica de las virtudes. Además, 
implica un modelo de democracia restringida excluyente: parcialmente a través de estos símbolos la hegemonía 
conservadora se prolonga por 44 años. 
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Respecto al catolicismo, se observa que se mantiene en la actualidad como una perspectiva representativa en el 
contexto nacional. La defensa y promoción del ideario católico, la cultura política como derivación de fuentes 
divinas últimas, la tradición y la ética católica elevada a moral pública aparentemente validada por todos en la 
cotidianidad se articula a una concepción de ciudadanía pasiva y sumisa -incluso hoy-frente a jerarquías 
eclesiásticas y civiles. Esta situación constituye una prueba de la supervivencia de una sociedad tradicional.  
Posteriormente con el advenimiento del gobierno liberal de Enrique Olaya Herrera se advierte el nacimiento de un 
nuevo mito: el Mito de la Republica Liberal que, “sin embargo, no logra consolidarse políticamente aunque si lo 
hace simbólicamente como expresión de contestación y confrontación con el conservatismo y su Mito de la 
Regeneración”403. El liberalismo no apuntala una elaboración simbólica moderna sino modernizante y su 
antinorteamericanismo es apenas parcial durante el primer gobierno de López Pumarejo
404
. En este contexto 
surgen nuevos mitos democrático-populares, incluso autoritario-populares. Entre los primeros el más significativo 
será el submito de Jorge Eliécer Gaitán, quien es asesinado y se desencadena El Bogotazo, acontecimiento que 
adquiere también visos míticos en Colombia y América Latina como símbolo de la intolerancia no solo 
conservadora sino de las elites colombianas, de la violencia estatal y de la revuelta popular frustrada sin incidencia 
política.  
El siguiente mito es el Mito del Frente Nacional que institucionaliza un bipartidismo restrictivo, un reparto 
milimétrico de los cargos y fortalece el modelo de democracia restringida y pactista que se inició con la 
Regeneración. Además, la amenaza comunista justifica la exclusión de toda oposición política y se inicia en el 
país otra constante desde entonces: la condena y criminalización de la protesta popular. Por contraste a nuestra 
débil identidad nacional marcada por la violencia y las restricciones a la participación cívica y/o política descolla 
en la década del sesenta la aparición de la televisión que será el origen de mitos mediáticos artificiales de 
proyección nacional (la selección de fútbol, el Reinado Nacional, las telenovelas, etc.) que intentarán afianzar 
desde sus pautas pseudoculturales un imaginario colectivo que consolida mediáticamente un ethos de resignación 
e  indiferencia, funcional a la dominación de las élites
405
. 
Junto a lo anterior, resurgen tres submitos democrático-populares en este periodo que mantienen la tradición de 
resistencia campesina. El primero es el submito de los Bandoleros, entre los que resalta Guadalupe Salcedo, 
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guerrillero liberal que se levanta contra la dictadura de Rojas Pinilla, se desmoviliza y es asesinado, mientras que 
bandoleros como (Efraín González, el llamado Sangre Negra) convierten al “bandolero” en una figura 
paradigmática en el imaginario colombiano por su combatitividad y resistencia al establecimiento. El segundo 
submito de resistencia se encuentra Camilo Torres, sacerdote católico y sociólogo quien tras su muerte en 
combate en 1966 en las filas del ELN se erige en una figura mítica. El tercer mito popular es el General Rojas 
Pinilla, fundador de un movimiento alternativo al bipartidismo, la Alianza Nacional Popular, ANAPO, que más 
tarde da origen a la guerrilla armada denominada Movimiento 19 de Abril, M-19 deviene otro submito 
democrático-popular.  
Ya en la década del ochenta resaltan los mitos relacionados con la oposición política de la UP (Unión Patriótica) 
que fue víctima de un genocidio que dejó una marca en el imaginario colectivo como uno de los más oprobiosos 
hechos de la historia de Colombia, expresión de la intolerancia de las élites dirigentes siempre reacias a ampliar 
realmente el espectro de participación política. Junto a la desaparición de este partido político se “agranda” la lista 
de mitos que fueron vistos como obstáculos ya no solo por el bipartidismo histórico sino por el narcotráfico, entre 
ellos resaltan los asesinatos de Luis Carlos Galán, Fernando Pizarro, Jaime Jaramillo, entre muchos otros teniendo 
la muerte de Galán un fuerte impacto mítico  en la memoria colectiva colombiana.  
Posteriormente surge el Mito de la Constitución del 91 que dentro de sus múltiples lecturas requiere reconocer que 
a pesar de sus limitaciones constituye el principal intento para fundar un proyecto de modernidad integral en 
Colombia, basada en un Estado Social de Derecho como instrumento de paz y reconciliación, un catálogo de 
derechos fundamentales y un modelo de democracia participativa incluyente diametralmente opuesto al existente 
hasta el momento. Sobre la constitución vigente por ser un hecho jurídico-político fundamental para este análisis 
nos referiremos en el siguiente acápite. 
En el marco de la Constitución del 91 surgen igualmente dos submitos autoritario-populares: de una parte el 
narcotraficante, Pablo Escobar, - que en una línea similar a las mentalidades incumplidoras de los vivos y en 
ocasiones rebelde señaladas en el apartado de incumplimiento de reglas-,  simboliza la astucia popular, la 
movilidad social por medio del dinero resultante de actividades mafiosas y encarna la resistencia al ordenamiento, 
la malicia indígena canalizando sentimientos nacionalistas y antiimperialistas, así como valores suntuarios que 
expresan  poder y estatus social. Pablo Escobar constituye el símbolo más fuerte y constante de la cultura mafiosa 
que se alimentó de los mitos fundacionales violentos y populares de la cultura política, y al mismo tiempo puede 
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explicarse desde el  incumplimiento generalizado de reglas de la cultura jurídica. El otro mito autoritario lo 
encarna Álvaro Uribe Vélez  -en adelante AUV-, quien simboliza una salida salvadora frente a laxitud 
gubernamental frente a la histórica guerrilla de las FARC y los excesivo espíritu participativo de la Carta del 91 y 
quien personaliza la crítica autoritaria al ordenamiento y la rectificación carismática de prácticas corruptas, 
catalizando sentimientos tradicionales y posturas parroquiales de defensa de la eticidad rural “paisa” como 
eticidad líder y modelo del ethos colombiano
406
. 
2. Autoritarismo y cultura mafiosa. 
Aunque las interpretaciones son disimiles, del anterior recorrido por los mitos de Estado-nación y por los submitos 
democráticos y autoritarios de índole popular, se desprende un rasgo compartido y dominante que resulta 
fundamental para la apreciación de nuestra cultura política y este rasgo es la inercia autoritaria de los símbolos 
mencionados. Esto se explica porque tales mitos encarnan el uso de la violencia y a la vez son diversas 
representaciones de la exclusión política que también se escudan en la violencia: los bandoleros, la Violencia 
Política, el Frente Nacional, o bien, son mitos que “cargan” con la inercia autoritaria porque son víctimas -como 
personas o instituciones- de tales prácticas violentas y excluyentes: la UP, la Constitución de 1991, Gaitán, Torres, 
Galán, Pizarro entre otros.  
Esta situación dificulta la consolidación de un mito o un imaginario colectivo de Estado nación en el cual sea 
posible fomentar la inclinación a obedecer las regulaciones de la autoridad, por esa vía es posible explicar  dicha 
inercia autoritaria y el acomodo a sus anchas de una cultura mafiosa en la sociedad colombiana, en su cultura 
política y en sus instituciones. En otras palabras, la falta de identidad, que se comprende por la ausencia de un 
mito de estado-nación y la tendencia por soluciones autoritarias y excluyentes, han fortalecido los (dis)valores de 
la narcocultura o la cultura mafiosa. Igualmente, la situación descrita permite validar el incumplimiento de reglas 
como rasgo definitorio de la cultura jurídica, y explica porque la identidad nacional reciente gravita en torno al 
“patriarcalismo uribista” que se define desde tipologías tradicional-carismáticas propias de una sociedad rural, 
más modernizada que moderna
407
.    
Dada la importancia de lo anterior, se analizará la cultura política como cultura mafiosa  y posteriormente se 
presentarán sus  dimensiones autoritarias  en dos momentos: retomando las salidas políticas autoritarias que se 
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 Ver MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la cultura política. Op cit.42. 
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar . La Constitución del 91 revisitada. Dos décadas de una Constitución sitiada. Pp. 9. Texto en mimeo.  
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produjeron después del fracaso de la Constitución de 1991 y  desde la categoría de excepcionalidad como 
concepto “bisagra” entre la política y el derecho.  Esto con el fin de presentar a la excepcionalidad y el 
autoritarismo como rasgos compartidos de la cultura política y la cultura jurídica que permiten realizar lecturas 
más integrales de la última. 
2.1. La cultura mafiosa en Colombia 
El incumplimiento de reglas se viene manifestando en el fenómeno de la cultura mafiosa y constituye al mismo 
tiempo un rasgo definitorio de la cultura jurídica y política. En su análisis sobre el concepto de cultura mafiosa
408
. 
Ivonne León, Pablo Reyes y Oscar Mejía aluden a estudios italianos que la presentan como un fenómeno cercano 
a la cultura parroquial y súbdita basada en una dominación tradicional y carismática que florece en la sociedad 
siciliana y que actualmente se reproduce en las dinámicas del capitalismo global. 
De su parte, los autores recogen la Teoría de la Dependencia que en su interpretación de Weber presentan las 
categorías de capitalismo aventurero y un lumpen desarrollo, dentro de las cuales la legitimidad racional se pone 
al servicio de estructuras carismáticas y las élites usufructúan el aparato del Estado limitando el proceso de 
racionalización occidental. “Así las cosas, las élites tradicionales se apropian del esqueleto del capitalismo 
racional para su beneficio, generando lo que podría denominarse una cultura política lumpen-burguesa” 409, -
aunque en el caso específico de Colombia cabría señalar que pese a la existencia de élites no se dio una burguesía 
en términos convencionales-. 
En Colombia el término cultura mafiosa fue acuñado por Luis Jorge Garay con el ánimo de caracterizar el tejido 
social fragmentado y la escasa convivencia ciudadana, que se manifiesta en el control a través de la violencia de 
grupos poderosos que imponen un interés privado a otros grupos sociales o al Estado por medio de mecanismos 
legales e ilegales
410
. Los trabajos recientes de Garay apuntan a lo que denomina “la captura del Estado”, que se 
define como un tipo de corrupción en el que agentes privados legales intervienen durante la formulación de leyes, 
regulaciones y políticas públicas, con el propósito básico de obtener beneficio económico para su provecho. 
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 Los textos que se citan son: Umberto Santino, "Peppino Impastato: alle radici dell’"antimafia difficile", 1998 [en línea]: 
http://www.centroimpastato.it/publ/online/su_impastato.htm Luigi Maria, Lombardi-Satriani, "Antropologia della mafia", 1997 [en línea]: 
Http://www.emsf.rai.it/grillo/trasmissioni.asp. La referencia se encuentra en MEJÍA QUINTANA, Oscar, LEÓN, Ivonne  y  REYES, Pablo. Cultura política mafiosa y 
estado comunitario. Publicado en  Jairo Estrada (comp). Capitalismo Criminal Ensayos Críticos. Bogotá. Universidad Nacional de Colombia, 2008.pp. 79-101.  
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar, LEÓN, Ivonne  y  REYES, Pablo, “Cultura política mafiosa y estado comunitario”. Op cit. Pp. 83. 
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 LEÓN, Ivonne y REYES, Pablo. La mafia en Colombia: una aproximación desde la hermenéutica y el capital social. En: La cultura política en Colombia. Varios 
Autores. Grupo de investigación. Cultura Política, Instituciones y Globalización. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá. 2010. Pp. 88. 
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Resalta que en Estados de Derecho en proceso de consolidación, también puede haber actores legales e ilegales 
interesados en interferir en la conducción del Estado.“En Colombia se presentan altos niveles de facto de captura 
del Estado -tanto en la diversidad de actores captores, procedimientos de captura o cooptación, esferas de acción y 
entidades estatales capturadas o cooptadas, como en la profundización del recurso a la paralegalidad, la ilegalidad 
y la ilegitimidad-”411.  
Debido a que el fenómeno es característico a la cultura política y jurídica nacional, las expresiones de la cultura 
mafiosa deben reconocerse en toda su complejidad. La cultura mafiosa se enraíza en sociedades que viven 
relaciones sociales y políticas conservadoras en las que prevalecen rasgos como la solidaridad y las jerarquías, 
sociedades que pese a tales relaciones conservadoras también desarrollan relaciones económicas que requieren 
formas de civilidad moderna lo cual genera un ideal progresista y desarrollista ligado a un ethos neoliberal en 
cuanto a las relaciones económicas, pero, con principios neoconservadores en el sistema de organización político-
social
412
. 
Para Oscar Mejía la cultura colombiana es una cultura mafiosa cuyo punto de inflexión se produce hace 20 años 
con el asesinato de Luis Carlos Galán por el Cartel de Medellín. Incluso, el hecho mismo de que la Constituyente 
del 91 se convoque en el marco de una crisis sin precedentes pone de relieve que la influencia del narcotráfico “ya 
no era solo clandestina sino que tenía clara la determinación de hacerse política” 413. La cultura mafiosa a partir de 
ese momento se vuelve parte de la cotidianidad y empieza a ser aceptada por las élites dirigentes como un mal 
necesario asumiendo paradójicamente muchos de estos desvalores como propios. 
Los antecedentes para analizar esta situación se encuentran en lo que el autor denomina la cultura súbdito-
parroquial del colombiano que se caracteriza por las relaciones de compadrazgo, la percepción  - similar a la de 
García Villegas en cuanto a mentalidades incumplidoras- , de que el Estado es un espacio de ganancia para los 
“avivatos”, una actitud hacia la política que ignora su vinculo con el interés general, o por lo menos con el valor 
tradicional de bien común, y en su lugar una percepción de la misma en términos de un espacio de lucro 
individual, a través del orden legal o prescindiendo del mismo, y una actitud de complicidad con el poder y no de 
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 Ver entre otros: GARAY SALAMANCA, Luis Jorge. La reconfiguración cooptada del estado: más allá de la concepción tradicional de captura económica del Estado 
.pp.64  Texto consultado en http://www.transparenciacolombia.org.co/Portals/0/Captura%20del%20Estad.pdf. Fecha de consulta mayo 15 de 2012. 
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 La tensión referida es similar a la presentada por Consuelo Corredor entre modernidad y modernización: relaciones económicas dinámicas y relaciones sociales 
excluyentes y tradicionales. 
413
MEJÍA QUINTANA, Oscar,  Cultura política, y cultura mafiosa en Colombia: elementos epistemológicos para una aproximación sociocultural. Ídem. 
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crítica o contestación. De esta manera, la cultura súbdito-parroquial desde este nivel primario se presenta como un 
caldo de cultivo para prácticas mafiosas más elaboradas
414
. 
La formación de la cultura súbdito-parroquial se vio favorecida por factores axiológicos del ethos del colombiano 
y factores externos. Entre los primeros, se encuentra el personalismo hispano que configura una peculiar 
modalidad de individualismo exacerbado que buscando la satisfacción de sus propias expectativas no se sujeta a la 
normatividad existente e incumple sistemáticamente las reglas. Gracias a este personalismo, cuando los intereses 
particulares no se ven satisfechos por la legalidad, los medios ilegales o paralegales son la vía para garantizar los 
objetivos en juego. Estos medios se asocian con la idea de un individuo “frío y calculador” que impone su 
voluntad y soluciona sus problemas por vía de la informalidad. De otro lado, se incluyen como factores externos 
rasgos como la carencia de un Estado nación fuerte, la inexistencia de un orden normativo consolidado, por lo que 
la acción social solo encuentra seguridad y confianza en círculos tradicionales y reducidos como la familia415.  
Los factores externos que inciden en la construcción de un Estado mafioso están relacionados con la precariedad 
de lo público a merced de intereses económicos y políticos para su propio usufructo, castigando los intereses del 
resto de la sociedad
416
. Lo público se supedita a intereses privados legales o ilegales lo que implica la pérdida de 
legitimidad, representatividad, funcionalidad e institucionalidad del Estado. Perdiendo estas calidades en la 
práctica –ya que formalmente siempre las conserva-, el aparato estatal es suplantado por actores privados 
poderosos que ocasionaron la ruptura definitiva de las normas de convivencia, la parcelación, feudalización y 
privatización del Estado. Simultáneamente hay una pérdida de moral y de sensibilidad social ante múltiples 
formas de ruptura de la convivencia gracias a la filtración de la ilegalidad en todas las esferas
417
, que 
desafortunadamente no originan contestación y rechazo, tanto así que hoy por hoy frente a los peores escándalos 
en contratación pública y el descalabro del sistema prestador de salud a la fecha no ha habido la primera 
movilización ciudadana.  
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar,  Cultura política, y cultura mafiosa en Colombia: elementos epistemológicos para una aproximación sociocultural. Op cit. Pp. 51-52.  
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 MEJÍA QUINTANA, Oscar,  Cultura política, y cultura mafiosa en Colombia: elementos epistemológicos para una aproximación sociocultural. Op cit. Pp. 54 y 55. 
416
 Para efectos de este análisis lo “público” se asumen como todo aquello relacionado con el estado y el andamiaje con el que funciona (instituciones, funcionarios, 
presupuesto, etc). Sin embargo, no se desconoce que desde la teoría política e incluso para el derecho actualmente, la diferencia conceptual entre lo público y lo privado 
se ha ido tornando opaca y los límites entre estas dos dimensiones se han vuelto cada vez más difusos. Bajo la idea de un mundo globalizado por el mercado, el capital y 
las comunicaciones, diversas corrientes de pensamiento han contribuido a cuestionar la división radical entre ambas esferas. Ver por ejemplo: MÚNERA, Leopoldo. La 
tragedia de lo público. Tomado de www.sinic.gov.co/SINIC/.../1226-2-62-17-2007326121744.DOC. fecha de consulta 14 de septiembre de 2012. 
417
 GARAY, Jorge Luís "Mesa redonda: perspectiva sobre el desarrollo económico", en Gabriel Misas (editor), Desarrollo económico y social en Colombia en el siglo 
XX, Editorial Unibiblos, 2001, pp- 526-527. 
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La cooptación del Estado por intereses particulares, si bien es un fenómeno reconocido desde la década del 80 
debido al poder de los grandes carteles, ha sido una práctica repetitiva en la historia nacional. El Estado ha sido 
colonizado desde siglos atrás por el contrabando que se considera por los estudiosos como una actividad altamente 
visible a lo largo de la historia colombiana. Muriel Laurent anota que junto al respaldo social que recibía el 
contrabando, es significativo el rechazo discursivo y la paralela práctica de la corrupción. “Si bien en las altas 
esferas oficiales y por parte de los comerciantes que no recurrían al contrabando se producía un rechazo discursivo 
hacia (y una descalificación de) las prácticas corruptas, la práctica muestra una realidad distinta, en la que 
numerosas personas no dudaban en cuanto a organizar el negocio ilegal, participar en él o respaldarlo con sus 
compras”418. Posteriormente, tal colonización se perfecciona mediante el narcotráfico que logra por ejemplo 
modificar las reglas de juego de las instancias donde se toman decisiones públicas con el fin  de obtener beneficios 
y validar política, social y jurídicamente intereses específicos a través de cambios normativos que aunque legales 
no se interiorizan
419
. 
Esta cultura mafiosa ha sido versátil. Actualmente el problema de la filtración del Estado por parte del 
narcotráfico, ha mutado de los grandes carteles o mecanismos menos macro de comercialización que han logrado 
alianza con los paramilitares, bandas de delincuencia común o guerrillas y siguen poniendo en jaque la soberanía 
nacional. Esta filtración de las instituciones estatales en todas las esferas por parte de grupos delincuenciales, 
especialmente ligadas a la actividad del narcotráfico, permitió en primera instancia acuñar el término 
"narcoestado"
420
. Colombia se convirtió en un estado paria, en el que se incrementó la violencia, y la violación 
selectiva de los derechos humanos
421
. De esta manera, se crearon las bases para edificar un Estado filtrado 
institucionalmente por grupos privados, que regulan y extraen tributos, amenazan y protegen las comunidades, 
moldean la justicia y el orden político de acuerdo a sus intereses. 
Otro factor que fortaleció la conciencia mafiosa fue la filtración del Estado por grupos (paramilitares). Los grupos 
paramilitares adquirieron la dimensión de "propietarios" del Estado a lo largo y ancho del país; estos grupos, que 
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Ancora Editores. 1998.  
419
 REYES, Pablo y León, IVONNE. La mafia en Colombia: una aproximación desde la hermenéutica y el capital social. Op cit. Pp. 13. 
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pp. 524.  
421
 MEJÍA QUINTANA, Oscar, LEÓN, Ivonne  y  REYES, Pablo. Cultura política mafiosa y estado comunitario. Op  cit. Pp. 85-86. 
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en un principio funcionaban al servicio de los grandes terratenientes, ganaderos y narcotraficantes, evolucionaron 
hacia estructuras que imponen  “seguridad”, capturan los excedentes de la producción lícita e ilícita, administran 
la “justicia”, controlan los presupuestos municipales y finalmente garantizan las supremacías de los comandantes 
en las regiones bajo su control, creando un panorama de un país filtrado por la ilegalidad o la ilegitimidad con 
algunas islas de institucionalidad sobre todo en las grandes ciudades, porque incluso el paramilitar Salvatore 
Mancuso admitió que las fuerzas paramilitares llegaron a controlar el 35% de los integrantes del Senado de la 
República
422
.  
Son variados los factores que explican el desarrollo y consolidación de la cultura mafiosa. Junto con la debilidad 
profunda e histórica del Estado, que ha hecho posible la existencia de núcleos territoriales al margen de la ley 
ocupados indistintamente por guerrilleros, bandoleros, cuatreros, contrabandistas, paramilitares o comerciantes de 
drogas ilícitas
423
, debe reiterarse el hecho de tener una clase política que durante largos períodos se ha repartido 
los recursos del Estado a través de una inmensa corrupción oficial y privada; estas situaciones han favorecido el 
desenvolvimiento en todos los estratos sociales de una variopinta  "cultura de la ilegalidad" o una “cultura 
antijurídica” persistente. 
Por tal razón y teniendo como telón de fondo los valores propios de una cultura súbdito parroquial con una 
modernidad a medias y carente de un mito fundacional constructivo, desde la década del 80 en el momento en que 
el narcotráfico empieza a adueñarse frontalmente del país se populariza el mito de Pablo Escobar y en menor 
medida de otros mafiosos, que incluso en la actualidad se recrea a través de las series de televisión donde el dinero 
fácil, la corrupción y la violencia son la esencia de las historias que interesan el espectador. En consecuencia, en el 
país se cimentó una “conciencia mafiosa”424 basada en la creencia de que el respeto a la legalidad es solo para 
seres mediocres y sumisos, y por tanto, el proyecto de vida que se sale de esta mediocridad es digno de honor; las 
personas solo obedecen normas autónomas, buscan intereses familiares y privados y crean sus propias 
regulaciones según el ambiente social al cual pertenecen considerando la ilegalidad necesaria, vinculante y como 
una única alternativa para obtener prestigio y privilegios. 
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2.2. Autoritarismo como valor definitorio  
Es significativa la presencia de valores autoritarios en la cultura política colombiana. La tendencia al 
exclusionismo político, al compadrazgo y al uso de lazos tradicionales en el ámbito de lo político desnudó gran 
parte de su potencialidad a través del mito autoritario del ex presidente AUV. El ambiente posterior al fracaso de 
los Diálogos en San Vicente del Caguán, catalizó el autoritarismo y desechó soluciones democráticas y pluralistas 
de los conflictos sociopolíticos dejando al país a la sombra del símbolo de la fuerza, lo que se produce en el ánimo 
del país es de repente, una reacción no solo contra las FARC y la guerrilla en general, sino contra el espíritu 
democrático y pacificador que podría tener la Constitución. A continuación se presentarán algunos rasgos de este 
reciente periodo de la historia política con el fin de reconocer en ellos la exacerbación de la inercia autoritaria de 
la cultura política colombiana.  
Se mencionó anteriormente que  presidencialismo y caudillismo han sido formas históricamente asociadas al 
ejercicio del poder político en Colombia. Hoy por hoy el presidencialismo mantiene toda su fuerza. Para 
Moncayo, el funcionamiento de la institución presidencial actualmente es casi un ejercicio personal del poder, sin 
que puedan existir disentimientos ni competencias alternativas de parte de otras ramas o instituciones del poder 
público”425. Sin embargo, y a pesar de lo contraproducente que este método puede resultar para el sistema de 
frenos y contrapesos, una buena porción de la población validó dicho esquema lo cual fue un hecho aplastante en 
las urnas que dieron lugar a la elección de AUV.  
Según Iván Orozco
426
,  en Colombia durante los últimos tres años el centro de gravedad del sistema político se ha 
desplazado significativamente hacia la Derecha. A ello pueden haber contribuido muchos ingredientes 
explicativos, por ejemplo la frustración que dejó en el ánimo de la población el fracaso de las negociaciones de 
paz mencionada, la impresión de que la guerra, pero sobre todo las guerrillas, son la mayor causa del 
empobrecimiento reciente de muchos sectores y la disposición creciente a intercambiar libertad por seguridad 
como valor fundamental. Bajo esa lógica, la esperanza frustrada de la paz y el cansancio ante una guerrilla 
prepotente e ilegitima se convirtieron en un odio social no solo contra esta sino contra la izquierda democrática en 
general, que la población canalizó a través de la política de seguridad democrática. De manera análoga a los 
razonamientos que justifican la salida del estado de naturaleza que retrata Hobbes en el Leviathan, el grueso de la 
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sociedad colombiana abjura de la libertad, incluso de la democracia planteada como ideal en la Constitución de 
1991, con el fin de terminar con el flagelo de la guerrilla. Ni siquiera el formalismo jurídico de un siglo de 
constitucionalidad conservadora logra detener el clamor del país por arrasar con las FARC. 
 En el marco del uribismo, las grandes mayorías justificaron el horadamiento del Estado de derecho, las garantías 
constitucionales, las instituciones democráticas y los frenos y contrapesos que este suponía. En su sentimiento de 
rabia y cansancio, sobre todo con las FARC  la opinión mayoritaria solo atinó a apoyar al líder en su guerra frontal  
sin límites de ninguna índole. El fin justifica los medios y el fin es acabar a la guerrilla y  todo el que cuestione u 
obstaculice ese propósito es estigmatizado como amigo del terrorismo, en armonía con el discurso resultante de 
los atentados del 11 de septiembre. En suma, la distinción amigo-enemigo schmittoniana en términos de un 
adversario que debe ser deslegitimado, combatido y derrotado se toma a la sociedad colombiana y a los medios de 
comunicación  en su conjunto.   
Ya durante la segunda administración de AUV se consolida el proyecto autoritario en Colombia, en dos inercias 
paralelas pero complementarias. De una parte, los golpes implacables a las FARC que el país saluda sin recatos. 
De otra, la exacerbación de un patrioterismo cifrado en símbolos de guerra y desprecio a la legalidad, nacional o 
internacional, donde lo peor de nosotros sale a flote
427
. Se consolida en este marco, una noción de “patria”, en 
mayúsculas y con énfasis, en un arranque sentimental por una identidad que el colombiano no ha logrado definir 
desde un mito-nación homogéneo y consistente
428
.  
De la experiencia con AUV se desprende que la sociedad colombiana exhibe una cultura política de corte 
tradicional-carismático en donde la participación no se desarrolló con base en presupuestos racionales sino en el 
orden de la sumisión a un líder de carácter mesiánico que se asimiló a la imagen de un padre y con base en lógicas 
clientelistas (patrón – beneficiado o amigo - enemigo), donde primaron políticas autoritarias y un ideal de 
progreso ligado a la implementación de políticas económicas neoliberales. Este carácter tradicional con tendencias 
autoritarias convergió con una cultura política de talante mafioso que en múltiples ocasiones se desarrollaron con 
la complicidad del gobierno mismo
429
. 
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Frente al gobierno de Juan Manuel Santos es necesario un diagnóstico preliminar sobre lo que queda de la 
identidad nacional basada en el patriotismo de la seguridad democrática. Al respecto se reconoce la visible 
persistencia del símbolo de la autoridad y la mano dura en la cultura política nacional, la favorabilidad de AUV en 
las encuestas y la nostalgia por el modelo de la mano dura que se echa de menos especialmente en momentos en 
que la violencia se recrudece (gracias a uno u otro actos) y en medio del escepticismo por los diálogos de 
paz..Análisis recientes apuntan a que el actual presidente “no tiene el poder simbólico porque no ha construido un 
único relato seductor que le explique a los colombianos cuál es su situación, hacia dónde ir y cómo llegar allá. El 
poder simbólico sigue en manos de AUV porque sigue vivo su relato”430.  
Juan Manuel Santos no logra desprenderse de los símbolos uribescos, la opinión pública lo mide con los 
parámetros de su predecesor y de manera equívoca persiste  - aunque cada vez con mucho menos empeño-, en ser 
medido con ese rasero. Recientemente, Álvaro Forero señaló que “el control de la imagen pública del presidente 
está en manos de Uribe, que no tiene sino que acudir a sus símbolos para debilitarlo políticamente. Santos cree 
que la salida es romper el paradigma anunciando súbitamente un acuerdo de negociación con la guerrilla. Pero eso 
tiene el riesgo de no aparecer como un logro sino como un acto de mayor debilidad aún”431. 
3.  Excepcionalidad como categoría “bisagra”  
De acuerdo a lo expuesto en el segundo capítulo, desde la excepcionalidad constitucional se desarrolla una 
“cultura antijurídica” fomentada por el propio Estado que a través de dicha figura introduce  excepciones a las 
normas y se convierte en el incumplidor más visible de las mismas. A raíz de ello surge la pregunta por la 
influencia en esta situación de la cultura política a través de los antivalores del  autoritarismo y la cultura mafiosa. 
Se considera que la categoría de la excepcionalidad es una categoría “bisagra” que articula ambos fenómenos: la 
cultura política y la cultura jurídica. La excepcionalidad en el derecho se concreta a través de una decisión política 
que define lo normal y lo anormal y por esa vía lo que es y lo que no puede ser derecho en las cuales prevalece la 
necesidad soberana de decidir que es el derecho a través o más allá de los esquemas constitucionales de 
excepción.  
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A continuación se presentarán algunos aspectos concretos de la teoría de Schmitt - entre estos su polémica con 
Kelsen-, así como una lectura más actual de la cuestión de la excepcionalidad desde Agamben teniendo como 
marco la preocupación global por la seguridad que desataron los atentados del 11S. Para finalizar este capítulo a la 
luz de la “inercia autoritaria” inherente a la realidad de la cultura política y jurídica colombiana, se analizará la 
pertinencia del concepto de excepcionalidad en el que se encuentra una especie de categoría “bisagra” que permite 
acercarnos a la cultura jurídica, a sus rasgos y síntomas significativos más allá de lo que su caracterización inicial 
sugirió. 
3.1. Carl Schmitt y la excepcionalidad  
Teniendo en cuenta el contexto descrito es pertinente referirse a la cuestión de la excepcionalidad como categoría 
que permite entender  la inercia autoritaria de la cultura política y sus efectos en la cultura jurídica. El análisis de 
la excepcionalidad desde Carl Schmitt nos muestra que en el momento en que la distinción amigo-enemigo se 
toma el ordenamiento constitucional, sin necesidad de acudir al estado de excepción, la excepción se 
constitucionaliza, y el estado, el estado de derecho, se orienta hacia una lógica autoritaria sin quebrantar el orden 
constitucional y jurídico. Para tratar este tema es necesario reconocer que el estudio de las relaciones entre 
derecho y poder es un tema recurrente en los análisis sobre la política y el derecho. A continuación nos 
referiremos a él. 
Las teorías del derecho que subordinan el derecho al poder establecen que el poder soberano reside el principio de 
organización de la vida social y de él se desprende en última instancia la existencia y validez de las normas 
jurídicas a través de las cuales dicho poder se expresa (teorías decisionistas). De su parte, las teorías que dan 
prevalencia al derecho sobre el poder conciben al Estado como un sistema ordenado de normas que al encontrarse 
estructuradas jerárquicamente derivan de una norma superior. Dicha norma desempeña un papel semejante al que 
juega el poder soberano: constituye el fundamento de validez del sistema jurídico, y al mismo tiempo, de 
legitimidad del poder político. Estas teorías presumen que el derecho regula y legitima el poder político; 
adoptando la terminología kelseniana la norma fundamental es la contraparte del poder soberano (teorías 
decisionistas)
432
.  
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De acuerdo a lo anterior, para Carl Schmitt es solo el soberano quien tiene la capacidad de decidir, no las 
instituciones, ni los principios de organización social, acerca de que es derecho y que no lo es. Para Schmitt, el 
principio de organización de la vida social reside en el poder soberano, del cual depende, en última instancia, la 
existencia y validez de las normas jurídicas, es el poder el que crea al derecho y por lo tanto prevalece sobre este 
último. Ahora bien, tanto la norma fundamental como el poder soberano tienen la función de cerrar el sistema 
jurídico, pero es distinto el modo de cerrarlo, con una norma como lo plantearía Kelsen, o con un poder como lo 
defiende Schmitt
433
, la divergencia en estos planteamientos revela la esencia de la diferencia entre los modelos 
normativistas y decisionistas de decisión judicial
434
. 
La distinción entre normalidad y excepcionalidad tiene un origen jurídico, como bien lo ilustra Carl Schmitt
435
. Lo 
excepcional adquiere tal connotación respecto a la normalidad que instaura el derecho, sea esta considerada 
natural o cultural. No obstante, los dos conceptos nos remiten a la paradoja del poder político que encuentra en el 
derecho, creado por él mismo poder político, un límite que no logra contenerlo en su expansión. En la versión más 
conocida de Kelsen  la paradoja del poder político no es explorada, quizás si advertida, no obstante, la reduce al 
supuesto lógico trascendental de obediencia a lo previsto en la norma fundamental que permite entender el 
derecho como un ordenamiento, justificando como se mencionó anteriormente, cierto tipo de análisis iusteóricos 
centrados en la validez que muchas veces fomentan interpretaciones alejadas del origen político del derecho y por 
lo tanto, decididamente formalistas
436
. 
Contra Kelsen, Schmitt piensa que el orden jurídico descansa en la decisión y no en la norma. Sus diferencias con 
Kelsen se explican por las inmensas contradicciones que encuentra en el pensamiento del positivismo jurídico
437
. 
Schmitt ve como el orden legal es incapaz de manejar la excepción, pues la ley no puede determinar quién está 
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capacitado para aplicarla-no autorizado, sino con la capacidad física de hacerlo
438
. La ley es incapaz de decidir 
acerca de la excepción, pues esta pone en cuestión a la ley y a su carácter soberano. Si la norma, en su estado de 
normalidad no se decide dentro de la ley, el dilema se torna hacia la pregunta por la soberanía, es decir, en un 
interrogante sobre en quién recae la defensa de la norma y de la constitución. Esta decisión conduce así a la 
determinación del adentro y el afuera del derecho. 
Schmitt extiende su crítica a la neutralidad del derecho de Kelsen y a la presunción del Estado de Derecho liberal 
de moderar el conflicto social. Tal pretensión de imparcialidad, insiste Schmitt, incapacita al Estado y lo paraliza 
al no poder actuar para tomar decisiones de fondo. Además, el carácter inestable de los pactos sociales  aumenta 
las posibilidades de enfrentamiento armado y resquebrajamiento del débil orden social. En esta situación el Estado 
debe garantizar el orden social a través de la violencia
439
. Esta concepción autoritaria de la función estatal se 
fundamenta en la noción esencialmente conflictiva de Schmitt para quien la relación amigo-enemigo constituye el 
criterio de definición de lo política
440
. 
En sus primeros planteamientos a través del modelo de dictadura comisarial, Schmitt busca fortalecer al Estado 
para encarar la amenaza revolucionaria que se cernía en Europa y la inestabilidad social. La situación excepcional 
como situación de extrema necesidad, de peligro para la existencia del Estado o de vacío constitucional, es 
presentada como una situación en la que sale a flote la cuestión de a quién corresponde la toma de decisiones en 
última instancia. Y será esta situación límite o excepcional la que defina en un primer momento el concepto de 
soberanía schmittiano: “Soberano es quien decide sobre la situación excepcional”441.  
Posteriormente Schmitt plantea un tipo de Estado diferente al parlamentarismo liberal que habrá de adquirir un 
carácter permanente. El modelo de dictadura plebiscitaria representa un giro en la teoría de Schmitt y concreta una 
concepción autoritaria de la democracia. La democracia no se concibe para la defensa de la libertad sino para la 
defensa de la igualdad, una igualdad entre los de la misma condición como el iusnaturalismo aristotélico, de este 
modo la democracia, y la constitución que la regula, existen para defender a los iguales. Schmitt adopta una 
noción de homogenización vertical de la sociedad encaminada a afianzar la distinción amigo-enemigo, en sus 
palabras: “a la democracia le es propio, pues, en primer lugar, la homogeneidad y en segundo lugar -en caso 
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necesario- la segregación o aniquilación de lo heterogéneo”. El objetivo de esta democracia plebiscitaria es que 
los centros de decisión se trasladen de los órganos representativos a la cabeza del presidente, concentrando en ese 
cargo también las funciones  legislativas.  La legitimidad también sufre un serio desplazamiento: la justificación 
de la obediencia deja de residir en el procedimiento democrático del sufragio, para manifestarse en la aclamación 
popular. Sin embargo, esta no supone la iniciativa de los ciudadanos en la política sino que esta es reducida a la 
mera refrendación de la decisión autoritaria a la manera de una democracia plebiscitaria. El círculo autoritario del 
modelo de democracia plebiscitaria se cierra con la función presidencial de guardián de la constitución. Si bien en 
un comienzo, Schmitt afirma que la validez y legitimidad de la Constitución derivan del hecho de ser una decisión 
del pueblo y que la Constitución debe ser interpretada como si fuera la decisión de una voluntad unitaria y 
coherente que permita que el Estado adopte decisiones firmes y unívocas, la crítica al tribunal constitucional y el 
traslado de las funciones del parlamento al presidente del Reich, terminan por delegar a este último como guardián 
de la Constitución.   
Otra propuesta de Schmitt con la cual apoyar formas autoritarias de gobierno tiene que ver con su polémica con 
Kelsen acerca de quién debe ser el defensor de la constitución. Para Kelsen es necesaria la presencia de un 
tribunal constitucional que vigile la constitucionalidad de los actos del poder político
442
, mientras que para 
Schmitt es imperativo que el presidente sea el defensor de la constitución
443
. La naturaleza de la constitución 
como bien objeto de custodia cambia ya que, contrario a las definiciones convencionales de la constitución, 
Schmitt la entiende como la expresión de la presunta unidad del pueblo, en consecuencia, defender la constitución 
es proteger la existencia política del pueblo, no es defender ni las normas, ni los principios fijados en ella, es 
defenderla de los intereses privados representados en el Parlamento.  
Para Schmitt el poder de declarar el estado de emergencia se traduce en un poder constituido que se ejerce de 
acuerdo con la ley. Benavides reitera que la idea de excepción está conectada a la idea del poder soberano, -en los 
casos de extrema necesidad el derecho es incapaz de decidir en la situación concreta-.  El soberano tiene el poder 
de decidir sobre la excepción en la medida que es quien decide sobre las situaciones límite, es el poder de decidir, 
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no es poder para decidir, porque “ello habría implicado que se trataba de un poder otorgado por la ley444. En 
contraste, en el estado de derecho entendemos que la ley tiene el poder soberano porque es ella la que determina 
quién es la autoridad superior. Incluso, en los casos de extrema necesidad o en los casos en que se requiere 
defender la constitución ya existe una institucionalidad prevista en el marco de la cual sus representantes deben 
actuar toda vez que el derecho también subordina al poder en situaciones concretas. En ese contexto, la Corte 
Constitucional ha establecido que ni siquiera durante los estados de excepción pueden suspenderse los derechos 
fundamentales a los ciudadanos
445
. 
De su propuesta acerca de quién debe ser el defensor de la Constitución y de su relación con la cultura jurídica, se 
desprende que dicha salvaguarda coincide con la dictadura o por lo menos en el caso colombiano con una 
democracia de corte autoritario, en la cual la excepción puede hacerse permanente a través de la distinción  
permanente entre el amigo y el enemigo que crea una forma de vivir el derecho y la política dentro de contornos 
autoritarios. Así mismo, la cultura jurídica y política mediante un nuevo binomio amigo-enemigo
446
 soportan una 
tensión que no se resuelve mediante la institucionalidad sino a través de la decisión personal del presidente quien 
convierte en máxima la frase de “quien no está conmigo, está contra mí”. 
Por último, debe reconocerse la excepcionalidad se ha manifestado en nuestra cultura jurídica mediante el uso de 
dispositivos para el mantenimiento de la “estabilidad social” de manera especial durante los mandatos de AUV 
quien aspiró a catalizar la inercia autoritaria utilizando recursos como el “estado de opinión”, en el cual en 
palabras del propio Uribe todas las leyes están sometidas a un escrutinio popular que cataliza la voz del 
presidente
447
 quien sería bajo este modelo el Guardián de la Constitución.  
3.2 Excepcionalidad en los estados de seguridad   
En los análisis sobre la excepcionalidad de cara al paradigma de la seguridad, Agamben realiza un examen de la 
situación del estado de excepción en las tradiciones jurídicas occidentales. De acuerdo a su análisis, el estado de 
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excepción, se sitúa en una franja ambigua e incierta en la intersección entre lo jurídico y lo político que día a día 
se populariza más gracias a la imparable progresión de lo que ha sido definido como una guerra civil mundial 
después del 11 de septiembre. El estado de excepción efectivo se ubica en una zona “en la que ya no es posible 
distinguir entre excepción y regla”. Pero ¿qué ocurre cuando la excepcionalidad se vuelve una constante?, desde 
Agamben podríamos decir que una vez iniciada la colonización de la normalidad por lo excepcional el retorno es 
imposible
448
, porque la democracia, tal como la hemos conocido, está perdida en su misma naturaleza. 
La excepción es el concepto co-originario de regla o norma. Una regla es aplicable a cierto tipo de situaciones 
pero a otros no. Una regla es aplicable a todo, excepto a lo que no cae en su ámbito de aplicación. Así que la única 
forma en que una norma puede referirse a lo que no puede aplicarse es la excepción. Hablar de normalidad y 
excepcionalidad en la política, implica poner de relieve la tensión, entre lo político y lo jurídico. Hablar de 
normalidad y excepcionalidad en el derecho, implica adjudicarle un lugar al poder político desnudo, como 
ejercicio de fuerzas no regladas, en la interrupción que lo jurídico hace de sí mismo para recobrar su propio 
equilibrio interno. La normalidad está constituida por el afuera de la excepcionalidad
449
, y, el derecho se suspende, 
deja de funcionar dentro de sus contornos sistémicos, para que las fuerzas no regladas del ejercicio del poder 
político desnudo permitan el retorno a la normalidad. En consecuencia, el derecho vive un reacomodamiento 
permanente a los hechos ya que lo político subordina a lo jurídico, sin desaparecerlo.  
Según Agamben “cuando coinciden anomia y norma plenamente y, por consiguiente, excepcionalidad y 
anormalidad se hacen indistinguibles, cuando la excepción se convierte en regla, el sistema jurídico político se 
convierte en una máquina letal
450”. Cuando deja de ser usado de manera “transitoria” y se convierte en el mandato 
de la guerra civil legal  nos encontramos en un totalitarismo que se entiende como el umbral de indeterminación 
entre democracia y absolutismo, porque en su seno se permite la eliminación física de cualquiera y de todos. De lo 
anterior se destaca que las relaciones entre derecho y política establecidas desde la excepcionalidad como centro 
de este análisis, terminan subsumiendo el derecho por la política, a pesar del reconocimiento de Agamben de que 
aquel no desaparece. 
Para Agamben la pretensión de develar la naturaleza constituyente y constitutiva del estado de excepción respecto 
del estado de derecho -en ese espacio ambiguo en que se confunden en una zona de indistinción- es de la mayor 
                                                             
448
 MÚNERA, Leopoldo Ruiz. (Ed), Normalidad y Excepcionalidad en la Política. Op. Cit. pp. 17-18. 
449
 MÚNERA, Leopoldo Ruiz. (Ed), Normalidad y Excepcionalidad en la Política. Op. Cit. pp. 3-4.. 
450
 MÚNERA, Leopoldo Ruiz. (Ed), Normalidad y Excepcionalidad en la Política. Op. Cit. pp. 102 
  
128 
 
importancia hoy en día, por la entronización del paradigma de la seguridad a nivel global, a partir del son 
susceptibles de limitarse las libertades fundamentales en los propios textos constitucionales. De la misma forma, 
al develar la naturaleza constituyente de la excepcionalidad se denuncia una situación progresivamente evidente: el 
hecho de que el papel del legislativo como legislador natural se precarice y sea el ejecutivo el que regule ámbitos 
normativos fundamentales, gracias a la fuerza de ley de los decretos que expide. 
Ahora, ¿cuál es la pertinencia de lo señalado anteriormente? Considero importante resaltar la situación en la 
medida que el aporte de Agamben y de Schmitt a las reflexiones sobre los umbrales y relaciones trazados entre 
política y derecho, constituyen una de esas nuevas puertas que enriquece la en ocasiones árida y poco abordada 
discusión sobre las relaciones entre cultura jurídica y cultura política: Los cierres autoritarios de los sistemas 
jurídico y político evidencian la conexión estructural entre derecho y política. Develar la naturaleza constituyente 
y constitutiva del estado de excepción respecto del estado de derecho es importante para analizar críticamente un 
fenómeno que se ha  presentado como parte del devenir normal de los Estados constitucionales en la política 
moderna: el proceso por el cual, el decreto-ley, de mecanismo excepcional de producción normativa ha pasado a 
ser fuente ordinaria del producción del derecho y el poder ejecutivo ha absorbido parcialmente al legislativo
451
. 
La importancia de Schmitt y Agamben no puede negarse frente a la extensión global de la excepcionalidad
452
 o a 
la creciente creación de espacios de “no derecho” en los que la vida humana “es reconocida por la ley pero no 
protegida por ella”453, Guantánamo es un ejemplo de ello. Su actualidad no puede ser puesta en discusión 
aludiendo a la experiencia nazi como un hecho antiguo y superado. Soberanía y excepción aparecen conectadas en 
la teoría política; hoy en día derecha e izquierda encuentran en la obra del alemán un fundamento teórico. De 
hecho, la distinción amigo-enemigo en términos de un adversario que debe ser deslegitimado, combatido y 
derrotado se ha tomado a la sociedad colombiana especialmente a través de las divisiones que genera el tema de la 
derrota militar a la guerrilla o la salida negociada al conflicto en un marco de inercia autoritaria constante. 
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creciente reglamentación via decreto –por motivos de retribución-. Ver. SEVILLANO, Oscar. Fundación Arco Iris,  Relaciones con el Congreso: el mayor reto político 
de Santos. 4 de agosto de 2012. http://www.arcoiris.com.co/2012/08/relaciones-con-el-congreso-el-mayor-reto-politico-de-santos/. Articulo consultado el 1 de 
septiembre de 2012. 
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 BENAVIDES VANEGAS, Farid Samir. Continuidad y discontinuidad  en Carl Schmitt.  Excepción, decisión y orden concreto, op cit., pp. 52. 
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 BENAVIDES VANEGAS, Farid Samir. Continuidad y discontinuidad  en Carl Schmitt.  Excepción, decisión y orden concreto. op cit. Pp. 54. 
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El gobierno de AUV puede denominarse, en la línea de lo expuesto, como el de la constitucionalización de la 
excepcionalidad, donde no fue necesario acudir a un estado de excepción permanente para enfrentar las crisis 
políticas que comprometían la seguridad del Estado sino que simplemente se adoptó un esquema de seguridad que 
en la práctica reduce los espacios democráticos y las garantías constitucionales de facto a partir de la distinción 
amigo-enemigo que se toma el sistema político y la sociedad en su conjunto. No obstante AUV tampoco escapó a 
la figura y el 11 de agosto de 2002, expidió el Decreto 1837 de 2002  “Por el cual se declara el Estado de 
Conmoción Interior”454. 
Así, la democracia se instrumentaliza para perpetuar al líder. La gobernabilidad y la cultura política durante el 
gobierno de AUV robustecieron y terminaron de perfilar ciertos rasgos que se habían manifestado en otros 
momentos políticos y que lograron mimetizarse en el estado de derecho: una cultura política autoritaria, no 
democrática, intolerante con la diferencia, unanimista, arbitraria y corrupta carente de garantías efectivas para los 
opositores. La legitimidad en dicho periodo más que nunca dejó de residir en los procedimientos electorales para 
manifestarse en la aclamación popular al presidente más “carismático” de todos los tiempos y las consecuencias 
de esta situación continúan manifestándose. 
De anterior capitulo se extraen las siguientes conclusiones: La excepcionalidad es uno de los rasgos más 
significativos de la cultura jurídica y la cultura política, por lo anterior, el análisis sociológico de los tipos de 
dominación y la legitimidad sobre la que reposan,  la cuestión de la identidad y la discusión sobre los mitos de 
estado-nación en Colombia como problemas cruciales de la cultura política amplían y contextualizan la cuestión 
de la excepcionalidad que no es solo una política recurrente del gobierno– tal y como se demostró en el acápite de 
cultura jurídica -, sino una manera concreta de ejercer el poder político toda vez que la democracia al ser tomada 
por la distinción amigo-amigo normalizó relaciones políticas que impidieron ampliar el consenso político y 
justificaron los valores autoritarios señalados. 
Teniendo en cuenta que tanto cultura jurídica como cultura política en Colombia comparten el rasgo de la 
excepcionalidad, de acuerdo a la lectura de Schmitt, se hace necesario reconocer que la cultura jurídica no podría 
explicarse por fuera de los contornos de la cultura política, toda vez que desde las tesis de la excepcionalidad el 
derecho está subordinado al poder. De este modo, la voluntad política como hecho generador de la norma, es el 
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 Entre las consideraciones del Decreto  que justifican tomar medidas para prevenir los actos de terrorismo se encuentran: La situación de inseguridad del país, el  
régimen de terror en el que naufraga la autoridad democrática y hace cada vez más difícil y azarosa la actividad productiva, los infames ataques contra el pueblo de 
Colombia originados en la acción de bandas armadas, organizadas y financiadas al amparo narcotráfico, el secuestro.  
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principio fundacional y explicativo del mundo del derecho. El derecho pierde en términos de Luhmann, su 
autorreferencialidad, y se presenta como un medio para que el presidente determine que actuaciones deben 
realizarse conforme a la norma, o por fuera de ella para mantener contener las fuerzas sociales.  
El apuro por vivir en la lógica de la excepcionalidad ya había sido señalada en el ámbito de la Corte 
Constitucional por el entonces magistrado Ciro Angarita Barón, quien sin suscribirse a las tesis de Schmitt en el 
salvamento de voto de la sentencia C-004 de 1992
455
 señaló que la opción entre normalidad o anormalidad 
constitucional queda en manos de la voluntad política y no de la interpretación jurídica. El concepto de régimen de 
excepción constitucional "se normaliza", se torna banal y termina paradójicamente convirtiéndose la 
excepcionalidad en un estado poco excepcional, tanto así que cualquier razón para “defenderse del enemigo” 
justifica su utilización y dicha recurrencia es otro factor que permite validar el hecho de que la excepcionalidad 
como decisión de rango constitucional o como rasgo autoritario camuflado en las estructuras del estado de 
derecho es un elemento constitutivo de nuestra cultura jurídica y política. 
Esta situación permite que el propio Estado introduciendo excepciones a las reglas se convierta en el primer 
incumplidor del derecho, en el principal desconocedor de los principios del estado de derecho a pesar de su 
obligación constitucional de observarlos En suma, los rasgos autoritarios propiciados por el código de la 
excepcionalidad jurídico-política fomentan el desarrollo de una cultura antijurídica que se extendió gracias al 
incumplimiento generalizado de reglas en todos los niveles y a la consolidación de una cultura mafiosa en el país. 
Como se mencionó al inicio de este apartado el tipo sociológico dominante en Colombia es el de un híbrido 
tradicional carismático
456
 donde la tradición y la figura del líder priman sobre la de un Estado de derecho basado 
en la división de poderes y la observancia del principio de legalidad
457
. De ahí que esa primacía de la tradición y 
el carisma sobre una legitimidad legal-racional que nunca logró consolidarse plenamente no haga extraño que 
también prime un tipo de cultura política súbdita y parroquial sobre una participativa y crítica , así como un tipo 
sociológico dominante tradicional – carismático, cercana más bien a las actitudes sumisas frente a un líder de 
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 Ver el acápite de la excepcionalidad como rasgo de la cultura jurídica. 
456
 Serrano, ENRIQUE. "Racionalización y desencanto del mundo" en Legitimación y Racionalización., Barcelona: Anthropos, 1994, pp. 52.. 
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PALACIOS Marco, Colombia: País Fragmentado, Sociedad Dividida ,Op cit. Pp. 629  
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carácter mesiánico que se asemeja a un padre y con base en lógicas de clientelas, “donde priman políticas 
autoritarias y un ideal de progreso ligado a la implementación de políticas económicas neoliberales”458.  
Ahora, ¿qué significa que la cultura política colombiana, en su base sea una cultura súbdito-parroquial y que se 
funde en sentimientos tradicionales y carismáticos? Siguiendo a Enrique Serrano en su interpretación de esta 
categoría weberiana, la dominación carismática  descansa en la entrega extracotidiana a la santidad, heroísmo o 
ejemplaridad de una persona y a las ordenaciones por ella creadas o reveladas (autoridad carismática). La creación 
de un dominio carismático es siempre el resultado de situaciones extremas, ya sean de orden económico, político o 
cultural.
459
. Si bien puede rutinizarse, la dominación carismática, en sentido estricto, es inestable y descansa en el 
reconocimiento de los seguidores del líder basado en la emotividad y en el apoyo de un cuadro administrativo de 
seguidores de confianza. Por tal situación para el caso colombiano AUV, impulsó la aceptación del “estado de 
opinión” y recientemente junto a los símbolos de autoridad y de un apaisado espíritu “frentero” en su mandato 
habló de que su sucesor debía saber “cuidarle los huevitos”. 
Todo ello propicia esa forma característica de nuestra relación política que es el clientelismo
460
, así como la 
apropiación del Estado, la cultura mafiosa en general y la salida autoritaria como se mencionó anteriormente. La 
situación referida alimentó prácticas mafiosas entre estas la paramilitarización del Congreso y de los organismos 
de seguridad del Estado, así como grandes niveles de corrupción que fueron minimizados
461
, que se facilitaron por 
la ausencia histórica de una institucionalidad fuerte, un mercado democratizado y un imaginario nacional 
proyectivo
462
. 
De acuerdo a lo expuesto, los marcos analíticos de la cultura política y algunos de sus problemas fundamentales 
permiten comprender a la cultura jurídica. Debe reiterarse que en el medida que no existen definiciones como tal 
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 REYES, Pablo y LEÓN, Ivonne. La mafia en Colombia: una aproximación desde la hermenéutica y el capital social. En AAVV. ¿Estado y cultura mafiosa en 
Colombia?. Grupo de investigación Cultura Política, Instituciones y Globalización. Universidad Nacional de Colombia. Primera edición enero de 2010. Pp. 86. 
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 Weber entiende por –carisma- cierta cualidad de una personalidad individual en virtud de la cual quien la posee es puesto aparte de los hombres comunes y tratado 
como si estuviera dotado de poderes o cualidades sobrenaturales, sobrehumanas o, al menos, excepcionales. Por ello se trata al individuo en cuestión como líder. 
460
 En AAVV.  ¿Estado y cultura mafiosa en Colombia?. Grupo de investigación Cultura Política, Instituciones y Globalización. Universidad Nacional de Colombia. 
Primera edición enero de 2010. Pp. 51 (ver cuando se cito) 
461
 La paramilitarización del estado y sobre todo los altos niveles de corrupción del gobierno de AUV son de conocimiento público, incluso, sus más cercanos 
colaboradores han sido investigados y/ o sancionados por la Corte Suprema de Justicia y otros entes sancionatorios. Se puede encontrar un “organigrama” de 
investigados y condenados en la edición del 11 de agosto de 2011 de la Revista Semana, en su especial multimedia, ver: http://www.semana.com/multimedia-
politica/lios-cercanos-uribe/4291.aspx. recientemente destaca el caso reciente del jefe de seguridad de AUV – el general Mauricio Santoyo-. 
462
 AAVV, ¿Estado y cultura  mafiosa en Colombia? Grupo de investigación Cultura Política, Instituciones y Globalización. Universidad Nacional de Colombia. AAVV. 
Primera edición enero de 2010. Pp. 68. 
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del concepto de cultura jurídica en Colombia y en su lugar se presentan estudios sobre sus rasgos concretos: el 
incumplimiento, el formalismo y la excepcionalidad, es necesario relacionar la cultura jurídica con la cultura 
política y su lectura de la sociedad en términos de hibridez y autoritarismo ya que de esta manera es posible 
explicar el origen de los rasgos de la cultura jurídica planteado. 
Los marcos analíticos que ofrece la cultura política son útiles porque ponen de relieve el conflicto de 
legitimidades que desgarra a las sociedades que aun no se reconocen plenamente como modernas y en las que 
coexistes rasgos tradicionales e incluso actitudes y símbolos del mundo global. Bajo ese estado de cosas, el 
derecho y el paradigma positivista también han estado asociados a dichas pretensiones modernizantes, sin 
embargo, la cultura política, de manera similar a la cultura jurídica tampoco puede caracterizarse a partir de las 
actitudes e ideas aportados por un paradigma concreto, sino que el mismo debe coexistir con formas tradicionales 
de entender el derecho, tales como aquellas en general conocidas como iusnaturalistas por defender la existencia 
de una relación conceptual entre derecho y moral. Tal situación, aunada a la coexistencia  de legitimidades exige 
de acuerdo a Canclini caracterizar la cultura latinoamericana y como corolario su cultura jurídica como un híbrido 
estructural generando contradicciones, tensiones e incluso propiciando rupturas conceptuales que impiden 
decantar mínimamente una conciencia jurídica  definida en términos de un paradigma concreto
463
. 
También el incumplimiento desde las élites que negocian la aplicación de la ley hablando con las autoridades 
correspondientes y modulando los efectos concretos de las normas a sus propias necesidades puede explicarse 
desde la cultura política. Esta situación solo puede presentarse en sociedades hibridas donde formalmente existen 
instituciones que tienen como función garantizar la obediencia al derecho como en cualquier sociedad moderna, 
pero al mismo tiempo negocian el alcance del sometimiento a las reglas como en cualquier sociedad tradicional 
donde no existen cuadros administrativos sino colaboradores-amigos, siguiendo a García Villegas, no se pudo 
abolir una larga tradición jurídica basada en la costumbre y los pactos entre fuerzas políticas.  
De tal manera que al enriquecer la definición funcionalista de A&V con el análisis del sustrato sociopolítico de la 
hibridez se puede defender la tesis sobre la existencia de distintas culturas políticas o por lo menos distintos rasgos de 
ellas que se agudizan o se mimetizan dependiendo de su relación con paradigmas instituciones  jurídicas concretas. 
Como se ha insistido, al ser esta disertación un trabajo netamente teórico no es la oportunidad para profundizar en los 
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 La anterior caracterización recupera elementos de la hipótesis general del trabajo del seminario de Cultura Política que estuvo a cargo del profesor MEJÍA 
QUINTANA, Oscar   en el Departamento de Ciencia Política de la Universidad Nacional de Colombia sede Bogotá. 
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aspectos concretos de dicha coexistencia
464
. Solo se dirá que puede ocurrir que la cultura política tradicional (fundada 
en la autoridad de la tradición o el líder, la jerarquía, la comunidad, la tríada valores-eticidad-bien común, la 
democracia restringida) se confronte con la cultura política moderna (fundada en la tolerancia, el pluralismo, bienestar 
general, el estado de derecho-nación, la triada principios-moral-justicia, la democracia representativa) y/o con la 
cultura política global (fundada en el reconocimiento, la diferencia, el multiculturalismo, el estado transnacional y 
megamercado, la justicia distributiva, la ciudadanía en tanto opinión pública global)
465
. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
V.  Otros intentos por hacer la operativa la cultura jurídica. 
Ante la escasez de estudios relativos a las características de la cultura jurídica en Colombia, se precisó que para 
los efectos de esta investigación era necesario acudir a los marcos de análisis ofrecidos por la cultura política. 
Además, se presentaron las principales preocupaciones que desde la ciencia política se constituyeron en problemas 
y líneas de investigación sólidas
466
. Cuestión distinta a la ocurrida con las preocupaciones por la cultura jurídica 
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 Un estudio de campo sobre las transformaciones de las identidades políticas y su relación con el Estado en grupos regionales distintos y los riesgos políticos se 
reconocer las identidades culturales de dichos grupos se encuentra en: BOLÍVAR, Ingrid (Ed). Identidades Culturales y Formación del Estado en Colombia: 
Colonización, Naturaleza y Cultura. Bogotá. Universidad de los Andes. Ediciones Uniandes. 2006. 
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 Ver MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la cultura política. Op cit. 35. 
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Ver por ejemplo Martha Herrera, Alexis Pinilla, Raúl Infante, Carlos Díaz, “Acercamientos teóricos y metodológicos al concepto de cultura política” en  La 
Construcción de la Cultura Política en Colombia, Bogotá: Universidad Pedagógica Nacional, 2005 o MEJÍA QUINTANA, Oscar, “Hacia una Definición del Estatuto 
Epistemológico de la Cultura Política”, Bogotá. Ed. Ibáñez. Universidad Nacional. 2008 
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que de acuerdo a lo revisado no encuentran un trabajo que de manera comprehensiva desarrolle sus rasgos y 
ofrezca explicaciones
467
. Ante este vacío este documento desarrolló el estado del arte de los estudios que se 
acercan al tema en Colombia con el ánimo de encontrar reconocimientos explícitos de la influencia del 
positivismo kelseniano en la caracterización de la cultura jurídica, sin embargo, las dificultades en la 
caracterización persisten. 
Este ultimo capitulo constituye un intento por hacer más operativa la cultura jurídica, así como una apuesta para 
definir el fenómeno que retome y reconozca la importancia de incluir los problemas observados en las unidades 
anteriores. Para tal fin se desarrolla 3 partes. La primera, a la luz de las realidades de la cultura política se 
presentará un binomio interpretativo –formalismo y Constitución del 91- que involucran fenómenos de la cultura 
política y de la cultura jurídica analizables como rasgos de una misma realidad. Este binomio, junto a la 
excepcionalidad como “bisagra” entre cultura política y cultura jurídica permiten una mejor valoración de los 
aportes de la cultura política al entendimiento de la cultura jurídica.  
La segunda parte se desarrollará desde análisis actuales de tres autores –Villar Borda, Diego López y Oscar Mejía- 
quienes indagan de manera directa por el aporte del pensamiento kelseniano en el país, es decir, presentan tesis 
para responder la pregunta inicial de este trabajo. Teniendo en cuenta que  una de las principales conclusiones de 
la primera parte de esta investigación fue reconocer la dificultad de rastrear relaciones de influencia del primer 
pensamiento kelseniano producido en Colombia en la cultura jurídica solo mediante la revisión de la producción 
académica, desde los autores mencionados se pretende ofrecer una posición propia sobre el aporte del paradigma 
del kelsenianismo en Colombia y su influencia en la cultura jurídica. En ese marco, se presentará la idea de que la 
producción académica analizada más que influir en la cultura jurídica – tal y como lo aceptaron los autores de la 
primera unidad del capítulo – es también una manifestación de la cultura jurídica en Colombia. Asimismo, es un 
llamado de atención sobre la necesidad de referirse a esta posible influencia mediante otro tipo de metodologías 
que incluyan a la comunidad jurídica y sus comportamientos efectivos  para evitar afirmaciones generalizantes. 
En la tercera parte en un intento por definir la cultura jurídica en Colombia se retomará la cuestión de la hibridez 
de la sociedad colombiana y revisarán algunos planteamientos de la teoría de los trasplantes jurídicos. Es 
pertinente pensar en estos porque son análisis que asumen el problema de la hibridez de cara al florecimiento o 
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 Puede citarse el trabajo de GARCÍA VILLEGAS, MAURICIO, Mauricio: Normas de Papel: La Cultura del Incumplimiento de Reglas. (2009) una excepción parcial 
de la situación. Sin embargo, no es su interés ofrecer una definición de la cultura jurídica, sino desarrollar su rasgo más visible: el incumplimiento de reglas. De hecho la 
figura del estado de excepción en la historia constitucional es un caso típico de incumplimiento de normas por parte del Estado.  
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fracaso de instituciones y/o teorías jurídicas en lugares distintos a los sitios de producción. De esta manera, se 
puede volver sobre la cuestión de la producción colombiana sobre Kelsen sin el prejuicio que implica pensar que 
nuestro pensamiento iusfilosófica –desde Kant- “aun no ha salido de la minoría en edad”- sino con el ánimo de 
valorar esas primeras apreciaciones académicas no definitorias de la cultura jurídica sino como productos de la 
misma. 
1. Formalismo y Constitución del 91.  
En el capitulo anterior se analizaron los marcos analíticos que ofrece la cultura política, en concreto, el concepto 
de la excepcionalidad y se concluyó que la excepción (visto como excepción constitucional o como la lógica de la 
excepción desde la regla amigo –enemigo que define el poder del soberano), se apoderó del ordenamiento y de las 
estructuras políticas. Esta situación permitió que el propio Estado introduciendo excepciones a las reglas se 
convirtiera en el primer incumplidor del derecho, en el principal desconocedor de las reglas. Así las cosas, los 
rasgos autoritarios propiciados por el código de la excepcionalidad jurídico-política  fomentaron el desarrollo de 
una cultura antijurídica que se extendió gracias al incumplimiento generalizado de reglas en todos los niveles y 
que además propició la consolidación de una cultura mafiosa en el país. 
Al mismo tiempo esta situación afectó a la cultura política que de manera directa o subrepticia se relaciona con 
dicha cultura antijurídica. En este apartado, se destacará la manera en que la cultura jurídica “contagia” a la 
cultura política de un formalismo conveniente a través del cual se explican procesos políticos, en concreto, el 
proceso de la Asamblea Nacional Constituyente que dio pie a la Constitución del 91 con el fin de reconocer otro 
contacto desde el formalismo – adicional al de la excepcionalidad como categoría bisagra - entre la cultura política 
y la cultura jurídica y la importancia de desarrollar análisis conjuntos. 
Debe realizarse una precisión con el fin de moderar las pretensiones expansivas de la asociación conceptual o 
binomio que se planteará. Todos los fenómenos descritos en esta investigación son amplios y encierran una 
enorme complejidad que necesita ser explorada con más cuidado. Estas propuestas requieren un piso sociológico o 
algún apoyo empírico que determine con precisión los rasgos generales que se han analizado; y ya que mi enfoque 
es cualitativo, en este escrito solo se sugieren como posibilidades o marcos para actualizar las discusiones sobre la 
cultura jurídica y superar las definiciones que todavía la enganchan a un pasado republicado formalista sin incluir 
otros avances. 
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El objetivo de este primer apartado es revisar el proceso de expedición de la carta política para constatar en sus 
características los rasgos formalistas de nuestra cultura jurídica. Se presentará un análisis que podrá ser leído en 
un juego de contextos, del proceso de expedición de la carta política que evidencia la dificultad de consolidar una 
cultura política con rasgos progresistas y democráticos, y la persistencia de la inercia autoritaria disfrazada de un 
sempiterno formalismo. Para tal fin, se parte de la premisa de que existe una contradicción entre las fuentes 
materiales y las fuentes formales y se considera la Constituyente un momento fundamental en el que se puede 
reconocer el peso histórico del formalismo que facilita- de manera paralela- , el incumplimiento de normas, en 
este caso, la violación del pacto de paz que se esperó construir a través de la carta, ya que la fuente material  
desborda las posibilidades normativas
468
. 
Ernesto Pinilla analiza la contradicción entre fuentes formales y materiales del derecho en el contexto de la 
expedición del la Constitución del 91
469
. Reconoce inicialmente que en la sociedad moderna la fuente formal de 
derecho es la constitución. Por eso es importante analizarla y confrontarla con las fuentes formales. En la 
circunstancia colombiana, las fuentes materiales son profundamente complejas y contradictorias y las expectativas 
constitucionales ambiciosas. Por lo tanto, se genera un desfase radical entre las promesas constitucionales de 
avanzada o progresistas y las transformaciones materiales que se requieren para tal fin, por ejemplo, la puesta en 
marcha de modelos sostenibles de redistribución de riqueza, un avanzado nivel de cultura científica que garantice 
el desarrollo material de la sociedad y que le permita negociar con Estados, empresas y corporaciones socias y/o 
competidoras, las políticas de vinculación y permanencia al mercado de trabajo, los procesos educativos en todos 
los niveles que realmente propicien cambios en la manera de ver al otro y de ejercer derechos.   
Esta notoria contradicción de acuerdo a Pinilla agregará un ingrediente adicional a las conflictivas relaciones entre 
sociedad y derecho, “ya que la justicia material, inherente al Estado social, no se percibirá como un proyecto 
realizable, originado en el consenso, sino, más bien, producto de una transacción política que en últimas se aviene 
con el statu quo”470. Así, la caracterización de la carta política en sentido formal y material nos remite a la 
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 Otro momento de la historia en que el formalismo justifica o valida la toma de decisiones políticas se encuentra en la figura del presidencialismo que emerge la 
necesidad de consolidar el estado nacional. Este modelo se sirvió de toda una amalgama de ideologías: positivismo, utilitarismo, y cualquier doctrina que le sirviera en su 
objetivo de fortalecer el proyecto del Estado Nación. Por tanto, la combinación de los conceptos
 
de bien común (de corte hispano tradicionalista) con el de eficiencia (de 
tipo utilitarista) y transformación social (propio del positivismo), logró la convergencia en un peculiarísimo rasgo, propio de nuestra idiosincrasia jurídica: “un 
formalismo perfecto pero inefectivo que permitía concebir legislaciones con muy poca o ninguna efectividad práctica”.  Ver: MEJÍA QUINTANA, Oscar. 
“Aproximaciones a una historia de la cultura jurídica en América Latina”. Op. Cit. Pp 338.  
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 PINILLA CAMPOS, Ernesto, ¿Es viable el Estado Social de Derecho en la sociedad colombiana?.Op cit. Pp. 238.  
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 Ídem. 
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compleja y contradictoria relación –siempre analizada en la filosofía del derecho- entre ser y deber ser que 
adquiere su propia dinámica en el estado social de derecho y que invita a la lucha por la conquista de condiciones 
que posibiliten la vigencia de los derechos humanos y la democracia participativa. 
Respecto a las fuentes formales que rodearon a la Constitución del 91 se abordarán en especial dos cuestiones. El 
contexto político de su expedición y sus posibilidades para servir como un verdadero pacto de paz en el contexto 
del conflicto armado y la violencia. Para Pinilla, la violencia que tomó un impulso sin precedentes a partir del 
episodio del Bogotazo es la fuente indiscutible de las crisis políticas que fueron minando la legitimidad del estado. 
Esta precariedad de acuerdo a su análisis, tuvo su máxima expresión en el Decreto del Estado de Sitio No 1926 de 
1990 por medio del cual se convocó la asamblea constituyente que decidió derogar la Constitución vigente -la 
carta de 1886-, con todas sus reformas. 
A finales de los 80, la crisis de legitimidad del Estado colombiano había llegado a un punto crítico que desbordaba 
con creces la anormalidad de otros países de la región.  De un lado, las condiciones político - económicas no 
propiciaban el desarrollo de condiciones culturales adecuadas  para la solución pacifica de los conflictos. Una de 
las causas determinantes era la inexistencia de unos partidos políticos organizados democráticamente que en lugar 
de promover el pluralismo alimentaron abiertamente el sectarismo y posteriormente la repartición excluyente y 
periódica del poder político mediante el Frente Nacional. Por otra parte, la guerrilla, el narcotráfico y los 
paramilitares ponían en entredicho la integridad del territorio, la capacidad militar y administrativa del Estado, que 
al mismo tiempo había hecho de la violación de los derechos humanos una estrategia para derrotar a los 
variopintos adversarios. Este ultimo hecho para Pinilla, “se convertirá  en una de las fuentes materiales más 
contradictorias y adversas a la legitimidad del nuevo proyecto jurídico-político que surgiría de la Asamblea 
Constituyente”471.  
Es posible extender el análisis de las fuentes materiales a otras variables, por ejemplo, el desarrollo tecnológico, 
las capacidades institucionales para afrontar la implementación los derechos de aplicación inmediata o progresiva, 
incluso las calidades intelectuales y éticas de los abogados que debieron empezar a litigar esos derechos y las de 
los funcionarios judiciales que comenzaron a interpretar la constitución. Sin embargo, las fuentes materiales que 
se revisaron – el conflicto armado y el contexto y el proceso de expedición de la carta política-, son para efectos 
de este trabajo suficientes para sostener una posición, que en línea similar a la del profesor Pinilla, advierte acerca 
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de las condiciones marcadamente adversas, para que una sociedad como la colombiana pudiera lograr la 
realización de la fórmula política del estado social de derecho. 
En el campo político, el ambiente existente en los meses previos a la constituyente era de cierto optimismo por los 
acuerdos logrados con algunos grupos insurgentes. Sin embargo, el más antiguo y beligerante de estos, no era 
parte de la negociación por las condiciones que le imponía al débil e ineficaz Estado colombiano. Es tal la 
importancia el tema de las negociaciones y la situación de orden público que configuraban, que esta tensión entre 
grupos, y entre estos y el Estado, se constituye en una de las fuentes materiales más sobresalientes del proceso que 
condujo a la expedición de la Carta. Tanto así, que con fundamento en la violencia proveniente de grupos armados 
se profirió el Decreto 1926 del 24 de agosto de 1990, con fundamento en el cual,  también se convocaba a una 
Asamblea Constituyente. 
Es sugerente que en los meses previos a la convocatoria a la Asamblea, la insurgencia hubiera iniciado una 
ofensiva bélica que de modo progresivo y brutal llegó a convertirse en la mayor escalada de violencia hecha por la 
subversión desde sus comienzos
472
-. Estas acciones de fuerza se pusieron en marcha para tomar el pulso del 
adversario. “Si el Estado procedía a crear un nuevo orden de derecho, estaba advertido de los riesgos de fracasar 
en ese propósito sino contaba con un amplio consenso de los actores del conflicto”473. La dinámica y 
entrecruzamiento de las fuentes formales y materiales, ascendió a un momento de especial importancia histórica 
en el momento en que el constituyente primario depositaba sus votos para escoger los delegados a la Asamblea 
Constituyente. Ese mismo día, el día en que se empezó el proceso para construir el pacto de paz que salvaría al 
país sistemáticamente lesionado por grupos armados diversos, el ejército sorprendió con el asalto a “Casa Verde” 
lugar sagrado del Comando de las FARC. Este ataque no puede ser tomado como un hecho irrelevante, pues 
simbólicamente signó el nacimiento de la Constitución del 91 como un pacto de guerra más que como un pacto de 
paz. Se cerraron los cauces para un diálogo nacional que lograra el tan promovido consenso político, no solamente 
con las FARC, sino con todos los grupos alzados en armas que no se integraron al proceso y definitivamente  si la 
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constitución buscaba la paz, no era la intención ni el deseo por los cuales los colombianos habían abierto las 
puertas para la convocatoria de una nueva Constitución
474
. 
Esa contradictoria y exitosa acción permitía lanzar la pregunta sobre la prevalencia de la fuente formal   -con una 
nueva constitución que encarnaba una paz construida por algunos-, sobre la fuente material del histórico conflicto 
en todas sus dimensiones. La polémica entre ambas fuentes es enriquecida por las FARC a través del accionar de 
su violencia que en esa misma fecha, el día del nacimiento de una nueva Colombia pacifica, plural e incluyente, 
decidió realizar “12 atentados contra la red de oleoductos, 15 vehículos incendiados, 10 torres de energía voladas, 
17 miembros de los fuerzas armadas muertos, y 10 secuestrados como saldo de ataques en 22 sitios de 6 
departamentos y, por si fuera poco, presencia de las FARC en los límites de Bogotá, sobre seis sitios diferentes en 
la vía a Villavicencio, en uno de los cuales montaron un retén donde fueron entrevistados con toda tranquilidad, 
por un noticiero de televisión”475. Otro aspecto que marcó la situación de orden público como fuente formal fue la 
constitución junto al narcotráfico, de la actividad paramilitar en uno de los protagonistas más violentos del país y 
un factor determinante para el repliegue de algunos grupos guerrilleros y para la desaparición sistemática de 
dirigentes políticos de izquierda. 
En ese contexto de dificultades de manejo del orden público y la dificultad para abrir espacios  políticos  a  otros  
actores  sociales  que  el  Estado  había  mantenido  marginados, -exclusión que implica la inestabilidad 
institucional permanente y la acumulación de demandas sociales insatisfechas-, el 9 de octubre de 1990 la Corte 
Suprema de Justicia estudió la constitucionalidad del Decreto 1926 de 1990, y, por ese camino, el del estado de 
sitio, se convocó la Asamblea Constitucional. 
Dado que uno de los objetivos de este apartado es revisar el proceso de expedición de la carta política para 
constatar en sus características los rasgos formalistas de nuestra cultura jurídica, se hará referencia a la forma en 
que se aprobó la Asamblea Nacional Constituyente. Este punto es uno de los más polémicos de nuestra historia 
constitucional toda vez que el artículo 218 de la Constitución anterior consagraba los procedimientos de reforma 
de la norma superior y la posibilidad de reformarla vía asamblea nacional constituyente no se encontraba 
contemplada.  
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La Corte Suprema usando un argumento discutible afirmó que para definir si el Decreto 1926 de 1990 era 
constitucional no bastaba compararlo con las exigencias del artículo 218 superior y con otras normas del 
ordenamiento, sin tener en cuenta su potencialidad para alcanzar la paz como valor deseado por la mayoría del 
país. La Corte en dicha revisión de constitucionalidad aceptó que no podía declarar inexequible dicho derecho si 
podía esperarse que a través de este se lograra la paz y concluyó que como la nación colombiana es el 
constituyente primario, “puede en cualquier tiempo darse una Constitución distinta a la vigente hasta entonces si n 
sujetarse a los requisitos que esta consagraba”476. 
Posteriormente, mediante Auto 03 de 1992 la recién instalada Corte Constitucional validó categóricamente sin 
ahondar en las consecuencias de esta decisión, esta posición al afirmar que la constituyente fue un poder 
comisionado del pueblo soberano. “Su fuerza jurídica era fáctica pues provino de un hecho político fundante, mas 
no jurídico. Ella actuó no por orden de la Constitución de 1886 y sus reformas, sino por fuera de ella, por 
disposición directa del pueblo en un periodo de anormalidad constitucional”. Vale la pena decir que bajo esa 
mirada, cualquier momento será válido para modificar la constitución justificándose en un momento de 
anormalidad, que como mencionamos anteriormente, es un recurso reiterado en nuestra historia constitucional.  
Este facilismo es otra muestra del formalismo reinante que a través de los cambios normativos espera que las 
fuentes materiales se modifiquen en una especie de relación causal y que bajo esa expectativa incumple con las 
normas vigentes. 
El fallo de la Corte Suprema validó la posibilidad de modificar la constitución por una vía no contemplada por la 
norma vigente, de hecho, la asamblea se convocó al amparo de un decreto de estado de sitio
477
. Esta situación no 
resistiría un análisis formal de la constitución que ata la validez al procedimiento, ya que para que una norma sea 
válida, la misma debe ser creada o modificada de acuerdo a los mecanismos previstos en las normas vigentes. La 
Corte Suprema aprobó la convocatoria a la constituyente por una escasa mayoría y confiando en el entusiasmo que 
generaba en los pocos votantes (solo el 25% del censo electoral, la votación más baja de la historia) el movimiento 
de la séptima papeleta, prefirió bajo el argumento de que el constituyente primario siempre podría modificar las 
normas abrirle la puerta a una nueva constitución ignorando las evidentes contradicciones entre fuentes. 
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De acuerdo al análisis del Ernesto Pinilla, la sentencia de la Corte Suprema y las elecciones de los constituyentes 
celebradas el 9 de diciembre de 1990, “constituyen ejemplos elocuentes de la flexibilidad del derecho para 
desbordar su propia racionalidad -si es que en nuestro caso la ha llegado a tener- y, como siempre ha sucedido en 
los últimos dos siglos, pasar por encima de la última normatividad existente con la esperanza, hasta ahora fallida, 
de que el derecho si lograra legitimarse y ocupar los espacios que ha usurpado la violencia”478  
Ahora, ¿en qué radica el carácter formalista de nuestra cultura jurídica si a primera vista la Corte Suprema en su 
decisión desestimó los procedimientos establecidos para reformar la constitución y argumentó en este caso que la 
validez de las reformas constitucionales se justifica por el poder político del constituyente primario? 
El formalismo se reconoce en la cultura jurídica que asume la Constitución como un producto acabado sin revisar 
el proceso previo que le dio origen. Los aspectos relativos a su legitimidad,  el contexto político que la generó, las 
tensiones internas que se dieron a su interior, o la situación de orden público existente, fueron factores ignorados 
por sus defensores políticos y jurídicos, frente al resultado final que no puede reconocer sino como bloque, sin 
consideración de fisuras, aristas o contradicciones previas. 
Desde el enfoque de la contradicción entre las fuentes formales y materiales, es necesario revisar críticamente 
estas consideraciones que absolutizan el optimismo y desestiman el contexto adverso y las contradicciones que 
acompañaron el proceso de expedición de la constitución. Desde esta lectura, si bien no se desconocen los 
necesarios cambios frente a la Carta del 86 y los avances logrados, antes que permanecer en esa oda al 
progresismo constitucional colombiano, las actualizaciones críticas de la norma superior requieren tener en cuenta  
las falencias no solo con el fin de sacar a la luz de manera negativa las carencias de nuestro proceso constituyente, 
sino para explicar de mejor manera, desde un enfoque interpretativo histórico las falencias que 20 años después de 
expedido sigue presentando el documento. Desde esa mirada los rasgos formalistas de la Constitución lograron 
que en lugar de responder a las exigencias de la realidad la preocupación hubiera sido lograr una carta admirable 
por la redacción por sus contenidos. “La cultura de viñeta de la que hablaba sarcásticamente Gutiérrez Girardot y 
esa “filosofía de la historia” concebida desde la Sabana de Bogotá como si fuera el centro del mundo (típica 
estructura mítica que gravita pesadamente en nuestra eticidad), se proyectó con igual fuerza a la conciencia 
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jurídica que se extasió con el ideal de una Constitución paradigmática, olvidándose de los requerimientos 
pragmáticos a los que tenía que responderle al país
479
. 
El formalismo jurídico también opera como un marco que permite entender la coexistencia acrítica de distintos 
modelos de Estado en la carta y de toma de decisiones exclusivamente por la regla de mayoría en la Corte 
Constitucional cuestión que omitía la complejidad del ethos colombiano y de los modelos citados
480
. Diego López 
identifica 5 tipos de ideología política en la Constitución vigente que validan fines constitucionales diversos: la 
social democracia occidental, la economía libre/neoliberalismo/análisis económico del derecho, el Conservatismo 
social, el Feminismo/perspectivas raciales/movimiento gay, y el Movimiento Indigenista
481
. Sin embargo, en esta 
instancia, el problema no se resuelve acudiendo a un estricto test de proporcionalidad, el problema requiere ir más 
allá, y explorar el imaginario colectivo por el cual fue convocada para reconocer que en efecto, eran más esos 
elementos mesiánicos y utópicos los que llevaron a apoyar a la constitución que los propiamente pragmáticos. Y 
en ese punto, de nuevo, hay que reconocer que el Constituyente del 91 falló al perder una oportunidad histórica 
por resimbolizar, por remitologizar nuestra identidad nacional, por reconstruirla simbólicamente
482
 y tomarse en 
serio la pregunta por los principios de moralidad política de los colombianos. 
La Constitución del 91 funda sin duda un proyecto de modernidad integral en Colombia, con un Estado social de 
derecho como instrumento de paz y reconciliación, un catálogo de derechos fundamentales y un modelo de 
democracia participativa bien diferente al concebido y realizado por la Constitución de 1886, bandera de la 
Regeneración. No obstante, las preguntas sobre su legitimidad o el contexto político que la generó son factores 
que han sido omitidos por la historiografía constitucional tradicional  y por la comunidad jurídica tradicional que 
encuentra en ella el logro constitucional por excelencia. Vista en perspectiva, a pesar de su entusiasmo y de los 
antecedentes que la generaron, la Constitución no logró consolidar las condiciones de posibilidad de la 
reconciliación nacional, como era la paz, ni de respeto a los derechos humanos, - respeto a la  vida-.  Ese fue el su 
gran fracaso y su gran debilidad ya que efectivamente no pudo ampliar el pacto de intereses que prometía.  
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Los proyectos de Estado social de derecho y democracia participativa fueron situados como los logros más 
significativos de la Constitución de 1991, que al tener unos cimientos tan débiles en lo que a real participación de 
todas las eticidades se refiere solo permitieron construir un consenso aparente entre las mayorías electorales. A 
pesar de las expectativas la constituyente no fue un ámbito de justificación moral y política que permitiera una 
resimbolización real y profunda de la sociedad, de su identidad y de sus mitos. Ese fue inicialmente su gran 
fracaso y eso lo que constituyó su enorme debilidad  que siempre dejó abierta la posibilidad de un nuevo proceso 
constituyente como falsa tabla de salvación que actualmente vuelve a ser tema de discusión. Lo que se valida 
nuevamente en aulas, seminarios, cocteles, y salas de redacción es el espíritu formalista de la cultura jurídica que 
nuevamente “puede caer en la trampa” al esperar que las nuevas normas constitucionales de ese  “cielo de los 
conceptos jurídicos” -citando a Ihering-,  puedan modificar una realidad adversa a los intereses de la mayoría de la 
población y, de manera concomitante determinar el cambio en cualquier variable de la cultura jurídica.  
2. La influencia de Kelsen en Colombia 
 Como se mencionó al inicio de este capítulo, en este apartado se retomará la pregunta inicial de esta 
investigación: la recepción académica del paradigma kelseniano y su influencia en la caracterización de la cultura 
jurídica en Colombia desde las lecturas de Diego López, Luis Villar Borda y Oscar Mejía, quienes indagan por el 
aporte del pensamiento kelseniano en el país y su influencia en el fenómeno de la cultura jurídica. Debe precisarse 
que no se hará referencia a las características de la producción sobre Kelsen que ya fueron abordados desde 
autores representativos del momento, sino a los análisis sobre la incidencia de la recepción académica del autor en 
la cultura jurídica. Lo anterior, teniendo en cuenta que una de las principales conclusiones de la primera parte de 
esta investigación fue reconocer la dificultad de rastrear relaciones de influencia del primer pensamiento 
kelseniano producido en Colombia en la cultura jurídica solo mediante la revisión de la producción académica. 
En ese marco, se presentará como tesis principal la idea de que la producción académica analizada más que influir 
en la cultura jurídica – tal y como lo defendieron los autores del primer capítulo–, fue más bien otra manifestación 
de la misma entendida como una cultura híbrida que quiso ser aprovechada por los discursos de modernización 
existentes.  Esta hibridez se manifiesta en la coexistencia gracias a lecturas formalistas de valores tradicionales 
(católicos) con algunas pretensiones de romper sin éxito con la conciencia jurídica clásica prekelseniana que 
tampoco es clara respecto a sus valores dominantes. 
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Al inicio de este trabajo se advirtió que se analizaría la primera producción sobre Kelsen en Colombia y que si 
bien, el propio Kelsen reformula algunos aspectos de su Teoría Pura del Derecho en 1960, los rasgos generales de 
ambas obras se mantuvieron. Entre las características reiteradas en ambas versiones se encuentran la pretensión 
irrenunciable de Kelsen de construir una ciencia jurídica epistemológicamente independiente de otros sistemas 
normativos, es decir, Kelsen se mantiene dentro de la tesis convencionales del positivismo al defender la idea de 
que la ciencia jurídica tiene como objeto la descripción de las relaciones funcionales entre normas jurídicas
483
.  
Teniendo en cuenta que “el núcleo duro” de la Teoría Pura del Derecho no sufrió alteraciones sustanciales entre su 
primera y segunda edición
484
, se consideró suficiente analizar la producción académica nacional que versó sobre 
la primera edición y por tal razón solo a esta producción alude este trabajo. Además, de las revisiones realizadas a 
la hora de elaborar el estado del arte, se encontró que los iusteóricos se centraron en la primera edición de la 
Teoría Pura del Derecho y no hubo un intento exhaustivo para determinar sus diferencias con la segunda edición 
que solo llegó en 1982 traducida al español. En su lugar se pudo verificar que el paradigma kelseniano facilitó la 
consolidación de dos situaciones “extra teóricas”: la formación de un discurso modernizador que legitimaba las 
acciones estatales y la consolidación de la profesión jurídica como élite al servicio de dicho discurso. 
En suma, los iusfilósofos que analizaron a Kelsen parecieron haber ignorado esas diferencias, tanto así, que solo 
hasta la década del ochenta Luis Villar Borda es reconocido en el contexto académico internacional como un 
conocedor de la teoría kelseniana. En consecuencia, ante la escasa apreciación de las diferencias por la academia 
nacional -por lo menos en lo que a ambas versiones de la teoría pura se refiere-, la producción que se analizó en el 
estado del arte y que se retoma en este capítulo final es la que aquellos autores que inician la producción sobre 
Kelsen Colombia en la década del 40 y el 50. Y es la incidencia de esta producción en la cultura jurídica la que se 
analizará a la luz de los aportes de López, Mejía y Villar Borda. 
Es necesario realizar una aclaración adicional respecto a la manera en que se interpretará la producción académica 
sobre Kelsen. Lo fundamental respecto a estos dos últimos apartados es que el estudio de la tradición filosófica 
colombiana se abordará sin el ánimo de calificar dicha producción. En otras palabras, se reitera que “esta 
investigación no pretende constituirse en un manual de filosofía kelseniana y el interés de la misma no es 
evidenciar las buenas o malas lecturas, los errores, las exageraciones  y los “abusos” en que incurren los autores 
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colombianos en su interpretación de Kelsen”. Este enfoque obedece a que ante la dificultad de rastrear la 
influencia de la iusteoría kelseniana local en la cultura jurídica nacional, lo que queda es rescatar el sustrato 
material de las ideas que se asumen como expresiones del estado de la cultura jurídica en el país.  
De la revisión de la producción académica se desprende que la axiologización de la Teoría Pura del Derecho exige 
antes que asumir que se presenta una producción fiel a la del país de origen, problematizar los procesos de 
recepción y aceptar que no existen trasplantes en los cuales las ideas se dupliquen de forma idéntica. Una vez se 
advierte esta situación es posible revisar las características de dicha producción no como elemento definitorio de 
la cultura jurídica, sino más bien como una manifestación de la misma y por lo tanto, en ella es posible verificar 
un núcleo de ideas híbridas, un conjunto de propuestas  sincréticas que normalizan esta condición a través del 
formalismo que “domestica” las duras exigencias de la Teoría Pura del Derecho. En palabras de Oscar Terán en 
esta parte del mundo se utilizó el pensamiento kelseniano como una “caja de herramientas” de la que se 
apropiaron los iusteóricos con un evidente desprejuicio
485
. 
Dentro de los factores que explican tal sincretismo se encuentra la dificultad para que la filosofía del derecho se 
desarrolle como un saber filosófico moderno. Es innegable el peso de la mentalidad confesional perfeccionada en 
la Regeneración e implementada a través de colegios y universidades. Por lo tanto, los académicos de ese primer 
momento del filosofar moderno que custodió la llegada de Kelsen a Colombia,  no aceptaron pasivamente las tesis 
del maestro y pretendieron superarlo sin abandonarlo mediante la introducción de elementos lógicos o axiológicos 
que se negaron a abandonar. Kelsen es el referente esencial de la argumentación de los autores analizados, no 
obstante, ellos mismos complementaban sus desarrollos con referencias recurrentes a autores de moda en el 
contexto en el que escriben y con sus creencias más profundas. “Esta artillería filosófica refuerza el carácter 
revisionista de la obra del austriaco en Colombia”486.  
A continuación se presentan a los principales aspectos de las lecturas de Diego López y Oscar Mejía dado que 
estos autores abordan -con pocos consensos- la pregunta base de esta investigación: las implicaciones culturales 
de la recepción académica de Kelsen. Veremos que el positivismo kelseniano en Colombia desplegó ciertas 
particularidades sin coincidir con los orígenes del paradigma ni con sus funciones  iniciales. Lo anterior nos 
muestra que el intento por caracterizar la cultura jurídica colombiana debe reconocer el sustrato material de las 
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ideas jurídicas, sin depender exclusivamente de ella y, en desarrollo de lo anterior, debe considerarse el aporte, los 
intereses y las orientaciones concretas de la producción académica en vista de que se reconoce como una falencia 
que la teoría jurídica nacional no revise las consecuencias sociales y culturales de sus interpretaciones. 
Las divergencias en la interpretación de la cultura jurídica nacional y su relación con Kelsen son claras entre 
ambos autores. En la primera parte de este trabajo se había planteado que López reconoce en la exégesis, el 
conceptualismo alemán y el kelsenianismo tres expresiones del formalismo que dieron forma a las estructuras 
teóricas de la conciencia jurídica clásica, y llegaron a asociarse en las mentes de los operadores jurídicos hasta 
constituir un continuo, una plataforma más fuerte que explica la persistencia del clasicismo como la conciencia 
jurídica dominante durante todo el siglo XX. Gracias a Kelsen el formalismo se convirtió en la más importante, 
potente y natural de las teorías subyacentes a la conciencia jurídica local
487
.  
La recepción de Kelsen en Colombia viene inaugurada por el inicio del periodo conocido como la “república 
liberal” que tuvo sus inicios en 1930 después del último gobierno de la “hegemonía conservadora”, iniciado con 
Núñez en el siglo XIX y terminado con Miguel Abadía Méndez. Para Mejía, a partir de ese momento fue posible 
considerar una propuesta como la de Hans Kelsen que permitiría cuestionar los fundamentos ideológicos de la 
concepción de corte neotomista que predominaba en la organización jurídico política. La recepción permitió a la 
ideología liberal que gobernó al país a partir de la década del treinta implementar un proyecto político con 
aspiraciones de modernización de las estructuras sociales tradicionales, que leyó el positivismo a  través de los 
nuevos funcionarios y tecnócratas jurídicos desde una clave interpretativa específica: viendo en la propuesta 
kelseniana una catapulta para favorecer la concreción de unos intereses de dominación político-ideológica 
determinados, omisivos de las condiciones materiales y de asunción real de los rasgos del derecho moderno
488
. 
Mejía enfatiza en que en sociedades capitalistas avanzadas, tal como lo demostró Weber, el derecho, pese a las 
consecuencias negativas que también alentó, se convirtió en un metarrelato que permitió reelaborar los lazos 
sociales resquebrajados con la pérdida de sentido de los valores tradicionales
489
. En Colombia y demás países 
latinoamericanos el derecho continuó operando como una ideología mas, cambiando su función de regulación y 
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organización social, por una función simbólica y dominadora que se enfrentó como metadiscurso a las demás 
tradiciones persistentes en los países de recepción
490
. De esta manera,  el positivismo lógico formalista kelseniano 
ha apoyado el propósito de legitimar a un Estado,  a una sociedad de corte tradicional y a sus correspondientes 
clases de apoyo, mientras que una legitimación funcional procedimentalista como expresión de las burocracias 
tecnocrático estatales, encontró en el revisionismo positivista kelseniano y en la filosofía analítica del derecho, el 
apoyo iusfilosófico para su proyección social.  
La Teoría Pura del Derecho se presentó en contextos académicos y prácticos con el fin de  animar los procesos de 
cambio que empezaban a propiciarse y de mostrar al Estado como un agente de modernización. Sin embargo, esta 
intención para Mejía terminará subsumiendo al positivismo kelseniano desde el procedimentalismo imperante
491
 
propio de las sociedades tradicionales, desarmándolo de los elementos innovadores que hubieran logrado desligar 
al derecho  tanto del patronazgo ius-neotomista como de la amalgama de doctrinas que buscaban inspirar los 
nuevos replanteamientos socio-estatales
492
.  
En ese contexto, para Mejia la producción de textos académicos que desarrollaron las ideas de Kelsen sobre la 
pureza metodológica o la neutralidad axiológica fueron solo  “apasionantes temas de disertación universitaria”, 
mientras que la realidad andina se construyó por encima, por debajo e incluso en contra de ello, pero no gracias a 
ello
493
. El presidencialismo con sus herramientas de mando –entre ellas el estado de excepción - continuó siendo 
el direccionador de los designios nacionales sin otro aliento que su interpretación de las necesidades populares y 
sometiendo la propuesta kelseniana a tales propósitos cuando era requerido. En consecuencia, el desarrollo 
iusfilosófico en Colombia ha sido pobre y anquilosado viéndose altamente perjudicado por “las arenas movedizas 
del poder y los cantos de sirena”494.  
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De igual manera, las recepciones académicas carecen de la dimensión de peso necesaria para proponer parámetros 
solidificados de interpretación en la medida que la academia colombiana, en concreto, los iusteóricos con 
relaciones en la magistratura
495
,  ostenta una actitud de sumisión frente al Estado
496
. Por lo tanto, el positivismo 
terminó siendo apoyado por universidades bogotanas como un procedimentalismo que de forma incoherente en lo 
teórico logró también desarrollar la hibridez conceptual mencionada. 
La clave de lectura de Mejía la constituyen como se mencionó anteriormente,  apreciaciones generales, por lo 
general introductorias o conclusivas de la obra de Kelsen en el marco del esfuerzo de los gobiernos liberales por 
modernizar al país – no construir modernidad-. Sin embargo,  aunque el estado del arte (Mejía, Dezalay, Ortiz, 
Corredor entre otros), resalte la relación entre el discurso jurídico y proyectos de modernización y la elitización de 
la profesión jurídica, al ser este trabajo una revisión meramente teórica no se indagaron otras fuentes que 
permitieran evidenciar tal estado de cosas
497
. 
Para Mejía la producción académica sobre Kelsen fue sobre todo un acto de esnobismo intelectual y en concreto el 
ideal de pureza axiológica un apasionante tema de disertación universitaria, mientras que la realidad andina se 
construyó con estas ideas o más allá de ellas. Por lo tanto, puede concluirse que no habría incidencia por lo menos 
directa de la producción académica en la formación de ideas y valores de los abogados, de la comunidad jurídica o 
de la sociedad. De manera que es difícil reconocer para Mejía el influjo de este paradigma por tres razones 
básicamente. 1) El formalismo previo donde el pensamiento sobre Kelsen solo apoya ideas de continuidad, 2) el 
presidencialismo liberal  que  se valió de Kelsen para justificar proyectos de modernización de las estructuras 
sociales tradicionales sin revisar las diferencias con la producción anterior, y,  3) los escasos esfuerzos por 
tomarse en serio a Kelsen solo permitieron la incidencia de los funcionarios judiciales que valiéndose del 
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kelsenismo coadyuvaron en la implementación de proyectos modernizadores  y se convirtieron en la élite 
tecnocrática de su época.  
De su parte, López presenta las diferencias entre positivismo y formalismo. Este último parece girar de manera 
exclusiva alrededor de la teoría pura de Hans Kelsen. Algunos autores consideran que la teoría de Kelsen le da 
forma a todo el positivismo regional formalizándolo de manera definitiva
498
. Sin embargo, para López las formas 
jurídicas ya estaban “en la articulación teórica que tuvieron las teorías prekelsenianas del siglo XIX y que ya 
estaban dotadas de muy altos niveles de penetración en la cultura jurídica y en los imaginarios locales”499. Había 
florecido cierto formalismo jurídico pero no es necesariamente positivista ya que la conciencia jurídica clásica ya 
estaba consolidada en 1900 gracias a la exegesis y el conceptualismo. En su lugar, la obra del austriaco tuvo dos 
efectos, el restablecimiento de la hegemonía del clasicismo frente al antiformalismo del derecho privado gracias a 
la recepción local de la Teoría Pura del Derecho; y el apuntalamiento del formalismo jurídico implícito en la 
conciencia clásica de los actores relacionados con el derecho. El kelsenianismo vino no tanto a generar una crisis, 
sino a confirmar ideas de continuidad con el pasado más o menos reciente, y, desde la producción académica el 
posicionamiento del positivismo “refinó” las preocupaciones teóricas de las obras formalistas previas. 
De modo que la Teoría Pura del Derecho refuerza el formalismo existente  proporcionando una teoría muy 
acabada y sólida que volvía a legitimar los elementos formalistas de la cultura pre-kelseniana tal como estaban 
condensados en la conciencia jurídica clásica. Los escritos académicos constituyen una de las modalidades de 
recepción de la teoría kelseniana y permitieron un reforzamiento de los valores de neutralidad y cientificidad del 
derecho propio del positivismo decimonónico. Debe mencionarse que este avance, no es problematizado a la luz 
de las posibles consecuencias positivas para la profesión de los abogados en el país, en otras palabras, a diferencia 
de Mejía, López no aborda la cuestión del ascenso de la clase de los juristas a través de las formas kelsenianas. 
Vale la pena recordar que para López son los juristas prácticos, entre ellos Arturo Valencia Zea y su Tratado de 
Derecho Civil quienes formalizan y exacerban el legalismo  de Kelsen. Sin embargo, esta dimension de la lectura 
de López- la de los juristas prácticos- no será abordada de manera directa en este escrito, toda vez que la pregunta 
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 De acuerdo a Rubén Vélez Sáenz esta formalización no era una realidad indiscutible, más bien duda de ello: “el formalismo de Kelsen busca explicitar el aspecto 
puramente lógico—formal de la norma jurídica., prescindiendo de todo contenido ético, político  o sociológico  para caracterizarla y para llegar desde una forma lógica a 
una definición de derecho. De  ahí que la teoría pura que bien puede calificarse de formalista, si bien de ninguna manera en el sentido peyorativo q suele dársele a esta 
palabra. Por lo demás, habría q ver si efectivamente los iusfilósofos nacionales hicieron una interpretación axiológica o formalista de la teoría de Kelsen”. Ver : 
“Entrevista a Jaime Vélez Sáenz”. En: Del derecho a la filosofía. Universidad Santo Tomás. Bogotá. 1989. pp. 83 y 28. 
499
 LÓPEZ MEDINA, Diego, Teoría Impura del Derecho, Op. Cit, pp. 117-118. 
  
150 
 
orientadora de esta investigación se refiere al papel de la primera producción académica desarrollada sobre Kelsen  
desde las universidades y los centros de investigación.  
Diego López plantea que las ideas del austríaco permitieron un tratamiento más “científico” a los dogmas 
formalistas del pasado en Colombia. El kelsenismo era entonces considerado como una teoría transnacional del 
derecho  vino a confirmar en el ámbito local la veracidad y corrección de la mayoría de los antiguos dogmas 
formalistas y positivistas que hacían parte del credo clásico y les  brindó a dichos elementos un tratamiento más 
riguroso y más sistemático. Ahora como resultado de la justificación suministrada por Kelsen, tanto teóricos como 
litigantes tenían razones suficientes para creer en los elementos positivistas de la conciencia jurídica clásica como 
explicación casi necesaria de la naturaleza del derecho
500
.  
La formación de un paradigma jurídico local en el que se mezclan presupuestos tomados del clasicismo con el 
positivismo kelseniano se logró gracias a la lectura transformadora de la Teoría Pura del Derecho,  y por tanto, las 
relaciones en la teoría jurídica local se dieron entre el positivismo kelseniano y la conciencia jurídica clásica 
influida por la exégesis y la jurisprudencia de conceptos. Las contradicciones entre clasicismo y positivismo 
kelseniano fueron eliminadas por los iusteóricos locales, a través de un proceso de doble vía: los juristas locales de 
vocación académica buscaron preservar el acostumbrado rigor de la filosofía del derecho y lucharon por dar una 
imagen de Kelsen más cercana a aquella que comparten con académicos de otras partes del mundo, mientras que 
los prácticos según López fueron quienes eliminaron las contradicciones entre exegesis y positivismo kelseniano, 
permitiendo una asimilación de Kelsen con el formalismo que ya los caracterizaba
501
.  
La estrategia de los receptores pop, nombre con el que López identifica a los juristas prácticos latinoamericanos, 
consistió en presentar a Kelsen de manera tal que se ignoraban las diferencias cualitativas que existían entre el 
nuevo positivismo kelseniano y el viejo textualismo exegético.  De esta manera formaron una ficticia comunidad 
teórica entre los imaginarios de la dogmatica jurídica clásica y el neopositivismo sumamente sofisticado de 
Kelsen. Así, mientras para los receptores académicos la obra de Kelsen su obra representaba una ruptura con la 
conciencia jurídica clásica, en la reflexión pop, esta misma obra establecía continuidad y brindaba legitimación al 
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positivismo del siglo XIX, a pesar de que uno de los propósitos explícitos de la obra de Kelsen consistía en 
superar los viejos mitos de la exegesis liberal del siglo XIX. 
Contrario a lo expuesto por Mejía, López  no acepta que la conciencia jurídica colombiana se encontrara bajo la 
égida de teorías católicas y escolásticas de derecho natural derivadas del legado español que hayan impedido 
transformaciones al tenor del positivismo
502
; ya que está relativamente claro que la teoría del derecho en 
Latinoamérica se ubicó al menos desde la adopción nacional del código civil, dentro de las fronteras del 
pensamiento formalista y positivista europeo, siendo los estudios jurídicos locales predominantemente producto 
de la influencia cruzada de la exégesis y la jurisprudencia de conceptos y no de las implicaciones teológicas del 
pensamiento escolástico. 
En consecuencia, desde esta interpretación de los insumos de la teoría jurídica local no existe contrariamente a lo 
que afirma Mejía, una intervención significativa de las ideas escolásticas propias del paradigma tradicional 
hispánico
503
. Vale la pena resaltar este desacuerdo ya que López y Mejía son dos de los autores que más han 
estudiado las características de la teoría jurídica local recientemente y se despierta el interés por la pregunta sobre 
hasta qué punto la producción teórico jurídica mantuvo o cambió su mirada frente al pasado prekelseniano; 
viéndose a sí misma siguiendo a López, como una continuidad ahora formalizada de la conciencia jurídica clásica 
o -interpretándose desde Mejía-, como un mecanismo de legitimación antes que como una propuesta teórica que 
no logró apropiar adecuadamente los planteamientos originales debido a las limitaciones materiales e ideológicas 
propias de una sociedad en transición -híbrida por naturaleza-.  
En otras palabras, López asume que al aludir a elementos formalistas procedentes de la exégesis y la 
jurisprudencia de conceptos del siglo XIX, se excluye al ethos católico y en general a las corrientes iusnaturalistas 
como forjadoras de nuestra cultura jurídica
504
 En ese punto, Mejía presenta la tesis de que nuestra cultura jurídica 
tiene una raíz basada en los pensamientos escolásticos que a través de la Iglesia, el proyecto regenerador y la 
hegemonía conservadora obligan a pensar en la cultura jurídica desde un paradigma tradicional – iusnaturalismo 
católico- .  
                                                             
502
 López Medina, Diego Eduardo, La Teoría Impura del Derecho. Op cit., pp 345. 
503
 López propone que la teoría jurídica local debe ir del débil análisis basado en las implicaciones teológicas de la conciencia jurídica (en este caso escolástica o 
hispánico-tradicional), hacia los textos y prácticas que efectivamente moldean esa conciencia. 
504
 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, La Teoría Impura del Derecho. Op cit., pp 345. 
  
152 
 
De otra parte, Oscar Mejía respecto al paradigma positivista acude a las relaciones entre positivismo y 
legitimación y a los proyectos modernizadores que los gobiernos de la hegemonía liberal del siglo XX 
pretendieron validar a través de Kelsen “a la colombiana”. Se observa que la lectura de Mejía es más critica que la 
de López respecto al papel de los académicos en ese contexto, quienes desde finales de la década del 30 apoyaron 
dichos proyectos desde la académica y la magistratura.  Toda vez que las ideas sobre Kelsen se “mundanizan” por 
factores externos al quehacer de la naciente filosofía del derecho en Colombia y, a la hora de valorar la 
producción académica en sí misma, asume que tales ideas son esfuerzos intelectualizantes ajenos a la realidad. 
2.1. Balance de la influencia kelseniana 
Ante tal desacuerdo vale la pena preguntarse: ¿hasta qué punto la producción teórica mantuvo o cambió su mirada 
frente al pasado prekelseniano viéndose a sí misma siguiendo a López, como una continuidad ahora formalizada 
de la conciencia jurídica clásica o, interpretándose desde Mejía, como una producción que no logra superar sus 
relaciones con los paradigmas tradicionales? Para responder esta pregunta en medio de los debates que se 
sugirieron entre ambas lecturas, se presentarán las posiciones de Villar Borda con el fin de dirimir algunos de los 
desacuerdos encontrados a través de las tesis de un “tercero autorizado”, y por último se hará referencia a la 
coexistencia de paradigmas en nuestra cultura jurídica. 
Es cierto que el formalismo fue continuado, reforzado y “vistió mejores ropas” gracias a las recepciones prácticas 
y teóricas de Kelsen. Sin embargo, existen distinciones teóricas entre la obra del austriaco y lo desarrollado por la 
producción nacional que se ignoraron y el formalismo se fortaleció a través de dichas confusiones teóricas 
teniendo como telón de fondo la “normalización” de la filosofía en Colombia y el reformismo liberal que requería 
de un derecho renovado así fuera a través de las particulares lecturas nacionales de la Teoría Pura del Derecho en 
un contexto donde “todos ganan”. 
Si bien es cierto que la teoría jurídica local debe ir hacia los textos y prácticas que efectivamente moldean la 
conciencia jurídica,  considero que los hechos recientes permiten validar la persistencia de rasgos iusnaturalistas o 
por lo menos pertenecientes al ethos católico en la interpretación del derecho. Por tal razón, es apresurada la 
consecuencia de López acerca de la imposibilidad de reconocer la influencia de determinados paradigmas –en su 
momento escolásticos hoy católicos a secas- en la conciencia jurídica. En este punto cabrían múltiples 
contraejemplos que cuestionan este “desprendimiento”.  
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Por ejemplo, en  sentencia de septiembre de 2012 la Corte Constitucional, ordenó a las autoridades judiciales 
colombianas respetar "el principio de laicidad" y prohibió que con sus decisiones se promuevan determinadas 
religiones porque claramente en un Estado laico la biblia y la “autoridad” religiosa no son fuente de derecho por lo 
tanto toda actuación judicial o en general los actos administrativos de los funcionarios públicos deben 
determinarse y ser motivados por la ley colombiana y no por una mitología religiosa
505
. La orden del alto tribunal 
se produjo a raíz de una cita bíblica contenida en algunas providencias del Juzgado Trece Laboral del Circuito del 
Plan Piloto de Oralidad de Cali, que contienen expresiones tomadas del libro del éxodo de la biblia.  
En un sentido similar, de manera desafortunada, la propia Corte Constitucional prefirió utilizar un fragmento de 
una Encíclica a un argumento jurídico para defender la constitucionalidad de una norma que tipificada el aborto 
como delito. En esta oportunidad no hubo  una decisión racional ni razonable 
506
 ya que el ser esta Corte el órgano 
de cierre de la jurisdicción constitucional y la competente para revisar acciones públicas de inconstitucionalidad 
no se presentó la oportunidad de corregir el error. Solamente dentro del salvamento de voto se presentó el 
desacuerdo cuando los magistrados disidentes manifestaron que “la Corte no puede fundamentar un fallo en una 
creencia o en un credo religioso, por más adherentes que dicha creencia o credo pueda tener en el país. Su 
función única es la de confrontar, de manera objetiva e imparcial, la norma legal con la Constitución Política y 
velar por el efectivo respeto a los derechos fundamentales, entre los que se encuentran las libertades de 
conciencia y de cultos. Olvidar el respeto al principio del pluralismo político, religioso, cultural e ideológico, y 
convertir una sentencia en un acto de profesión de una determinada fe religiosa, no es exactamente lo que 
jurídica y democráticamente cabe esperar de la Corte Constitucional”507.  
La situación que se resalta es la necesidad de reconocer  la presencia en la cultura jurídica de los jueces de credos 
religiosos que hoy por hoy incluso permean las decisiones de la que se supone la máxima instancia de 
interpretación del derecho de nuestro ordenamiento. Claramente sería necesario desarrollar una investigación más 
detallada sobre las dificultades de justificar decisiones judiciales solo mediante argumentos jurídicos, -por 
ejemplo a través de una línea jurisprudencial que determine escenarios constitucionales definidos-, sin embargo, la 
afirmación es pertinente para ilustrar la coexistencia de visiones del derecho en la interpretación de los jueces. Sin 
embargo, no puede negarse la persistencia de dichos valores como factores de influencia en la interpretación, 
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154 
 
sobre todo respecto a lo que Hart caracteriza como “casos difíciles”, donde la moral y el derecho pisan las mismas 
orillas, y por lo tanto, es discutible la posición de López respecto a la inoperatividad de los rasgos iusnaturalistas o 
de cualquier ideología no demostrable a través de prácticas en la interpretación del derecho.   
Respecto a Mejía, aun siendo interesante la asunción del carácter legitimador de la propuesta kelseniana en el 
contexto de los gobiernos liberales de principios de siglo, considero que esta afirmación debe retomar los textos y 
prácticas que efectivamente moldearon la conciencia jurídica hacia esa dirección para validar con más suficiencia 
esa  idea. Sin embargo, este tipo de investigaciones no fueron encontradas en ninguno de los autores que 
defienden dicha relación, lo que en términos generales constituye una falencia. La misma crítica puede hacerse 
respecto a otra de las consecuencias del positivismo “su desaparición” o subsunción desde el procedimentalismo 
imperante. En ese orden, valdría la pena preguntarse: ¿Cómo podemos evidenciar el ahogo del derecho sustancial 
a través de los procedimientos?   
Otra divergencia por mencionar guarda relación con la similitud entre la producción nacional sobre Kelsen y la 
Teoría Pura del Derecho (en su primera o segunda edición por las razones antes expuestas). Al respecto Mejía 
defiende la innegable introducción de elementos “extraños” a la obra inicial, es decir, Kelsen es axiologizado en 
Colombia. Mientras tanto, López considera que los juristas locales de vocación académica buscaron preservar el 
acostumbrado rigor de la filosofía del derecho y lucharon por dar una imagen de Kelsen más cercana a aquella que 
comparten con académicos de otras partes del mundo. Para tratar de dirimir este punto se desarrollarán algunas 
ideas de Villar Borda sobre la producción y su fidelidad respecto a Kelsen. 
La obra de Kelsen es el más notable esfuerzo realizado hasta entonces por construir una doctrina general 
autónoma del derecho, con aspiración a ser la única verdadera ciencia jurídica. Esta situación “ha permitido 
independientemente del destino de esta aspiración, calificar a su autor como el más grande jurista del siglo XX, 
sin que ese reconocimiento signifique adhesión total o parcial a sus tesis”508. Para Villar Borda, en términos 
generales si hay una relación entre el positivismo y la modernización, ya que el positivismo de acuerdo a las 
características de cada país, ha sido la base de un conjunto de propuestas de autoritarismo modernizante, como 
reacción al “desorden” de la etapa poscolonial. En este aspecto habría una similitud con Mejía, sin embargo, 
existen distintos momentos de vida del positivismo filosófico y por tal sería conveniente un análisis que determine 
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dichos grados de influencia y que separe el kelsenismo de las otras formas de positivismo para pensar el 
problema
509
.  
Al respecto, Villar Borda aclara un poco el panorama -fiel a su filiación partidista e ideológica con el liberalismo- 
al explicar el contexto de recepción de Kelsen alude a un proceso de renovación democrática después de la Crisis 
del 29 que requirió el despertar de  la cultura filosófica y jurídica -, lo que en la esfera del derecho esta renovación 
de identifica con el neopositivismo, paradójicamente en sus tendencias normativista y sociológica, esto en es la 
Teoría Pura del Derecho de Hans Kelsen y en el solidarismo jurídico de León Duguit. El recurso a dos tendencias 
contradictorias de positivismo, no parece producir grandes problemas, pues la huella del primero es más notoria 
en la teoría general del derecho, en la filosofía del derecho y en la enseñanza universitaria, mientras que la 
segunda es directamente implantada en el derecho constitucional, al adoptarse en la reforma de 1936 su 
orientación básica  en lo referente a la noción de propiedad.  
De este modo, Villar Borda perfila el uso de Kelsen a un ámbito académico y menos jurisprudencial y en ese 
marco, al pensar en el Kelsen escrito en Colombia, se encuentran algunas contradicciones sobre su recepción. Por 
ejemplo, el propio Villar Borda admite que uno de los  nombres más vinculados a la teoría pura es el  de Nieto 
Arteta, sin embargo su obra estuvo  definitivamente influida por la escuela del jurista argentino Carlos Cossio 
denominada por él, teoría egológica del derecho y en buena parte es a través de ella q se produce la recepción de 
Kelsen, lo que no deja de crear confusiones
510
.  
Esta amalgama no es en manera alguna extraña, dada la larga tradición escolástica colonial  y el predominio del 
catolicismo en toda la América española y lusitana, el resurgimiento del tomismo en el  sub-continente. Incluso, se 
desarrollan propuestas por “acercar” la teoría pura al tomismo a través de la obra de Cayetano Betancur. Su obra 
es sintomática para el neotomismo contemporáneo, incluso, postula él valor justiciero del derecho, al señalar que  
de manera explícita o implícita siempre se afirma que el derecho tiene algo de sagrado, y cuando se le niega ese 
carácter, se presentan resistencias para llamarlo derecho
511
. 
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De acuerdo a lo expuesto por Villar Borda,- quien es el mejor conocedor de Kelsen en el país-, si existen estos 
exabruptos en la producción nacional no solo con Cayetano Betancur o Nieto Arteta, también se refiere a Rafael 
Carrillo y a Abel Naranjo Villegas en sus análisis. Por lo tanto, se infiere que no es posible considerar, en la línea 
de López, que los kelsenianos colombianos procuraron conservar las exigencias epistemológicas de la teoría pura,  
de hecho es discutible que hayan buscado mantener el rigor acostumbrado de su producción. 
Se reitera que esta situación debe ser tomada de una manera constructiva en el presente análisis, ya que el objetivo 
de esta revisión de la obra de los primeros kelsenistas colombianos no es desvirtuar dicha producción por no 
conservar los rasgos de familia de ese positivismo. Lo que si permite es confirmar la hipótesis de este trabajo: a 
pesar de que en la primera parte del estado del arte se presenten posturas en defensa de las relaciones entre teoría 
del derecho y cultura jurídica, la teoría del derecho producida en Colombia al tener un carácter hibrido dificulta 
este rastreo y en su lugar lo que debe plantearse en el reconocimiento de la producción académica como un 
síntoma más del “ser” de la cultura jurídica colombiana.  
Una mirada a la valoración que  Mejía y López realizan sobre los textos de teoría y filosofía del derecho permite 
plantear algunas reflexiones. Por un lado, si bien es cierto que la conciencia jurídica clásica o formalista se plegó 
por lo menos nominalmente a los conceptos de derecho como ordenamiento e interpretación kelsenianos, de 
acuerdo a las revisiones realizadas, no fue posible un desprendimiento absoluto del contenido de alguna 
dimension de la moralidad en el del derecho o de otras lógicas que determinan la validez o la invalidez del 
derecho. En este caso, en este análisis es discutible que los juristas locales de vocación académica hayan intentado 
en la línea de López  preservar el acostumbrado rigor de la filosofía del derecho de otras partes del mundo aunque 
si es factible que este grupo de filósofos y abogados hayan logrado mediante su producción sobre Kelsen 
formalizar la conciencia jurídica clásica. 
3. La teoría de los trasplantes jurídicos. 
Dentro de los intentos por actualizar la cultura jurídica y hacerla operativa es pertinente hacer referencia a la teoría 
de los trasplantes jurídicos. Este conjunto de lecturas provenientes de la teoría y la sociología del derecho reciente 
analizan los procesos de creación y desarrollo de teorías e instituciones jurídicas resaltando que este proceso no es 
unilineal. Este enfoque por lo tanto es pertinente si se trata de pensar en la influencia de una teoría del derecho 
extranjera en un país de recepción como Colombia. Es importante, no perder de vista que de acuerdo a lo expuesto 
la producción académica sobre Kelsen mas que influir decididamente en la cultura jurídica es un producto de la 
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misma, y en esa medida las tesis de los trasplantes jurídicos debilitan las proposiciones planteadas por Tarello, 
Friedman y Squella en el Capítulo I sobre la fuerza de la teoría del derecho para definir la cultura jurídica. O por 
lo menos, exige revisar la naturaleza de dicha teoría, sus contenidos y sus formas de creación ya que esta no puede 
entenderse simplemente como un conjunto de definiciones sobre el derecho. 
Los procesos de recepción de ideas e instituciones es complejo Para los fines de este trabajo se presentarán los 
principales modelos que explican las causas, dinámicas y consecuencias de los trasplantes jurídicos con el 
objetivo de señalar las preocupaciones de esta teoría y las preguntas que se formulan a través de ella que pueden 
ser pertinentes para analizar la recepción académica sobre Kelsen y sus relaciones con la cultura jurídica.  
Este subtema tendrá como referencia los ensayos incluidos en la compilación de Daniel Bonilla sobre Trasplantes 
Jurídicos
512
. En un primer momento se presentará la estructura teórica del debate sobre los trasplantes jurídicos y 
algunas críticas a dicha corriente con el fin de rescatar algunos elementos que permitan analizar la producción 
académica sobre Kelsen y su influencia en la cultura jurídica. En un segundo momento se hará referencia a un 
escrito de Diego López sobre Cartografía Jurídica que se encuentran en relación directa con el tema de los 
trasplantes jurídicos
513
.  
La teoría de los trasplantes llama la atención acerca de los modos en que se produce, recibe, circula o transmuta 
(cambia) la teoría jurídica. Esto es importante porque permite reconocer el riesgo de emplear teorías sin 
reflexionar sobre el contexto en el cual y para el cual nacieron y las razones por las que germinaron o fracasaron 
en otras latitudes. Los trasplantes jurídicos han sido fundamentales para la construcción y transformación del 
derecho y en todas las épocas de la historia se han presentado encuentros de diversos sistemas y tradiciones 
jurídicas. El aislamiento de los ordenamientos jurídicos ha sido la excepción. “La regla ha sido el dialogo, choque, 
imposición, resistencia y cambio de las normas, instituciones y conceptos que estructuran los sistemas jurídicos 
que han existido a lo largo y ancho del globo”514. 
Latinoamérica no ha escapado de estos procesos de importación. Desde la segunda mitad del siglo XX a esta 
región se han trasplantado, por un lado un conjunto de normas e instituciones económicas y jurídicas que buscan 
fomentar principios que fortalezcan la economía de mercado y el Estado derecho; y por el otro, un paquete de 
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normas e instituciones que buscan transformar los sistemas judiciales de los estados de esta zona del continente 
siguiendo el modelo norteamericano y un conjunto de categorías conceptuales articuladas por la filosofía del 
derecho y la teoría política anglosajonas
515
 que han modificado la lectura sobre el sistema de fuentes del derecho 
en los países de la región.  
3.1. Modelos explicativos de los trasplantes jurídicos 
De acuerdo a Bonilla las explicaciones sobre los trasplantes jurídicos pueden usar un modelo simple que tiene tres 
características. En relación con los agentes se parte de la base que tanto importador como exportador de las teorías 
son gobiernos diferenciables. En segundo lugar se asume que el objeto transferido es por lo general un grupo de 
reglas jurídicas que no sufren cambios al llegar al país que las requiere. Y por último, como consecuencia de la 
primera premisa, presume que el intercambio se da en una sola vía. 
Desde el enfoque simple la producción kelseniana tuvo que ser necesariamente una copia de las creaciones del 
país exportador. Dicha producción habría requerido desde estos términos aceptar las exigencias de pureza 
metódica sin cuestionamiento alguno. Lo que se observa es que las características de la recepción fueron distintas 
a las premisas del modelo simple de trasplantes jurídicos. Ignora que los trasplantes de las normas no solo han 
sido iniciativa de los gobiernos y que muchas veces Kelsen llegó a Colombia por la vía académica (estudiantes e 
investigadores nacionales o invitados) que  de manera constante y efectiva trajeron no solo normas sino modelos 
teóricos e ideologías de esos terceros estados. 
Otra falla del modelo simple es ignorar que los trasplantes pueden ocurrir entre niveles distintos al estatal o que 
pueden darse dentro del mismo Estado. Los modelos complejos también insisten en que no solo se trasplantan 
reglas -como el procedimiento penal de Estados Unidos a Colombia-, “en muchas ocasiones los derechos que 
viajan, son, entre otros, diseños institucionales, formas de redacción de documentos jurídicos, ideologías, modelos 
teóricos descriptivos o normativos y métodos de enseñanza o estructuras curriculares
516”. Del mismo modo, 
respecto a los objetos trasplantados los esquemas simples ignoran un hecho evidente: los modelos teóricos son 
constantemente transformados en los contextos de recepción y existen múltiples ejemplos de ello
517
. 
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Los modelos sobre trasplantes se llenan de contenido con las herramientas conceptuales que provienen de 3 
modelos concretos para el estudio de los trasplantes jurídicos: los modelos pragmático, contextual y valorativo. El 
modelo pragmático considera que los trasplantes jurídicos son herramientas para solucionar problemas 
particulares. “El agente importador escoge, o el agente importador impone un conjunto de normas o instituciones 
porque en otros contextos enfrentaron con éxito retos análogos a los que ahora enfrentan”518. Los trasplantes se 
convierten en medios para cumplir con objetivos concretos. 
El modelo valorativo considera que para comprender adecuadamente los trasplantes jurídicos hay que 
concentrarse en los valores, principios e intereses políticos que los fundamentan y motivan. Los instrumentos 
jurídicos que se importan si bien son importantes resultan secundarios frente a las categorías conceptuales y 
prácticas que les dan origen y los sostienen
519
. 
El modelo contextual parte de la base de la estrecha relación entre derecho y sociedad. El derecho refleja –de 
modo más o menos preciso- la sociedad que pretende regular. “Es consecuencia de las variables culturales, 
políticas y económicas que caracterizan a la comunidad”520. Por lo tanto, sus defensores consideran que los 
trasplantes generalmente tienen problemas serios para consolidarse en los países de recepción. Así los conceptos 
trasplantados, -en nuestro la Teoría Pura del Derecho-, no son una herramienta autónoma que pueda trasladarse 
para resolver problemas particulares, son operativos como partes de un sistema coherente que responde y se 
entrecruza con un contexto determinado. 
 A manera de balance, ¿cuál de estos modelos permite analizar de mejor manera el proceso de recepción 
académica de la Teoría Pura del Derecho en Colombia? Para responder esta pregunta es necesario recordar las 
características de dicha producción: se verificó que la recepción del primer Kelsen en Colombia  se caracterizó por 
un conjunto de ideas híbridas, y propuestas sincréticas. En Colombia, se “domesticó” a Kelsen de acuerdo a las 
necesidades de una sociedad tradicional que transitaba había propuestas de modernización y se omitieron – de 
manera deliberada o no - las duras exigencias de la Teoría Pura del Derecho.  
En primer lugar se observa la inconveniencia del modelo simple y las limitaciones del modelo pragmático para 
explicar la recepción académica porque no fue posible de acuerdo a la revisión realizada encontrar en la Teoría 
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Pura del Derecho el remedio a un problema concreto: como el de la argumentación de los jueces en sus sentencias. 
Además, presentarlo como la respuesta indicada a un malestar concreto implica tener certeza sobre su eficacia y 
en ese orden, aceptar que las condiciones materiales de la sociedad colombiana facilitan el florecimiento de la 
teoría y en la vía del ejemplo mejora el comportamiento de los jueces. 
La pertinencia del modelo valorativo es parcial. El estado del arte defiende relaciones entre los proyectos de 
modernización alentados por el gobierno de López Pumarejo y sus sucesores del liberalismo, es decir, si pueden 
sostenerse relaciones entre los intereses políticos del liberalismo con las ventajas que el ideario kelseniano ofrecía 
a políticos, jueces y académicos. Sin embargo, como se mencionó anteriormente  debe “hilarse muy fino” 
mediante una investigación de corte empírico para demostrar en concreto esta relación. No quiere decir esto que 
se desestimen las lecturas que defienden este vínculo, sería ir demasiado lejos desconocer una postura recurrente 
entre los analistas del tema. Es un hecho que durante distintos momentos de la historia reciente se han 
desarrollado programas de colaboración que no son otra cosa que trasplantes
521
. No obstante, serian sugestivos y 
enriquecedores los análisis concretos, por ejemplo, una revisión del primer año de López Pumarejo desde sus 
alocuciones o intervenciones en el Congreso respecto a reformas institucionales y sus referencias a ese nuevo 
derecho “más técnico y científico” que se desprende del modelo kelseniano. 
 En el modelo contextual se aprecian fortalezas que no ofrecen los esquemas anteriores. La producción académica 
fue una caja de herramientas en la cual tuvieron espacio diversas lecturas sobre Kelsen y por lo tanto no puede 
sostenerse la tesis de López del rigor intelectual como aspiración en este contexto. Desde las tesis de este enfoque, 
las teorías sobre el derecho reflejan de un modo más o menos preciso la sociedad que regulan. Es claro entonces 
que los iusteóricos locales también se ven influidos por factores culturales, políticos y económicos de su entorno. 
Esta influencia permite aceptar que la producción académica dialogó con las circunstancias políticas del momento 
y con los intereses  de la profesión jurídica, pero también permite entender el sesgo ideológico de los “kelsenianos 
tomistas” o en general de los “kelsenianos iusnaturalistas” que aparecieron en la escena local y que le introdujeron 
elementos axiológicos a la Teoría Pura del Derecho (Rafael Carrillo, Abel Naranjo Villegas y Cayetano Betancur).  
El enfoque contextual de los trasplantes jurídicos también permite reconocer la dificultad de que las iusteorias 
trasplantadas solucionen a través de un supuesto desarrollo pacífico en los países de recepción problemas 
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concretos de esa sociedad. En esa medida las dificultades no indican un “rezago intelectual”, que de todas formas 
nunca fue la discusión que se fomentó en este ejercicio. Las limitaciones recuerdan a quienes fincan sus 
esperanzas en las promesas de estos desarrollos, que los cambios motivados desde lógicas formalistas no tienen en 
cuenta el hecho de que los cambios en las sociedades no son una consecuencia de las modificaciones normativas e 
ignoran el carácter súbdito parroquial de nuestra cultura política que impide transformaciones desde discusión 
política y el ejercicio de los derechos de manera autónoma, así como la inercia autoritaria en el ejercicio de poder 
político y por ende,  el establecimiento de las instituciones jurídicas. Además, desde este enfoque también puede 
asumirse la recepción académica como un producto de la cultura jurídica ya que refleja las condiciones culturales, 
sociales y políticas donde se desarrollan las propuestas, la iusteoría local si bien aporta en la caracterización de la 
cultura jurídica, no decide de manera única en la conceptualización del fenómeno. 
Por último, se presentan algunas críticas a la teoría de los trasplantes. En esa línea Roberto Gargarella
522
 a 
propósito de la lectura de Diego López sobre los trasplantes jurídicos argumenta –en alusión de una decisión 
judicial en Argentina que desconocía los derechos de la comunidad homosexual tomada desde una lectura de 
Dworkin- , que muchas veces los propios actores de la escena jurídica local “se apoyan en alguna teoría del 
derecho con el principal objeto de manipularla, poniéndola al servicio de las decisiones que quieren apoyar, y que 
intuyen sedientas -por carentes- de algún sustento intelectual”523. Otro “mal caso” de manifiesta manipulación se 
presenta con el abuso de autoridad o citas ad hominen que revelan nuevamente actitudes abusivas del poder por 
parte de las autoridades jurídicas locales. Aquí, “las teorías son utilizadas no para desarrollar o expandir una 
discusión en curso, sino para poner fin a ella”. El expositor de la teoría se vale de su conocimiento de la misma 
para abusar de su saber parcializado y silenciar a sus opositores imponiendo su supuesta autoridad intelectual 
sobre ellos
524
. 
¿Por qué el señalamiento de estos malos casos constituye una crítica? Porque pueden ser una ayuda para esquivar 
la dicotomía que propone López entre la lectura autoflagelatoria de la recepción –“solo sabemos copiar y además 
lo hacemos mal”-, y la suya más entusiasta empeñada en encontrar riqueza y creatividad en todas las actividades 
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receptivas cuando esto no es una evidencia. Olvidando que muchas de dichas tergiversaciones no son creatividad 
alimentada por el contexto de los países de recepción sino mera manipulación de aquellas
525
.  
Para los intereses de este documento es valiosa la crítica de Gargarella porque valida las lecturas presentadas 
sobre el tinte “oportunista” que en ocasiones adquirió la recepción de Kelsen –y posteriormente la de otros 
autores- en el país-. Los académicos valiéndose de este nuevo saber se aprovecharon de este paradigma para 
continuar con los lazos del formalismo – ahora reforzado– y se posicionaron como un saber élite que colaboraba 
en la justificación de las recientes preocupaciones de los gobiernos liberales desde los campos teórico y práctico. 
Por lo tanto, las lecturas tergiversadas de Kelsen no refundaron una relevante teoría local del derecho, ni 
alimentaron la discusión con otros países, ni aportaron lecturas  influyentes sobre Kelsen en otros espacios tal y 
como López pretende. De nuevo López cae en la contradicción entre el valor político que le da a las lecturas 
transmutadas y su tesis presentada en la Teoría Impura del Derecho sobre el rigorismo intelectual que 
mantuvieron los académicos kelsenianos en Colombia. 
En conclusión la teoría de los trasplantes jurídicos constituye un enfoque valioso para analizar las características 
de la primera iusteoría local sobre Kelsen y su relación con la cultura jurídica que evitar colocar la discusión en 
términos de la profundidad o la inteligencia para leer a Kelsen en nuestro medio, y en su lugar se ocupa del 
sustrato material, del contexto y las necesidades a las que puede atender con o sin éxito dicha producción. 
Además, se resalta la crítica a la teoría de los trasplantes porque pone de relieve el hecho de que no todos los 
procesos de recepción suponen ejercicios intelectualizantes desprovistos de intereses interpretativos o intereses de 
poder concretos.  
3.2. Potencialidades de la iusteoría local 
Por último, se hará referencia a la propuesta de Diego López en torno a las potencialidades de la iusteoría local 
desde el enfoque de la teoría de los trasplantes jurídicos. El autor defiende la tesis de que las teorías en los países 
de recepción o teorías tergiversadas son importantes en la refundación de teorías locales con altos niveles de 
autoestima y relevancia, sino también permiten animar las discusiones internacionales sobre los autores canónicos 
que se trasplanta aportando nuevos puntos de vista sobre la riqueza y posibilidades de un autor, una idea o un 
argumento. Desde esa lógica, también se producen teorías del derecho en los sitios de recepción de los autores 
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protagonistas de la teoría transnacional del derecho y por lo tanto, es de recibo la ubicación  de estas reflexiones 
de López  en el esquema de la teoría de los trasplantes jurídicos. 
López es entusiasta sobre el papel de la iusteoría local y no la reduce a una receptora pasiva de las tesis de los 
autores canónicos. A continuación se revisará este planteamiento teniendo como clave de análisis el aporte que 
esta transformación optimista de la iusteoría local podría tener en la conceptualización de la cultura jurídica, 
defendiendo una posición escéptica porque de acuerdo a los resultados de esta investigación, una nueva teoría 
local del derecho en las condiciones propuestas por López no sería una condición exclusiva para actualizar y hacer 
operativo el concepto de cultura jurídica. 
En la teoría y la filosofía del derecho existe un consenso, acerca de cuáles son los autores esenciales. En esa 
medida las iusfilósofos tienen un trabajo común y compartido. Dicha convergencia de temas, autores y textos ha 
sido denominada por López “teoría transnacional del derecho”. De este modo, la disciplina de la filosofía del 
derecho, como la filosofía en general se estudia mediante el repaso atento y riguroso de algunos momentos 
estelares de su desarrollo momentos marcados por autores canónicos que plantean un conjunto de ideas más o 
menos sistemático que se constituyen en un polo de referencia cultural de su tiempo e incluso de épocas futuras. 
En este caso indudablemente se inscribe la obra de Hans Kelsen. 
López, describe sus inconformidades con una estructura de conocimiento convencional en la que se configuran 
visiones diacrónicas de cómo se han iniciado, cómo han procedido, y, particularmente, cómo deben culminar los 
debates. De lo anterior se desprende una visión teórica de base de cómo se deben cerrarse y quizá ganarse los 
debates de la disciplina que dificulta las aproximaciones alternativas también necesarias en la construcción de 
cualquier teoría jurídica. Esta decisión es fundamental desde estos esquemas para entender el talante de lo que se 
afirma, “ya que los argumentos presentados se inscriben dentro de ciertas cadenas o tradiciones intelectuales 
identificables”526. 
Su inconformidad radica en primer lugar, en que algunos participantes acepten con facilidad excesiva la 
universalidad de la cartografía así construida. Se trata, por ejemplo de colegas de América latina que al enseñar o 
escribir sobre teoría del derecho adoptan una narrativa histórica – quién empezó cuál debate, quién lo siguió y 
quién merece ganarlo- que hace caso omiso de lo que la cultura jurídica local  ha llegado a elaborar  sobre el 
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asunto
527
. Esta cultura jurídica local puede ser descrita como una comunidad de juristas que no participa con la 
misma intensidad en las discusiones internacionalizadas de los iusteóricos. No son teóricos explícitos del derecho, 
pero tampoco son laicos en el mismo. Su identidad y ejercicio profesional se articula principalmente en torno a los 
materiales e instituciones de un derecho positivo nacional, pero, la identidad no se articula en torno a la iusteoría 
de acuerdo a esta definición. Se infiere de la definición de cultura jurídica local que la formación de identidad no 
se le atribuye a la iusteoría sino a las instituciones y materiales de derecho positivo
528
. 
La segunda inconformidad consiste en que el trabajo de los colegas iusfilósofos ha caído en la trampa 
universalista, con lo cual se ha logrado que se deje por fuera un estudio detenido de la cultura jurídica local en un 
lugar y tiempo determinado. “Sus narrativas tanto diacrónicas como estructurales, obedecen rígidamente a 
aquellas presentadas por los autores canónicos de la materia o por teóricos del derecho que se desenvuelven en el 
marco de otros derecho nacionales. Sus argumentos, en consecuencia, parecen perder capacidad de enfocar el 
fenómeno del derecho tal y cual existe en el discurso y en las prácticas que lo rodean”529. 
López afirma que el universalismo
530
 de la teoría del derecho ha impedido que los iusteóricos locales puedan 
describir adecuadamente la forma como una cultura jurídica determinada se desenvuelve en el tiempo y cuáles son 
las teorías alternativas dentro de la misma “y que reclaman y porque”, de esta forma es posible hablar de teorías 
particulares del derecho o no de teorías generales o universalistas. 
 Al describir autores y argumentos del canon, los teóricos locales buscan explorar rigurosamente lo que el autor 
quiso decir, en vez de explorar las maneras en que dicho cuerpo teórico ejerce influencia sistémica en una 
determinada cultura jurídica  - en este caso, la suya propia-
531
. Esta influencia sistémica no necesariamente 
coincide con una reconstrucción completa y correcta de la teoría del autor,  tal como es comprendido en los sitios 
de producción. De esta manera podría reconstruirse una teoría distinta a la que los generalistas ofrecen, sin 
embargo, de esta forma no ha ocurrido en Colombia respecto de Kelsen donde “se buscó explorar rigurosamente 
al autor”532. Sin embargo, este rigor está acompañado por unas “sombras” que se explican en la medida que la 
                                                             
527
 Ídem. 
528
 LÓPEZ MEDINA, Diego. La cartografía jurídica: un diálogo con los críticos. Teoría del derecho y trasplantes Op cit. Pp. 181. 
529
 LÓPEZ MEDINA, Diego. La cartografía jurídica: un diálogo con los críticos. Teoría del derecho y trasplantes Op cit. Pp. 180-181. 
530
 El universalismo que critica López piensa que existe una sola empresa transnacional de teoría del derecho con resultados de amplia magnitud. Esa empresa 
respondería a una misma cultura jurídica que hace las veces de objeto de estudio. Se trata de una cultura jurídica abstraída de características institucionales concretas. 
531
 LÓPEZ MEDINA, Diego. La cartografía jurídica: un diálogo con los críticos. Teoría del derecho y trasplantes jurídicos. Op cit. Pp. 195. 
532
 Ídem 
  
165 
 
teoría del derecho “despacha con premura y sin mayor cuidado los problemas topológicos de constitución de su 
objeto de estudio”533.  
Para López lo iusteóricos locales no pueden describir adecuadamente la forma como una cultura jurídica 
determinada se desenvuelve en el tiempo, esto es de acuerdo a la revisión realizada parcialmente cierto, debido a 
que Kelsen como autor canónico siempre quiso ser superado pero sin ser abandonado por la iusteoría local
534
 que 
introdujo en su producción elementos lógicos y axiológicos extraños a la teoría original. En consecuencia, la 
trampa universalista denunciada por López fue evadida por los iusteóricos locales. A pesar de esto, en la línea de 
López es válido afirmar que no se ha descrito adecuadamente el desarrollo de la cultura jurídica, y en la época 
analizada esto se explica precisamente por esa tensión no resuelta de querer entender al maestro sin abandonarlo. 
En síntesis, la recepción de Kelsen no fue tan lineal como asegura López y la producción analizada no reflexiona 
sobre qué debe contener una teoría particular del derecho para Colombia. Sin embargo, considero que de la 
pregunta por las teorías alternativas, necesariamente tampoco se desprenden definiciones o reflexiones claras 
sobre la cultura jurídica. Esta situación es comprensible teniendo en cuenta que ninguno de los autores analizados 
en el apartado anterior - López, Mejía y Villar Borda- tienen como objetivo directo definir la cultura jurídica. Sus 
objetivos sus distintos pero involucran este tema.  
 
Conclusiones generales  
 
Las conclusiones de este trabajo se presentaran en 3 momentos. Inicialmente, se realizará un resumen de la 
estructura de cada uno de los cinco capítulos y su hallazgo principal. Luego se presentaran las ideas más 
importantes de cada capítulo de manera menos sintética y por último, se presentarán una caracterización sobre la 
forma en que debe abordarse la cultura jurídica en Colombia así como una definición sobre la misma. 
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Esta tesis tuvo como justificación y punto de partida el hecho de que el paradigma del positivismo jurídico 
constituye un referente obligado para los estudiantes que inician sus estudios de derecho. Bien sea en las 
asignaturas de Introducción, Teoría o Filosofía, la obra más representativa de esta corriente, la Teoría Pura del 
Derecho de Hans Kelsen
535
 es estudiada en las aulas. La influencia de la teoría kelseniana  ha implicado  el 
desarrollo de una producción académica de textos escritos por los docentes o investigadores nacionales provistos 
de interpretaciones que se hacen de la obra del austriaco, que forman parte de una extensa producción que se 
vuelve punto de referencia sobre el tema. Tales textos además de desarrollar los conceptos fundamentales de la 
teoría del derecho, son portadores de determinadas ideas, valores y conceptos respecto al fenómeno jurídico, y por 
tal son vistos como insumos que aportan a la formación de una cultura jurídica específica de los futuros abogados 
en torno a lo que el derecho significa. También se indicó que los valores, posiciones e ideas no necesariamente 
coincidían con lo que en su estado original la propuesta del autor sugería.  
 
El trabajo se desarrolló en cinco  capítulos estructurados de la siguiente manera. El estado del arte del inició con 
un “llamado de atención” sobre la importancia de la obra de Hans Kelsen en la teoría del derecho y en los espacios 
académicos sugiriendo que la recepción de la Teoría Pura del Derecho podría tener implicaciones en la 
caracterización de la cultura jurídica. Posteriormente, se realizó un recorrido por las principales definiciones en 
torno al concepto de cultura jurídica. Por último, con el fin de demostrar la relación planteada, se abordaron las 
relaciones de influencia que algunos autores presentan entre la teoría del derecho -o algún paradigma jurídico 
concreto- , y la cultura jurídica en la medida que existe de acuerdo a Tarello, Barcellona y Squella una relación 
entre los ejercicios de producción teórica y la conformación de ideas, valores, discursos, actitudes  e imaginarios 
frente al derecho que se desprenden de aquellas constituyendo un metaderecho y un conjunto de operaciones 
culturales con implicaciones en el ejercicio del poder del Estado y en la aplicación centralizada del derecho. 
Sobre este último aspecto, esta tesis enfatizó en que el concepto de cultura jurídica es un fenómeno que requiere 
ser analizado ante la desatención que los análisis tradicionales del derecho han mostrado respecto a sus 
características sociológicas o culturales. Desde esta premisa, la cultura jurídica aparece como un problema que en 
términos generales hace referencia a los símbolos, valores o actitudes hacia el fenómeno jurídico en su conjunto 
que puede analizarse respecto a lo que grupos específicos relacionados con el derecho aprecien como tales -
cultura jurídica interna-, o de manera general por la sociedad –cultura jurídica externa- .  
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En el segundo capítulo, se exploraron los estudios sobre cultura jurídica en Colombia y se encontró que los 
mismos se dirigen a desarrollar rasgos o comportamientos concretos que desbordan lo normativo e incluso omiten 
las relaciones entre teoría y cultura señaladas en el primer capítulo. Por lo tanto, se evidenció que en nuestro 
contexto no existe una definición como tal del fenómeno de la cultura jurídica, y ante tal indefinición se presentan 
dificultades para rastrear las relaciones de influencia entre este fenómeno y un paradigma jurídico concreto, a 
pesar de lo señalado por los autores que estudiaron la relación en el primer capítulo.  
En su lugar, la búsqueda de un concepto propio de cultura jurídico arrojó referencias a la misma a partir de otros 
insumos que constituyen comportamientos concretos de la sociedad colombiana. Por ejemplo, se encontraron 
caracterizaciones de la cultura jurídica vista como excepcionalidad en la aplicación de las normas que se explica 
desde la violencia estructural; de otro lado las caracterizaciones sugieren la presencia del formalismo en la 
creación y aplicación del derecho y por último se encontraron caracterizaciones de la cultura jurídica en términos 
de incumplimiento de reglas. Estos rasgos han permitido que el  propio Estado introduzca excepciones a las reglas 
convirtiéndose en el primer incumplidor del derecho a pesar de su obligación natural de observarlo. En ese orden, 
los rasgos autoritarios propiciados por el código de la excepcionalidad fomentan el desarrollo de una cultura 
antijurídica que se extendió a todos los niveles de la sociedad. 
En el tercer capítulo se presentaron las características de la primera recepción académica de Kelsen en Colombia y 
se concluyó que la hibridez era su rasgo más notorio. A pesar de las dificultades que impone la caracterización 
desde la producción iusteórica de la cultura jurídica -por ser esta demasiado sincrética y difícil de interpretar desde 
una sola lógica orientadora- , dicha producción académica no fue un convidado de piedra de cara a otros 
fenómenos importantes para la cultura jurídica. La producción académica apoyó la consolidación  de dos 
fenómenos importantes que también se encuentran en relación directa o indirecta con el pensamiento kelseniano. 
El primer fenómeno fue el posicionamiento de la profesión jurídica como una disciplina élite en el manejo de 
asuntos de gobierno, y el segundo alude a la relación entre el discurso jurídico y la legitimacion de los proyectos 
de modernización nacional durante la segunda mitad del siglo XX. Ambas situaciones confirman la persistente 
imagen instrumentalista del derecho, las afinidades entre el discurso jurídico y una visión liberal favorable a la 
expansión de la economía capitalista,  y el tenue protagonismo del Estado en la constitución de lo social quedando 
atrapado entre el liberalismo económico y el conservadurismo político de las élites tradicionales. 
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Una vez advertida esta situación  se concluyó que si bien es posible analizar las características de  la  producción 
académica más sobresaliente sobre Kelsen, no como elemento definitorio de la cultura jurídica, sino mas bien 
cono una manifestación de la misma y por lo tanto, en ella es posible verificar un núcleo de ideas híbridas, un 
conjunto de propuestas  sincréticas que normalizan esta condición a través del formalismo que “domestica” las 
duras exigencias de la Teoría Pura del Derecho. 
De lo observado en los tres capítulos anteriores se estableció que las características de la cultura jurídica 
(formalismo, incumplimiento y excepcionalidad), desbordan el espacio de lo propiamente teórico normativo y se 
refieren a comportamientos o rasgos concretos de la sociedad colombiana. Por lo tanto, el marco teórico tuvo 
como objetivo actualizar las caracterizaciones existentes sobre la cultura jurídica y hacerla operativa a través de 
dos vías: En primer lugar, en el capítulo cuarto retomando algunas categorías de la cultura política , entre ellas el 
carácter tradicional de la sociedad colombianas y la hibridez de los valores  y proyectos políticos que la 
acompañan- , se analizaron los cierres autoritarios del sistema jurídico-político y la cultura mafiosa que como 
valores negativos alimentan una cultura antijurídica, que se fortalece con el incumplimiento y el formalismo 
reformista nacional descrito. Además, junto a los fenómenos citados se analizó el concepto de excepcionalidad 
como “bisagra” entre cultura política y cultura jurídica  que permite una mejor valoración de los aportes de la 
cultura política al entendimiento de la cultura jurídica, especialmente en su dimension critica.  
El último capítulo,  se desarrolló en dos niveles. Inicialmente, con base en las relaciones conceptuales que pueden 
desprenderse del uso conjunto de los marcos analíticos de la cultura política y la cultura jurídica, se presentó un 
binomio interpretativo que involucra fenómenos de ambos ámbitos que son comprensibles como rasgos de una 
misma realidad. Así, a partir de la revisión del proceso que dio lugar a la Constitución del 91 se defendió la 
subhipotesis de que no solo lo cultura jurídica es formalista, la cultura política también comparte ese rasgo. 
Posteriormente, teniendo en cuenta que no hay consenso sobre las características de la recepción académica 
nacional de Kelsen entre los autores que recientemente revisan la materia, y a la luz de la teoría de los trasplantes 
jurídicos se concluye que la producción académica sobre Kelsen en Colombia es más un producto de la cultura 
jurídica que un factor que decididamente la caracterice y, desde esos contornos, debe pensarse la relación de 
influencia entre el positivismo kelseniano y la cultura jurídica. 
Otras conclusiones de los capítulos anteriores que complementan lo dicho hasta ahora son las siguientes: del 
primer capítulo destaco la necesidad de analizar el fenómeno jurídico como producto de la cultura donde se crea y 
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desarrolla. A pesar de que las preocupaciones de Kelsen son referentes a la validez del derecho, esta pretensión se 
convirtió en una justificación para los teóricos locales para desatender otras funciones del sistema jurídico en su 
contexto. Esto puede verificarse en la escasez de análisis nacionales en los términos desarrollados por los autores 
presentados en el capitulo y esta fue una de las razones que explicó el carácter teórico y exploratorio de este 
trabajo. En consecuencia, desde un primer momento se aceptó por ejemplo, que si bien las tesis sobre la cultura 
jurídica chilena de Squella son indicativas de la influencia de la enseñanza del derecho, de los contenidos que 
forman parte de la formación, en nuestro caso, utilizar indicadores para precisar la influencia de la obra de Kelsen 
en la construcción de la cultura jurídica podrí dejar la pregunta sin una respuesta única.  
 
En el capítulo segundo se concluyó que a pesar de que el estado de arte acepta las relaciones de influencia entre 
cultura jurídica y producción iusteórica, su abordaje en el país ha privilegiado caracterizaciones que se centran en 
comportamientos concretos de los ciudadanos y de las personas relacionadas con el derecho: o en rasgos 
persistentes del sistema jurídico-político, pero no en lo que la recepción académica pueda aportar a pesar del 
reconocimiento explicito de las relaciones entre ambas. Se indicó que el incumplimiento al igual que el 
formalismo y en menor medida la excepcionalidad son rasgos de la cultura jurídica que preexisten de manera 
independiente a la estructura jurídica y política que se adopte. De ahí su innegable importancia. El incumplimiento 
y el formalismo son rasgos dependientes que se justifican mutuamente en la medida que la mentalidad 
incumplidora para evadir el castigo o para justificar su proceder asume la existencia del derecho como un acto 
meramente formal o por lo menos negociable y de esta forma lo despoja de su eficacia y obligatoriedad. Además, 
la excepcionalidad, se reconoció como el vehículo a través del cual el Estado relativiza el cumplimiento de las 
normas con base en su función de garantizar seguridad valiéndose de cualquier medio a los ciudadanos. 
 
Ante la escasez de conceptualizaciones sobre la cultura jurídica se concluyó que son prácticamente inexistentes 
los estudios sobre la misma en Colombia que no se refieren a ella desde un paradigma teórico del derecho, a pesar 
de la continuidad entre los dogmas del positivismo de los siglos XIX y XX; y de que de acuerdo a lo señalado por 
Tarello anteriormente, Kelsen no haya negado los presupuestos formalistas de la teoría general del derecho 
precedente. De este modo, los hallazgos del segundo capítulo terminaron de justificar el enfoque general del 
trabajo: el reconocimiento de las relaciones entre cultura y teoría jurídica que se propuso como un punto de 
partida para analizar aquel fenómeno, fue meramente un referente a analizar en el marco de esta investigación 
  
170 
 
exploratoria que siempre reconoció que dichas relaciones eran posibles pero no definitorias. De ahí la necesidad 
de buscar explicaciones renovadas y nuevas alternativas teóricas y metodológicas para el análisis del fenómeno.  
Para continuar con la exploración era necesario precisar las características de la recepción académica sobre Kelsen 
no solo en sus contenidos sino en los contextos que se producen con el fin de encontrar razones adicionales a las 
anteriores que justificaran la necesidad de ampliar los marcos de análisis de la cultura jurídica. Para ello se tomó 
como referencia las primeras revisiones de a la primera versión de la Teoría Pura del Derecho  -teniendo en cuenta 
que las diferencias entre ambas no fueron precisadas de fondo por los académicos locales-,  y por el impacto que 
causó el primer aterrizaje de Kelsen en el país. Del capítulo tercero al hacer referencia a las características de 
dicha recepción y a los procesos que el filosofar moderno acompañó, se concluyó que la primera producción 
académica sobre Kelsen, no fue un referente que decididamente haya influido en la cultura jurídica, y más bien 
fue una expresión de la cultura jurídica existente – hibrida- en la medida que fueron múltiples las valoraciones de 
su obra. 
 A pesar de su mínimo margen de influencia el tercer capítulo arrojó que si bien dicha producción no es un 
elemento definitorio de la cultura jurídica si constituyó un soporte para legitimar las ideas modernizantes del 
Estado colombiano, y gracias, a la apariencia de cientificidad del discurso kelseniano la profesión jurídica se 
convirtió en disciplina elite en el país por lo menos hasta la década del cincuenta. Estos hallazgos fueron de suma 
importancia para esta propuesta porque permitieron justificar el hecho de que los ejercicios intelectualizantes 
sobre Kelsen a partir de la década del 30 se produjeron en el marco del reformismo liberal constituyéndose en una 
relación de doble vía en la cual tanto los gobiernos liberales como los académicos obtuvieron beneficios. Sin 
embargo, dado el carácter exploratorio y cualitativo del trabajo se insistió en la necesidad de precisar la influencia 
del discurso positivista-kelseniano en la legitimación de la Republica Liberal desde otras fuentes -debates 
legislativos, documentos de política pública o discursos de gobierno o desde las facultades de derecho-,  que 
permitieran evaluar mejor esta simbiosis. 
El cuarto capítulo fue un intento por ampliar los marcos analíticos de la cultura jurídica a través de la cultura 
política, toda vez que hasta ese momento respecto a la manera de hacer operativa la cultura jurídica solo podía 
asegurarse que no existían definiciones completas del fenómeno, que las existentes solo se referían a este de 
manera tangencial y que en consecuencia, se requería ampliar los horizontes explicativos. De manera que los 
marcos analíticos que ofrece  la cultura política son útiles porque ponen de relieve el conflicto de legitimidades y 
  
171 
 
la coexistencia de rasgos tradicionales e incluso actitudes y símbolos del mundo global que explican la tendencia a 
cerrar el sistema jurídico a través del código de la excepcionalidad, así mismo, explican las practicas 
incumplidoras por la ausencia de un mito fundacional que genere un sentimiento positivo a la hora de cumplir las 
reglas y no una mera imposición de un Estado ausente. En suma, la cultura política y sus unidades de análisis 
permiten explicar el origen de los síntomas de la cultura jurídica: los marcos analíticos de la cultura política 
permiten pensar de manera integral y crítica los rasgos concretos de la cultura jurídica: el incumplimiento, la 
excepcionalidad y el formalismo. 
Otra muestra de tal utilidad se encuentra en las tesis sobre la naturaleza híbrida de la sociedad colombiana y la 
manera en que desde dicha situación se pueden explicar los rasgos presentados de la cultura jurídica entre ellos el 
formalismo y el incumplimiento de reglas. La aceptación de la hibridez por ejemplo, permite comprender las 
distintas clases de incumplimiento desde los destinatarios de las normas habrán incumplidores que ofrecen 
justificaciones muy contradictorias a sus actos: “obedecer y no cumplir” o “hecha la ley, hecha la trampa”. Estas 
respuestas de corte formalista, respuestas bifrontes, desdibujan los esquemas lineales o directos de desobediencia 
que coexisten con estructuras tradicionales y modernas de ejercicio del derecho. Algo similar ocurre con el 
funcionamiento de las mentalidades incumplidoras referidas por García Villegas: estratégico, vivo y arrogante y 
sus variaciones se desarrollan con más facilidad en sociedades híbridas -en grados incluso preocupantes como la 
nuestra- , y este piso sociológico constituye un caldo de cultivo para este tipo de posiciones frente al derecho.  
El aporte desde las tesis sobre la excepcionalidad en la teoría política a las reflexiones sobre los umbrales y 
relaciones trazados entre política y derecho, constituyeron una fórmula que enriquece la en ocasiones árida 
discusión sobre las relaciones entre cultura jurídica y cultura política. Es importante señalar como los cierres 
autoritarios de los sistemas jurídico y político evidencian la conexión estructural entre derecho y política. Develar 
la naturaleza constituyente y constitutiva del estado de excepción respecto del estado de derecho también es 
fundamental  para analizar críticamente un fenómeno recurrente en los Estados constitucionales actuales: el uso 
reiterado de los estados de excepción y la concentración de facultades en el presidente que permite explicar tanto 
la inercia autoritaria de la cultura política –cuyo punto más alto fueron los periodos de -AUV-, como la cultura 
jurídica y política desde el código de la excepcionalidad donde desaparece n las fronteras entre lo legal y lo ilegal 
y entre lo posible y lo imposible que un ejercicio respetuoso de la excepción como el defendido por Ciro Angarita 
hubiera facilitado. En su lugar, una cultura antijurídica y mafiosa donde el Estado es el principal incumplidor de 
las reglas y la distinción amigo-enemigo en términos de un adversario que debe ser deslegitimado y derrotado se 
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apoderó de la sociedad colombiana desde temas como la búsqueda de la paz, hasta la valoración de políticas de 
inclusión y reconocimiento del otro–diferente al colombiano de bien-. 
El ultimo capitulo constituyó un intento por hacer más operativa la cultura jurídica, así como una definición del 
fenómeno que retome y reconozca la importancia de incluir los problemas observados en las unidades anteriores. 
Inicialmente, se analizó el proceso constituyente dese la óptica del formalismo jurídico que también permea las 
explicaciones de la cultura política a un hecho que se presentó como un exitoso pacto democrático para la paz a 
pesar de sus limitaciones a la luz de la contradicción entre fuentes formales y materiales del derecho. 
De otro lado, teniendo en cuenta que uno de los principales hallazgos de esta investigación fue reconocer la 
dificultad de rastrear relaciones de influencia del primer pensamiento kelseniano producido en Colombia en la 
cultura jurídica solo mediante la revisión de la producción académica, en el capitulo quinto se desarrolló una 
posición propia sobre el aporte del paradigma del kelsenismo en Colombia y su influencia en la cultura jurídica. 
En ese marco, se presentó la idea de que la producción académica analizada más que influir en la cultura jurídica – 
tal y como lo aceptaron los autores de la primera unidad del capítulo – es también una manifestación de la cultura 
jurídica en Colombia. Por último desde las tesis trasplantes jurídicos se analizó la cuestión de la hibridez 
sociopolítica y el sincretismo teórico que acompaño a la recepción de Kelsen. 
Sobre este punto se concluyó que la recepción de Kelsen no fue tan lineal como asegura López y la producción 
analizada no reflexiona sobre qué debe contener una teoría particular del derecho para Colombia. Sin embargo, de 
la pregunta por las teorías alternativas del derecho de acuerdo a cada país, necesariamente tampoco se desprenden 
definiciones o reflexiones claras sobre la cultura jurídica con lo cual se confirma la escasa presencia de estudios o 
conceptualizaciones sobre la cultura jurídica en el país. Ninguno de los autores analizados en el último  capítulo - 
López, Mejía y Villar Borda- tienen como objetivo directo definir la cultura jurídica. En su lugar se encontraron 
dos situaciones entre los analistas del tema:  1) Tensiones significativas entre los valores formalistas o formalista-
iusnaturalista en la cultura jurídica y sobre todo en las posiciones de los operadores jurídicos, y 2) Diversas 
lecturas sobre la importancia de la iusteoría local que van desde su definición como “cantos de sirena” o ejercicios 
académicos desprovistos de sentido de realidad y carentes de influencia, hasta su definición como teorías propias, 
necesarias que pueden influir decididamente en la cultura y prácticas jurídicas del país. 
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Que nos queda para definir la cultura jurídica en Colombia y superar las caracterizaciones en torno a 
comportamientos concretos sociológicamente o históricamente construidos?  Si el fenómeno de la cultura jurídica 
no se concibe como un objeto de análisis especifico sería todavía un subtema de la teoría del derecho (universal o 
particular que se construya), pero no necesariamente constituiría  un análisis sobre los símbolos, los valores o las 
actitudes que rodean al derecho en un momento concreto y que no tendrían como un punto obligado un paradigma 
iusteórico de referencia, sino cualquier tema relacionado directa o indirectamente con el derecho. Se considera 
además, que a pesar de la dificultad de rastrear relaciones de influencia desde modelos iusteóricos, no debe 
desconocerse la importancia de estos toda vez que ofrecen definiciones del derecho necesarias para pensar la 
cultura jurídica. Una cuestión distinta, es que una definición de cultura jurídica deba depender exclusivamente de 
dichos modelos. 
Además, ante la ya consolidada presencia de caracterizaciones sobre la cultura jurídica desde rasgos concretos 
como la excepcionalidad, el incumplimiento de reglas o el formalismo, una salida "natural" o "conveniente" en los 
intentos por definir la cultura jurídica si bien requiere una "teoría del derecho que incluya la circunstancia 
colombiana", puede correr el riesgo de convertir esta discusión en un tema meramente normativo o si acaso 
sociológico y excesivamente contextual, desperdiciando los avances que los estudios sobre la cultura política -
como subdisciplina- de la ciencia política puede ofrecer.  
En últimas, esta omisión implica darle la espalda a los avances que los análisis sobre la cultura política en 
Colombia ofrecen sobre preocupaciones mutuas o cuestiones compartidas por el derecho y la política que no 
deben disociarse si quieren construirse análisis operativos que respondan a las preguntas y a las tensiones actuales. 
Entre estos temas que hacen las veces de vértices analíticos se resaltaron en esta investigación: la legitimidad del 
poder político y por consiguiente la legitimidad y vinculatoriedad de las normas creadas por ese poder, la tradición 
autoritaria que desde el código de la excepcionalidad afecta a la cultura jurídica y política, el posicionamiento en 
la cima del poder político y económico de la cultura mafiosa o la naturaleza hibrida de la sociedad colombiana en 
torno a sus valores estructurales y por lo tanto los comportamientos formalistas o incumplidores frente al derecho.  
Además, como apuesta política, el derecho no debe despolitizarse, ni privarse de su potencia crítica. El derecho 
como disciplina no puede desentenderse de los usos excluyentes u opresivos que se hagan de las reglas 
dominantes en un país con una cultura jurídica y política caracterizada por una marcada inercia autoritaria y un 
uso formalista de las estructuras democráticas de ejercicio del poder. 
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De otro lado, sería necesario pensar desde situaciones particulares y concretas si efectivamente hay una influencia 
de Kelsen en las ideas y conceptos que desarrollan los estudiantes del derecho durante su formación. De mi 
experiencia como docente puedo afirmar que generalmente los estudiantes tienen muchas dificultades a la hora de 
determinar dentro del positivismo que se originó previamente a la aparición de la Teoría Pura del Derecho y que 
incluso, en ocasiones no dan razones claras para separar el kelsenismo de la exégesis o del positivismo legalista. 
Estas situaciones se pueden confirmar cuando a la pregunta por las fuentes del derecho los estudiantes se remiten 
a la ley y manifiestan serias resistencias a aceptar las tesis de vinculatoriedad por lo menos relativa a los 
procedentes judiciales. Ante la complejidad que genera la pregunta por las formas en que se “enseña” a Kelsen en 
las aulas se reitera la importancia de desarrollar otras metodologías de trabajo y problemas más concretos para 
acercarse a respuestas menos generalizantes. 
 
De ahí la importancia de reforzar estos planteamientos generales con análisis de casos concretos que por ejemplo 
permitan mirar con más detalle las relaciones planteadas en este escrito. Se insiste en que ese no fue el enfoque 
por el que se optó pero es una alternativa que de no debe desecharse si se trata de conocer la cultura jurídica, sin 
que esto implica renunciar a un marco analítico general que dote de herramientas conceptuales las futuras 
indagaciones. 
En el marco de lo expuesto, se presentarán algunas cuestiones que si bien no se describieron en este documento 
son importantes para continuar un proceso de análisis de la cultura jurídica. En primer lugar, resalto la importancia 
concebir el fenómeno no solo a la luz del pensamiento kelseniano sino de otros paradigmas que han influenciado  
el pensamiento y las prácticas jurídicas del país tales como el iusnaturalismo que si bien se mencionó en el 
trabajo, no se analizó de manera directa por no ser el objeto de estudio. Estos acercamientos permitirían elaborar 
un cuerpo teórico más estructurado que supere las caracterizaciones de la cultura jurídica como los rasgos 
concretos y desarticulados que fueron presentados críticamente en el segundo capítulo de este escrito. 
 
En segundo lugar, a modo de autocrítica es necesario indicar que el presente trabajo no desarrolló las 
comparaciones o los puentes conceptuales del cuarto capítulo partiendo de una definición propia- por lo menos 
embrionaria- de la cultura jurídica y pensar desde esta las relaciones con la cultura política para que no se pierda 
la especificidad de aquella. No obstante, tal trabajo requerirá, si se mantiene como punto de partida los vínculos 
entre teoría del derecho y cultura jurídica, desarrollar los aportes de otros paradigmas distintos al del Kelsen dada 
su permanencia en la historia nacional como se mencionó anteriormente.  
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En tercer lugar, es conveniente para revisar el fenómeno tener en cuenta otros enfoques sobre los modelos de 
recepción de teorías distintas al ofrecido por los trasplantes jurídicos, podrían explorarse enfoques desde la 
Historia de los procesos de Apropiación y adecuación de símbolos e ideas que desde los inicios de la época 
republicana se asumieron como indicados para la formación del hombre moderno en América Latina.  
 
¿Qué nos queda entonces para caracterizar la cultura jurídica? ¿Cómo podemos definirla? Después de la revisión 
que se presentó en este escrito y sin pretender ofrecer una definición conclusiva o cerrada podría definirse a la 
cultura jurídica como un conjunto de actitudes, comportamientos, ideas y prácticas de los ciudadanos en general o 
de la comunidad jurídica en particular respecto del derecho. Se sugieren como referentes para analizar a la cultura 
jurídica en Colombia  una serie de presupuestos que por lo menos de una manera exploratoria dan cuenta de la 
complejidad del fenómeno y de sus relaciones con otras esferas de la realidad política, social y cultural país. En 
ese orden, un concepto de cultura política contextualizado y crítico requiere: 
 
 1) Comprender el alcance de las tesis generales, toda vez que si bien existen relaciones de influencia de un 
paradigma jurídico en la caracterización de la cultura jurídica este no será un rasgo decisivo en la caracterización, 
especialmente en los países donde se reciben pero no se crean dichos paradigmas. 2) Revisar el alcance de los 
análisis que propenden únicamente por caracterizar la cultura jurídica desde comportamientos concretos o 
paradigmas iusteóricos, y en suma todo intento de conceptualizar la cultura jurídica en una sola vía, ya que este 
tipo de enfoque reducen las complejidades, tensiones y relaciones en varias direcciones del fenómenos con otras 
subdisciplina del derecho y otras disciplinas sociales. 3) Valorar los marcos que ofrece la teoría de los trasplantes 
jurídicos en su versión contextual porque reconocen que las teorías sobre el derecho reflejan de un modo más o 
menos preciso la sociedad que regulan. Y desde este enfoque se precisa que los iusteóricos locales como actores 
de la cultura jurídica también se ven influidos por factores culturales, políticos y económicos de su entorno. 4)  
Aunque no se desarrolló en este documento, el análisis de la cultura jurídica debe procurar una dimension 
temporal o incluso territorial de su influencia. Es posible por ejemplo, observar de la cultura jurídica en el derecho 
penal que se desprende de la aplicación del principio de oportunidad, o pensar en los rasgos de la cultura jurídica 
que se desprenden de alguna teoría del derecho alternativa a los paradigmas dominantes. Sin embargo, cualquier 
revisión conceptual debe revisar el sustrato real o el piso sociológico de sus contenidos y en ese sentido, los 
análisis sobre la cultura política han “”abonado terreno” y ofrecen diagnósticos sobre preocupaciones mutuas o 
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cuestiones compartidas por el derecho y la política que no deben disociarse si quieren construirse análisis 
operativos que respondan a las preguntas y a las tensiones actuales. 
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